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2. TEXTOS EN TRAMITACIÓN

2.1 Proyectos de Ley

PROYECTO DE LEY DE CAJAS DE
AHORROS DE ANDALUCÍA

Dictamen de la Comisión
5-98/PL-0012856

PRESIDENCIA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

La Comisión de Economía, Hacienda y Presupuestos, en
sesión celebrada el día 16 de noviembre de 1999, ha acordado
elevar a la Presidencia del Parlamento de Andalucía el Dic-
tamen relativo al Proyecto de Ley 5-98/PL-0012856, de Cajas
de Ahorros de Andalucía.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 65.1 del
Reglamento de la Cámara, se ordena su publicación en el
Boletín Oficial del Parlamento de Andalucía.

Sevilla, 19 de noviembre de 1999.
P.D. El Letrado Mayor del Parlamento de Andalucía,

José A. Víboras Jiménez.

AL PRESIDENTE DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

La Comisión de Economía, Hacienda y Presupuesto, en
sesión celebrada el día 16 de noviembre de 1999, a la vista
del informe emitido por la Ponencia designada para estudiar
el Proyecto de Ley 5-98/PL-0012856, de Cajas de Ahorros de
Andalucía, tiene el honor de elevar a la Presidencia del Par-
lamento de Andalucía el siguiente

DICTAMEN

PROYECTO DE LEY DE CAJAS DE AHORROS DE ANDALUC ÍA

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

- 1 -

El Estatuto de Autonomía para Andalucía, en su ar-
tículo 18.1.3.ª, atribuye a la Comunidad Autónoma, de acuerdo
con las bases y la ordenación de la actuación económica ge-
neral y la política monetaria del Estado y en los términos de lo
dispuesto en los artículos 38, 131 y 149.1.11.ª y 13.ª de la Cons-
titución, la competencia exclusiva en materia de Cajas de Ahorros.

Mediante la presente Ley la Comunidad Autónoma ejercita
el preciso título competencial que en materia de Cajas de
Ahorros le atribuye el citado artículo 18.1.3.ª del Estatuto de
Autonomía, que le asigna específicamente esta materia, dis-
tinguiéndola de la atribución de competencias en fundaciones,
ordenación del crédito y otras materias relacionadas con las
mismas, dadas las especiales características que en las Cajas
de Ahorros concurren. De una parte, su inicial configuración
como entidades benéfico-sociales ha dado paso, en virtud de
la evolución del sistema financiero y de la importancia actual
de su actividad crediticia, a su consideración como entidades
de crédito, evolución que refleja el carácter específico de este
título competencial. Por otro lado, la dimensión social de las
Cajas y su proyección eminentemente regional constituyen
rasgos distintivos de estas entidades de crédito frente a otros
intermediarios financieros, lo que también determina la atri-
bución específica de competencias sobre las Cajas de Aho-
rros, con independencia de la competencia autonómica gene-
ral sobre la ordenación del crédito, banca y seguros.

Las competencias reconocidas en el artículo 18.1.3.ª del
Estatuto de Autonomía, aunque se califican de exclusivas,
concurren con la estatal en la materia, pues, entre otros límites,
se confieren “en los términos de lo dispuesto en los ar-
tículos 149.1.11.ª y 13.ª de la Constitución”, por lo que habrán
de ejercerse dentro de las bases de la ordenación del crédito
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y de las bases y coordinación de la planificación general de
la actividad económica.

En este aspecto, el Tribunal Constitucional ha configurado
en diversos pronunciamientos una sólida doctrina en la materia
que deslinda las competencias autonómicas de las que corres-
ponden al Estado en virtud de los antes citados preceptos
constitucionales. En este sentido, la doctrina constitucional ha
dejado sentado que, aunque las bases estatales de ordena-
ción del crédito afecten fundamentalmente a la actividad cre-
diticia, comprenden también la estructura y organización de
las Cajas de Ahorros en cuanto establecen los elementos con-
figuradores de las mismas frente a los demás intermediarios
financieros. El carácter específico de las Cajas de Ahorros se
refleja, no sólo en su actividad como entidades de crédito que
han de cumplir una función social, sino también en su configu-
ración, correspondiendo al Estado garantizar en ambas dimen-
siones esa especificidad, lo que, no obstante, ha de permitir
el ejercicio pleno de las competencias autonómicas incorpo-
rando opciones políticas propias.

Los dos aspectos citados que concurren en la regulación
de las Cajas de Ahorros determinan también la distribución
de competencias entre las distintas Comunidades Autónomas
y, por tanto, el ámbito de aplicación de la presente Ley. Las
Cajas de Ahorros se rigen en su organización por su estatuto
personal determinado por su domicilio social, por lo que la
competencia de la Comunidad Autónoma se extiende a todo
lo relativo a la capacidad, constitución, representación, fun-
cionamiento, transformación, disolución, extinción y demás ex-
tremos derivados de la aplicación de la Ley personal. Por lo
que se refiere al aspecto externo o actividad, las Cajas se
rigen por el principio de territorialidad que conlleva que tales
actividades queden sometidas a la competencia de la Comu-
nidad Autónoma en que se realicen.

De esta manera, quedarán sometidas a la presente Ley
las Cajas de Ahorros que tengan su domicilio social en An-
dalucía, tanto en sus aspectos de organización como en lo
relativo a las actividades que desarrollen en esta Comunidad
Autónoma. Por lo que se refiere a las Cajas de Ahorros que
tengan su domicilio social en otras Comunidades Autónomas,
la Ley será de aplicación en relación con las actividades que
desarrollen en Andalucía.

Una vez delimitado el complejo marco competencial, y te-
niendo en cuenta especialmente la experiencia adquirida en
la aplicación de la normativa reglamentaria autonómica, la
Comunidad Autónoma de Andalucía puede abordar con las
debidas garantías la regulación legal de las Cajas de Ahorros,
en pleno ejercicio de sus competencias. Ello se efectúa me-
diante la presente Ley, que tiene por objeto una regulación
completa de las Cajas de Ahorros, tanto en sus aspectos de
organización, como en los relativos a las actividades que de-
sarrollen.

Finalmente, debe significarse también la oportunidad de la
presente Ley en la actual coyuntura del sistema financiero. El
proceso de transformación del sistema financiero español y
la integración de los mercados a que ha conducido la norma-
tiva comunitaria, que va a recibir un nuevo y definitivo impulso
como consecuencia de la puesta en marcha de la Unión Mo-
netaria Europea, determinan una sustancial modificación del
marco de actuación de las entidades de crédito. Sin embargo,
la ampliación de los mercados no resta validez a la existencia
de entidades financieras con vocación territorial, sino que, por
el contrario, refuerza su papel al convertirse en instrumentos
imprescindibles para garantizar un cierto equilibrio geográfico
en la distribución de las ventajas derivadas del proceso de

integración económica y monetaria. Por otra parte, resulta ne-
cesario que, al menos en una magnitud significativa, la gestión
y el control de los recursos financieros generados en un ámbito
territorial determinado queden sujetos a las decisiones de agen-
tes económicos y sociales autóctonos.

En esta situación, la Ley aborda la regulación de las Cajas
de Ahorros con la finalidad de potenciar su papel en el sistema
financiero andaluz y su relevancia en la realidad económica
y social de Andalucía.

- 2 -

La Ley contiene ciento veintitrés artículos distribuidos en
nueve títulos, que se completan en su parte final con dos
disposiciones adicionales, cinco disposiciones transitorias, una
disposición derogatoria y tres disposiciones finales.

Dado que en materia de organización las Cajas se rigen
por su estatuto personal determinado por su domicilio social,
los títulos II , V, VII y VIII  van referidos a las Cajas de Ahorros
con domicilio social en Andalucía configurando su estatuto
personal.

Por lo que se refiere a las disposiciones de los restantes
títulos relativas a la actividad, que se rige por el principio de
territorialidad, se aplican a todas las Cajas de Ahorros en re-
lación con las actividades que desarrollen en Andalucía, con
las correspondientes precisiones en función del domicilio social.

La Ley comienza con las disposiciones generales, definien-
do los referidos objeto y el ámbito aplicación, así como la
naturaleza jurídica de las Cajas de Ahorros y su régimen ju-
rídico. También señala los principios que han de regir la ac-
tuación de las mismas y los que inspiran el ejercicio del pro-
tectorado y control públicos por parte de la Administración
Autonómica.

Por lo que se refiere a la naturaleza jurídica, la Ley define
a las Cajas de Ahorros como entidades de crédito de naturaleza
fundacional y de carácter social, sin ánimo de lucro, que orien-
tan su actividad a la consecución de fines de interés público.

La Ley parte de considerar que las Cajas son entidades
de naturaleza fundacional de carácter muy peculiar en las que
domina su condición de entidades de crédito, que es lo que
les confiere su fisonomía actual. Por otro lado, las Cajas, cual-
quiera que sea su fundador, no son entes públicos sino entes
de carácter social que cumplen fines de interés público o ge-
neral. Esta relevancia pública justifica la existencia del control
y protectorado públicos sobre las mismas para que se obtenga
el interés general presente en toda fundación, dada su especial
relevancia en el sistema financiero y sus implicaciones para
el ahorro y la realización de actividades sociales.

- 3 -

La Ley se inspira en una serie de principios esenciales,
que sustentan la regulación de las Cajas de Ahorros andaluzas.

La ratificación del modelo institucional de las Cajas de Aho-
rros, que se efectúa en el título V, se erige, con carácter ge-
neral, en la piedra angular de la Ley. Las Cajas de Ahorros
andaluzas vienen desarrollando tradicionalmente su actividad
según un modelo suficientemente contrastado, que ha funcio-
nado adecuadamente y que ha demostrado ser un instrumento
eficaz para que las Cajas desempeñen sus funciones dentro
del sistema financiero, al que han aportado estabilidad y sol-
vencia. Preservar su naturaleza como entidades de carácter
social, uno de los rasgos esenciales del modelo, es, pues, un
objetivo irrenunciable, a la luz de la experiencia pasada y del
papel que las Cajas de Ahorros están llamadas a desempeñar
en el nuevo escenario que se está configurando como enti-
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dades arraigadas en el sistema económico y social de la Co-
munidad Autónoma.

En consonancia con lo anterior, la Ley mantiene una repre-
sentación plural y equilibrada de los diversos intereses tradi-
cionalmente presentes en los órganos de gobierno de las Cajas:
impositores, corporaciones municipales, entidades fundado-
ras y empleados, respetando la preeminencia de los dos pri-
meros. Asimismo, en coherencia con el desarrollo autonómico
del Estado español, el espectro de la composición de los ór-
ganos de gobierno se amplía con la incorporación de una
representación directa propia de la Comunidad Autónoma. En
aras a evitar una posible concentración de dicha representación
autonómica, se opta por su escisión en dos bloques diferen-
ciados, cuya designación corresponde, respectivamente, al
ejecutivo y al legislativo autonómicos, contemplándose, en este
último caso, la aplicación de un criterio de proporcionalidad
entre los diversos grupos políticos representados en el Par-
lamento de Andalucía.

En otro orden de consideraciones, la regulación de las Ca-
jas de Ahorros que se formula en la presente Ley parte de
unas premisas básicas, cuales son la eficacia y profesionali-
dad en la gestión, toda vez que ello es requisito imprescindible
para que las Cajas puedan actuar en un mercado cada vez
más liberalizado y competitivo y lograr el cumplimiento de los
fines sociales que tienen encomendados.

Mediante la regulación de las entidades asociativas de las
Cajas que realiza el título VII , la Ley aspira a potenciar la
cooperación entre las Cajas andaluzas, entendida como ins-
trumento para su mejor desarrollo y el más eficaz cumplimiento
de su función al servicio de la economía regional. Las Cajas
de Ahorros españolas cuentan con una dilatada experiencia
en el terreno de la cooperación, uno de los pilares básicos de
su funcionamiento y una de las claves de su consolidación y
avance dentro del sistema financiero nacional. Aun cuando
las Cajas andaluzas vienen colaborando en el seno de la Fe-
deración de Cajas de Ahorros de Andalucía, existen sólidas
razones que avalan la intensificación de dicha cooperación.
Al respecto pueden traerse a colación argumentos como la
identidad de su naturaleza institucional, la existencia de una
vocación territorial compartida o la necesidad de disponer de
una capacidad de actuación de una dimensión dada ante pro-
yectos determinados. La perspectiva casi inmediata de la for-
mación de un gran espacio europeo asentado en la realización
de la Unión Monetaria Europea y las exigencias derivadas del
mismo no hacen sino reforzar la conveniencia de las estrate-
gias de cooperación.

Con objeto de impulsar decididamente la cooperación mate-
rial, la Ley establece la creación de una nueva organización con-
sistente en una entidad financiera común, que se considera el
mecanismo más adecuado para alcanzar los fines propuestos.

Por último, el régimen de las Cajas andaluzas se completa
en el título VIII  con la figura del Defensor del Cliente como
institución protectora de los derechos e intereses de éstos.

- 4 -

Por lo que se refiere a los títulos de la Ley que contienen
previsiones para todas las Cajas de Ahorros, con las corres-
pondientes precisiones en función del domicilio social, mere-
cen destacarse una serie de aspectos:

Mediante el título III  se crea el Registro de Cajas de Ahorros
de Andalucía, que se adscribe a la Consejería de Economía
y Hacienda. Dicho Registro, que en aras de la transparencia

será público, constituye un esencial instrumento para el ejer-
cicio de las competencias de la Comunidad Autónoma. El
Registro constará de tres secciones en las que se inscribi-
rán, respectivamente, las Cajas de Ahorros que tengan su
domicilio social en Andalucía, las que, no teniéndolo, dispongan
de oficinas abiertas en dicho territorio y, por último, las fundacio-
nes de las Cajas de Ahorros con domicilio social en Andalucía
que gestionen total o parcialmente la obra social. Hay que men-
cionar también la reserva de denominación que la Ley efectúa
en favor de las entidades inscritas en el citado Registro.

El título IV  contiene la regulación del régimen económico
y de control. En el primer aspecto se contempla la distribución
de excedentes y apertura de oficinas, así como la financiación
subordinada y medidas sobre transparencia de mercados, a
fin de proteger los derechos de la clientela. En cuanto al con-
trol, se establecen las correspondientes disposiciones sobre
inspección, auditorías, intervención y sustitución.

La enorme importancia que la obra social de las Cajas de
Ahorros representa en el desarrollo económico y social de
Andalucía justifica que la Ley le dedique el título VI .

Al objeto de evitar la dispersión y falta de coordinación en
los recursos que las Cajas de Ahorros destinan a la obra social,
se faculta a la Consejería de Economía y Hacienda para es-
tablecer directrices en orden a la aplicación de aquéllos, en
función de las carencias y prioridades de Andalucía, sin per-
juicio del respeto a la libertad de elección de las Cajas a efectos
de determinar las inversiones concretas a efectuar.

Se hace extensiva a las Cajas de Ahorros que no tengan
su domicilio social en Andalucía, en línea con lo establecido
por otras Comunidades Autónomas, la obligación de invertir
en el territorio de la Comunidad Autónoma una parte de su
presupuesto anual de obra social. Tal inversión se efectuará
en proporción a los recursos ajenos captados en Andalucía.

De otro lado, se acoge la regulación positiva de una realidad
existente, cual es la posibilidad de que las Cajas de Ahorros
constituyan fundaciones para gestionar su obra social.

El último título de la Ley, dedicado al régimen sancionador,
acorde con las exigencias del principio de legalidad, establece
una completa y precisa tipificación de las infracciones y sanciones
al tiempo que determina los sujetos responsables de las mismas.

En cuanto a la parte final de la Ley hay que destacar, en
primer lugar, la disposición adicional segunda, por la que se
crea el Instituto Andaluz de Finanzas como empresa de la
Junta de Andalucía de las previstas en el artículo 6.1 b) de la
Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía, adscrita a la Consejería de Economía y
Hacienda, que actuará como principal instrumento de la polí-
tica de la Junta de Andalucía en el ejercicio de sus compe-
tencias en materia financiera.

Las disposiciones transitorias contienen las correspondientes
previsiones en cuanto a los plazos de adaptación de Estatutos
y Reglamentos, renovación y reelección de los órganos de go-
bierno.

Por otra parte, dado el alcance de las competencias esta-
tales en materia de ordenación del crédito que no se agotan
en las normativas sino que se extienden a ciertas funciones
ejecutivas, se deja expresamente sentado que la regulación
de la Ley se entiende sin perjuicio de las competencias que
pueden corresponder a órganos o entidades estatales o al
Banco de España.

Al objeto de evitar un vacío normativo, la Ley declara ex-
presamente en vigor, en tanto no se proceda a su desarrollo
y en lo que no se opongan a la misma, todas las disposiciones
reglamentarias dictadas por la Comunidad Autónoma.
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TÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación.

1. La presente Ley tiene por objeto la regulación de las
Cajas de Ahorros, tanto en sus aspectos de organización,
como en los relativos a las actividades que desarrollen.

2. Estarán sometidas a la presente Ley las Cajas de Ahorros
que tengan su domicilio social en Andalucía, tanto en sus
aspectos de organización como en lo relativo a las actividades
que desarrollen en Andalucía.

3. La presente Ley será asimismo de aplicación, en los
términos establecidos en la misma, a las actividades que de-
sarrollen en Andalucía las Cajas de Ahorros que tengan su
domicilio social en otras Comunidades Autónomas.

Artículo 2. Naturaleza y régimen jurídico.

1. Las Cajas de Ahorros domiciliadas en Andalucía, con o
sin Monte de Piedad, son entidades de crédito de naturaleza
fundacional y de carácter social, sin ánimo de lucro, que orien-
tan su actividad a la consecución de fines de interés público.

2. Las Cajas de Ahorros domiciliadas en Andalucía se re-
girán por lo previsto en la presente Ley y demás normativa
que resulte de aplicación a las Cajas de Ahorros, en particular,
y a las entidades de crédito, en general, aplicándoseles con
carácter supletorio, en lo que proceda, la normativa propia de
las fundaciones.

3. A los efectos de la presente Ley son Cajas de Ahorros
no domiciliadas en Andalucía las que tengan tal consideración,
de acuerdo con la normativa que les resulte de aplicación.

Artículo 3. Principios generales de actuación.

1. Las Cajas de Ahorros orientarán sus actuaciones a la
consecución de fines de interés público, tales como el fomento
del empleo, el apoyo a los sectores productivos, la protección
y mejora del medio ambiente, el patrimonio cultural e histórico
y la investigación, a fin de contribuir al desarrollo social y eco-
nómico de Andalucía, así como su equilibrio territorial.

Las Cajas de Ahorros, para los logros de los fines mencio-
nados, tienen como objetivo básico la gestión eficiente de los
recursos que le son confiados, garantizando su estabilidad y
seguridad, así como la mejora permanente de su solvencia y
competitividad.

2. A tal fin, las Cajas de Ahorros se dotarán de un código
de conducta que concrete la actuación de las Cajas de acuerdo
con los principios recogidos en este artículo.

Artículo 4. Protectorado y principios inspiradores.

La Consejería de Economía y Hacienda, conforme a lo pre-
visto en la normativa que resulte de aplicación, ejercerá el
protectorado y control público de las Cajas de Ahorros de acuerdo
con los siguientes principios:

La mejora del nivel socioeconómico de Andalucía, estimu-
lando las acciones de las Cajas de Ahorros dirigidas a este fin.

El cumplimiento de la función económico-social de las Ca-
jas de Ahorros, y de la realización por éstas de una adecuada
política de administración y de inversión del ahorro.

La cooperación entre las Cajas de Ahorros domiciliadas en
Andalucía.

La garantía de los principios de democratización, indepen-
dencia, eficacia y transparencia en la configuración y funcio-
namiento de sus órganos de gobierno.

La protección de la independencia, solvencia, estabilidad
y prestigio de las Cajas de Ahorros.

La defensa de los derechos e intereses legítimos de sus
clientes.

La vigilancia del cumplimiento por las Cajas de Ahorros de
las normas de ordenación y disciplina de las entidades de crédito.

TÍTULO II
DE LA CREACI ÓN, FUSIÓN, DISOLUCI ÓN Y MODIFICACI ÓN

DE ESTATUTOS DE LAS CAJAS DE AHORROS DOMICILIADAS

EN ANDALUC ÍA

CAPÍTULO I
Creación

Artículo 5. Fundación.

1. Las Cajas de Ahorros podrán ser fundadas por personas
físicas o jurídicas, tanto públicas como privadas, en los térmi-
nos previstos en la presente Ley.

2. La condición de fundador no será transmisible por título
alguno ni otorgará derechos económicos. Los fundadores, sean
públicos o privados, dispondrán exclusivamente de los dere-
chos de representación establecidos en esta Ley.

3. El patrimonio inicial de las Cajas de Ahorros estará cons-
tituido por la aportación de sus fundadores.

4. Si la voluntad fundacional hubiera sido manifestada en
testamento, será ejecutada por las personas físicas o jurídicas
designadas por el testador, las cuales otorgarán la escritura
pública de fundación, completando la voluntad fundacional en
la forma prevista en la normativa aplicable.

Artículo 6. Autorización.

1. Corresponde al Consejo de Gobierno, a propuesta de la
Consejería de Economía y Hacienda, conceder la autorización
para la creación de nuevas Cajas de Ahorros, previo informe
del Banco de España, de conformidad con el artículo 43.1 de
la Ley 26/1988, de 29 de julio, sobre Disciplina e Intervención
de las Entidades de Crédito.

2. Las solicitudes, en las que deberá indicarse que la Caja
de Ahorros tendrá su domicilio social en Andalucía, se dirigirán
a la Consejería de Economía y Hacienda adjuntándose la si-
guiente documentación:

a) Proyecto de escritura fundacional.
b) Memoria que recoja los fines que se propongan alcanzar

con su creación.
c) Programa de actividades, haciendo constar el género de

operaciones que pretenden realizarse y la estructura organi-
zativa de la entidad.

d) Justificación de la constitución del fondo de dotación,
mediante depósito en efectivo en el Banco de España, cuyo
importe será, como mínimo, el establecido en la normativa
que resulte de aplicación.

3. El otorgamiento de la autorización se publicará en el
Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

4. Las autorizaciones de creación de una Caja de Ahorros
no serán transmisibles mediante título alguno. Cualquier ac-
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tuación en contrario será nula de pleno derecho, sin perjuicio
de las responsabilidades a que hubiere lugar.

Artículo 7. Contenido mínimo de la escritura fundacional.

En el proyecto de escritura fundacional de la Caja de Aho-
rros se hará constar como mínimo lo siguiente:

a) Datos identificativos de las personas físicas y jurídicas,
públicas o privadas, fundadoras de la Caja de Ahorros.

b) Manifestación expresa de la voluntad de constituir una
Caja de Ahorros de conformidad con las disposiciones vigentes.

c) Declaración expresa de que la efectiva administración y
dirección de la entidad radicará en el territorio de la Comunidad
Autónoma de Andalucía.

d) Los Estatutos que regularán el funcionamiento de la Caja
de Ahorros, así como su Reglamento de procedimiento regu-
lador del sistema de designación de los órganos de gobierno.

Los Estatutos de la entidad contendrán las circunstancias
exigidas para su inscripción por la normativa vigente.

e) El patrimonio inicial. Si, como parte de éste, existieran
aportaciones no dinerarias adicionales a la dotación mínima
exigida legalmente, se describirán los bienes y derechos que
las integran, con indicación de sus datos registrales, si los
tuvieran, el título o concepto de las aportaciones, el valor de
cada una de ellas y las cargas, si las hubiera.

f) La cuantía total, al menos aproximada, de los gastos de
constitución.

g) Los datos identificativos de las personas físicas que, en
número mínimo de quince y máximo de veintiuno, constituyan
el patronato fundacional de la nueva Caja de Ahorros y del
Director General o asimilado designado por el mismo con ca-
rácter provisional.

Artículo 8. Inscripción en los registros.

1. Otorgada la escritura fundacional, e inscrita la constitu-
ción de la Caja de Ahorros en el Registro Mercantil, se pre-
sentará en la Consejería de Economía y Hacienda, que pro-
cederá a la inscripción provisional en el Registro de Cajas de
Ahorros de Andalucía y a dar traslado de la escritura funda-
cional al Banco de España, a efectos de su inscripción en el
Registro Especial de Cajas Generales de Ahorro Popular, de
conformidad con el artículo 43.1 de la Ley 26/1988, de 29 de
julio.

2. Una vez inscrita en el Registro Mercantil, en el Registro
Especial de Cajas Generales de Ahorro Popular y en el Re-
gistro de Cajas de Ahorros de Andalucía a título provisional,
la nueva entidad podrá iniciar sus actividades.

3. La inscripción definitiva en el Registro de Cajas de Aho-
rros de Andalucía se llevará a cabo conforme a lo dispuesto
en el artículo 10.5 de la presente Ley.

Artículo 9. Órganos de gobierno.

Las Cajas de Ahorros de nueva creación constituirán sus
órganos de gobierno de acuerdo con lo previsto en esta Ley
y demás normativa de aplicación, en el plazo máximo de dos
años contados a partir de la inscripción provisional en el Re-
gistro de Cajas de Ahorros de Andalucía.

Artículo 10. Período transitorio.

1. El patronato fundacional tendrá atribuidas las funciones
propias del Consejo de Administración y de la Asamblea Ge-

neral, hasta la constitución de éstos. Durante dicho período
no existirá la Comisión de Control.

Se establecerán reglamentariamente normas especiales de
intervención y control de las Cajas de Ahorros que aún no
hayan constituido sus órganos de gobierno. Dichas normas
deberán observarse sin perjuicio de las que, con carácter ge-
neral, sean aplicables.

2. Durante los dos primeros años de funcionamiento de las
Cajas de Ahorros de nueva creación, a los Consejeros Gene-
rales representantes de los impositores y del personal no se les
exigirá el requisito de antigüedad referido en los artículos 41.2
y 61.2, respectivamente, de esta Ley.

3. En el primer Consejo de Administración, además de los
vocales elegidos, figurarán, con voz y voto, los miembros del
patronato fundacional, los cuales cesarán a los dos años des-
de la constitución de la primera Asamblea General, sin per-
juicio de que tras su cese puedan ser elegidos como vocales
en los puestos vacantes del Consejo.

4. El Director General o asimilado habrá de ser confirmado
o sustituido por el primer Consejo de Administración que se
constituya. La Asamblea General, convocada al efecto, habrá
de pronunciarse sobre la ratificación o no del nombramiento.

5. Finalizado el período a que se refiere el apartado 1 de este
artículo y aprobada la gestión por la Asamblea General, la Con-
sejería de Economía y Hacienda, previa la correspondiente ins-
pección, dictará resolución acordando que se practique la inscrip-
ción definitiva en el Registro de Cajas de Ahorros de Andalucía.

6. Si la Consejería de Economía y Hacienda denegara la
inscripción definitiva, se aplicará en cuanto al destino del pa-
trimonio lo establecido en la escritura fundacional o, en su
defecto, lo previsto en la normativa vigente para el caso de
disolución y liquidación de Cajas de Ahorros.

7. La inscripción definitiva podrá ser denegada o revocada
por las siguientes causas:

a) Si no da comienzo a las actividades específicas de su objeto
social dentro de los doce meses siguientes a la fecha de notifica-
ción de la autorización o renuncia de modo expreso a ésta.

b) Si interrumpe de hecho las actividades específicas de
su función social durante un período superior a seis meses.

c) Si resulta que obtuvo la autorización por medio de de-
claraciones falsas o por otro medio irregular acreditado en virtud
del correspondiente expediente administrativo o procedimien-
to judicial.

d) Si incumple las condiciones que motivaron la autoriza-
ción salvo que se disponga otra cosa con relación a alguna
de ellas, en todo caso será preciso que el incumplimiento conste
en resolución motivada.

e) Si carece de fondos propios suficientes o no ofrece ga-
rantías de poder cumplir sus obligaciones con relación a sus
acreedores y, en particular, no garantiza la seguridad de los
fondos que le hayan sido confiados.

f) Por sanción.

CAPÍTULO II
Fusión, escisión y cesión global del activo y pasivo

Artículo 11. Clases de fusión.

1. Las Cajas de Ahorros con domicilio social en Andalucía
podrán fusionarse con otras Cajas de Ahorros, de conformidad
con lo establecido en los artículos siguientes.

2. La fusión de las Cajas de Ahorros podrá realizarse:
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a) Mediante la operación de fusión de las Cajas de Ahorros
en una nueva Caja, por la que dichas Cajas transferirán en
bloque sus respectivos patrimonios a la nueva Caja que ad-
quirirá por sucesión universal los derechos y obligaciones de
aquellas, como consecuencia de su disolución sin liquidación.

b) Mediante la operación de absorción de una o más Cajas
de Ahorros por otra Caja ya existente, que adquirirá de igual
forma los patrimonios de las Cajas absorbidas, como conse-
cuencia de su liquidación sin disolución.

Artículo 12. Proyecto de fusión.

1. El Consejo de Administración de cada una de las Cajas
de Ahorros que pretendan fusionarse habrá de elaborar y apro-
bar el proyecto de fusión.

2. El proyecto de fusión habrá de contener, al menos, los
siguientes extremos:

a) La denominación, domicilio y datos de inscripción en el
Registro Mercantil y en los registros administrativos de todas
las entidades participantes en la fusión, así como, en su caso,
la denominación y domicilio de la nueva entidad.

b) Las cuentas anuales e informe de gestión de los tres
últimos ejercicios de las entidades participantes en la fusión
con los informes correspondientes de los auditores de cuentas.

c) El proyecto de la escritura fundacional de la nueva entidad,
que deberá recoger el proyecto de Estatutos y Reglamento, o si
se tratara de absorción, el texto íntegro de las modificaciones
que hayan de introducirse en los Estatutos y Reglamento de la
Caja de Ahorros absorbente.

d) La justificación económica del proyecto de fusión, la or-
ganización resultante y el programa estratégico de la nueva
entidad que suscribirán los administradores de las entidades
participantes en el proceso de fusión.

e) Los balances de fusión de cada una de las entidades y
el balance conjunto resultante de la fusión, expresando y jus-
tificando las diferencias de valor que pudiesen aparecer res-
pecto al último balance aprobado y auditado.

f) Los Estatutos y Reglamentos vigentes de las entidades
participantes en la fusión.

g) La fecha a partir de la cual las operaciones de las enti-
dades que se extingan habrán de considerarse realizadas a
efectos contables por cuenta de la entidad a la que traspasan
su patrimonio.

h) Composición, régimen de funcionamiento y facultades
atribuidas a los órganos o personas que, en su caso, se de-
signen para la coordinación del proceso de fusión.

i) La composición de los órganos de gobierno de la entidad
resultante de la fusión, durante el periodo transitorio a que se
refiere el artículo 15 de la presente Ley.

j) El informe sobre el proyecto de fusión y sobre el patri-
monio aportado por las entidades que se extinguen, elaborado
por dos o más expertos independientes, que serán designados
por el Registrador Mercantil correspondiente.

k) El texto del acuerdo de fusión que se someterá a la
aprobación de las respectivas Asambleas Generales.

3. En el plazo máximo de siete días a partir de su aproba-
ción, se presentará por cada entidad un ejemplar del proyecto
de fusión en el Registro Mercantil correspondiente a su domi-
cilio para su depósito.

Artículo 13. Acuerdo de fusión.

1. La fusión de las Cajas de Ahorros deberá adoptarse
por acuerdo de las Asambleas Generales de las respectivas

entidades, en los términos previstos en el artículo 66.3 de esta
Ley.

2. A tales efectos, habrán de ser convocadas en sesión
extraordinaria para esta finalidad, debiendo hacer constar en
el orden del día las menciones mínimas del proyecto de fusión
y del derecho que corresponda a los representantes de las
Asambleas de examinar en el domicilio social de las Cajas
intervinientes los siguientes documentos:

a) Proyecto de fusión.
b) Informe sobre el proyecto de los expertos independientes.
c) Informe de los respectivos Consejos de Administración

sobre el proyecto de fusión.
d) Las cuentas anuales y el informe de gestión de los tres

últimos ejercicios de las respectivas Cajas, debidamente au-
ditadas.

e) El proyecto de escritura de constitución de la nueva Caja,
o si se trata de una absorción, el texto íntegro de las modifi-
caciones que hayan de introducirse en los estatutos de la
entidad absorbente.

f) Los estatutos vigentes de las Cajas que participan en la
fusión.

Artículo 14. Autorización.

1. Aprobado el acuerdo por la Asamblea General, corres-
ponde al Consejo de Gobierno, a propuesta de la Consejería
de Economía y Hacienda, autorizar, previo informe del Banco
de España, cualquier fusión en que intervenga alguna Caja
de Ahorros con domicilio social en Andalucía. En la autoriza-
ción de la fusión deberán observarse las condiciones siguientes:

a) Que las entidades que deseen fusionarse no se hallen
en periodo de liquidación, ni respecto de ellas exista acuerdo
de disolución.

b) Que queden a salvo los derechos y garantías de los
impositores, acreedores, trabajadores y demás afectados por
la fusión.

c) Que la fusión favorezca la consecución de los principios
que se contemplan en el artículo 3 de la presente Ley.

2. Las modificaciones de los Estatutos y Reglamentos de
la entidad absorbente, o los Estatutos de la nueva entidad
constituida por fusión de otras, deberán ser elevados a la
Consejería de Economía y Hacienda, que ordenará la ade-
cuación de aquellos preceptos que no se ajusten a las normas
o principios establecidos en la normativa estatal y autonómica
vigente procediendo, en su caso, a su aprobación.

3. En el plazo máximo de un mes a partir de la notificación
de la autorización, la fusión será elevada sin más trámites a
escritura pública, y su otorgamiento publicado en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía y en dos periódicos de gran
circulación en las provincias en las que cada una de las Cajas
que participen tengan su domicilio. En el plazo de quince días
se presentará en el Registro Mercantil correspondiente y, en
igual plazo a partir de la inscripción en el Registro Mercantil,
se presentará en la Consejería de Economía y Hacienda al
efecto de causar inscripción definitiva en el Registro de Cajas
de Andalucía y en el Registro Especial de Cajas Generales
de Ahorro Popular.

Si hubiere retraso en el otorgamiento de la escritura o en su
presentación a inscripción, los miembros del Consejo de Admi-
nistración responderán solidariamente de los daños y perjuicios
causados.

4. Lo previsto en los apartados anteriores se entenderá sin
perjuicio de cualesquiera otras autorizaciones que sean exi-
gibles, de acuerdo con la normativa aplicable.
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Artículo 15. Periodo transitorio.

1. En el caso de fusión por absorción, quedarán disueltos
los órganos de gobierno de la Caja de Ahorros absorbida y
la administración, gestión, representación y control de la en-
tidad resultante corresponderá a los de la Caja de Ahorros
absorbente, respetando en todo caso las proporciones y gru-
pos establecidos en la presente Ley.

No obstante, podrá preverse en el proyecto de fusión la
incorporación de miembros de los órganos de gobierno de la
Caja de Ahorros absorbida en los de la absorbente, de forma
transitoria hasta la siguiente renovación de éstos, debiendo
garantizarse en los distintos grupos la representatividad es-
tablecida en el artículo 55.2 de esta Ley.

2. En el supuesto de fusión de Cajas de Ahorros con
creación de una nueva entidad, la constitución de los órga-
nos de gobierno y el número de sus miembros será el que
haya fijado en el proyecto de fusión conforme a lo dispuesto
en el artículo 12.2, letra i), de la presente Ley, respetando en
todo caso las proporciones y grupos establecidos en la pre-
sente Ley. Dichos órganos de gobierno desempeñarán sus
funciones de forma transitoria hasta que se realice su reno-
vación en el plazo máximo previsto en el artículo 9.

Artículo 16. Escisión o cesión global del activo y pasivo.

1. La escisión podrá realizarse mediante la extinción de
una Caja de Ahorros, con división de todo su patrimonio en
dos o más partes, cada una de las cuales se traspasa en bloque
a Cajas de Ahorros de nueva creación o se integra en el pa-
trimonio de otras Cajas ya existentes, mediante su absorción.

Asimismo podrá realizarse mediante la segregación de una
o varias partes del patrimonio de una Caja, sin extinguirse,
traspasando en bloque el patrimonio segregado a una o varias
Cajas de nueva creación o ya existentes.

2. En el proyecto de escisión, cuyas características, con-
tenido, firma, depósito, autorización, publicidad e inscripción
se ajustarán a lo establecido en el presente artículo, habrá de
constar necesariamente la asignación y reparto preciso de los
elementos del activo y pasivo que ha de transmitirse a cada
una de las Cajas beneficiarias de la operación.

3. Será aplicable a la escisión en que intervenga alguna
Caja de Ahorros con domicilio social en Andalucía el mismo
régimen previsto en la presente Ley para los casos de fusión,
sin perjuicio de lo establecido en las disposiciones que regulan
la materia.

CAPÍTULO III
Disolución

Artículo 17 bis. Causas de disolución.

1. Las Cajas de Ahorros se disolverán:
a) Por acuerdo de la Asamblea General, adoptado con arre-

glo a lo establecido en el artículo 66 de la presente Ley.
b) Por cumplimiento del plazo fijado en los Estatutos, di-

solviéndose la Caja de pleno derecho, salvo que con anterio-
ridad hubiese sido expresamente prorrogado dicho plazo e
inscrita la prórroga en el Registro de Cajas de Ahorros de
Andalucía y en el Registro Mercantil.

c) Como consecuencia de la revocación de la autorización,
según la normativa básica.

d) Por fusión, cualquiera que sea su modalidad.

e) Por cualquier otra causa establecida en los Estatutos,
requiriendo acuerdo de la Asamblea General con arreglo a lo
establecido en el artículo 66 de la presente Ley.

2. La Junta de Andalucía, a la vista de la evolución del neto
patrimonial y la solvencia de la Caja, podrá iniciar el oportuno
expediente revocatorio de acuerdo con lo previsto en el apar-
tado c) del presente artículo.

Artículo 17 bis 2. Liquidación.

Acordada válidamente la disolución de la Caja, y salvo en
los supuestos de fusión, se iniciará el período de liquidación
durante el cual la Caja conservará su personalidad jurídica,
si bien desde el momento en que se acuerde la liquidación
no podrán efectuarse nuevos contratos de los comprendidos
en ella, ni prorrogar los pendientes, aunque tuvieran estipulado
este derecho.

Concluida la liquidación, los administradores elaborarán el
balance final, que habrá de ser suscrito, en su caso, por el
interventor y aprobado por la Consejería de Economía y Ha-
cienda.

El acuerdo de liquidación habrá de inscribirse en el Registro
de Cajas de Ahorros de Andalucía, así como en el Registro
Mercantil, debiendo solicitarse, una vez finalizada la liquida-
ción, la cancelación definitiva de todos los asientos referentes
a la entidad.

Los liquidadores serán nombrados por la Asamblea Gene-
ral y su número será siempre impar.

Artículo 17 bis 3. Adjudicación de los bienes.

La adjudicación de los bienes resultantes de la liquidación
se ajustará a lo establecido en los Estatutos de la Caja de
Ahorros o, en su defecto, se aplicará dicho remanente a la
realización de fines análogos a los de su escritura fundacional,
en interés de la provincia o municipio que principalmente de-
bieran recoger los beneficios de la Caja extinguida.

Las disposiciones de este artículo se entenderán sin per-
juicio de lo dispuesto en las normas básicas sobre la materia,
en especial, las que regulan el Fondo de Garantía de Depó-
sitos.

CAPÍTULO IV
Modificación de Estatutos y Reglamentos

Artículo 18. Acuerdo y aprobación.

La modificación de los Estatutos y Reglamentos de las Ca-
jas de Ahorros con domicilio social en Andalucía será acordada
por la Asamblea General, en los términos previstos en el ar-
tículo 66.3 de la presente Ley, y autorizada por la Consejería
de Economía y Hacienda.

TÍTULO III
REGISTRO DE CAJAS DE AHORROS DE ANDALUCÍA

Artículo 19. Estructura y publicidad.

1. Se crea el Registro de Cajas de Ahorros de Andalucía,
adscrito a la Consejería de Economía y Hacienda, y que cons-
tará de tres secciones.
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2. En la sección primera se inscribirán las Cajas de Ahorros
que tengan su domicilio social en Andalucía, y en ella se harán
constar, como mínimo, los siguientes datos:

a) Denominación de la entidad.
b) Domicilio social.
c) La identidad de los fundadores.
d) La fecha de la resolución de autorización para la creación

de la entidad; fusiones con otras entidades; disolución, liqui-
dación y escisión o cesión global del activo y pasivo.

e) La fecha de la escritura fundacional, los datos notariales y
los relativos a la inscripción de la entidad en el Registro Mercantil.

f) Los Estatutos y Reglamento de la entidad, así como sus
modificaciones.

g) La relación de los miembros de sus órganos de gobierno,
con expresión del grupo a que representan, así como la fecha
de sus nombramientos, ceses, reelecciones y cualquier varia-
ción que se produzca.

En el caso de las Corporaciones Municipales, indicación
del municipio por el que han sido designados.

h) Facultades otorgadas al Presidente y Vicepresidente Eje-
cutivos, si los hubiere, y al Director General, así como la fecha
del otorgamiento y, en su caso, modificación de aquéllas.

i) Fecha del nombramiento y cese del Director General y
de las demás personas vinculadas a la entidad por una relación
laboral de carácter especial de personal de alta dirección.

j) Relación de oficinas, con indicación de sus fechas de
apertura y cierre.

k) Inscripción en el Registro Especial de Cajas de Ahorro
Popular del Banco de España.

l) Las medidas administrativas de intervención.
m) Las sanciones impuestas a la entidad y a quienes os-

tenten cargos de administración, dirección o control en la mis-
ma, con excepción de la de amonestación privada.

3. En la sección segunda se inscribirán las Cajas de Ahorros
que, sin estar domiciliadas en Andalucía, tengan oficinas abier-
tas en este territorio, y en ella se harán constar, como mínimo,
los siguientes datos:

a) Denominación de la entidad.
b) Domicilio social.
c) Los datos referentes a la inscripción de la entidad en el

Registro Mercantil.
d) Relación de oficinas abiertas en Andalucía, con indica-

ción de sus fechas de apertura y cierre.
e) Inscripción en el Registro Especial de Cajas de Ahorro

Popular del Banco de España.
f) Las medidas administrativas de intervención.
g) Las sanciones que la Comunidad Autónoma de Anda-

lucía hubiere impuesto a la entidad y a quienes ostenten car-
gos de administración, dirección o control en las mismas, con
excepción de la amonestación privada.

4. En la sección tercera se inscribirán las fundaciones de
las Cajas de Ahorros con domicilio social en Andalucía, que
gestionen total o parcialmente la obra social, y en ella se harán
constar, como mínimo, los siguientes datos:

a) Denominación de la fundación.
b) Domicilio social.
c) La identidad de los fundadores.
d) La fecha de la inscripción de la escritura pública de su

constitución en el correspondiente Registro de Fundaciones;
fusiones con otras entidades; extinción y liquidación.

e) La fecha de la escritura fundacional, los datos notariales
y los relativos a la inscripción de la fundación en los registros
correspondientes.

f) Los Estatutos de la fundación, así como sus modificaciones.

g) La relación de los miembros que integran el patronato
de la fundación, así como la fecha de sus nombramientos,
ceses, reelecciones y cualquier variación que se produzca.

h) Fecha de nombramiento y cese del Gerente de la fun-
dación, así como las facultades que en su caso le hayan sido
otorgadas.

i) Fecha de nombramiento y cese de los apoderados ge-
nerales, especiales con carácter permanente y delegados, con
expresión de las facultades otorgadas.

5. El Registro será público. Podrán obtenerse certificacio-
nes de acuerdo con lo que reglamentariamente se determine
y con respecto a lo establecido en la normativa que resulte
de aplicación.

Artículo 20. Reserva de denominación.

Para las entidades con domicilio social en Andalucía, las
denominaciones “Caja de Ahorros” y “Monte de Piedad” serán
privativas de las instituciones inscritas en el Registro de Cajas
de Ahorros de Andalucía.

Ninguna entidad o empresa podrá utilizar en Andalucía de-
nominaciones, rótulos, anuncios o expresiones que puedan
inducir a error sobre su naturaleza, en relación con las Cajas
de Ahorros.

TÍTULO IV
RÉGIMEN ECON ÓMICO Y CONTROL

CAPÍTULO I
Del régimen económico

Sección Primera
Disposiciones generales

Artículo 21. Objeto.

El objeto específico de las Cajas de Ahorros domiciliadas
en Andalucía, en el marco de los principios generales de ac-
tuación señalados en el artículo 3, será el fomento del ahorro
y la realización de las operaciones económicas y financieras
permitidas por la normativa de aplicación, mediante acciones
que garanticen la estabilidad y seguridad de los fondos en
ellas depositados.

Artículo 22. Distribución de excedentes.

1. Las Cajas de Ahorros domiciliadas en Andalucía desti-
narán la totalidad de sus excedentes, que, conforme a la nor-
mativa vigente, no hayan de integrar sus reservas o sus fondos
de provisión no imputables a riesgos específicos, a la creación
y mantenimiento de la obra social, de acuerdo con lo previsto
en el título VI  de esta Ley.

2. Corresponde a la Consejería de Economía y Hacienda
la autorización, conforme a la normativa aplicable, de los acuer-
dos adoptados por las Asambleas Generales de las Cajas de
Ahorros relativos a la determinación de los excedentes y a su
distribución, y al presupuesto anual de la obra social, incluido,
en su caso, el de las fundaciones, si las hubiere.
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Artículo 23. Determinación de excedentes en grupos conso-
lidables.

En el caso de Cajas de Ahorros domiciliadas en Andalucía,
dominantes de un grupo consolidable, en los términos esta-
blecidos en la Ley 13/1985, de 25 de mayo, de Coeficientes
de Inversión, Recursos Propios y Obligaciones de Información
de los Intermediarios Financieros, el excedente de referencia
será el que resulte de los estados contables consolidados.

Artículo 24. Oficinas.

De conformidad con la normativa básica, las Cajas de Aho-
rros domiciliadas en Andalucía podrán abrir oficinas en cual-
quier parte del territorio del Estado.

Las aperturas, traslados y cierres de oficinas habrán de
comunicarse a la Consejería de Economía y Hacienda. Esta
obligación incumbe también a las Cajas de Ahorros domici-
liadas en otras Comunidades Autónomas en lo que se refiere
a las oficinas ubicadas en el territorio de Andalucía.

La apertura de oficinas en el extranjero requerirá la comu-
nicación previa a la Consejería de Economía y Hacienda, sin
perjuicio de las competencias del Banco de España.

Sección Segunda
Financiación subordinada de las Cajas de Ahorros

domiciliadas en Andalucía

Artículo 25. Tipos de financiación.

De acuerdo con la normativa básica, para ampliar sus re-
cursos propios, las Cajas de Ahorros podrán obtener finan-
ciación mediante la emisión de deuda subordinada y de cuotas
participativas.

En tal caso se requerirá la previa autorización de la Con-
sejería de Economía y Hacienda, en los términos que se de-
terminen reglamentariamente.

Artículo 26. Cuotas participativas.

1. Las cuotas participativas son valores negociables nomina-
tivos que representan aportaciones de dinero a plazo indefinido.

2. Podrán emitirse cuotas participativas de distinta clase o
serie, correspondiendo a todas las de la misma clase iguales
derechos.

3. Las cuotas participativas confieren a sus suscriptores,
en los términos establecidos en la normativa de aplicación y
conforme a lo previsto en el correspondiente acuerdo de emi-
sión, como mínimo, los siguientes derechos:

a) Participar en el reparto del excedente de libre disposición.
b) Obtener el reembolso de su valor liquidativo en caso de

liquidación de la Caja.
c) Suscribir preferentemente cuotas participativas en las

nuevas emisiones.
4. Las cuotas carecen de todo derecho político. En ningún

caso otorgará derecho a sus suscriptores a participar en los
órganos de gobierno de la Caja emisora.

5. Corresponde a la Asamblea General determinar la retri-
bución de las cuotas participativas, previa autorización de la
Consejería de Economía y Hacienda.

6. Las Cajas de Ahorros llevarán un registro de suscriptores.
7. Lo dispuesto en este artículo se entenderá sin perjuicio

del respeto a la normativa que resulte de aplicación.

Artículo 27. Fondo de estabilización.

La Asamblea General podrá acordar y establecer en el
acuerdo de emisión de cuotas participativas la constitución de
un fondo de estabilización cuya finalidad será la prevista en
la normativa de aplicación.

Artículo 28. Deuda subordinada.

Para tener la consideración de recursos propios, la deuda
subordinada deberá cumplir los requisitos establecidos en la
normativa que le sea de aplicación.

Sección Tercera
Transparencia de mercado

Artículo 29. Protección a la clientela.

La Consejería de Economía y Hacienda dictará las normas
necesarias para proteger los derechos de la clientela de las
Cajas de Ahorros que operen en Andalucía, sin perjuicio de
la demás normativa que resulte de aplicación.

Artículo 30. Información pública.

La Consejería de Economía y Hacienda establecerá la in-
formación que, como mínimo, las Cajas de Ahorros que operen
en Andalucía han de poner a disposición del público. Tal
información podrá referirse, entre otros, a los siguientes ex-
tremos:

a) Origen fundacional de la Caja y miembros del Consejo
de Administración.

b) Entidades jurídicas que, en su caso, forman parte del
grupo consolidable.

c) Operaciones más características que lleva a cabo.
d) Coste efectivo y rendimiento de las operaciones anteriores.
e) Ámbito territorial de actuación.

Artículo 31. Contratos y liquidaciones.

La Consejería de Economía y Hacienda podrá, en relación
a las Cajas de Ahorros que operen en Andalucía:

a) Establecer los requisitos que hayan de cumplir los con-
tratos financieros que celebren con sus clientes las Cajas de
Ahorros para proteger los legítimos intereses de la clientela.

En todo caso, se velará para que su contenido sea claro
y de fácil comprensión.

b) Acordar la obligatoriedad de la entrega al cliente de un
ejemplar del contrato, debidamente suscrito por la entidad.

c) Establecer los requisitos que hayan de cumplir las liquida-
ciones periódicas que las Cajas de Ahorros efectúan a sus clientes.

Artículo 32. Comunicación de la publicidad.

1. La actividad publicitaria de las Cajas de Ahorros con do-
micilio social en Andalucía será objeto de comunicación previa
a la Consejería de Economía y Hacienda.

2. Respecto a las Cajas de Ahorros no domiciliadas en
Andalucía, la comunicación de sus actividades publicitarias
indicadas en el apartado anterior sólo será exigible cuando
éstas se desarrollen en Andalucía.

3. La regulación contenida en los apartados precedentes
lo será sin perjuicio de lo establecido en la demás normativa
que resulte de aplicación.
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CAPÍTULO II
Del control

Sección Primera
Disposición general

Artículo 33. Competencia.

De acuerdo con las bases sobre ordenación del crédito y
la banca, corresponde a la Consejería de Economía y Hacien-
da, en el ámbito de las competencias de la Comunidad Autó-
noma, el control de las Cajas de Ahorros conforme a lo esta-
blecido en este capítulo.

Sección Segunda
Inspección y auditoría

Artículo 34. Inspección.

La Consejería de Economía y Hacienda ejercerá las fun-
ciones de inspección de las Cajas de Ahorros con domicilio
social en Andalucía, y de las domiciliadas en otras Comuni-
dades Autónomas respecto a las actividades realizadas en
Andalucía, sin perjuicio de las funciones que correspondan al
Banco de España.

Artículo 35. Información.

Las Cajas de Ahorros con domicilio social en Andalucía
facilitarán a la Consejería de Economía y Hacienda cuanta
información y documentación les sea solicitada sobre su ac-
tividad, gestión y situación económica.

Igualmente, las Cajas de Ahorros domiciliadas en otras Co-
munidades Autónomas y que tengan oficinas en Andalucía están
obligadas a facilitar a la Consejería de Economía y Hacienda
cuanta información se les solicite en relación con las actividades
y operaciones realizadas en la Comunidad Autónoma.

Artículo 36. Secreto profesional.

1. Tendrán carácter reservado, sin perjuicio de lo previsto
en la normativa aplicable, los datos, documentos e informa-
ciones que obren en poder de la Consejería de Economía y
Hacienda. La reserva se entenderá levantada desde el mo-
mento en que los interesados hagan públicos los hechos a
que aquélla se refiera.

2. Cualquier persona que tenga o haya tenido conocimiento,
por razón de su cargo o empleo, de datos, documentos e
informaciones de carácter reservado acerca de las Cajas de
Ahorros está obligada a guardar secreto, con las excepciones
establecidas legalmente en la normativa de aplicación.

La obligación de guardar secreto se mantendrá aun des-
pués de cesar en el cargo o empleo.

El incumplimiento de esta obligación determinará, en su caso,
las responsabilidades penales y las demás previstas por las leyes.

Artículo 37. Auditoría.

Las Cajas de Ahorros domiciliadas en Andalucía deberán
someter a auditoría externa sus cuentas anuales. Una copia
del informe habrá de ser remitido, en el plazo de diez días
desde su recepción por la entidad, a la Consejería de Econo-
mía y Hacienda, la cual podrá solicitar información comple-
mentaria.

Asimismo remitirán a la Consejería de Economía y Hacienda
los resultados de las inspecciones que el Banco de España o
cualquier organismo competente realice sobre sus estados finan-
cieros dentro de los diez días siguientes a la recepción de aquéllos.

Artículo 38. Memoria.

1. Al cierre de cada ejercicio económico, las Cajas de Aho-
rros domiciliadas en Andalucía redactarán una memoria ex-
plicativa de sus actividades financieras, económicas, adminis-
trativas y sociales, la cual contendrá el balance y la cuenta
de resultados del ejercicio. Una vez aprobada por la Asamblea
General, un ejemplar de la memoria se remitirá, en el plazo
de diez días, a la Consejería de Economía y Hacienda.

2. Las Cajas de Ahorros domiciliadas fuera de Andalucía, que
operen en esta Comunidad Autónoma, remitirán a la Consejería
de Economía y Hacienda, dentro del primer trimestre de cada
año, una memoria relativa a las actividades económicas, admi-
nistrativas y sociales desarrolladas el año anterior en Andalucía.

Sección Tercera
Medidas de intervención y sustitución

Artículo 39. Intervención y sustitución.

1. Sin perjuicio de las atribuciones que corresponden al
Banco de España y a los órganos de la Administración del
Estado, la intervención de las Cajas de Ahorros domiciliadas
en Andalucía y la sustitución de los órganos de gobierno y de
dirección de las mismas serán acordadas por el Consejo de
Gobierno, a propuesta de la Consejería de Economía y Hacienda,
previa audiencia de la entidad, en el plazo no inferior a diez días,
cuando así lo aconsejen situaciones de grave irregularidad ad-
ministrativa o económica que ponga en peligro la efectividad de
sus recursos propios o su estabilidad, liquidez o solvencia.

2. También podrá acordarse la intervención y sustitución,
previa solicitud de la propia entidad.

3. El acuerdo de intervención y sustitución deberá de ser mo-
tivado y expresar su alcance y limitaciones, y será publicado en
el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía y en el Boletín Oficial del
Estado y se inscribirá en los registros públicos correspondientes.

3 bis. En cualquier supuesto de intervención y sustitución
habrá de realizarse una comparecencia parlamentaria en la que
se justifiquen tales medidas en el plazo máximo de quince días
desde la adopción del acuerdo por el Consejo de Gobierno.

5. En caso de intervención y sustitución, los gastos causa-
dos por la misma serán a cargo de la Caja de Ahorros afectada.

TÍTULO V
DE LOS ÓRGANOS DE GOBIERNO Y DEL PERSONAL

DE DIRECCI ÓN DE LAS CAJAS DE AHORROS DOMICILIADAS

EN ANDALUC ÍA

CAPÍTULO I
Disposiciones comunes

Artículo 40. Órganos de gobierno.

1. De conformidad con lo establecido en el artículo 1 de la
Ley 31/1985, de 2 de agosto, de Regulación de las Normas
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Básicas sobre Órganos Rectores de las Cajas de Ahorros, la
administración, gestión, representación y control de las Cajas
de Ahorros corresponde a los siguientes órganos:

a) Asamblea General.
b) Consejo de Administración.
c) Comisión de Control.
2. Los órganos de gobierno actuarán con carácter colegiado

y sus miembros ejercerán sus funciones en beneficio exclusivo
de los intereses de la Caja de Ahorros a la que pertenezcan
y del cumplimiento de su función social.

Artículo 41. Requisitos.

1. De acuerdo con lo previsto en la normativa básica de
aplicación, los compromisarios y los miembros de los órganos
de gobierno de las Cajas de Ahorros deberán reunir los si-
guientes requisitos:

a) Ser persona física con residencia habitual en la región
o zona de actividad de la Caja de Ahorros.

b) Ser mayor de edad y no estar incapacitado legalmente.
c) Tener la condición de depositante al tiempo de formular

la aceptación del cargo, en el caso de ser elegido en repre-
sentación de los impositores de la Caja de Ahorros.

d) Estar al corriente en el cumplimiento de las obligaciones
que hubieran contraído con la Caja de Ahorros por sí mismos
o en representación de otras personas o entidades.

e) No estar incurso en las incompatibilidades reguladas en
el artículo 42 de esta Ley.

2. Además de los requisitos anteriores, para ser elegido
compromisario o Consejero General en representación directa
de los impositores, se requerirá ser impositor de la Caja de
Ahorros a que se refiera la designación con antigüedad su-
perior a dos años en el momento del sorteo, así como haber
mantenido en el semestre anterior a esta fecha, indistintamente,
un movimiento o un saldo medio en cuentas no inferior a lo que
se determine en las normas que desarrollen la presente Ley.

Dicho mínimo podrá ser objeto de revisión periódica en
función del valor del dinero y en la forma que establezcan los
Estatutos de cada Caja de Ahorros.

3. Los vocales del Consejo de Administración nombrados
en representación de los impositores entre personas que no
pertenezcan a la Asamblea General deberán reunir, además
de los requisitos exigidos en el apartado 1, el de ser menores
de setenta años o de la edad que, como máximo y siempre
inferior a esta última, establezcan los Estatutos a estos efectos.

4. Al representante de la Comunidad Autónoma en la Co-
misión de Control no le serán exigibles los requisitos señalados
en el apartado 1 de este artículo.

5. Los miembros de los órganos de gobierno habrán de
mantener las condiciones previstas para su nombramiento du-
rante el periodo de ejercicio de sus cargos, velando la Comi-
sión de Control por su cumplimiento.

Artículo 42. Incompatibilidades.

1. No podrán ser compromisarios ni miembros de los ór-
ganos de gobierno de las Cajas de Ahorros las personas en
las que concurra cualquiera de las siguientes circunstancias:

a) Haber sido declaradas en quiebra o en concurso, en tanto
no se obtenga la rehabilitación, o en suspensión de pagos,
en tanto no se produzca el íntegro cumplimiento del convenio
con sus acreedores.

b) Haber sido condenada por sentencia firme a pena de la
que resulte inhabilitación para el ejercicio de cargo público.

c) Haber sido sancionado administrativamente por la co-
misión de infracción grave o muy grave, siempre que la reso-
lución que la impuso hubiera sido confirmada por sentencia
firme recaída en proceso contencioso administrativo, o no se
hubiera interpuesto contra la misma recurso jurisdiccional, en-
tendiéndose por infracciones graves o muy graves las así ti-
pificadas por la normativa aplicable.

d) Los Presidentes, Consejeros, Administradores, Directo-
res, Gerentes, Asesores o asimilados de otra entidad de cré-
dito de cualquier clase o de corporaciones o entidades que
propugnen, sostengan, o garanticen instituciones o entidades
de crédito o financieras, o las personas al servicio de la Ad-
ministración del Estado o las Comunidades Autónomas con
funciones a su cargo que se relacionen directamente con las
actividades propias de las Cajas de Ahorros.

Se exceptúan los miembros de los órganos de gobierno
que, en representación de la propia Caja, desempeñen dichos
cargos en la Federación de Cajas de Ahorros de Andalucía.

e) Ser empleado al servicio de otra entidad o institución de
crédito o financiera, por el tiempo que dure la relación y, como
mínimo, en los dos años siguientes a la fecha de su extinción.

f) Estar vinculadas a la propia Caja de Ahorros, o a sociedad
en cuyo capital aquélla participe, directa o indirectamente, en
la forma que se determine por las disposiciones reglamenta-
rias dictadas en desarrollo de esta Ley, por contratos de obra,
de prestación de servicios, de suministro, o de trabajo, de los
cuales resulte derecho a retribución a favor de esa persona,
por el tiempo que dure la relación y, como mínimo, en los dos
años siguientes a la fecha de su extinción.

Queda excluida de este supuesto la relación laboral de los
empleados de las Cajas de Ahorros.

g) Los que por sí mismos o en representación de otras per-
sonas o entidades:

1) Mantuviesen, en el momento de ser elegidos los cargos,
deudas vencidas y exigibles de cualquier clase frente a la
entidad.

2) Durante el ejercicio del cargo de Consejero hubieran
incurrido en incumplimiento de las obligaciones contraídas con
la Caja con motivo de créditos o préstamos o por impago de
deudas de cualquier clase frente a la entidad.

2. No se podrá ostentar la condición de miembro de órganos
de gobierno simultáneamente por más de uno de los grupos
con derecho a participar en el gobierno de las Cajas de Ahorros.

Artículo 43. Criterios para la determinación de la composición
de los órganos de gobierno.

Los porcentajes establecidos para determinar la composi-
ción de los diferentes órganos de gobierno se fijarán sobre el
número de sus componentes. Si de la aplicación de los mismos
se obtiene un número decimal, se tomará el número entero
que resulte de redondear por exceso la cifra de las décimas
superior o igual a cinco y por defecto la cifra inferior. Los
ajustes debidos al redondeo se conseguirán aumentando o
disminuyendo la representación de los impositores.

Artículo 44. Cese.

1. Los miembros de los órganos de gobierno cesarán en
el ejercicio de sus cargos en los siguientes supuestos:

a) Transcurso del tiempo para el que hubiesen sido nombrados.
b) Renuncia formalizada por escrito.
c) Defunción o por otras causas que les incapaciten legal

o físicamente para el cargo.
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d) Por la pérdida de cualquiera de los requisitos que con-
dicionan su elegibilidad o de la representación en virtud de la
que hubiesen sido nombrados.

e) Haber incurrido en alguna de las causas de incompati-
bilidad previstas en la presente Ley.

f) Por acuerdo de revocación o separación adoptado por
la Asamblea General conforme a lo establecido en el ar-
tículo 46 de esta Ley.

g) Para los vocales del Consejo de Administración y los
miembros de la Comisión de Control, haber cumplido 70 años.
Los vocales del Consejo de Administración nombrados por la
representación de los impositores entre personas que no perte-
nezcan a la Asamblea General, haber cumplido dicha edad, o la
que, como máximo, y siempre inferior a ésta, fijen los Estatutos.

2. Las personas que hayan ostentado la condición de miem-
bros de órganos de gobierno no podrán vincularse con la pro-
pia Caja de Ahorros, durante los dos años siguientes a la
fecha del cese en el ejercicio de sus cargos, por contratos de
obra, de prestación de servicios, de suministro, o de trabajo,
de los cuales resulte derecho a retribución.

No estarán sujetos a esta prohibición quienes en el mo-
mento de su nombramiento tuvieran la condición de emplea-
dos de la entidad, y respecto de esa precisa relación laboral.

Artículo 45. Mandato y reelección.

1. De conformidad con la normativa básica, la duración del
mandato de los miembros de los órganos de gobierno será
por un período de cuatro años.

Se exceptuarán los efectuados para la provisión de vacan-
tes producidas por cese de aquéllos antes del transcurso del
tiempo para el que hubiesen sido nombrados.

En todos los supuestos de provisión de vacantes antes del
término del ejercicio del cargo, las sustituciones lo serán por
el período que reste hasta la finalización del mismo, compu-
tándose el tiempo al sustituto como un período completo.

2. Los miembros de los órganos de gobierno podrán ser
reelegidos por otro periodo igual y único, si continuasen cum-
pliendo los requisitos establecidos en el artículo 41 de la pre-
sente Ley.

La duración del mandato no podrá superar los ocho años,
sea cual fuere la representación que ostenten.

3. El acceso de los miembros de los órganos de gobierno
de Cajas que participen en una fusión a los órganos de go-
bierno de la entidad resultante de la misma no interrumpirá el
cómputo de tiempo de permanencia en el cargo a efectos de
su duración; ya se produzca dicho acceso a los órganos de
gobierno constituidos para el período transitorio o a los que
se constituyan con posterioridad a dicho período.

4. Los órganos de gobierno habrán de ser renovados par-
cialmente, cada dos años, conforme a los procedimientos es-
tablecidos para la designación o elección de sus miembros
por cada uno de los grupos con derecho a participar en el
gobierno de las Cajas de Ahorros.

Para esta renovación parcial, se formarán dos grupos. El
primero de ellos lo integrarán los representantes de la Junta
de Andalucía, de los impositores y de las personas o entidades
fundadoras. El segundo de ellos lo integrarán los representantes
de las Corporaciones Municipales y de los empleados.

Artículo 46. Separación.

Los miembros de los órganos de gobierno podrán ser se-
parados de su cargo en el caso de que incumplieren los de-

beres inherentes a dicha condición, siempre que se perjudique
notoriamente con su actuación pública o privada el prestigio,
buen nombre o actividad de la Caja de Ahorros.

La separación se efectuará mediante acuerdo adoptado
por la Asamblea General, conforme a los requisitos estable-
cidos en el artículo 66 de la presente Ley.

Artículo 47. Vacantes.

1. La cobertura de vacantes de Consejeros Generales que
se produzcan con anterioridad a la finalización del ejercicio
del cargo para el que fueron elegidos se llevará a cabo me-
diante el siguiente procedimiento:

a) Cuando la vacante afecte a un Consejero General de
los grupos de las Corporaciones Municipales, las personas o
entidades fundadoras y la Junta de Andalucía, mediante nueva
designación, respetando la proporcionalidad originaria.

b) Cuando la vacante afecte a un Consejero General de
los grupos de impositores y de los empleados, el cargo será
atribuido al candidato de la misma lista a que corresponda,
atendiendo a su orden de colocación.

2. Las vacantes de los vocales del Consejo de Adminis-
tración y de los miembros de la Comisión de Control que se
produzcan con anterioridad a la finalización del ejercicio del
cargo se cubrirán, dentro del mismo grupo afectado, por el
correspondiente suplente.

Si la vacante se produce por la pérdida de la condición de
vocal del Consejo de Administración o de la Comisión de Con-
trol de uno de sus miembros que haya sido elegido por un
grupo de Consejeros Generales en el que se hayan presen-
tado varias candidaturas, se proveerá la vacante de acuerdo
con el orden establecido en la candidatura a la que pertenecía
dicho vocal.

Artículo 48. Retribuciones.

1. De acuerdo con la normativa básica, los miembros de
los órganos de gobierno no podrán percibir retribución por el
ejercicio de las funciones inherentes a sus cargos.

En el supuesto de actividades realizadas en representación
de la Caja de Ahorros deberán reembolsar a ésta las canti-
dades que puedan percibir como consecuencia de su ejercicio.

No obstante, en el ejercicio de las funciones de compro-
misarios y de los cargos de Consejeros Generales de la Asam-
blea General y los miembros del Consejo de Administración
y de la Comisión de Control, tendrán derecho a percibir dietas
por asistencia y desplazamiento.

Sin perjuicio de lo anterior, se dotará a los miembros del
Consejo de Administración y de la Comisión de Control de los
medios materiales, personales y económicos necesarios para
permitir su dedicación y el ejercicio de las funciones que les
son conferidas.

La Asamblea General, a propuesta del Consejo de Admi-
nistración, determinará las referidas percepciones, que no ex-
cederán de los límites máximos autorizados con carácter ge-
neral por la Consejería de Economía y Hacienda.

3. De acuerdo con lo previsto en el artículo 78, el cargo de
Presidente Ejecutivo del Consejo de Administración podrá ser
remunerado, sin que la percepción de la remuneración que
se acuerde implique, en ningún caso, vinculación laboral con
la Caja de Ahorros, no pudiendo dar derecho a indemnizacio-
nes en caso de cese.
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Artículo 49. Limitaciones a operaciones financieras con las
Cajas de Ahorros.

1. Los miembros de los órganos de gobierno, el Director
General y las demás personas vinculadas a la entidad por
una relación laboral de carácter especial de personal de alta
dirección, así como sus cónyuges, ascendientes o descen-
dientes y las sociedades en que dichas personas participen
mayoritariamente en el capital, bien de forma aislada o con-
junta, o en las que desempeñen los cargos de Presidente,
Consejero, Administrador, Gerente, Director General o asimi-
lado, no podrán obtener créditos, avales o garantías de la
Caja de Ahorros respectiva, así como adquirir o enajenar a la
misma bienes o valores de su propiedad o emitidos por tales
entidades sin que exista acuerdo del Consejo de Adminis-
tración de la Caja y autorización expresa de la Consejería de
Economía y Hacienda.

2. Conforme a la normativa básica de aplicación, se exten-
derá la anterior prohibición, en todo caso, no sólo a las ope-
raciones realizadas directamente por las personas o entidades
referidas, sino también a aquellas otras en que pudiera apa-
recer una o varias personas físicas o jurídicas interpuestas,
no siendo de aplicación a los créditos, avales o garantías para
la adquisición de viviendas concedidos por la Caja de Ahorros
con aportación por el titular de garantía real suficiente. Tam-
poco será de aplicación respecto a los representantes del per-
sonal, para los cuales la concesión de créditos se regirá por
los convenios laborales, previo informe de la Comisión de Control.

Artículo 50. Formalidades de los sorteos y de las elecciones.

1. Los sorteos y demás actos necesarios para el desarrollo
de los procedimientos conducentes a la elección de los miem-
bros de los órganos de gobierno se realizarán de conformidad
con lo establecido por las disposiciones reglamentarias apli-
cables y los Estatutos y Reglamento de procedimiento de de-
signación de los miembros de gobierno de las Cajas de Aho-
rros. En todo caso, deberá estar garantizada la intervención
de notario y la asistencia del Presidente de la Comisión de
Control, o de otro miembro de ésta por delegación, y de un repre-
sentante de la Consejería de Economía y Hacienda.

A todos ellos se les hará entrega del programa informático
o cualquier otro soporte de medio automático o telemático que
realice el sorteo para verificar la imparcialidad del mismo.

En la elección y designación de los miembros de los dife-
rentes órganos de gobierno, deberá respetarse el criterio de
proporcionalidad en las candidaturas de cada uno de los di-
ferentes grupos.

2. La Comisión de Control habrá de comunicar a la Consejería
de Economía y Hacienda cuantos nombramientos y ceses de
los miembros de los órganos de gobierno se produzcan, incluso
en los supuestos de provisión de vacantes, sin perjuicio de efec-
tuar cualesquiera otras comunicaciones que resulten exigibles,
de conformidad con la normativa aplicable.

Artículo 51. Procesos electorales.

1. El Consejo de Administración será responsable de la
iniciación, coordinación y desarrollo de los trámites de desig-
nación de los Consejeros Generales con la antelación nece-
saria para que puedan cumplirse los plazos legales de su
renovación.

2. En el supuesto de inobservancia de lo previsto en el
apartado anterior, la Comisión de Control informará a la Con-
sejería de Economía y Hacienda, la cual requerirá al Consejo

de Administración, para que, en un plazo cuya duración se de-
terminará en función de las circunstancias de cada caso, proceda
al cumplimiento de sus obligaciones, todo ello sin perjuicio del
posible inicio del procedimiento sancionador correspondiente.

3. La ausencia de elección o designación de los Consejeros
Generales por cualquier grupo de representación no impedirá
la válida constitución de la Asamblea General, siempre que se
alcancen los quórum establecidos por esta Ley.

Artículo 52. Criterios de funcionamiento.

1. Los miembros de los órganos de gobierno no podrán
ejercer el derecho de voto mediante representante.

2. Cada uno de los miembros de los órganos de gobierno
tendrá derecho a un solo voto. La persona que presida la sesión
tendrá voto de calidad.

3. Los miembros de los órganos de gobierno quedarán
vinculados a los acuerdos que éstos hubieren adoptado.

No obstante, los miembros que voten en contra, así como
los ausentes por causa justificada, quedarán exentos de la
responsabilidad que, en su caso, pueda derivarse de los mismos.

4. Los miembros de los órganos de gobierno deberán guar-
dar secreto de cuanta información relativa a las actividades
de la Caja de Ahorros reciban en el ejercicio de sus cargos,
así como de las deliberaciones habidas y de los acuerdos
adoptados en sus reuniones.

5. Al mismo deber quedarán también sujetas las demás per-
sonas que, en su caso, hubiesen sido convocadas a las sesiones
de los órganos de gobierno.

6. Todos los miembros de los órganos de gobierno de las
Cajas de Ahorros deben disponer de la información necesaria
para el ejercicio de sus responsabilidades. Los Presidentes
de los respectivos órganos de gobierno velarán por el cum-
plimiento de este derecho.

7. Podrán ser impugnados ante la jurisdicción ordinaria los
acuerdos de los órganos de gobierno que sean contrarios a la
Ley o se opongan a los Estatutos. Están legitimados para im-
pugnar los acuerdos los Consejeros que no hubiesen asistido a
la reunión en que se adoptó el acuerdo impugnado o que, ha-
biendo asistido, hiciesen constar en acta su oposición al mis-
mo. La acción de impugnación de los acuerdos habrá de ejer-
cerse dentro del plazo de quince días desde la aprobación
del acta correspondiente, citando expresamente la disposición
legal o estatutaria vulnerada por el acuerdo. La impugnación
de los acuerdos no suspenderá en ningún caso la ejecución
de los mismos, sin perjuicio de lo que disponga la resolución
que en su día pudiera estimar la acción de impugnación, en
caso de que la infracción cometida no fuera subsanable.

CAPÍTULO II
De la Asamblea General

Sección Primera
Composición y funciones

Artículo 53. Naturaleza.

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 2.1 de la Ley 31/1985,
de 2 de agosto, la Asamblea General es el órgano que, cons-
tituido por las representaciones de los intereses sociales y
colectivos del ámbito de actuación de la Caja de Ahorros,
asume el supremo gobierno y decisión de la entidad.
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Los miembros de la Asamblea General ostentarán la de-
nominación de Consejeros Generales.

Artículo 54. Competencias.

Sin perjuicio de las facultades generales de gobierno, com-
peten de forma especial a la Asamblea General las siguientes
competencias:

a) Aprobar y modificar los Estatutos y Reglamentos.
b) Nombrar los vocales del Consejo de Administración y

los miembros de la Comisión de Control de su competencia,
así como revocar los mismos antes del término del ejercicio
del cargo.

c) Separar de su cargo a los Consejeros Generales.
d) Confirmar, si procede, el nombramiento del Director Ge-

neral o asimilado.
e) Aprobar la fusión, disolución y liquidación de la Caja de

Ahorros, así como la escisión o cesión global del activo y del
pasivo.

f) Autorizar las emisiones de cuotas participativas, obliga-
ciones subordinadas u otros valores negociables agrupados
en emisiones.

g) Aprobar el plan anual de la entidad elaborado por el
Consejo de Administración comprensivo de las líneas gene-
rales de actuación de la Caja de Ahorros.

h) Examinar y aprobar, en su caso, la gestión del Consejo
de Administración, la memoria, el balance anual y la cuenta
de resultados, así como la aplicación de éstos a los fines
propios de la Caja de Ahorros.

i) Crear y disolver obras benéfico sociales, así como apro-
bar sus presupuestos anuales y la gestión y liquidación de los
mismos.

k) Fijar las dietas por asistencia y desplazamiento de los
compromisarios y de los miembros de los órganos de gobierno,
de conformidad con el artículo 48 de la presente Ley.

l) Resolver cuantos asuntos sean sometidos a su consi-
deración por el Consejo de Administración o por la Comisión
de Control.

m) Ratificar el nombramiento y la revocación de los auditores
de cuentas, efectuados por el Consejo de Administración.

m) bis. Nombrar a los liquidadores de la Caja en caso de
disolución.

m) ter. Aprobar, a propuesta del Consejo de Administración,
el Código de Conducta y Responsabilidad Social de la Caja de
Ahorros.

n) Cualesquiera otras que le sean atribuidas por los Estatutos.

Artículo 55. Composición.

1. La Asamblea General estará constituida por un número
mínimo de sesenta miembros y un máximo de ciento sesenta.

Para determinar el número de miembros de la Asamblea
General, al número mínimo fijado en el párrafo anterior se
adicionarán diez Consejeros Generales por cada diez mil mi-
llones de pesetas de la cifra total de balance que corresponda
al cierre del ejercicio inmediatamente anterior al comienzo del
proceso electoral.

No obstante lo anterior, en el supuesto de entidades cuya
cifra total de balance sea superior a tres billones y medio de
pesetas, la Asamblea General estará constituida por trescien-
tos miembros.

2. La Asamblea General estará integrada por los Conseje-
ros Generales designados o elegidos por cada uno de los
siguientes grupos, en la proporción que se indica a continuación:

a) Las Corporaciones Municipales en cuyo término tenga
oficina abierta la Caja de Ahorros: treinta y cinco por ciento.

b) Los impositores de la Caja de Ahorros: veintiocho por ciento.
c) La Junta de Andalucía: veintiuno por ciento.
d) Las personas o entidades fundadoras de la Caja de Aho-

rros: nueve por ciento.
e) Los empleados de la Caja de Ahorros: siete por ciento.
3. La determinación del número de Consejeros Generales

correspondiente a cada uno de los grupos con derecho a par-
ticipar en las Asambleas Generales de las Cajas de Ahorros
se realizará mediante la aplicación del porcentaje de partici-
pación asignado a cada uno de ellos.

Artículo 56. Nombramiento de Consejeros Generales repre-
sentantes de las Corporaciones Municipales.

1. Los Consejeros Generales correspondientes al grupo de
las Corporaciones Municipales en cuyo término tengan oficina
abierta las Cajas de Ahorros serán designados directamente
por ellas, en proporción al volumen de recursos captados en
cada municipio.

La designación se efectuará por el Pleno de las Corpora-
ciones Municipales atendiendo a la proporcionalidad con la
que estén representados los grupos políticos integrantes de
cada una. En el supuesto de que a una Corporación Municipal
le correspondiese un solo Consejero General, resultará ele-
gido el que obtenga la mayoría de los votos de los miembros
del Pleno.

2. A los efectos de la determinación de los Consejeros
Generales representantes de las Corporaciones Municipales,
se elaborará una relación de estas Corporaciones en que la
Caja de Ahorros tenga oficinas operativas.

La relación de Corporaciones Municipales se ordenará de
mayor a menor en función de los recursos captados en cada
municipio.

El total de recursos captados en cada municipio se dividirá
por el total de recursos captados por la Caja, resultantes de
sumar los de cada uno de los municipios en los que la Caja
tenga abiertas oficinas operativas.

El cociente resultante se multiplicará por el número total de
Consejeros Generales que correspondan a este grupo, aplicando
el proceso de redondeo establecido en el artículo 43 de la pre-
sente Ley, sin que en ningún caso el número total de Conse-
jeros Generales pueda exceder de los que según los Estatutos
de la Caja correspondan a este grupo.

3. En ningún caso podrá una misma Corporación tener un
número de Consejeros Generales superior al veinticinco por
ciento del total de los correspondientes a este grupo.

4. De conformidad con el artículo 3.2 de la Ley 31/1985,
de 2 de agosto, las Corporaciones Municipales que sean fun-
dadoras de Cajas de Ahorros, que operen total o parcialmente
en el mismo ámbito de actuación que otra Caja de Ahorros,
no podrán nombrar Consejeros Generales en esta última.

5. Los Consejeros Generales que no hayan sido asignados
a ningún municipio, según los criterios establecidos en el nú-
mero 2 de este artículo, y, en su caso, aplicando las limitacio-
nes fijadas en los números 3 y 4 del mismo, se asignarán a
las Corporaciones Municipales que no hayan obtenido ningún
Consejero General.

A estos efectos se ordenarán en orden decreciente en fun-
ción a su coeficiente de participación en los recursos totales
de la entidad, asignándole un Consejero General a cada una
de ellas hasta completar el total de Consejeros que tengan
que asignarse en cada proceso de renovación.
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Artículo 57. Nombramiento de los Consejeros Generales repre-
sentantes de los impositores.

1. Los Consejeros Generales en representación de los im-
positores de la Caja de Ahorros serán elegidos por compro-
misarios de entre aquéllos. A estos efectos el número total de
compromisarios será el resultante de multiplicar por diez el
número de Consejeros Generales que corresponda al men-
cionado grupo.

2. Los requisitos e incompatibilidades para ser compromi-
sario serán los establecidos para ser Consejero General en
los artículos 41 y 42 de esta Ley.

3. Se confeccionará una lista única de los impositores de la
entidad, que contendrá la relación de los mismos, ordenada al-
fabéticamente, y que estará a disposición del público en todas
las sucursales de la entidad.

Los impositores no podrán figurar en las listas relacionadas
más que una sola vez, con independencia del número de cuen-
tas de que pudieran ser titulares.

4. En la sede social de la entidad se celebrará, ante notario,
un único sorteo para la proclamación de compromisarios, que
será público. A estos efectos la Caja dará publicidad, con
antelación suficiente, del día, hora y lugar en que se haya de
celebrar el sorteo, estando presente en los mismos el Presi-
dente de la Comisión de Control de la entidad y un repre-
sentante de la Consejería de Economía y Hacienda.

5. Designados los compromisarios en representación de
los impositores, la lista definitiva de los mismos deberá tener
entrada en la Consejería de Economía y Hacienda, al menos
veinte días antes de la votación de los Consejeros Generales.

Al mismo tiempo se convocará la elección de Consejeros
Generales, con la antelación mínima de veinte días a su ce-
lebración, por medio de carta certificada con acuse de recibo
a cada compromisario, en la cual constará día, hora y lugar
de celebración de la misma.

Podrán proponer candidatos para la elección de Consejeros
Generales por los impositores un número de compromisarios
no inferior a diez.

En votación secreta se procederá a designar entre los com-
promisarios a los Consejeros Generales en representación de
los mismos y a un número igual de suplentes.

Las vacantes que se produzcan entre los Consejeros Ge-
nerales se cubrirán con los Consejeros Generales suplentes.

6. La designación de Consejeros Generales en representación
de los impositores se realizará de forma proporcional a los votos
obtenidos entre las distintas candidaturas presentadas, aplicán-
dose el proceso de redondeo establecido en el artículo 43 de la
presente Ley.

Artículo 58. Adscripción de recursos.

A los efectos establecidos en los artículos 56 y 57 de esta
Ley, los recursos captados por la entidad que no tengan ads-
cripción territorial se repartirán proporcionalmente entre los
recursos captados en cada uno de los municipios en los que
opera la entidad.

Artículo 59. Nombramiento de los Consejeros Generales repre-
sentantes de la Junta de Andalucía.

Los Consejeros Generales correspondientes a la Junta de
Andalucía serán designados por el Parlamento de Andalucía
atendiendo a la proporcionalidad con la que estén representados
los grupos políticos en la Cámara.

Artículo 60. Nombramiento de los Consejeros Generales repre-
sentantes de personas o entidades fundadoras.

1. De acuerdo con la normativa básica, los Consejeros Ge-
nerales correspondientes a las personas o entidades funda-
doras de la Caja de Ahorros serán designados directamente
por las mismas.

Las personas o entidades fundadoras podrán asignar una
parte de su porcentaje de representación a instituciones de
interés social o Corporaciones Locales que a su vez no sean
fundadoras de otras Cajas de Ahorros de su ámbito de ac-
tuación.

2. De conformidad con lo previsto en la normativa básica
aplicable, en el supuesto de que no fuera posible la designa-
ción de Consejeros Generales por la persona o entidad fun-
dadora de la Caja de Ahorros, así como en el de renuncia de
ésta a designarlos, el porcentaje de participación que le corres-
pondiera se repartirá entre los restantes grupos, en proporción
a su representación en la Asamblea General.

3. Si la Caja de Ahorros tuviese pluralidad de personas o
entidades fundadoras, el número de Consejeros Generales
designables por cada una de aquéllas será determinado pro-
porcionalmente a sus respectivas aportaciones económicas.

En el caso de que dicha aportación no pudiera ser deter-
minada, la cuota de participación correspondiente a cada una
de ellas se determinará conforme a lo dispuesto en los pactos
fundacionales y, en su defecto, por acuerdo entre las mismas.
Si no lo hubiere, se realizará un reparto paritario.

3 bis. En el supuesto de pluralidad de fundadores, si alguno
de ellos no pudiera o no deseara ejercitar su derecho a de-
signar los Consejeros Generales que le corresponden, se in-
crementará proporcionalmente su respectiva participación al
número de los que corresponden a los demás fundadores
hasta completar el total de los pertenecientes a dicho grupo.

Artículo 61. Nombramiento de los Consejeros Generales repre-
sentantes de empleados.

1. Los Consejeros Generales correspondientes al grupo de
los empleados de la Caja de Ahorros serán elegidos por sus
representantes legales, garantizándose la publicidad del pro-
cedimiento, el secreto del voto y la proporcionalidad en el
reparto de puestos entre las diferentes candidaturas que los
representen.

2. Sólo podrán ser candidatos al cargo de Consejero Ge-
neral por el grupo de los empleados de la Caja de Ahorros
quienes, además de cumplir los requisitos que con carácter
general se exigen para los miembros de los órganos de go-
bierno, tengan en la plantilla una antigüedad no inferior a dos
años en la fecha en que termine el plazo de presentación de
candidaturas.

3. De conformidad con el artículo 2.6 de la Ley 31/1985,
de 2 de agosto, los trabajadores de la Caja de Ahorros sólo
podrán acceder a la Asamblea General por el grupo de em-
pleados de la entidad y, excepcionalmente, por el grupo de
Corporaciones Municipales, de representantes de la Junta de
Andalucía y de personas o entidades fundadoras.

En tal caso, la propuesta de nombramiento excepcional irá
acompañada de un informe razonado que justifique la adop-
ción de tal medida. 

Dicha propuesta, acompañada por el correspondiente infor-
me, se elevará, a través de la Comisión de Control, a la Consejería
de Economía y Hacienda a efectos de su conocimiento.
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4. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 6.3 de la
Ley 31/1985, de 2 de agosto, los empleados de la Caja de Aho-
rros que ostenten la condición de miembros de órgano de go-
bierno gozarán de las garantías reconocidas a los representantes
de los trabajadores por el apartado c) del artículo 68 del Texto
Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores.

Sección Segunda
Funcionamiento

Artículo 62. Clases de sesiones y orden del día.

1. Conforme a lo previsto en el artículo 12.1 de la Ley 31/1985,
de 2 de agosto, las sesiones de la Asamblea General podrán
ser ordinarias o extraordinarias.

2. El orden del día habrá de contener, en todo caso, los
asuntos previstos legalmente y los contenidos en las solicitu-
des de convocatoria, formuladas con arreglo a lo previsto en
la presente Ley, sin que la Asamblea General pueda deliberar
ni adoptar acuerdos acerca de asuntos no incluidos en aquél.

Artículo 63. Asamblea General ordinaria.

1. La Asamblea General se reunirá con carácter ordinario
dos veces al año, dentro de cada semestre natural. En la
primera de ellas se examinará y, en su caso, aprobará el in-
forme de gestión del Consejo de Administración, la memoria,
las cuentas anuales, la aplicación de los resultados, así como
el informe de gestión de la obra social.

2. Las reuniones de la Asamblea General serán convoca-
das por acuerdo del Consejo de Administración, mediante co-
municación remitida a las personas con derecho de asistencia
y por anuncios publicados en el Boletín Oficial de la Junta de
Andalucía, en el Boletín Oficial del Estado y en los perió-
dicos de mayor circulación en el territorio de la Comunidad
Autónoma de Andalucía.

Entre la última publicación de la convocatoria y la celebración
de la Asamblea, deberá transcurrir un mínimo de veinte días.

La convocatoria expresará necesariamente el lugar, fecha,
hora y orden del día de la reunión convocada, así como la
fecha y hora de la segunda convocatoria.

Entre la primera y la segunda convocatoria deberá mediar,
al menos, un plazo de una hora.

Los Consejeros Generales deberán tener a su disposición,
con al menos quince días de antelación, los documentos re-
lativos a los asuntos incluidos en el orden del día.

Artículo 64. Asamblea General extraordinaria.

1. El Consejo de Administración podrá convocar reunión
extraordinaria de la Asamblea General siempre que lo estime
conveniente. Deberá, asimismo, convocarla a instancia de al
menos un tercio de los Consejeros Generales de que se com-
ponga la Asamblea General, y a petición de la Comisión de
Control en el supuesto previsto en el artículo 81.1 e) de esta Ley.

La convocatoria se comunicará a las personas con derecho
de asistencia y se publicará en los medios previstos en el
artículo 63.2 de esta Ley.

2. Cuando sea convocada a iniciativa del Consejo de Admi-
nistración, deberán mediar al menos quince días entre la última
publicación de la convocatoria y la celebración de la Asamblea.

Cuando sea convocada a petición de la Comisión de Control
o de los miembros de la Asamblea, la convocatoria se hará dentro
del plazo de quince días desde la presentación de la petición.

No podrán mediar más de veinte días entre la última pu-
blicación de la convocatoria y la fecha señalada para la cele-
bración de la Asamblea, que no podrá tener lugar antes de
quince días, contados desde la fecha de aquella publicación.

3. En el caso de que no fuese adoptado el acuerdo de
convocatoria, los solicitantes, en el plazo de siete días a partir
de la fecha en que debería haberse adoptado dicho acuerdo
por el Consejo, podrán dirigirse a la Consejería de Economía
y Hacienda, quien la convocará, en caso de cumplirse los
requisitos para ello, sin perjuicio del posible inicio del proce-
dimiento sancionador a que hubiere lugar.

4. En las sesiones extraordinarias, los Consejeros Gene-
rales deberán tener a su disposición, con al menos diez días
de antelación, los documentos relativos a los asuntos incluidos
en el orden del día de la reunión convocada.

Artículo 65. Asistencia.

1. La Asamblea General será presidida por el Presidente
del Consejo de Administración; en ausencia de éste, por el
Vicepresidente o Vicepresidentes del mismo según su orden
y, en su defecto, la Asamblea nombrará a uno de sus miembros
Presidente en funciones, para dirigir la sesión de que se trate.

En el supuesto de que el Presidente de la entidad fuera
una de las personas previstas en el artículo 70.2 b), párrafo
cuarto de la presente Ley, el mismo tendrá derecho de voz
pero no de voto.

2. Actuará de Secretario de la Asamblea General el Secretario
o Vicesecretario del Consejo de Administración, por ese orden. En
defecto de ambos, la Asamblea General nombrará a uno de sus
miembros Secretario en funciones para la sesión de que se trate.

En el supuesto de que el Secretario de la entidad fuera
una de las personas previstas en el artículo 70.2 b), párrafo
cuarto de la presente Ley, actuará con voz pero sin voto.

3. De conformidad con lo dispuesto en los artículos 20.4 y 12.2
de la Ley 31/1985, de 2 de agosto, a las reuniones de la Asam-
blea General asistirán, con voz pero sin voto, los vocales del
Consejo de Administración que no ostenten la condición de Con-
sejeros Generales, y el Director General de la Caja de Ahorros.

Podrán asistir a la Asamblea General, con voz pero sin
voto, las personas que hubieren sido convocadas al efecto,
así como las admitidas a la sesión por su Presidente, perte-
necientes o no a la entidad.

4. También asistirá a la misma, con voz pero sin voto, el
representante de la Consejería de Economía y Hacienda en
la Comisión de Control.

Artículo 66. Quórum y acuerdos.

1. Para la válida constitución de la Asamblea General en pri-
mera convocatoria se requerirá la asistencia de Consejeros Ge-
nerales que representen, al menos, la mayoría de sus miembros.
En segunda convocatoria quedará constituida la Asamblea Ge-
neral cualquiera que fuere el número de Consejeros Generales
asistentes.

No se admitirá estar representado por otro Consejero Ge-
neral o por tercera persona, sea física o jurídica.

1 bis. Antes de entrar en el orden del día se formará la lista
de asistentes. El Presidente hará público el número de Con-
sejeros Generales presentes en la Asamblea y mencionará
las personas que asisten.

2. De acuerdo con el artículo 12.2 de la Ley 31/1985, de 2 de
agosto, los acuerdos de la Asamblea General se adoptarán
por mayoría simple de votos de los concurrentes.
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3. En los supuestos de aprobación y modificación de Es-
tatutos y Reglamentos; disolución, liquidación, fusión, escisión
y cesión global del activo y pasivo, así como los acuerdos de
separación de Consejeros Generales, vocales del Consejo de
Administración y miembros de la Comisión de Control, se re-
querirá la asistencia de la mayoría de los miembros, siendo
además necesario, para la adopción de acuerdos, como mí-
nimo, el voto favorable de dos tercios de los asistentes.

4. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 12.2 de la
Ley 31/1985, de 2 de agosto, cada Consejero General tendrá
derecho a un voto, otorgándose a quien presida la reunión voto
de calidad. Los acuerdos válidamente adoptados obligan a todos
los Consejeros Generales, incluidos los disidentes y ausentes.

4 bis. Los Estatutos no podrán exigir para la válida constitución
de la Asamblea General ni para la adopción de acuerdos quórum
de asistencia ni mayorías distintas a las establecidas en este artículo.

5. El acta de la Asamblea se aprobará al término de la
reunión de la propia Asamblea, o en el plazo de quince días
por el Presidente y cuatro Interventores en representación de
cada uno de los grupos. Dicha acta tendrá fuerza ejecutiva a
partir de la fecha de su aprobación.

No obstante, el Consejo de Administración podrá requerir
la presencia de fedatario público para que levante acta de la
Asamblea, que no se someterá a trámite de aprobación, y
tendrá consideración de acta de la Asamblea y fecha ejecutiva
desde su cierre.

6. Cualquier Consejero General podrá solicitar certificación
de los acuerdos adoptados en la Asamblea, que se expedirán
por el Secretario de la misma con el visto bueno del Presidente.

CAPÍTULO III
 Del Consejo de Administración

Sección Primera
 Disposiciones generales

Artículo 67. Naturaleza.

Conforme a lo dispuesto en el artículo 13.1 de la Ley 31/1985,
de 2 de agosto, el Consejo de Administración es el órgano
que tiene encomendada la administración y gestión financiera,
así como la de la obra social de la Caja de Ahorros, para el
cumplimiento de sus fines.

Artículo 68. Funciones.

1. El Consejo podrá realizar todos los actos que interesen
a la Caja de Ahorros que no hayan sido expresamente atri-
buidos a otros órganos por Ley o Estatutos.

2. Las facultades de representación que ostenta el Consejo
de Administración se extenderán a todos los actos compren-
didos en el ámbito de la actividad prevista en los Estatutos y
particularmente a todos los asuntos pertenecientes al giro y
tráfico de la entidad.

3. En el ejercicio de sus facultades, el Consejo se regirá
por lo establecido en la presente Ley, en los Estatutos y en los
acuerdos de la Asamblea General y demás normativa aplicable.

Artículo 69. Presidente, Vicepresidentes, Secretario y Vice-
secretario.

1. El Consejo de Administración nombrará de entre sus
miembros al Presidente que, a su vez, lo será de la Asamblea
General de la Caja.

2. El Consejo podrá nombrar, de entre sus miembros, a
uno o más Vicepresidentes, que sustituirán al Presidente por
su orden.

3. El Consejo de Administración nombrará también a un
Secretario del Consejo y podrá nombrar a un Vicesecretario,
que sustituirá, en caso de ausencia, al Secretario.

4. El Presidente, Vicepresidente, en su caso, y el Secretario
o Vicesecretario, en su caso, lo serán también de la Asamblea
General. 

Artículo 70. Composición y nombramiento.

1. El número de vocales del Consejo de Administración
será de diecisiete, debiendo existir en el mismo representantes
de Corporaciones Municipales, impositores, Junta de Andalu-
cía, personas o entidades fundadoras y personal de la Caja
de Ahorros.

2. El nombramiento de los vocales del Consejo de Admi-
nistración se realizará por la Asamblea General, de conformi-
dad con lo establecido en las siguientes reglas:

a) La determinación del número de vocales correspondiente
a cada uno de los grupos de la Asamblea General se realizará
mediante la aplicación del porcentaje de participación asigna-
do a cada uno de ellos en el artículo 55.2, teniendo en cuenta
las reglas del artículo 43 de la presente Ley.

En todo caso, a cada uno de los grupos de la Asamblea
General corresponderá, al menos, un vocal en el Consejo de
Administración.

b) El nombramiento de los vocales del Consejo de Admi-
nistración se efectuará por la Asamblea General, a propuesta
de los Consejeros Generales de cada uno de los grupos que
la integran y de entre los mismos.

Si por alguno de los grupos se formularan varias propues-
tas, éstas serán sometidas previamente a votación entre los
Consejeros Generales del grupo, atribuyéndose los puestos
en el Consejo de Administración que a ese grupo correspondan,
en proporción al número de votos obtenidos por cada candi-
datura propuesta.

Para la representación de las Corporaciones Municipales
y los impositores podrán proponer candidatos un número de
Consejeros Generales, representantes de cada uno de estos
grupos, no inferior a la décima parte del total del número de
Consejeros Generales de que se componga cada uno de ellos.

No obstante lo anterior, y conforme a lo previsto en el ar-
tículo 14 b) de la Ley 31/1985, de 2 de agosto, por el grupo
de las Corporaciones Municipales y por el grupo de imposi-
tores podrán ser elegidas por cada uno de ellos hasta dos
personas que reúnan los adecuados requisitos de profesio-
nalidad y que no ostenten la condición de Consejero General.

Para la representación de la Junta de Andalucía, personas
o entidades fundadoras y empleados, los Consejeros Gene-
rales de los citados grupos podrán proponer candidaturas que
incluyan a cualquier miembro del respectivo grupo.

c) Al solo efecto de la provisión de vacantes producidas en
el Consejo de Administración, serán elegidos tantos suplentes
como vocales.

Artículo 71. Funcionamiento.

1. El Consejo de Administración se reunirá, al menos, una
vez al mes. Además el Presidente podrá convocar reunión
extraordinaria siempre que lo estime conveniente a los inte-
reses de la Caja de Ahorros.
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Asimismo deberá hacerlo a petición de un tercio de los
vocales del Consejo de Administración.

2. Las reuniones del Consejo de Administración serán con-
vocadas por su Presidente, al menos con setenta y dos horas
de antelación, o veinticuatro horas en caso de urgencia, me-
diante comunicación remitida a las personas con derecho de
asistencia. La convocatoria expresará necesariamente el lu-
gar, la fecha, la hora y el orden del día de la reunión convocada,
e incluirá cuantos asuntos hayan sido objeto de solicitud por
los vocales del Consejo de Administración, en el supuesto a
que se refiere el párrafo segundo del apartado anterior.

3. En el supuesto de que a la sesión del Consejo de Ad-
ministración no asistiere su Presidente, será sustituido por el
Vicepresidente o Vicepresidentes según su orden, y si éstos
no estuvieren presentes, por el vocal de mayor antigüedad en
el ejercicio del cargo y, en caso de que asistieren varios con
igual antigüedad, por el vocal de mayor edad.

4. En el caso de que a la sesión del Consejo de Adminis-
tración no asistiere su Secretario, le sustituirá el Vicesecreta-
rio, si lo hubiere, y en ausencia de ambos, el vocal de menor
antigüedad en el ejercicio del cargo y, en caso de que asis-
tieren varios con igual antigüedad, el de menor edad.

5. El Director General asistirá a las reuniones del Consejo
de Administración con voz pero sin voto, excepto para la toma
de decisiones que le afecten.

6. Podrán asistir a las reuniones del Consejo de Adminis-
tración, sin derecho de voto, las personas que hubiesen sido
convocadas al efecto, así como las admitidas a la sesión por
su Presidente.

7. Para la válida constitución del Consejo de Administración
se requerirá la asistencia de un número de miembros que
representen, al menos, la mayoría de aquél.

8. Para la válida adopción de acuerdos por el Consejo de
Administración se requerirá que las propuestas correspondientes
reciban el voto favorable de vocales que representen, al me-
nos, la mitad más uno de los asistentes, salvo en los supuestos
en que por disposición legal o estatutaria se exija una mayoría
superior.

Artículo 72. Inelegibilidad e incompatibilidad.

1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 42 de la pre-
sente Ley, constituirán causas de inelegibilidad para el nom-
bramiento de vocal de Consejo de Administración y de incom-
patibilidad para el ejercicio del cargo, pertenecer a órganos
de administración o de gobierno de más de cuatro sociedades
mercantiles o entidades cooperativas. A estos efectos no se
computarán los cargos desempeñados en cualquiera de las
circunstancias siguientes:

a) Que lo ostente en representación de la Caja de Ahorros.
b) En representación legal de menores, ausentes, o inca-

pacitados.
c) En sociedades mercantiles o entidades cooperativas en

las que el interesado, su cónyuge, ascendientes, o descendien-
tes, sean propietarios, juntos o separadamente, de un número
de acciones o participaciones igual o superior al cociente que
resulte de dividir la cifra del capital social por el número de
vocales del Consejo de Administración u órgano similar.

2. No obstante, no podrán ostentar la condición de vocal
del Consejo de Administración las personas que pertenezcan,
incluso en las circunstancias indicadas, a órganos de admi-
nistración o de gobierno de más de ocho sociedades mercan-
tiles o entidades cooperativas.

Artículo 73. Delegación de funciones.

1. El Consejo de Administración podrá delegar funciones
en el Presidente, en la Comisión Ejecutiva, en su caso, y en
el Director General, así como en el Vicepresidente Primero,
si se previera estatutariamente.

2. De conformidad con el artículo 20.2 de la Ley 31/1985,
de 2 de agosto, no podrán ser objeto de delegación la pre-
sentación de propuestas a la Asamblea General, la rendición
de cuentas ante ésta y el ejercicio de las funciones delegadas
por la Asamblea General en el Consejo de Administración,
salvo que expresamente se hubiere autorizado.

3. Los acuerdos de delegación habrán de expresar con cla-
ridad el contenido y alcance de cada uno de ellos.

Artículo 74. Comisión Ejecutiva.

1. En el seno del Consejo podrá constituirse una Comisión
Ejecutiva con las funciones que el Consejo le delegue. Estará
integrada por:

a) El Presidente del Consejo de Administración, que lo será
asimismo de la Comisión.

b) Ocho vocales del Consejo de Administración:
Dos de entre los vocales del grupo de las Corporaciones

Municipales.
Dos de entre los vocales del grupo de los impositores.
Dos de entre los vocales del grupo de la Junta de Andalucía.
Un vocal del grupo de las personas o entidades fundadoras.
Un vocal del grupo del personal.
c) El Secretario del Consejo de Administración, que también

lo será de la Comisión.
2. En caso de inexistencia de entidad fundadora, el número

de vocales de la Comisión Ejecutiva se reducirá a siete.
3. El Director General asistirá a sus sesiones con voz pero

sin voto.
4. El funcionamiento de la Comisión Ejecutiva se regirá por

las disposiciones referentes al Consejo de Administración en
lo que le resulte de aplicación.

Sección Segunda
Del Presidente

Artículo 75. Nombramiento.

1. De acuerdo con el artículo 20.1 de la Ley 31/1985, de 2 de
agosto, el Consejo de Administración nombrará, de entre sus
miembros, al Presidente que, a su vez, lo será de la Asamblea
General y de la Caja de Ahorros.

2. El nombramiento como Presidente deberá recaer en per-
sona dotada de reconocida capacidad, preparación técnica y
experiencia para desarrollar las funciones propias del cargo.

3. El nombramiento del Presidente se pondrá en conoci-
miento de la Consejería de Economía y Hacienda, dentro de
los tres días siguientes a la adopción del acuerdo.

Artículo 76. Cese.

1. Sin perjuicio de lo previsto en el artículo 44 de esta Ley,
el Presidente cesará en su cargo:

a) Por renuncia ante el Consejo de Administración, que habrá
de formalizarse por escrito. La renuncia surtirá efectos a partir
de la fecha de nombramiento del nuevo Presidente, debiendo
someterse tal cuestión a la primera sesión que celebre el
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Consejo de Administración tras la recepción del escrito de
renuncia.

b) Por acuerdo del Consejo de Administración.
c) Por sanción de separación del cargo, impuesta por la

autoridad administrativa competente en la materia, mediante
resolución que ponga fin a la vía administrativa.

2. El Consejo de Administración notificará el cese a la Con-
sejería de Economía y Hacienda.

Artículo 77. Funciones.

Corresponde al Presidente:
a) Convocar y presidir las reuniones del Consejo de Admi-

nistración y, en su caso, de la Comisión Ejecutiva; dirigir y
ordenar sus debates; y autorizar la asistencia a las mismas
de personas distintas de sus miembros, así como proclamar
y asegurar la ejecución de sus acuerdos.

b) Coordinar la actividad de los órganos de gobierno de la
Caja de Ahorros, así como las relaciones entre éstos y los
servicios de la entidad.

c) Presentar al Consejo de Administración el informe de
gestión, la memoria, las cuentas anuales y la propuesta de
aplicación de resultados, así como los presupuestos anuales
e informes de gestión de la obra social.

d) Representar a la Caja de Ahorros en sus relaciones exter-
nas sin perjuicio de la distribución de funciones establecidas por
la presente Ley.

e) Ejercer cuantas funciones le atribuyan la presente Ley,
los Estatutos o le delegue el Consejo de Administración, con
las excepciones previstas en el artículo 73.2 de esta Ley.

Artículo 78. Funciones ejecutivas.

1. El Presidente del Consejo de Administración podrá tener
funciones ejecutivas, que podrán recaer también en el Vice-
presidente, o en el Vicepresidente Primero si hubiere varios.

La presidencia ejecutiva se ejercerá en régimen de dedi-
cación exclusiva, y su titular tendrá derecho a percibir la re-
tribución que sea acordada por la Asamblea General. No podrá
realizar ninguna otra actividad retribuida, pública o privada,
ya sea a título personal o representativo, salvo las que le
corresponda en representación de la Caja de Ahorros, en cuyo
caso deberá reembolsar a ésta las cantidades percibidas como
consecuencia de su ejercicio.

No obstante, el Presidente del Consejo de Administración
podrá administrar su propio patrimonio y, en su caso, los de
su cónyuge, ascendientes, descendientes, o personas de las
que sea representante legal.

2. El Consejo de Administración determinará las funciones
ejecutivas. Estas podrán comprender la totalidad de las facul-
tades de gestión que le correspondan, con excepción de las
relativas a la rendición de cuentas, la elevación de propuestas
a la Asamblea General y las delegadas por ésta en el Consejo.

En todo caso las funciones ejecutivas del Presidente rela-
cionadas con aspectos propios del Consejo de Administración
deben ser delegadas expresamente por éste.

3. Los acuerdos del Consejo por los que se deleguen las
funciones ejecutivas en la presidencia y se fijen sus facultades
o se modifiquen las mismas deberán cumplir los siguientes
requisitos:

a) Requerirán para su validez la asistencia de dos tercios
de los vocales del Consejo de Administración y el voto favo-
rable de la mayoría absoluta del Consejo.

b) Deberán ser ratificados por la Asamblea General.

c) Deberán ser puestos en conocimiento de la Consejería
de Economía y Hacienda dentro de los tres días siguientes a
la adopción del acuerdo. En igual plazo se procederá a co-
municar el acuerdo de ratificación.

d) Deberán ser inscritos en el Registro Mercantil.
4. El acuerdo por el que se revoquen las funciones ejecu-

tivas del Presidente se adoptará en los términos previstos en
la letra a) del apartado anterior y habrá de ser ratificado por
la Asamblea General, debiendo comunicarse a la Consejería
de Economía y Hacienda dentro de los tres días siguientes a
la ratificación de dicho acuerdo.

CAPÍTULO IV
Comisión de Control

Artículo 79. Objeto.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 21 de la
Ley 31/1985, de 2 de agosto, la Comisión de Control tiene
por objeto cuidar de que la gestión de los órganos de Admi-
nistración se cumpla con la máxima eficacia y precisión dentro
de las líneas generales de actuación señaladas por la Asam-
blea General y conforme a las directrices emanadas de la
normativa financiera.

Artículo 80. Composición.

1. El número de miembros de la Comisión de Control se
fijará entre un mínimo de siete y un máximo de diez, elegidos
por la Asamblea General, con los mismos criterios que los del
Consejo de Administración fijados en el artículo 70.2 de la
presente Ley, excepto lo dispuesto en el párrafo cuarto de su
letra b), entre Consejeros Generales que no ostenten la con-
dición de vocal del Consejo de Administración, debiendo existir
en la misma, en todo caso, representantes de todos los grupos
que la integren.

2. La Comisión de Control elegirá, de entre sus miembros,
al Presidente, Vicepresidente y Secretario, teniendo este últi-
mo facultades certificantes de los actos y acuerdos que se
adopten.

El Presidente será sustituido por el Vicepresidente, y en su
defecto por el miembro de más edad, y el Secretario por el
de menos edad.

3. Podrá formar parte de la Comisión de Control un repre-
sentante de la Consejería de Economía y Hacienda, que habrá
de reunir los requisitos adecuados y acreditados de profesio-
nalidad, preparación técnica y experiencia suficiente en las
materias relacionadas con las actividades de las Cajas, asis-
tiendo a las reuniones de la Comisión con voz pero sin voto.

Artículo 81. Funciones.

1. A la Comisión de Control le corresponderá el ejercicio
de las siguientes competencias:

a) Examinar de forma continuada la gestión económica y
financiera de la Caja de Ahorros, de cuyas conclusiones habrá
de informar semestralmente a la Consejería de Economía y
Hacienda, al Banco de España y a la Asamblea General.

b) Examinar los informes de auditoría de cuentas relativos a
la gestión de la Caja de Ahorros, de cuyas conclusiones habrá
de informar a la Asamblea General en la reunión correspondiente.

c) Examinar los presupuestos anuales de la obra social
que el Consejo de Administración presente a la Asamblea
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General, de cuyas conclusiones habrá de informar a ésta en
la reunión correspondiente.

d) Examinar de forma continuada la gestión de la obra so-
cial, de cuyas conclusiones habrá de informar a la Asamblea
General al menos en cada una de sus reuniones ordinarias.

e) Proponer la suspensión de la eficacia de los acuerdos
adoptados por el Consejo de Administración de la entidad o,
en su caso, por delegación de éste, cuando entienda que
vulneran las disposiciones vigentes o afectan injusta y grave-
mente a la situación patrimonial, a los resultados o al crédito
de la Caja de Ahorros o a sus impositores o clientes.

La propuesta habrá de ser elevada, a los efectos proce-
dentes, a la Consejería de Economía y Hacienda y al Ministerio
de Economía y Hacienda, dentro de los quince días siguientes
a la fecha de recepción de los acuerdos. En el mismo plazo
se requerirá al Presidente para que convoque Asamblea Ge-
neral extraordinaria.

f) Emitir cuantos informes relativos a sus actividades sean
solicitados por la Consejería de Economía y Hacienda, el Mi-
nisterio de Economía y Hacienda y la Asamblea General.

g) Vigilar los procedimientos de elección y designación de
los miembros de los órganos de gobierno, incluso en los su-
puestos de provisión de vacantes, de lo que habrá de informar
a la Consejería de Economía y Hacienda y al Ministerio de
Economía y Hacienda.

La Comisión de Control arbitrará los mecanismos necesa-
rios para el control y seguimiento efectivo de los requisitos e
incompatibilidades que deben reunir y cumplir los Consejeros
Generales.

h) Interpretar las normas estatutarias y reglamentarias, y
resolver las impugnaciones que, en su caso, se presenten en
relación con las funciones a que se refiere la letra g) de este
apartado.

i) Trasladar a la Consejería de Economía y Hacienda las
propuestas de designación de empleados de la Caja de Aho-
rros como Consejeros Generales por el grupo de las Corpo-
raciones Municipales.

j) Comunicar a la Consejería de Economía y Hacienda el
nombramiento y cese del Director General de la Caja de Aho-
rros, y, en su caso, del Presidente ejecutivo.

Así mismo se comunicará al Ministerio de Economía y Ha-
cienda el nombramiento y cese del Director General.

k) Cuantas competencias se le atribuyan por los Estatutos.
2. El Presidente del Consejo de Administración y el Director

General de la Caja de Ahorros deberán facilitar a la Comisión
de Control cuantos antecedentes e información sean solicita-
dos por ésta en el ejercicio de sus competencias. En todo
caso, deberán poner en su conocimiento cuantos acuerdos y
decisiones relativos a la gestión de la Caja de Ahorros sean
adoptados por el Consejo de Administración o, en su caso,
por delegación de éste.

Artículo 82. Incompatibilidades y limitaciones de los miembros
de la Comisión de Control.

1. A los miembros de la Comisión de Control les será de
aplicación el régimen común de incompatibilidades previsto
en el artículo 42 de esta Ley, así como el régimen de inelegi-
bilidad o incompatibilidad que el artículo 72 de la misma señala
para vocales del Consejo de Administración.

2. No podrán tampoco los miembros de la Comisión de Control
formar parte ni ocupar cargo alguno en las fundaciones que para
la gestión de su obra social puedan constituir las Cajas de Aho-
rros, ni en aquellas otras de las que, habiendo sido constituidas

por otras personas físicas o jurídicas, puedan participar las Cajas
de Ahorros.

A los anteriores efectos se equipararán a las fundaciones las
entidades públicas o privadas a que se refiere el artículo 86.4.

Artículo 83. Funcionamiento.

1. La Comisión de Control se reunirá cuantas veces sea
necesario para el desempeño de sus funciones y, en todo
caso, siempre que se reúna el Consejo de Administración.

2. Las reuniones de la Comisión serán convocadas por su
Presidente, por iniciativa propia o a solicitud de una quinta
parte de sus miembros.

3. Para la válida constitución de la Comisión de Control se
requerirá, como mínimo, la asistencia de la mayoría de sus
miembros.

4. Los acuerdos se adoptarán por mayoría de los asistentes
con derecho a voto.

No obstante, las propuestas de suspensión de la ejecución
de los acuerdos requerirán ser aprobadas por mayoría de dos
tercios de los miembros de derecho de la Comisión.

5. Siempre que la Comisión de Control así lo requiera, el
Director General asistirá a las reuniones con voz y sin voto.

6. Los acuerdos de la Comisión de Control se llevarán a
un libro de actas, que serán firmadas por el Presidente y el
Secretario.

Artículo 84. Comisión Electoral.

La Comisión de Control se constituirá en Comisión Electoral
y velará por la transparencia de los procesos de elección y
designación de los miembros de los órganos de gobierno.

CAPÍTULO V
Del Director General o asimilado

Artículo 85. Director General o asimilado.

1. De conformidad con el artículo 26 de la Ley 31/1985, de 2 de
agosto, el Director General o asimilado será designado por el
Consejo de Administración de la Caja de Ahorros entre per-
sonas con capacidad, preparación técnica y experiencia sufi-
ciente para desarrollar las funciones propias de este cargo.
La Asamblea General, convocada al efecto, habrá de confir-
mar el nombramiento.

2. Corresponden al Director General o asimilado las fun-
ciones que le atribuyan los Estatutos de la Caja de Ahorros,
le delegue el Consejo de Administración y le encomienden el
propio Consejo o su Presidente.

Tales funciones habrán de ser de carácter esencialmente
técnico, excluyéndose la presentación de propuestas a la Asam-
blea General, la rendición de cuentas ante ésta y el ejercicio
de las funciones delegadas por la Asamblea General en el
Consejo de Administración.

En el ejercicio de sus funciones el Director General actuará
bajo la superior autoridad del Consejo de Administración y de
su Presidente.

3. El Director General o asimilado podrá ser removido de
su cargo:

a) Por acuerdo del Consejo de Administración, adoptado
por el voto favorable de la mitad más uno de los asistentes.

b) En virtud de procedimiento disciplinario instruido por la
Consejería de Economía y Hacienda o el Banco de España.
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4. De conformidad con el artículo 27 de la Ley 31/1985, de 2 de
agosto, el ejercicio del cargo de Director General o asimilado
requiere dedicación exclusiva y será, por tanto, incompatible
con cualquier actividad retribuida, tanto de carácter público
como privado, salvo la administración del propio patrimonio y
aquellas actividades que ejerza en representación de la Caja
de Ahorros. En este último caso los ingresos que obtenga
deberán cederse a la Caja por cuya cuenta realiza dicha ac-
tividad o representación.

5. Será aplicable al Director General la normativa vigente
sobre la relación laboral de carácter especial del personal de
alta dirección, siendo nulos los acuerdos suscritos por el Di-
rector General con la Caja de Ahorros en los que se determine
la cuantía de la indemnización o compensación que le pudiera
corresponder en caso de cese.

TÍTULO VI
OBRA SOCIAL

Artículo 86. Normas generales.

1. Las Cajas de Ahorros con domicilio social en Andalucía
destinarán anualmente, de conformidad con lo establecido en
el artículo 22 de esta Ley, la totalidad de los excedentes que
no hayan de integrar sus reservas a la dotación de un fondo
para la creación y mantenimiento de su obra social, que tendrá
por finalidad la financiación de obras y actuaciones en los
campos de los servicios sociales, sanidad, investigación, me-
dio ambiente, enseñanza, cultura, el apoyo a la economía
social, al fomento del empleo y otros análogos que favorezcan
el desarrollo socioeconómico de Andalucía.

2. Las Cajas de Ahorros no domiciliadas en Andalucía que
cuenten con oficinas en su territorio efectuarán inversiones o
gastos en obra social en la Comunidad Autónoma, destinando
a tales efectos, como mínimo, la parte de su presupuesto anual
de obra social proporcional a los recursos ajenos captados en
Andalucía con respecto a los recursos totales de la entidad, con
la misma finalidad establecida en el apartado anterior.

3. La Consejería de Economía y Hacienda establecerá las
directrices a seguir en materia de obra social y otros fines,
indicando las carencias y prioridades dentro del más absoluto
respeto a la libertad de las Cajas de Ahorros para la elección
de las inversiones concretas.

Las nuevas actividades habrán de ser aprobadas por la
Asamblea General previamente a la autorización de la Con-
sejería de Economía y Hacienda.

4. Las Cajas de Ahorros con domicilio social en Andalucía
realizarán su obra social por sí mismas o en colaboración con
otras entidades públicas o privadas.

Artículo 87. Presupuesto.

1. El Consejo de Administración de cada Caja de Ahorros
domiciliada en Andalucía, considerando los proyectos que ha-
yan de realizarse, elaborará el presupuesto anual de la obra
social, que habrá de someterse a la aprobación de la Asamblea
General, debiéndose dar traslado a la Consejería de Economía
y Hacienda para su autorización, de acuerdo con lo previsto
en el artículo 22 de la presente Ley.

2. Transcurrido el ejercicio presupuestario, el Consejo de
Administración rendirá cuentas de su ejecución, formulando
el informe de la obra social y la liquidación del presupuesto

del ejercicio anterior, que deberá ser aprobado por la Asam-
blea General.

Artículo 88. Gestión del fondo.

1. Las Cajas de Ahorros domiciliadas en Andalucía, a través
del Consejo de Administración, llevarán a cabo una gestión
profesionalizada de las inversiones de su obra social.

2. Las citadas Cajas de Ahorros podrán constituir funda-
ciones que gestionen total o parcialmente el fondo destinado
a su obra social, previa autorización de la Consejería de Eco-
nomía y Hacienda.

En ningún caso podrán gestionarse fondos destinados a
obra social por fundaciones que no hayan sido constituidas
exclusivamente por las Cajas de Ahorros.

3. La Federación de Cajas de Ahorros de Andalucía podrá
constituir una fundación para llevar a cabo la obra social con-
junta de las Cajas de Ahorros federadas, en los términos que
se determinen reglamentariamente.

4. A la obra social no gestionada directamente por las Cajas
de Ahorros le será de aplicación los mismos principios y cri-
terios que a las gestionadas directamente.

TÍTULO VII
DE LAS ENTIDADES ASOCIATIVAS DE LAS CAJAS DE

AHORROS

CAPÍTULO I
Federación de Cajas de Ahorros de Andalucía

Sección Primera
De la Federación de Cajas de Ahorros de Andalucía

Artículo 89. Naturaleza.

1. Las Cajas de Ahorros con domicilio social en Andalucía
se agruparán en la Federación de Cajas de Ahorros de An-
dalucía, que tendrá personalidad jurídica propia y plena ca-
pacidad para el desarrollo de las actividades dirigidas al cum-
plimiento de sus fines.

2. La Federación de Cajas de Ahorros de Andalucía tendrá
su domicilio social en Andalucía.

Artículo 90. Funciones.

La Federación tendrá las siguientes funciones:
a) Ejercer la representación individual y colectiva de las

Cajas de Ahorros federadas ante los poderes públicos y uni-
ficar su colaboración con los mismos.

b) Procurar la captación, defensa y difusión del ahorro y
orientar las inversiones de las Cajas de Ahorros, de acuerdo
con las normas generales sobre inversión regional.

c) Informar a las Cajas de Ahorros federadas sobre los
planes de actuación de la Junta de Andalucía, así como orien-
tar a sus miembros para que lleven a cabo sus inversiones
conforme a aquéllos.

c) bis. Colaborar con las autoridades financieras para el
cumplimiento de la normativa vigente.

d) Promover, coordinar y prestar servicios técnicos, jurídi-
cos, financieros y de información comunes para las Cajas de
Ahorros federadas.
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e) Ostentar la representación y relación de las Cajas ante
la Confederación Española de Cajas de Ahorros, en los asun-
tos de interés general para las asociadas.

f) Planificar e impulsar la creación y sostenimiento de obras
sociales de carácter propio y en colaboración con otras insti-
tuciones públicas y privadas.

g) Facilitar la actuación de las Cajas de Ahorros asociadas
en el exterior de la Comunidad Autónoma, ofreciendo los ser-
vicios que éstas puedan requerir.

Artículo 91. Información.

1. La Federación de Cajas de Ahorros de Andalucía remitirá
a la Consejería de Economía y Hacienda cuanta información
le sea solicitada en el marco de sus actividades.

2. En todo caso, deberá remitir, en el plazo de quince días
desde que se adopte el acuerdo por el Consejo General, la
siguiente documentación:

a) Proyecto de Estatutos de la Federación y sus modifica-
ciones.

b) Certificación del nombramiento, cese y reelección, en
su caso, del Presidente, Vicepresidentes de la Federación, y
de los restantes miembros del Consejo General, detallando
los cargos que ostenten en el Consejo y en la Comisión Eje-
cutiva, indicando, en su caso, a las personas a las que sus-
tituyen y plazo para el cual han sido nombrados o reelegidos.

c) Certificación del nombramiento y cese, en su caso, del
Secretario General.

d) Presupuestos y líneas de actuación para el ejercicio.
e) Informe sobre el análisis de la gestión económico-financiera

de la Federación y de la liquidación del presupuesto del ejer-
cicio anterior.

Sección Segunda
Órganos y régimen de funcionamiento

Artículo 92. Órganos.

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 de la Ley 31/1985,
de 2 de agosto, la Federación de Cajas de Ahorros de Anda-
lucía tendrá los siguientes órganos:

a) El Consejo General.
b) La Secretaría General.

Artículo 93. Consejo General.

1. El Consejo General es el máximo órgano de gobierno y
decisión de la Federación.

2. Estará constituido por dos representantes de cada una
de las Cajas de Ahorros federadas, que serán sus respectivos
Presidente y Director General o asimilado, así como por dos
representantes de la Consejería de Economía y Hacienda,
con voz y voto.

Artículo 94. Estatuto personal.

1. El Consejo General elegirá a su Presidente y a uno o
varios Vicepresidentes de entre los Presidentes de las Cajas
de Ahorros Federadas por un período de cuatro años, prorro-
gables por un período de igual duración.

2. El Presidente del Consejo General, que también lo será
de la Federación, representará oficialmente a la misma. En

ausencia o vacante del mismo, sus funciones serán desem-
peñadas por los Vicepresidentes, según su orden.

3. El Presidente y los Vicepresidentes cesarán en sus car-
gos por las causas que estatutariamente se establezcan, y,
en todo caso, por las siguientes:

a) Por remoción, en virtud de acuerdo del Consejo General
adoptado, en cualquier momento, por mayoría absoluta de
sus miembros.

b) Por dejar de ostentar el cargo de Presidente de una Caja
de Ahorros federada.

4. En caso de vacante del Presidente o Vicepresidentes,
el Consejo General deberá elegir sus sustitutos en el plazo
máximo de sesenta días desde que se produzca.

Artículo 95. Funcionamiento.

1. El Consejo General se reunirá en sesiones ordinarias y
extraordinarias, mediante convocatoria de su Presidente.

En sesión ordinaria se reunirá, al menos, una vez cada
trimestre natural.

El Presidente convocará sesión extraordinaria, a iniciativa
propia o cuando lo solicite el Presidente de una Caja de Aho-
rros federada o uno de los representantes de la Consejería
de Economía y Hacienda.

2. Los acuerdos serán vinculantes, y cuando afecten al
funcionamiento de las Cajas de Ahorros o comporten obliga-
ciones económicas para éstas, deberán ser ratificados por el
Consejo de Administración de la Caja de Ahorros afectada,
salvo los relativos a la aprobación de los presupuestos fede-
rativos.

3. A las reuniones del Consejo General asistirá, con voz y
sin voto, el Secretario General de la Federación, que actuará
como Secretario del Consejo.

Artículo 96. Comisión Ejecutiva.

1. Podrá existir una Comisión Ejecutiva del Consejo General,
integrada por miembros de éste, con la composición que esta-
tutariamente se determine. En todo caso formará parte de la
misma el Presidente del Consejo, que ostentará su presidencia.

2. El Consejo General podrá delegar en su Presidente y
en la Comisión Ejecutiva aquellas funciones que no estén re-
servadas al propio Consejo por disposición legal, reglamen-
taria o estatutaria.

3. A las reuniones de la Comisión Ejecutiva asistirá, con
voz y sin voto, el Secretario General de la Federación, que
actuará como Secretario de la Comisión.

Artículo 97. Secretaría General.

La Secretaría General es el órgano de administración de
carácter permanente, para la gestión y coordinación de la Fe-
deración de Cajas de Ahorros de Andalucía.

Al frente de la misma existirá un Secretario General desig-
nado por el Consejo General de la Federación de entre per-
sonas con reconocida capacidad, preparación técnica y ex-
periencia suficientes para el ejercicio de las funciones asignadas
a su cargo.

Artículo 98. Estatutos.

1. Los Estatutos de la Federación de Cajas de Ahorros de
Andalucía y sus modificaciones tendrán que ser propuestos
por, al menos, las dos terceras partes de las Cajas de Ahorros
federadas.
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2. Si el Consejo General aceptare la propuesta de Estatutos
o de sus modificaciones formulada por las Cajas de Ahorros
federadas, ordenará su remisión a la Consejería de Economía
y Hacienda, a la que corresponde su aprobación.

Artículo 99. Presupuesto y memoria.

1. El Consejo General aprobará en el cuarto trimestre del
año el presupuesto de la Federación y el plan de actuación
para el ejercicio siguiente.

2. Los Estatutos de la Federación deberán contemplar las
fuentes de financiación del presupuesto y el criterio para el
cálculo de la cuota federal a satisfacer por cada una de las
entidades miembros.

3. La memoria de gestión y la liquidación del presupuesto
anterior se aprobarán, en su caso, en la primera sesión ordi-
naria del año que celebre el Consejo General.

CAPÍTULO II
Entidad Financiera Común de las Cajas andaluzas

Sección Primera
Naturaleza y funciones

Artículo 100. Naturaleza y constitución.

1. Las Cajas de Ahorros con domicilio social en Andalucía
participarán en una entidad financiera de carácter asociativo,
que gozará de personalidad jurídica propia y plena capacidad
para el cumplimiento de sus funciones.

1 bis. Las Cajas integradas en la Entidad Financiera Común
mantendrán sus denominaciones, personalidad jurídica, órga-
nos de gobierno, dirección, y demás características que les
son propias.

2. La Entidad Financiera Común tendrá patrimonio propio,
formado por las aportaciones de dichas Cajas y el que pudiera
adquirir por otro título.

3. La aportación mínima de las Cajas en la Entidad Finan-
ciera Común se establecerá en función de los recursos admi-
nistrados por cada una de ellas, de acuerdo con los criterios
que reglamentariamente se determinen. La participación de
las Cajas en la Entidad Financiera Común vendrá determinada
en función de los recursos aportados por cada una de ellas.

4. La Entidad Financiera Común tendrá su domicilio en
Andalucía.

5. Sus estatutos serán aprobados por la Consejería de Eco-
nomía y Hacienda de la Junta de Andalucía.

6. Reglamentariamente se desarrollarán los demás requi-
sitos de constitución.

Artículo 101. Funciones.

La Entidad Financiera Común asumirá, entre otras, las si-
guientes funciones:

a) Potenciar y estimular la acción conjunta de las Cajas
Andaluzas para optimizar sus recursos, disminuir costes, di-
versificar riesgos y mejorar la prestación de servicios finan-
cieros, y potenciar aquellas líneas de actividad cuyas opera-
tivas puedan estar limitadas por el tamaño de cada una de
las Cajas existentes.

b) Acometer proyectos financieros y empresariales que exi-
jan la actuación conjunta de varias o de todas las Cajas, así
como fomentar y promover las inversiones, preferentemente

dentro del ámbito territorial de actuación de las Cajas miem-
bros, favoreciendo el concurso de estas instituciones a la ac-
ción de la política económica y social del Gobierno andaluz.

c) Impulsar la creación y sostenimiento de obras sociales
conjuntas.

d) Facilitar y coordinar la actuación de las Cajas andaluzas
en todo el territorio del Estado y en el ámbito internacional,
ofreciendo los servicios que estas puedan necesitar.

e) Efectuar las funciones de banca al por mayor y, espe-
cíficamente, la gestión de tesorería y cartera de valores, la
financiación y servicio a grandes empresas y corporaciones
y la dirección y coordinación de las operaciones sindicales y
aquellas otras que reglamentariamente se establezcan.

f) Llevar a cabo las funciones de sistema centralizado de pagos
y cobros para todas las Cajas andaluzas, así como el desarrollo
unificado de medios de pagos y de los sistemas de información.

Sección Segunda
Gobierno de la Entidad

Artículo 102. Órganos de gobierno.

La Entidad Financiera Común de la Cajas domiciliadas en
la Comunidad Autónoma de Andalucía estará regida por los
siguientes órganos: la Asamblea General, el Consejo de Ad-
ministración y la Comisión de Control.

Artículo 103 (nuevo). De la Asamblea General.

La Asamblea General es el órgano que asume el supremo
gobierno y decisión de la Entidad. Estará integrada por los
Consejeros nombrados por cada Caja miembro en función de
sus aportaciones a la Entidad Financiera Común y por igual
número de Consejeros nombrados por el Gobierno de Anda-
lucía en los términos que se determinen reglamentariamente.

En todo caso, deberá garantizarse la presencia de al menos
un Consejero de cada una de las Cajas participantes en la
Entidad Financiera Común.

Los Directores Generales de las Cajas podrán asistir a las
reuniones de la Asamblea General con voz y sin voto.

Artículo 104 (nuevo). Funciones

Sin perjuicio de las facultades generales de gobierno, corres-
ponde a la Asamblea General el ejercicio de las siguientes com-
petencias:

a) Aprobar y, en su caso, modificar sus Estatutos y Regla-
mentos.

b) Nombrar los vocales del Consejo de Administración y
los miembros de la Comisión de Control cuya designación le
corresponda, así como revocar dichos nombramientos antes
de la finalización del ejercicio del cargo.

c) Separar de su cargo a los Consejeros Generales.
d) Confirmar, en su caso, el nombramiento del Director General.
e) Aprobar el plan anual de la Entidad que elabore el Con-

sejo de Administración.
f) Examinar, y aprobar si procede, la gestión del Consejo

de Administración, la memoria, el balance anual, la cuenta de
resultados y la distribución de excedentes de acuerdo con las
funciones propias de la Entidad Financiera Común.

g) Resolver cuantos asuntos sean sometidos a su consideración
por el Consejo de Administración o por la Comisión de Control.

h) Cualesquiera otros que le sean atribuidos por los Esta-
tutos de la Entidad.
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Artículo 105 (nuevo). Del Consejo de Administración.

1. La administración, gestión y representación de la Entidad
Financiera Común corresponderá al Consejo de Administración
y a la Dirección General.

2. El Consejo de Administración es el órgano que tiene
encomendada la administración y gestión financiera de la En-
tidad; podrá actuar en pleno o delegar funciones en una Co-
misión Ejecutiva. Estará integrado por tantos Vocales como
Instituciones formen parte de la Asamblea General y el voto
de los mismos estará en función de su respectiva participación
en la composición de dicha asamblea.

3. El Consejo de Administración nombrará de entre sus
miembros al Presidente, que a su vez lo será de la Entidad
Financiera Común y de la Asamblea General de la misma,
así como su Secretario, pudiendo elegir igualmente uno o más
Vicepresidentes.

4. El Director General de la Entidad Financiera Común,
como órgano administrativo de gestión y coordinación, tendrá
a su cargo la ejecución de las funciones que tiene encomen-
dadas dicha Entidad, bajo las directrices del Consejo de Ad-
ministración.

5. El Director General de la Entidad Financiera Común será
designado por el Consejo de Administración de la misma entre
personas con capacidad, preparación técnica y experiencia
suficiente para desarrollar las funciones propias de este cargo,
y asistirá con voz y sin voto a las reuniones del Consejo de
Administración.

Artículo 106 (nuevo). De la Comisión de Control.

La Comisión de Control tendrá encomendadas las funcio-
nes que se recogen en el artículo 81 de esta Ley, y estará
integrada por un mínimo de cuatro miembros y un máximo de
siete, elegidos por la Asamblea General, de los cuales como
máximo cuatro serán Vocales de Consejos de Administración
de las Cajas asociadas, y tres representantes de la Junta de
Andalucía, sin que dicha representación pueda ser superior
al 50% de los integrantes de la Comisión.

Siempre que la Comisión de Control así lo requiera el Di-
rector General de la Entidad Financiera Común asistirá a las
reuniones con voz y sin voto.

TÍTULO VIII
DEL DEFENSOR DEL CLIENTE

Artículo 103. Naturaleza y funciones.

1. Dentro de la Federación de Cajas de Ahorros de Anda-
lucía existirá el Defensor del Cliente, cuyo objetivo será la
protección de los derechos e intereses legítimos de los clientes
en sus relaciones con las Cajas de Ahorros federadas.

2. En el cumplimiento de dicho objetivo le corresponderán,
entre otras, las siguientes funciones:

a) Resolver las reclamaciones que los clientes formulen en
relación con operaciones o servicios de carácter financiero.

b) Proponer a la Federación de Cajas de Ahorros de An-
dalucía y a las entidades federadas la adopción de medidas
tendentes a mejorar las relaciones entre dichas entidades y
sus clientes.

Artículo 104. Nombramiento.

Corresponde al Parlamento de Andalucía el nombramiento
del Defensor del Cliente, a propuesta del Consejo General de
la Federación de Cajas de Ahorros de Andalucía, debiendo
recaer en persona de reconocido prestigio e independencia y
con residencia habitual en Andalucía.

Artículo 105. Incompatibilidad e inelegibilidad.

El Defensor del Cliente tendrá dedicación exclusiva y será
incompatible con cualquier cargo o actividad de carácter pú-
blico o privado.

Así mismo le serán de aplicación los requisitos de elegibi-
lidad y las causas de incompatibilidad previstas en los ar-
tículos 41 y 42 de esta Ley.

Artículo 106. Estatuto personal.

1. El nombramiento para el cargo de Defensor del Cliente
tendrá una duración de cuatro años, prorrogable por un pe-
ríodo único de igual duración.

2. El Defensor del Cliente cesará en el ejercicio de su cargo
por alguna de las causas siguientes:

a) Finalización del período para el que fue elegido.
b) Pérdida de los requisitos que condicionan su elegibilidad.
c) Renuncia.
d) Por acuerdo del Parlamento de Andalucía adoptado a

propuesta del Consejo General de la Federación de Cajas de
Ahorros de Andalucía, o de oficio, en los términos que se
establezcan reglamentariamente.

3. El nombramiento del nuevo Defensor del Cliente se rea-
lizará en el plazo máximo de dos meses desde el cese del
anterior.

4. El ejercicio de las funciones del Defensor del Cliente
será retribuido.

Artículo 107. Medios personales y materiales.

La Federación de Cajas de Ahorros de Andalucía aportará
los medios personales, materiales y económicos precisos para
el desarrollo de las funciones del Defensor del Cliente.

La Federación y las Cajas de Ahorros facilitarán al Defensor
del Cliente cuanta información sea necesaria para el desarrollo
de sus fines.

Las Cajas de Ahorros que realicen actividades en el terri-
torio de la Comunidad Autónoma habrán de informar conve-
nientemente, a través del tablón de anuncios permanente de
las oficinas abiertas al público, sobre la existencia del Defensor
del Cliente y del procedimiento a seguir para formular, en su
caso, las quejas y reclamaciones.

Artículo 108. Procedimiento.

1. Para la admisión de una reclamación será preciso acre-
ditar haber efectuado ésta previamente ante la entidad corres-
pondiente, siendo desestimada total o parcialmente, o haber
transcurrido un mes desde la fecha de su presentación sin
haber recibido contestación.

No se admitirán reclamaciones sobre hechos que sean ob-
jeto de litigio ante los Tribunales de Justicia.

Se rechazarán igualmente las reclamaciones que tengan
por objeto los mismos hechos y afecten a las mismas partes
que otras ya informadas por el Defensor del Cliente.
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2. La reclamación se formulará por escrito dirigido al Defensor
del Cliente, dentro del año siguiente a la fecha en que se produzcan
los hechos que motiven aquélla, y a la misma deberán acompa-
ñarse los documentos en que el reclamante funde su pretensión.

3. La admisión de la reclamación se notificará al reclamante
y se dará traslado de la misma a la entidad afectada, a fin de
que formule las alegaciones que estime oportunas y, en su
caso, facilite al Defensor del Cliente la información que le hu-
biera sido requerida por éste. Asimismo, deberá notificarse al
reclamante la inadmisión de su reclamación.

4. La tramitación del expediente de reclamación se sus-
penderá de inmediato en el supuesto de que el interesado
opte por acudir a la vía judicial.

5. El reclamante tendrá en todo caso acceso al expediente
correspondiente.

6. Los expedientes de reclamación deberán concluir en el
plazo de seis meses, contados a partir de la fecha de admisión
de aquélla, emitiéndose por el Defensor del Cliente informe
motivado, que será notificado a las partes afectadas.

7. La actuación del Defensor del Cliente tendrá carácter
gratuito para los reclamantes.

8. En la tramitación de los expedientes se guardará un orden
riguroso de incoación en asuntos de homogénea naturaleza, ex-
cepto en las causas de urgencia libremente apreciadas por el
Defensor del Cliente, que deberá motivar en el expediente.

Artículo 108 bis. Desestimiento y rectificación.

1. El cliente podrá desistir de su reclamación en cualquier
momento, asimismo la Caja podrá rectificar libremente su situa-
ción con el cliente en cualquier momento anterior a la finalización
del expediente, en ambos supuestos se pondrá en conocimiento
del Defensor del Cliente en el plazo máximo de un mes.

2. Si la rectificación fuese a satisfacción del reclamante o
si se produce el desestimiento expreso del mismo, se proce-
derá al archivo de la reclamación dando cuenta a ambas par-
tes. Si no fuese a satisfacción del reclamante, el Defensor del
Cliente habrá de darle cuenta de las actuaciones judiciales
que pudieran corresponderle.

Artículo 109. Informe anual.

1. El Defensor del Cliente dará cuenta anualmente al Con-
sejo General de la Federación de Cajas de Ahorros de Anda-
lucía de la gestión realizada en un informe que presentará en
el primer trimestre de cada año. El citado informe será remitido
a la Consejería de Economía y Hacienda, que acordará su
publicación en la forma que reglamentariamente se determine.

2. El informe indicará el número de reclamaciones recibidas el
año anterior, con expresión de las prácticas indebidas detectadas,
los criterios mantenidos por el Defensor del Cliente en sus informes,
el número de reclamaciones tramitadas, así como cualquier otro
dato o información que pueda considerarse de público interés.

3. Asimismo el Defensor del Cliente llevará un registro ge-
neral donde se tomará nota de las quejas y reclamaciones
presentadas y de su fecha de presentación, así como un ar-
chivo de quejas y reclamaciones.

TÍTULO IX
RÉGIMEN SANCIONADOR

Artículo 110. Competencia.

1. La Administración de la Junta de Andalucía ejercerá, en
el ámbito de sus competencias y en los términos previstos en

la normativa básica del Estado, la potestad sancionadora res-
pecto a las actividades realizadas por las Cajas de Ahorros
con domicilio social en Andalucía, así como a las realizadas
en la Comunidad Autónoma andaluza por las Cajas cuyo do-
micilio social radique fuera de la misma.

Las Cajas domiciliadas en otras Comunidades Autónomas
únicamente podrán ser sancionadas por las infracciones re-
feridas en las letras a), e), g), h) y k) del artículo 113, y en las
letras a), b), f), g), h), i), k) y n) del artículo 114, así como las
referidas en el artículo 115.

2. Cuando el ejercicio de la potestad sancionadora corres-
ponda a órganos estatales, la Consejería de Economía y Ha-
cienda dará traslado al Banco de España de los hechos que
puedan ser constitutivos de infracciones.

3. Lo dispuesto en el presente título se entenderá sin per-
juicio de lo que al respecto establezca la restante normativa
que sea de aplicación a las Cajas de Ahorros.

Artículo 111. Responsabilidad.

1. Serán responsables de las infracciones previstas en la
presente Ley, por acción u omisión, las Cajas de Ahorros y
quienes ostenten cargos de administración o dirección en las
mismas. Esta responsabilidad administrativa será sancionable
de acuerdo con lo previsto en el presente título y demás nor-
mativa que resulte de aplicación.

2. Se entenderá que ostentan cargos de administración en
las Cajas de Ahorros, a los efectos de lo dispuesto en esta
Ley, los miembros del Consejo de Administración, de la Co-
misión Ejecutiva, así como los Directores Generales o asimi-
lados, entendiéndose por tales las personas que desarrollen
en la entidad funciones de alta dirección bajo la dependencia
directa del Consejo de Administración o de la Comisión Ejecutiva.

3. La responsabilidad de los miembros de la Comisión de
Control se exigirá por los órganos competentes de la Comu-
nidad Autónoma en los términos previstos en el artículo 116 de
esta Ley.

Artículo 112. Clasificación.

Las infracciones se clasifican en muy graves, graves y leves.

Artículo 113. Infracciones muy graves.

Constituyen infracciones muy graves:
a) La realización de actos u operaciones prohibidas por nor-

mas de ordenación y disciplina con rango de Ley, o con incum-
plimiento de los requisitos establecidos en las mismas, salvo
que tenga un carácter meramente ocasional o aislado, de acuer-
do con el artículo 4 e) de la Ley 26/1988, de 29 de julio.

b) Iniciar sus operaciones antes de estar autorizadas para
ello, así como realizar la fusión, disolución, escisión o cesión
global del activo y pasivo, y modificación de los Estatutos y
Reglamentos, sin observar las prescripciones de aplicación.

c) El ejercicio de actividades ajenas a su objeto exclusivo
legalmente determinado, salvo que tenga un carácter mera-
mente ocasional o aislado, de acuerdo con el artículo 4 d) de
la Ley 26/1988, de 29 de julio.

d) El no sometimiento de sus cuentas anuales a auditoría ex-
terna, con sujeción a la normativa vigente en la materia, de con-
formidad con el artículo 4 g) de la Ley 26/1988, de 29 de julio.

e) La negativa o resistencia a la actuación inspectora, siempre
que medie requerimiento expreso y por escrito al respecto, de
conformidad con el artículo 4 h) de la Ley 26/1988, de 29 de julio.
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f) La falta de remisión a la Consejería de Economía y Ha-
cienda de cuantos datos o documentos deban ser aportados
o que la misma requiera en el ejercicio de sus funciones, o la
falta de veracidad en los mismos, cuando con ello se dificulte
la apreciación de la solvencia de la entidad. A los efectos de
esta infracción, se entenderá que hay falta de remisión cuando
la misma no se produzca dentro del plazo concedido al efecto
al recordar por escrito la obligación o reiterar el requerimiento.

g) La realización de actos fraudulentos o la utilización de
personas físicas o jurídicas interpuestas con la finalidad de
conseguir un resultado cuya obtención directa implicaría la
comisión de, al menos, una infracción grave, de conformidad
con el artículo 4 k) de la Ley 26/1988, de 29 de julio.

h) El incumplimiento del deber de veracidad informativa
debida a sus depositantes, prestatarios y público en general
siempre que, por el número de afectados o por la importancia
de la información, tal incumplimiento pueda estimarse como
especialmente relevante.

i) No convocar la Asamblea General extraordinaria cuando
sea solicitada, al menos, por un tercio de los Consejeros Ge-
nerales de que se componga la Asamblea General, o a petición
de la Comisión de Control, en el supuesto previsto en el ar-
tículo 81.1 e) de esta Ley.

j) La falta de cumplimiento, en el plazo fijado al efecto, del reque-
rimiento que se formule por la Consejería de Economía y Hacienda,
en el supuesto previsto en el artículo 51.2 de la presente Ley.

k) Las infracciones graves, cuando durante los cinco años
anteriores a su comisión hubiera sido impuesta a la Caja de
Ahorros sanción firme por el mismo tipo de infracción.

Artículo 114. Infracciones graves.

Constituyen infracciones graves:
a) La realización de actos u operaciones sin autorización

cuando ésta sea preceptiva o sin observar las condiciones
básicas de la misma, de conformidad con el artículo 5 a) de
la Ley 26/1988, de 29 de julio.

b) La realización de actos u operaciones prohibidos por nor-
mas reglamentarias de ordenación y disciplina o con incumpli-
miento de los requisitos establecidos en las mismas, salvo que
tenga un carácter meramente ocasional o aislado de conformidad
con el artículo 5 f) de la Ley 26/1988, de 29 de julio, salvo que
supongan la comisión de una infracción muy grave, de las pre-
vistas en la letra b) del artículo 113 de la presente Ley.

c) La falta de iniciación de los trámites tendentes a la de-
signación de los Consejeros Generales, dentro del plazo que
a estos efectos se establezca reglamentariamente.

d) La ausencia de la preceptiva comunicación respecto a
la composición de los órganos de gobierno.

e) El ejercicio meramente ocasional o aislado de actividades
ajenas a su objeto exclusivo legalmente determinado, de con-
formidad con el artículo 5 c) de la Ley 26/1988, de 29 de julio.

f) La realización de actos u operaciones con incumplimiento
de lo previsto en los artículos 29 a 32 de esta Ley o de las
normas dictadas al amparo de dichos preceptos.

g) La realización, meramente ocasional o aislada, de actos u
operaciones prohibidas por normas de ordenación y disciplina
con rango de Ley, o con incumplimiento de los requisitos esta-
blecidos en las mismas, de conformidad con el artículo 5 d) de
la Ley 26/1988, de 29 de julio.

h) El incumplimiento de las condiciones y requisitos exigi-
dos por la normativa para las operaciones de crédito que gocen
de subvención de intereses u otras ayudas públicas, de con-
formidad con el artículo 5 j) de la Ley 26/1988, de 29 de julio.

i) El incumplimiento del deber de veracidad informativa de-
bida a los depositantes, prestatarios o al público en general,
cuando tal incumplimiento no pueda estimarse como espe-
cialmente relevante.

j) La realización de actos fraudulentos o la utilización de
personas físicas o jurídicas interpuestas con la finalidad de
conseguir un resultado contrario a las normas de ordenación
y disciplina, siempre que tal conducta no esté comprendida
en la letra g) del artículo anterior, de conformidad con el ar-
tículo 5 o) de la Ley 26/1988, de 29 de julio.

k) La falta de remisión a la Consejería de Economía y Ha-
cienda de los datos o documentos que deban remitírseles o
que ésta requiera en el ejercicio de sus funciones, así como
la falta de veracidad en los mismos, salvo que ello suponga
la comisión de una infracción muy grave. A estos efectos se
entenderá que hay falta de remisión, cuando la misma no se
produzca dentro del plazo concedido al efecto por la Conse-
jería de Economía y Hacienda al recordar por escrito la obli-
gación o reiterar el requerimiento.

l) La falta de remisión al Defensor del Cliente de la infor-
mación que éste haya solicitado a la entidad en un expediente
de reclamación. A tal efecto se entenderá que existe falta de
remisión cuando la información no se facilite dentro del plazo
concedido para ello por el Defensor del Cliente, al recordar
éste por escrito la obligación o reiterar el requerimiento.

m) La falta de comunicación por parte de los órganos de
administración a la Asamblea General de aquellos hechos o
circunstancias cuya comunicación a la misma haya sido or-
denada por la Consejería de Economía y Hacienda.

n) Las infracciones leves, cuando durante los dos años
anteriores a su comisión hubiera sido impuesta a la entidad
sanción firme por el mismo tipo de infracción.

Artículo 115. Infracciones leves.

Constituyen infracciones leves los incumplimientos de esta
Ley así como de las normas de ordenación y disciplina que
no constituyan infracción grave o muy grave con arreglo a lo
dispuesto en los artículos anteriores.

Artículo 116. Responsabilidad de los miembros de la Comi-
sión de Control.

1. La responsabilidad de los miembros de la Comisión de
Control se regirá por las disposiciones contenidas en el pre-
sente artículo.

2. Constituyen infracciones muy graves:
a) La negligencia grave y reiterada en el ejercicio de las

funciones que tengan encomendadas.
b) No proponer a la Consejería de Economía y Hacienda

la suspensión de la eficacia de los acuerdos adoptados por
el Consejo de Administración, o por delegación de éste, cuan-
do los mismos infrinjan manifiestamente la Ley y afecten in-
justa y gravemente a la situación patrimonial, a los resultados,
al crédito de la Caja de Ahorros o a sus impositores o clientes.

c) No requerir al Presidente para que convoque con carácter
extraordinario la Asamblea General en los supuestos de la
letra b) de este apartado.

d) Las infracciones graves cuando durante los cinco años
anteriores a su comisión les hubiera sido impuesta sanción
firme por el mismo tipo de infracción.

3. Constituyen infracciones graves:
a) La falta de remisión a la Consejería de Economía y Ha-

cienda de los datos o informes que se le deban hacer llegar
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o que ésta requiera en el ejercicio de sus funciones, así como
su remisión con notorio retraso.

b) La negligencia grave en el ejercicio de las funciones que
legalmente tienen encomendadas, siempre que no esté com-
prendida en apartado 2 a) de este artículo.

c) No proponer a la Consejería de Economía y Hacienda la
suspensión de la eficacia de los acuerdos adoptados por el Con-
sejo de Administración o por delegación de éste, cuando los
mismos infrinjan manifiestamente las disposiciones vigentes y
afecten injusta y gravemente a la situación patrimonial, a los
resultados, al crédito de la Caja de Ahorros o a sus impositores
o clientes, siempre que ello no constituya infracción muy grave,
o no requerir en tales casos al Presidente para que convoque
Asamblea General con carácter extraordinario.

4. Constituye infracción leve la falta reiterada de asistencia
de los miembros de la Comisión de Control a sus reuniones.

Artículo 117. Sanciones.

De conformidad con los artículos 9, 10 y 11 de la Ley 26/1988,
de 29 de julio, las infracciones a que se refieren los artículos
anteriores darán lugar a la imposición a las Cajas de Ahorros
de una de las siguientes sanciones:

1. Por la comisión de infracciones muy graves:
a) Multa por importe de hasta el uno por ciento de sus

recursos propios o hasta cinco millones de pesetas si aquel
porcentaje fuera inferior a esta cifra.

b) Revocación de la autorización de la entidad, con exclu-
sión del Registro de Cajas de Ahorros de Andalucía.

2. Por la comisión de infracciones graves:
a) Amonestación pública.
b) Multa por importe de hasta el medio por ciento de sus

recursos propios o hasta dos millones quinientas mil pesetas
si aquel porcentaje fuera inferior a esta cifra.

3. Por la comisión de infracciones leves:
a) Amonestación privada.
b) Multa por importe de hasta un millón de pesetas.

Artículo 118. Otras sanciones.

1. De conformidad con los artículos 12 y 15 de la Ley 26/1988,
de 29 de julio, además de las sanciones que corresponda
imponer a la Caja de Ahorros, por la comisión de infracciones
muy graves se impondrá una de las siguientes sanciones a
quienes ejerciendo cargos de administración o dirección en
la misma sean responsables de la infracción, cuando ésta le
sea imputable por su conducta dolosa o negligente:

a) Multa a cada responsable por importe no superior a diez
millones de pesetas.

b) Suspensión en el ejercicio del cargo por plazo no superior
a tres años.

c) Separación del cargo, con inhabilitación para ejercer car-
gos de administración, dirección en la misma entidad de cré-
dito, por un plazo máximo de cinco años.

d) Separación del cargo, con inhabilitación para ejercer car-
gos de administración, dirección en cualquier entidad de cré-
dito, por un plazo máximo de diez años.

En caso de imposición de las sanciones previstas en las
letras c) y d) de este apartado, podrá imponerse simultánea-
mente la sanción prevista en la letra a) del mismo.

2. De conformidad con los artículos 13 y 15 de la Ley 26/1988,
de 29 de julio, además de las sanciones que corresponda
imponer a la Caja de Ahorros, por la comisión de infracciones
graves se impondrá una de las siguientes sanciones a quienes
ejerciendo cargos de administración o dirección en la Caja de

Ahorros sean responsables de la infracción, cuando ésta les
sea imputable por su conducta dolosa o negligente:

a) Amonestación privada.
b) Amonestación pública.
c) Multa a cada responsable por importe no superior a cinco

millones de pesetas.
d) Suspensión en el ejercicio del cargo por un plazo no

superior a un año.

En caso de imposición de la sanción prevista en la letra d) de
este apartado, podrá imponerse simultáneamente la sanción
prevista en la letra c) del mismo.

3. Las sanciones aplicables a los miembros de las Comi-
siones de Control de Cajas de Ahorros que sean responsables
de las infracciones muy graves o graves serán, respectiva-
mente, las previstas en las letras b), c) y d) del apartado 1 y
letras a), b) y d) del apartado 2 de este artículo. Además, por
la comisión de infracciones muy graves o graves podrán im-
ponerse las sanciones de multa de hasta un millón de pesetas,
y de hasta quinientas mil pesetas, respectivamente. Por la
comisión de infracciones leves podrán imponerse la sanción
de amonestación privada o la de multa por importe de hasta
cincuenta mil pesetas. Para la determinación de la sanción
concreta a imponer se tendrán en cuenta, en la medida en
que puedan resultar de aplicación, los criterios previstos en
el artículo 119 de esta Ley.

4. No obstante lo dispuesto en los apartados anteriores,
quedarán exentos de responsabilidad quienes, formando parte
de un órgano colegiado, no hubiesen asistido por causa jus-
tificada a la reunión o hubiesen votado en contra o salvado
su voto en relación con la decisión o acuerdo que hubiese
dado lugar a la infracción.

Asimismo, quedarán exentos de responsabilidad los miem-
bros de los órganos colegiados de Administración cuando la
infracción sea exclusivamente imputable a comisiones ejecu-
tivas, gerentes, directores generales o asimilados, u otras per-
sonas con funciones en la entidad.

Artículo 119. Criterios de graduación.

1. Las sanciones aplicables en cada caso por la comisión
de infracciones muy graves, graves y leves se determinarán
en base a los siguientes criterios:

a) La naturaleza y entidad de la infracción.
b) La gravedad del peligro ocasionado o del perjuicio causado.
c) El beneficio obtenido, en su caso, como consecuencia

de los actos u omisiones constitutivos de la infracción.
d) La importancia de la entidad de crédito correspondiente,

medida en función del importe total de su balance.
e) Las consecuencias desfavorables de los hechos para el

sistema financiero o la economía andaluza.
f) La circunstancia de haber procedido a la subsanación

de la infracción por propia iniciativa.
2. Para determinar la sanción aplicable entre las previstas

en el artículo 118 de esta Ley, se tomarán en consideración,
además, las siguientes circunstancias:

a) El grado de responsabilidad en los hechos que concurra
en el interesado.

b) La conducta anterior del interesado, en la misma o en
otra entidad de crédito, en relación con las normas de orde-
nación y disciplina, tomando en consideración al efecto las
sanciones firmes que le hubieran sido impuestas durante los
últimos cinco años.

c) El carácter de la representación que el interesado ostente.
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Artículo 120. Publicación.

Las sanciones firmes impuestas por infracciones muy gra-
ves serán publicadas en el Boletín Oficial de la Junta de An-
dalucía. Asimismo será objeto de dicha publicación la sanción
consistente en amonestación pública.

Respecto de las infracciones graves, el titular de la Con-
sejería de Economía y Hacienda podrá acordar la publicación
de las sanciones impuestas, una vez que estas hayan adqui-
rido firmeza.

Artículo 121. Prescripción.

De conformidad con el artículo 7 de la Ley 26/1988, de 29 de
julio, el régimen de prescripción es el siguiente:

1. Las infracciones muy graves y las graves prescribirán a
los cinco años, y las leves a los dos años.

2. En ambos casos el plazo de prescripción se contará
desde la fecha en que la infracción hubiera sido cometida. En
las infracciones derivadas de una actividad continuada, la fe-
cha inicial del cómputo será la de finalización de la actividad
o la del último acto con el que la infracción se consume.

3. La prescripción se interrumpirá por la iniciación, con co-
nocimiento del interesado, del procedimiento sancionador, vol-
viendo a correr el plazo si el mismo permaneciera paralizado
durante un mes por causa no imputable a aquéllos contra
quienes se dirija.

Artículo 122. Tramitación.

La iniciación y tramitación de los procedimientos sancionado-
res por infracciones previstas en la presente Ley, competencia
de la Comunidad Autónoma de Andalucía, corresponderá a
la Consejería de Economía y Hacienda.

El procedimiento y el régimen sancionador serán desarro-
llados reglamentariamente, teniendo en cuenta los principios
básicos de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, así como en la Ley 4/1999, de modi-
ficación de la misma.

Artículo 123. Imposición de sanciones.

1. La competencia para la imposición de sanciones, cuando
corresponda a la Comunidad Autónoma de Andalucía, se re-
girá por las siguientes reglas:

a) Será competente para la imposición de sanciones por
infracciones muy graves el Consejo de Gobierno de la Junta
de Andalucía.

b) Será competente para la imposición de sanciones por
infracciones graves y leves el titular de la Consejería de Eco-
nomía y Hacienda.

2. Cuando se trate de infracciones graves o muy graves, la
propuesta de resolución será objeto de informe por el Banco de
España, de conformidad con el artículo 42.6 de la Ley 26/1988,
de 29 de julio.

DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera. Cajas de Ahorros fundadas por la Iglesia Católica.

1. En caso de Cajas de Ahorros domiciliadas en Andalucía
cuyos Estatutos a la entrada en vigor de la Ley 31/1985, de 2 de
agosto, recojan como entidad fundadora a la Iglesia Católica,

el nombramiento y duración del ejercicio del cargo de los repre-
sentantes de esta entidad en los órganos de gobierno, se
regirán por lo que estuviera establecido en dichos Estatutos
en fecha 17 de enero de 1985, debiendo existir, en todo caso,
al menos, un representante de cada uno de los otros grupos
que componen dichos órganos.

2. Excepto en lo referente al nombramiento y duración del
mandato a que se refiere el apartado anterior, la composición,
competencias, funcionamiento, representación y demás cir-
cunstancias que afectan a los órganos de gobierno se regirán
por lo previsto en el título V de la presente Ley.

3. En todo caso, la aplicación del apartado 1 de la presente
disposición deberá respetar las proporcionalidad de la repre-
sentación de cada grupo prevista en los artículos 55.2, 70.2,
80.1 y 43 de la presente Ley.

Segunda. Entidades Fundadoras de las Cajas de Ahorros.

A la entrada en vigor de la presente Ley tendrán la consi-
deración de Entidades Fundadoras de las Cajas de Ahorros
con domicilio social en la Comunidad Autónoma de Andalucía
las siguientes entidades:

Por la Caja de Ahorros y Monte de Piedad de Córdoba, el
Excmo. Cabildo Catedral de Córdoba y la Excma. Diputación
Provincial de Córdoba.

Por el Monte de Piedad y Caja de Ahorros de Huelva y
Sevilla, la Excma. Diputación Provincial de Huelva.

Por la Caja General de Ahorros de Granada, la Excma.
Diputación Provincial de Granada.

Por la Caja Provincial de Ahorros de Jaén, la Excma. Di-
putación Provincial de Jaén.

Por la Caja San Fernando de Sevilla y Jerez, la Excma.
Diputación Provincial de Sevilla.

Por el Monte de Piedad y Caja de Ahorros de Ronda, Cádiz,
Almería, Málaga y Antequera, la Fundación Moctezuma, el
Obispado de la Diócesis de Almería, el Excmo. Ayuntamiento
de Antequera, la Excma. Diputación Provincial de Cádiz y la
Excma. Diputación Provincial de Málaga.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera. Adaptación de Estatutos y Reglamentos.

Las Cajas de Ahorros con domicilio social en Andalucía y
las fundaciones que gestionen la obra social de éstas, así
como la Federación de Cajas de Ahorros de Andalucía, adap-
tarán sus Estatutos y Reglamentos a las disposiciones de esta
Ley y los remitirán, en todo caso, para su aprobación a la
Consejería de Economía y Hacienda en el plazo de seis meses
a contar desde la entrada en vigor de la misma.

Segunda. Renovación de los órganos de gobierno.

1. Dentro del plazo de un mes a contar desde la fecha de
notificación de la aprobación de los Estatutos a que se refiere
la disposición transitoria primera, las Cajas de Ahorros inicia-
rán las actuaciones conducentes a la renovación de los órga-
nos de gobierno según las reglas previstas por la presente
Ley, debiendo quedar necesariamente conclusa dicha reno-
vación en el plazo de seis meses a contar desde su inicio.

2. En tanto no se haya producido la constitución de la nueva
Asamblea General, el gobierno, representación, administración
y control de las Cajas de Ahorros seguirán atribuidos a sus ac-
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tuales órganos de gobierno, quienes, en consecuencia, adop-
tarán los acuerdos necesarios para la debida ejecución y cum-
plimiento de las normas contenidas en la presente Ley.

Tercera. Primera renovación parcial de los órganos de
gobierno.

Para la primera renovación, los representantes de los gru-
pos determinados en el artículo 45.3 de la presente Ley ce-
sarán en el ejercicio de sus cargos a los dos años de su
nombramiento, procediéndose a nueva elección de los órga-
nos de gobierno por los grupos afectados.

La determinación de los grupos afectados por el proceso
de renovación por mitades previsto en el apartado anterior se
efectuará mediante acuerdo de la Asamblea General o, en su
defecto, por sorteo.

Quinta. Excepciones al deber de secreto profesional

Hasta que se aprueben las disposiciones reglamentarias
previstas en artículo 36.2 de esta Ley, y en lo que no se oponga
a la misma, serán de aplicación las excepciones al deber de
secreto profesional establecidas en el artículo 6.3 del Real
Decreto Legislativo 1298/1986, de 28 de junio.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA

Única.

1. A la entrada en vigor de la presente Ley quedarán de-
rogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se
opongan a lo dispuesto en la misma.

2. Se declaran expresamente en vigor, en tanto no se pro-
ceda al desarrollo reglamentario y en cuanto no contradigan
o se opongan a lo dispuesto en la presente Ley, las siguientes
disposiciones:

a) Decreto 25/1983, de 9 de febrero, por el que se regulan
las competencias de la Comunidad Autónoma Andaluza sobre
las Cajas de Ahorros.

b) Orden de la Consejería de Economía y Planificación de 12
de enero de 1984, por la que se regula la expansión de las
Cajas de Ahorros andaluzas.

c) Orden de la Consejería de Economía y Planificación de 20
de marzo de 1984, por la que se deroga el artículo 2º de la
Orden de 12 de enero de 1984.

d) Orden de la Consejería de Economía e Industria de 22 de
julio de 1985, por la que se delegan determinadas competen-
cias en la Dirección General de Política Financiera.

e) Decreto 99/1986, de 28 de mayo, por el que se desarrolla
la Ley 31/1985, de 2 de agosto, de regulación de las normas
básicas sobre órganos rectores de las Cajas de Ahorros en
la Comunidad Autónoma de Andalucía.

f) Orden de la Consejería de Economía y Hacienda de 8 de
octubre de 1986, por la que se regulan los criterios a seguir
a efectos de designación de Consejeros Generales en repre-
sentación de las Corporaciones Municipales, en los órganos
de gobierno de las Cajas de Ahorros andaluzas.

g) Orden de la Consejería de Hacienda de 21 de octubre
de 1987, por la que se desarrolla el Decreto 99/1986, de 28 de
mayo.

h) Decreto 299/1988, de 11 de octubre, sobre renovación
de los órganos de gobierno de determinadas Cajas de Ahorros
andaluzas y modificación del Decreto 99/1986, de 28 de mayo,
que desarrolla la Ley 31/1985, de 2 de agosto, de regulación

de las normas básicas sobre órganos rectores de las Cajas
de Ahorros en la Comunidad Autónoma de Andalucía.

DISPOSICIONES FINALES

Primera. Competencias de otros órganos o entidades

Lo previsto en la presente Ley se entiende sin perjuicio de
las competencias que puedan corresponder a órganos o en-
tidades estatales o al Banco de España, de acuerdo con la
normativa que resulte de aplicación.

Segunda. Desarrollo reglamentario.

Se autoriza al Consejo de Gobierno para dictar las dispo-
siciones que sean necesarias para el desarrollo y ejecución
de lo previsto en la presente Ley.

Tercera. Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su
publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

El Presidente de la Comisión,
Liborio Cabello Cordero.

La Secretaria de la Comisión,
María del Mar Román Martínez.

PROYECTO DE LEY DE CAJAS DE
AHORROS DE ANDALUCÍA

Votos particulares y enmiendas que se mantienen
5-98/PL-0012856

PRESIDENCIA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

La Mesa del Parlamento, en sesión celebrada el día 24 de
noviembre de 1999, ha conocido los votos particulares formu-
lados por los GG.PP. Popular de Andalucía y Andalucista y
las relaciones de enmiendas que mantienen para su defensa
en Pleno los GG.PP. Popular de Andalucía, Andalucista e Iz-
quierda Unida Los Verdes-Convocatoria por Andalucía al Pro-
yecto de Ley 5-98/PL-0012856, de Cajas de Ahorros de An-
dalucía.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 65.1 del
Reglamento de la Cámara, se ordena su publicación en el
Boletín Oficial del Parlamento de Andalucía.

Sevilla, 24 de noviembre de 1999.
P.D. El Letrado Mayor del Parlamento de Andalucía,

José A. Víboras Jiménez.

AL PRESIDENTE DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

Votos particulares

El G.P. Popular de Andalucía, al amparo de lo establecido
en el artículo 120 del Reglamento de la Cámara, formula los
siguientes votos particulares:
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– Voto particular en orden a mantener del texto del Proyecto
de Ley 5-98/PL-0012856, de Cajas de Ahorros de Andalucía,
la disposición transitoria cuarta, de modo que en lugar del
texto dictaminado por la Comisión aceptando la enmienda nú-
mero 175 del G.P. Socialista, se mantenga el texto del Proyecto
de Ley.

La disposición referida quedaría con la siguiente redacción:
“A los miembros de los órganos de gobierno de las Cajas

de Ahorros que con anterioridad a la entrada en vigor de la
presente Ley hubiesen sido reelegidos, no les será de aplica-
ción la limitación temporal contenida en el artículo 45.2, párrafo
segundo de esta Ley, pudiendo optar a la reelección por un
período adicional y único de cuatro años”.

– Voto particular en orden a mantener del texto del Proyecto
de Ley 5-98/PL-0012856, de Cajas de Ahorros de Andalucía,
la disposición transitoria primera, de modo que en lugar del
texto dictaminado por la Comisión aceptando la enmienda nú-
mero 173 del G.P. Socialista, se mantenga el texto del Proyecto
de Ley.

La disposición referida quedaría con la siguiente redacción:
“Las Cajas de Ahorros con domicilio social en Andalucía y

las fundaciones que gestionen la obra social de éstas, así
como la Federación de Cajas de Ahorros de Andalucía, adap-
tarán sus Estatutos y Reglamentos a las disposiciones de esta
Ley y los remitirán para su aprobación a la Consejería de
Economía y Hacienda en el plazo máximo de un año a contar
desde la entrada en vigor de la misma.”

Enmiendas que se mantienen

El G.P. Popular de Andalucía, al amparo de lo establecido
en el artículo 120 del Reglamento de la Cámara, comunica el
mantenimiento para su defensa ante el Pleno de todas sus
enmiendas al Proyecto de Ley 5-98/PL-0012856, de Cajas de
Ahorros de Andalucía, que habiendo sido defendidas y vota-
das en Comisión no han sido incorporadas al Dictamen.

Parlamento de Andalucía, 17 de noviembre de 1999.
El Portavoz del G.P. Popular de Andalucía,

Antonio Sanz Cabello.

AL PRESIDENTE DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

Enmiendas que se mantienen

El G.P. Andalucista, con arreglo a lo establecido en el ar-
tículo 120 del Reglamento de la Cámara, comunica el man-
tenimiento para su defensa en Pleno de las siguientes en-
miendas al Proyecto de Ley 5-98/PL-0012856, de Cajas de
Ahorros de Andalucía:

Enmienda número 2, de modificación al artículo 45, apar-
tado 2, que quedaría de la siguiente forma:

“Los miembros de los órganos de gobierno podrán ser re-
elegidos, si continuasen cumpliendo los requisitos estableci-
dos en el artículo 41 de la presente Ley”.

Enmienda número 4, de supresión del artículo 56, apartado
1, párrafo segundo. El texto a suprimir es el siguiente:

“La designación se efectuará por el Pleno de las Corpora-
ciones Municipales atendiendo a la proporcionalidad con la
que estén representados los grupos políticos integrantes de

cada una. En el supuesto de que a una Corporación Municipal
le correspondiese un solo Consejero General, resultará ele-
gido el que obtenga la mayoría de los votos de los miembros
del Pleno”.

Enmienda número 11, de modificación a la disposición final
Segunda, que quedaría redactada de la siguiente forma:

“En el plazo de seis meses desde la entrada en vigor de
esta Ley, el Consejo de Gobierno deberá dictar las disposi-
ciones que sean necesarias para el desarrollo y ejecución de
lo previsto en la misma”.

Votos particulares

Asimismo, el G.P. Andalucista, en virtud del artículo 120 del
Reglamento, formula voto particular en orden a mantener el
texto original del Proyecto de Ley de Cajas de Ahorros de
Andalucía que entró en el Parlamento y referido a la enmienda
número 175, de supresión de la disposición transitoria cuarta,
presentada por el G.P. Socialista.

Es decir, que la disposición transitoria cuarta del Proyecto
de Ley de Cajas de Ahorros de Andalucía quedaría de la si-
guiente forma:

“A los miembros de los órganos de gobierno de las Cajas
de Ahorros que con anterioridad a la entrada en vigor de la
presente Ley hubiesen sido reelegidos, no les será de aplica-
ción la limitación temporal contenida en el artículo 45.2, párrafo
segundo de esta Ley, pudiendo optar a la reelección por un
periodo adicional y único de cuatro años”.

Parlamento de Andalucía, 19 de noviembre de 1999.
El Portavoz del G.P. Andalucista,

Pedro Pacheco Herrera.

AL PRESIDENTE DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

Enmiendas que se mantienen

El G.P. Izquierda Unida Los Verdes-Convocatoria por Anda-
lucía, conforme lo dispuesto en el artículo 120 del Reglamento
de la Cámara, comunica las enmiendas que, habiendo sido
presentadas y defendidas, no han sido incorporadas al Dic-
tamen de la Comisión y mantiene para su defensa en el Pleno,
relativas al Proyecto de Ley, 5-98/PL-0012856, de Cajas de
Ahorros de Andalucía.

Núm. de
enmienda

Tipo de
enmienda

Artículo o disposición

12 Modificación Exposición de Motivos, 1, párrafos 8 y 9

13 Modificación Exposición de Motivos, 2, párrafo 1

14 Modificación Exposición de Motivos, 2, párrafo 5

15 Modificación Exposición de Motivos, 3, párrafo 2

16 Modificación Exposición de Motivos, 3, párrafos 3 al 7

17 Adición Exposición de Motivos, 4, párrafo 3

18 Modificación Exposición de Motivos, 4, párrafos 4 y 5

19 Modificación Exposición de Motivos, 4, párrafos 9 y 10

20 Adición Artículo 2.1

PÁGINA NÚMERO 23.152 BOPA NÚM. 389 SEVILLA, 26 DE NOVIEMBRE DE 1999

  
  



Núm. de
enmienda

Tipo de
enmienda

Artículo o disposición

21 Modificación Artículo 2.2

22 Modificación Artículo 3, párrafo 1

26 Adición Artículo 9.2

27 Modificación Artículo 10.1

28 Adición Artículo 10.1 bis

29 Modificación Artículo 10.3

32 Modificación Artículo 15.2

33 Adición Artículo 15.3, párrafo 2º

34 Supresión Artículo 15.3, párrafo 2

35 Adición Artículo 16

36 Modificación Artículo 17.1

38 Adición Artículo 19.2 n)

39 Adición Artículo 19.3 h)

40 Adición Artículo 19.4 j)

41 Adición Artículo 22.1 bis

42 Supresión Artículo 25

43 Modificación Artículo 26.2 y 3

44 Supresión Artículo 26.4 al 7

45 Modificación Artículo 27

46 Adición Artículo 30

48 Adición Artículo 35

49 Adición Artículo 35 bis

50 Adición Artículo 36.2

51 Modificación Artículo 38

53 Supresión Artículo 40.1 y pássim

54 Adición Artículo 41.2

55 Supresión Artículo 41.4

56 Adición Artículo 42.1 d)

60 Modificación Artículo 46

63 Modificación Artículo 48.2

64 Adición Artículo 49.1

66 Adición Artículo 51 bis

67 Modificación Artículo 52

68 Adición Artículo 52 bis

69 Adición Artículo 54 a) bis

70 Adición Artículo 54 a) ter

71 Supresión Artículo 54 f)

72 Modificación Artículo 54 g)

73 Modificación Artículo 54 j)

77 Modificación Artículo 55.2 a)-e)

80 Adición Artículo 57.1

81 Adición Artículo 57.2

Núm. de
enmienda

Tipo de
enmienda

Artículo o disposición

82 Adición Artículo 57.5

84 Adición Artículo 61. 1

86 Adición Artículo 62.3 y 4

87 Adición Artículo 63.2

88 Adición Artículo 64.4

89 Supresión Artículo 65.4

90 Adición Artículo 66.3

91 Modificación Artículo 69

93 Adición Artículo 71.2

94 Adición Artículo 71.2 bis

95 Adición Artículo 71.9

96 Modificación Artículo 73.1

97 Adición Artículo 74.1 a)

98 Modificación Artículo 74.1 b)

99 Adición Artículo 74.5

100 Adición Artículo 75.1

101 Modificación Artículo 75.2

102 Adición Artículo 77 c)

103 Modificación Artículo 78

104 Supresión Artículo 80.1

105 Adición Artículo 80 bis

106 Adición Artículo 81.1 b) bis

107 Adición Artículo 81.1 c) bis

108 Adición Artículo 81.1 e) bis

109 Adición Artículo 84 bis

110 Modificación Artículo 85.1

111 Adición Artículo 85.6

112 Modificación Artículo 86.1

113 Modificación Artículo 86.3

114 Adición Artículo 86.5

115 Adición Artículo 86 bis

117 Supresión Artículo 90 c)

118 Modificación Artículo 93.2 y 95.1

119 Adición Artículo 95.2.1ª

120 Adición Artículo 95.2.2ª

121 Modificación Artículo 97

122 Modificación Denominación del capítulo II

123 Modificación Artículo 100

124 Modificación Artículo 101

125 Modificación Artículo 102

128 Modificación Artículo 104.2.ª

130 Modificación Artículo 108.2
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Núm. de
enmienda

Tipo de
enmienda

Artículo o disposición

131 Adición Artículo 108.8

132 Modificación Artículo 109.1

133 Adición Artículo 113 f)

134 Adición Artículo 114 m) bis

135 Adición Artículo 114 m) ter

136 Adición Artículo 115

137 Adición Artículo 117.2 a)

138 Modificación Artículo 117.2 b)

139 Adición Artículo 122.2

140 Modificación Disposición adicional primera

143 Modificación Disposición transitoria tercera

Parlamento de Andalucía, 22 de noviembre de 1999.
La Portavoz del G.P. Izquierda Unida Los Verdes-

Convocatoria por Andalucía,
Concepción Caballero Cubillo.

PROYECTO DE LEY DE ESPECTÁCULOS
PÚBLICOS Y ACTIVIDADES RECREATIVAS

DE ANDALUCÍA

Informe de la Ponencia
5-99/PL-0002697

PRESIDENCIA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 65.1 del Re-
glamento de la Cámara, se ordena la publicación en el Boletín
Oficial del Parlamento de Andalucía del Informe de la Ponen-
cia, designada en el seno de la Comisión de Coordinación y
Régimen de las Administraciones Públicas, sobre el Proyecto
de Ley 5-99/PL-0002697, de Espectáculos Públicos y Activi-
dades Recreativas de Andalucía.

Sevilla, 12 de noviembre de 1999.
P.D. El Letrado Mayor del Parlamento de Andalucía,

José A. Víboras Jiménez.

A LA COMISIÓN DE COORDINACIÓN Y RÉGIMEN DE
LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS

La Ponencia encargada de redactar el Informe del Proyecto
de Ley 5-99/PL-0002697, de Espectáculos Públicos y Activi-
dades Recreativas de Andalucía, integrada por los Ilmos. Sres.
D. Aurelio Barreda Mora, D. José Luis Rodríguez Domínguez,
D. Juan Vicente Acuña Alonso y D. Ildefonso Dell’Olmo García,
ha estudiado con todo detenimiento dicho Proyecto de Ley,
así como las enmiendas presentadas al mismo, y en cumpli-
miento de lo dispuesto en el artículo 116 del Reglamento del
Parlamento elevan a la Comisión el siguiente

INFORME

Al Proyecto de Ley 5-99/PL-0002697, de Espectáculos Pú-
blicos y Actividades Recreativas de Andalucía (vid. BOPA 316,
de 9 de abril de 1999), se han formulado 107 escritos de
enmienda (vid. BOPA 379, de 26 de octubre de 1999), todos
ellos calificados favorablemente y admitidos a trámite por la
Mesa de la Comisión.

A la Exposición de Motivos se ha presentado una enmienda,
la número 17, del G.P. Popular de Andalucía, de modificación
del último párrafo. Sobre la base de esta enmienda, que se
retira, la Ponencia propone a la Comisión la aceptación de
una enmienda transaccional en virtud de la cual este párrafo
quedaría redactado como sigue:

“En cuanto a la protección de los derechos de los menores
de edad, y complementando el régimen sancionador previsto
en la Ley 4/1987, de 9 de julio, de prevención y asistencia en
materia de drogas, se tipifican como infracción grave las ac-
titudes permisivas o negligentes por parte de los titulares o
responsables de establecimientos destinados a la celebración
de espectáculos públicos o actividades recreativas respecto
del consumo de bebidas alcohólicas o de tabaco por menores
de edad.”

Acto seguido, la Ponencia procede a analizar la enmienda
número 57, del G.P. Socialista, por la cual se sustituye la lo-
cución “recintos, locales, establecimientos o instalaciones y
análogos” por “establecimientos públicos” en diversos artícu-
los del Proyecto de Ley. También las enmiendas 58 y 59, en
las que se sustituye la locución “recintos, locales, estableci-
mientos e instalaciones de pública concurrencia”, en diversos
preceptos, por “establecimiento público”. La Ponencia acepta
estas enmiendas, con lo que se propone a la Comisión la
modificación de estos artículos en el sentido propuesto por
las mismas, y, además, en congruencia con las enmiendas
anteriores, propone a la Comisión, para que sea aceptada por
ella, una enmienda in voce de carácter técnico consistente en
que en los artículos 1.1, 18.3 y 28.8 la locución “recintos,
locales, establecimientos e instalaciones” sea sustituida igual-
mente por “establecimientos públicos”.

Al artículo 1 se ha formulado una enmienda, la número 60,
del G.P. Socialista, de modificación de los apartados 2 y 3 del
precepto. La Ponencia propone a la Comisión la aceptación
de esta enmienda.

Al artículo 2, además de las enmiendas 57 y 59, del
G.P. Socialista, examinadas con anterioridad, se han formulado
seis enmiendas, las números 18, 19, 20 y 21, del G.P. Po-
pular de Andalucía; 61, del G.P. Socialista, y la número 1, del
G.P. Izquierda Unida Los Verdes-Convocatoria por Andalucía.
La Ponencia rechaza las números 18 y 21, del G.P. Popular
de Andalucía, además, la Ponencia propone a la Comisión la
aceptación del primer apartado de la enmienda número 61,
del G.P. Socialista, en virtud de la cual se propone la modificación
del artículo 2.2, y sobre la base de las enmiendas 1 y 19 y del
segundo apartado de la enmienda número 61, que en este mo-
mento se retiran por los ponentes, se propone a la Comisión una
enmienda transaccional, en virtud de la cual el artículo 2.4 queda
redactado de la siguiente forma:

“4. Las autorizaciones administrativas concedidas para la
celebración de espectáculos o realización de actividades re-
creativas serán transmisibles, previa comunicación al órgano
competente y siempre que se mantenga el cumplimiento de
los demás requisitos exigibles.”

La enmienda número 20 es retirada por el ponente del
G.P. Popular de Andalucía.
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Al artículo 3 se han presentado cuatro enmiendas, la nú-
mero 2, del G.P. Izquierda Unida Los Verdes-Convocatoria
por Andalucía; 22 y 23, del G.P. Popular de Andalucía, y 62,
del G.P. Socialista. La Ponencia rechaza las números 23 y 62
y se abstiene de pronunciarse sobre las restantes, remitién-
dolas a la Comisión para su debate y votación.

Al artículo 4 se ha presentado una enmienda, la número 63,
del G.P. Socialista, de adición al artículo 4, apartado 2. La Po-
nencia propone a la Comisión la aceptación de esta enmienda.

Al artículo 5, además de la enmienda 58, del G.P. Socialista,
examinada con anterioridad, se han presentado once enmien-
das, las números 24, 25, 26, 27, 28, 29 y 30, del G.P. Popular
de Andalucía; las números 64 y 65, del G.P. Socialista; la
enmienda número 3, del G.P. Izquierda Unida Los Verdes-
Convocatoria por Andalucía, y la enmienda número 102, del
G.P. Andalucista. La Ponencia propone a la Comisión la acep-
tación de la enmienda número 27, del G.P. Popular de Anda-
lucía, por la que se propone la modificación del apartado 7
del artículo 5; de la enmienda número 28, de modificación del
apartado 10, y de las enmiendas 3 y 65, estas dos últimas de
idéntico contenido, por las que se propone la modificación del
apartado 11 del artículo. Las restantes enmiendas, a excep-
ción de la número 64, que se retira en este momento por el
ponente del G.P. Socialista, son rechazadas por la Ponencia.

Al artículo 6 se han presentado siete enmiendas, las nú-
meros 31, 32 y 33, del G.P. Popular de Andalucía; las nú-
meros 4 y 5, del G.P. Izquierda Unida Los Verdes-Convoca-
toria por Andalucía, y la 66 y 67, del G.P. Socialista. La Ponencia
propone a la Comisión la aceptación de las enmiendas nú-
mero 4 y número 66, ambas de idéntico contenido, por las
que se propone la modificación del artículo 6.7, y de la en-
mienda número 67 del apartado 8 del precepto. Por su parte,
las enmiendas números 5 y 33 son retiradas por los respec-
tivos ponentes, quedando rechazadas las enmiendas 31 y 32.

Al artículo 7 se han presentado tres enmiendas, la número 6,
del G.P. Izquierda Unida Los Verdes-Convocatoria por Anda-
lucía; la número 34, del G.P. Popular de Andalucía, y la
número 68, del G.P. Socialista. Sobre la base de estas en-
miendas, que en este momento se retiran por los ponentes,
la Ponencia propone a la Comisión la siguiente enmienda tran-
saccional, de modificación del apartado 2 del artículo:

“2. Sin perjuicio de las específicas condiciones establecidas
en la normativa reguladora de los juegos y apuestas, se podrán
establecer por los titulares de establecimientos públicos condi-
ciones objetivas de admisión, siempre que éstas tengan como
finalidad impedir el acceso a los mismos de personas que
presenten comportamientos o cualquier otra circunstancia de
la que razonablemente se deduzca que pueden perturbar el
orden, la tranquilidad o el normal desarrollo del espectáculo
o actividad recreativa. Estas condiciones, que deberán ser
aprobadas expresamente por los órganos de la Administración
competente para otorgar las preceptivas autorizaciones o li-
cencias, en ningún caso podrán ser contrarias a los derechos
reconocidos en la Constitución Española, suponer un trato
discriminatorio o arbitrario para los usuarios o colocarlos en
situaciones de inferioridad, indefensión o agravio comparativo
con otros asistentes o espectadores.

A tal fin, las condiciones de admisión deberán figurar de-
bidamente visadas y aprobadas, de forma fácilmente legible,
en lugar visible a la entrada y, en su caso, en las taquillas y
en todos los puntos de venta de entradas o localidades de los
referidos establecimientos públicos. También deberán figurar
las condiciones de admisión, de forma fácilmente legible, en
la publicidad o propaganda del espectáculo o actividad re-

creativa de que se trate, así como en las localidades o entradas
del mismo.”

Al artículo 8, sin perjuicio de la enmienda número 57, se
ha formula una enmienda, la número 35, del G.P. Popular de
Andalucía, que en este acto es retirada por el ponente de
dicho grupo parlamentario.

El artículo 9, sin perjuicio de la enmienda número 57, no
presenta más enmiendas, por lo que la Ponencia propone a
la Comisión el texto incluido en el Proyecto de Ley.

Al artículo 10, sin perjuicio de la enmienda número 57, se
han presentado tres enmiendas más, las número 7 y 8, del
G.P. Izquierda Unida Los Verdes-Convocatoria por Andalucía,
y la número 36, del G.P. Popular de Andalucía. La Ponencia
propone a la Comisión la aceptación de la enmienda nú-
mero 8, de adición al artículo 10.2, y rechaza las enmiendas
números 7 y 36.

Al artículo 11, además de la enmienda número 57, se
han presentado tres enmiendas, las números 37, 38 y 39, del
G.P. Popular de Andalucía. La Ponencia propone a la Comisión
la aceptación de la enmienda número 39, de modificación del
apartado 3 del precepto; sobre la base de la enmienda nú-
mero 38, que en este momento se retira, se formula una en-
mienda transaccional consistente en añadir al final del apar-
tado segundo del artículo el siguiente párrafo: “Cuando se
considere necesario, podrá, motivadamente, requerirse la com-
parecencia de los interesados en la sede de la inspección, al
objeto de practicar las diligencias que se determinen en la
correspondiente citación”. Finalmente, la Ponencia rechaza la
enmienda número 37.

Al artículo 12 se han formulado tres enmiendas, las núme-
ros 40, del G.P. Popular de Andalucía, y 69 y 70, del G.P. So-
cialista. Sobre la base de estas enmiendas, que en consecuencia
se retiran, se formula a la Comisión la siguiente enmienda
transaccional, de modificación de este artículo, el cual que-
daría redactado como sigue:

“1. Los espectáculos públicos o actividades recreativas,
cualquiera que sea su duración, sólo podrán ser organizados
y explotados por empresas inscritas con fines informativos y
de identificación en el correspondiente registro administrativo.

2. A los efectos de esta Ley se considerarán empresas las
personas físicas o jurídicas promotoras que de forma habitual
u ocasional organicen espectáculos o actividades recreativas
asumiendo, frente a la Administración y frente al público, las
responsabilidades y obligaciones inherentes a la organización
y celebración previstas en esta Ley y en las correspondientes
disposiciones reglamentarias.

No obstante lo anterior, reglamentariamente se determina-
rán las condiciones, garantías o fianzas y requisitos que han
de cumplirse y prestarse en los espectáculos públicos y acti-
vidades recreativas que, ya sea de forma habitual u ocasional,
sean organizados por personas físicas o jurídicas.”

El G.P. Popular de Andalucía formula una enmienda, la
número 41, de adición de un nuevo artículo, el 12 bis, al Pro-
yecto de Ley. La Ponencia, tras examinar esta enmienda, y
que en consecuencia se retira, propone a la Comisión una
enmienda transaccional de adición de un artículo 12 bis, cuyo
contenido sería el siguiente:

“Registro de Organizadores de Espectáculos Públicos y
Actividades Recreativas de Andalucía.

1. La Junta de Andalucía dispondrá de un Registro de Or-
ganizadores de Espectáculos Públicos y Actividades Recrea-
tivas, adscrito a la Consejería competente por razón de la
materia, cuyas características y funcionamiento se determi-
narán reglamentariamente.
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2. El Registro será público. Cualquier persona interesada
podrá obtener certificación gratuita de los datos inscritos.”

Al artículo 13 se han formulado cinco enmiendas, la nú-
mero 42, del G.P. Popular de Andalucía; 71, 72 y 73, del
G.P. Socialista, y 9, del G.P. Izquierda Unida Los Verdes-Con-
vocatoria por Andalucía. La Ponencia propone a la Comisión
la aceptación de las enmiendas números 42 y 71, ambas de
modificación de la letra f del precepto y con similar conte-
nido; 73, de adición de un nuevo apartado j a este artículo,
pasando el antiguo apartado j a ser el apartado k, y, sobre la
base de las enmiendas número 9 y número 72, que en con-
secuencia se retiran, se propone a la Comisión una enmienda
transaccional de modificación del apartado h del artículo, cuyo
texto es el siguiente: “h) A disponer para los usuarios de los
libros y hojas de quejas y reclamaciones, de acuerdo con los
requisitos y en las condiciones exigibles en la normativa de
aplicación en materia de defensa de los consumidores y usua-
rios y a anunciar mediante los carteles previstos su disponi-
bilidad para el usuario”.

Al artículo 14 se han presentado cuatro enmiendas, las
números 43 y 44, del G.P. Popular de Andalucía, y 74 y 75,
del G.P. Socialista. La Ponencia propone a la Comisión la acep-
tación de la enmienda número 74, de modificación del apar-
tado c, y la número 75, de adición de un nuevo apartado e;
además, sobre la base de la enmienda número 43, que en
este momento se retira, se propone una enmienda transac-
cional de adición de un nuevo apartado, colocado inmediata-
mente después del apartado a, cuyo contenido es el siguiente:
“A que el espectáculo o la actividad recreativa se desarrolle,
se ofrezca y se reciba por los asistentes en las condiciones
y en la forma en que se hayan anunciado por la empresa”.
Finalmente, la Ponencia rechaza la enmienda número 44.

Sin perjuicio de la enmienda número 59, examinada con
anterioridad, los artículos 15, 16 y 17 no presentan enmiendas,
por lo que la Ponencia mantiene el texto incluido en el Proyecto
de Ley.

Al artículo 18 se han formulado ocho enmiendas, las nú-
meros 10 y 11, del G.P. Izquierda Unida Los Verdes-Convocatoria
por Andalucía; 76, 77, 78 y 79, del G.P. Socialista; 103, del
G.P. Andalucista, y 45, del G.P. Popular de Andalucía. La Po-
nencia acepta las enmiendas números 11 y 78, ambas de
idéntico contenido, de modificación del apartado 13 del artícu-
lo, y sobre la base de las enmiendas números 10 y 76, de
modificación de los puntos 1, 2, 3, 6, 7 y 8, que en conse-
cuencia se retiran, se propone a la Comisión una enmienda
transaccional, en virtud de la cual en los apartados 1, 2 y 3
la locución “grave riesgo para las personas o bienes” quedaría
sustituida por la locución “grave riesgo para los bienes o para
la seguridad e integridad física de las personas”; además, la
Ponencia rechaza la enmienda número 103, siendo retiradas
en este acto, por los respectivos ponentes, las enmiendas
números 45, 77 y 79.

Al artículo 19, examinada por la Ponencia con anterioridad,
se han presentado diez enmiendas, las números 80, 81, 82,
83, 84, 85, 86 y 87, del G.P. Socialista; 104, del G.P. Andalucista,
y 46, del G.P. Popular de Andalucía. La Ponencia propone a
la Comisión la aceptación de las enmiendas números 81, 82,
84, 85, 86 y 87, por las que respectivamente se propone la
modificación de los apartados 6, 9, 11, 12, 13, 16 y 21 del
artículo; sobre la base de las enmiendas números 46 y 83 se
formula una enmienda transaccional a la Comisión, de modi-
ficación del apartado 10, en virtud de la cual, en éste, la lo-
cución “la reventa en la vía pública”, quedaría sustituida por
“la reventa no autorizada en la vía pública”. Finalmente, la

Ponencia rechaza la enmienda número 104 y el ponente del
G.P. Socialista retira la enmienda número 80.

Al artículo 20 se han presentado cuatro enmiendas, la nú-
mero 12, del G.P. Izquierda Unida Los Verdes-Convocatoria
por Andalucía, y 88, 89 y 90, del G.P. Socialista. La Ponencia
propone a la Comisión la aceptación de estas cuatro enmiendas.

Al artículo 21 se han formulado tres enmiendas, las nú-
meros 47 y 48, del G.P. Popular de Andalucía, y la 91, del
G.P. Socialista. La Ponencia acepta la enmienda 91, de
modificación del apartado 2, y rechaza las enmiendas nú-
meros 47 y 48.

Al artículo 22 se han formulado tres enmiendas, las núme-
ros 92 y 93, del G.P. Socialista, y la número 105 del G.P. Anda-
lucista. La Ponencia rechaza la enmienda número 105, y pro-
pone a la Comisión la aceptación de la número 93. La enmienda
número 92 es retirada por el ponente del G.P. Socialista en
este acto.

Los artículos 23 y 24 no presentan enmiendas, por lo que
la Ponencia propone a la Comisión el texto incluido en el Pro-
yecto de Ley.

Al artículo 25 se ha formulado una enmienda, la número 106,
del G.P. Andalucista, que es rechazada por la Ponencia.

El artículo 26 no presenta enmiendas, por lo que la Ponencia
propone a la Comisión el texto incluido en el Proyecto de Ley.

El artículo 27 presenta tres enmiendas, las números 13,
del G.P. Izquierda Unida Los Verdes-Convocatoria por Anda-
lucía; 94, del G.P. Socialista, y 49, del G.P. Popular de Anda-
lucía. La Ponencia rechaza la enmienda número 49 y propone
a la Comisión la aceptación de la enmienda número 94. La
enmienda número 13 es retirada por el ponente del G.P. Iz-
quierda Unida Los Verdes-Convocatoria por Andalucía.

Al artículo 28 se han presentado seis enmiendas, las nú-
meros 50, 51 y 52, del G.P. Popular de Andalucía; 14, del
G.P. Izquierda Unida Los Verdes-Convocatoria por Anda-
lucía; 95, del G.P. Socialista, y 107, del G.P. Andalucista. La
Ponencia rechaza las enmiendas números 50 y 107, acepta
las enmiendas número 52, de modificación del párrafo primero
del apartado 2 del artículo, y 14, de adición al apartado 3, y
sobre la base de la enmienda número 51, formula a la Comi-
sión una enmienda transaccional, de modificación de la letra
d del apartado 1 del artículo, en virtud de la cual, donde éste
dice “... por infracciones graves hasta 5.000.000 de pesetas...”,
debe decir “... por infracciones graves o muy graves hasta
8.000.000 de pesetas...”. La enmienda número 95 es retirada
en este acto por el ponente del G.P. Socialista.

El artículo 29 no presenta enmiendas, por lo que la Ponencia
propone a la Comisión el texto incluido en el Proyecto de Ley.

El artículo 30 presenta una enmienda, la número 96, del
G.P. Socialista, de adición de un nuevo apartado, el 3, que es
aceptada por la Ponencia.

El artículo 31 presenta dos enmiendas, la número 15, del
G.P. Izquierda Unida Los Verdes-Convocatoria por Andalucía,
que es retirada en este acto, y la número 97, del G.P. Socialista,
de modificación del apartado 3 a, que es aceptada por la Po-
nencia.

La disposición adicional primera no presenta enmiendas,
por lo que la Ponencia propone a la Comisión el texto incluido
en el Proyecto de Ley.

La disposición adicional segunda presenta dos enmiendas,
las números 53 y 54, del G.P. Popular de Andalucía. Sobre
la base de la enmienda número 53, la Ponencia formula una
enmienda transaccional a la Comisión, en virtud de la cual se
añade a esta disposición un nuevo párrafo, con el siguiente
contenido:
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“Asimismo, los municipios podrán solicitar a la Junta de
Andalucía la colaboración y el apoyo que precisen para la
ejecución de la presente Ley. A tal efecto, se suscribirán los
convenios pertinentes entre los municipios y la Administración
de la Junta de Andalucía.”

Además, sobre la base de la enmienda número 54 y de la
enmienda número 98, del G.P. Socialista, por la que se pro-
pone la adición de un artículo nuevo, el 32, la Ponencia pro-
pone a la Comisión la adición de una nueva disposición adi-
cional tercera, remitiendo a la Comisión el debate y votación
del texto definitivo de la misma.

La disposición transitoria primera no presenta enmiendas,
por lo que la Ponencia propone a la Comisión el texto incluido
en el Proyecto de Ley.

La disposición transitoria segunda presenta dos enmiendas,
la número 99, del G.P. Socialista, y la 55, del G.P. Popular de
Andalucía. La Ponencia propone a la Comisión la aceptación de
la enmienda número 99 y rechaza la enmienda número 55.

La disposición derogatoria no presenta enmiendas, por lo
que la Ponencia propone a la Comisión el texto incluido en el
Proyecto de Ley.

La disposición final primera presenta tres enmiendas, la
número 56, del G.P. Popular de Andalucía; 16, del G.P. Iz-
quierda Unida Los Verdes-Convocatoria por Andalucía y 100,
del G.P. Socialista. La Ponencia rechaza las enmiendas nú-
meros 56 y 16 y propone a la Comisión la aceptación de la
número 100, de adición de un segundo párrafo a la disposición
final primera.

La disposición final segunda presenta una enmienda, la
número 101, del G.P. Socialista, de modificación, que es acep-
tada por la Ponencia.

La disposición final tercera no presenta enmiendas, por lo
que la Ponencia propone a la Comisión el mantenimiento del
texto incluido en el Proyecto de Ley.

Sevilla, 9 de noviembre de 1999.
Los miembros de la Ponencia,

Aurelio Barreda Mora,
José Luis Rodríguez Domínguez,

Juan Vicente Acuña Alonso e
Ildefonso Dell’Olmo García.

ANEXO

TEXTO QUE SE PROPONE

PROYECTO DE LEY DE ESPECTÁCULOS PÚBLICOS Y
ACTIVIDADES RECREATIVAS DE ANDALUC ÍA

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El artículo 13.32 del Estatuto de Autonomía para Andalucía
atribuye a esta Comunidad Autónoma competencias exclusivas
en materia de espectáculos, sin perjuicio de las normas del Estado.
Asimismo le atribuye, entre otras, competencia en materia de ré-
gimen local (art. 13.3 EAA), sanidad e higiene (art. 13.21 EAA),
deporte y ocio (art. 13.31 EAA), casinos, juegos y apuestas
(art. 13.33 EAA), medio ambiente (art. 15.1.7ª EAA), defensa del
consumidor y el usuario (art. 18.1.6ª), urbanismo (art. 13.8 EAA),
promoción y ordenación del turismo (art. 13.17 EAA), promo-
ción y fomento de la cultura en todas sus manifestaciones y
expresiones (art. 13.26 EAA), promoción de actividades y ser-
vicios de la juventud y la tercera edad (art. 13.30 EAA), pu-

blicidad (art. 13.32 EAA), fomento y planificación de la activi-
dad económica (art. 18.1.1ª EAA), industria (art. 18.1.5ª EAA)
y comercio interior (art. 18.1.6ª EAA).

Traspasados a la Comunidad Autónoma de Andalucía los
servicios y medios que ostentaba la Administración del Estado
en materia de espectáculos públicos y actividades recreativas,
se hace necesario promulgar para el ámbito de nuestra Co-
munidad Autónoma una ley de espectáculos públicos y acti-
vidades recreativas en la que, en función de las específicas
circunstancias de oferta turística y de ocio que concurren en
el caso de Andalucía, se conjuguen de forma clara y precisa
los intereses de los empresarios y organizadores de tales ac-
tividades con los de los consumidores y usuarios de esta Co-
munidad Autónoma. Al mismo tiempo, se hace igualmente
necesario dotar a esta materia de una regulación homogénea
y unitaria, dada su parcial regulación en la Ley Orgánica 1/1992,
de 21 de febrero, sobre Protección de la Seguridad Ciudadana,
así como la dispersión de normas reglamentarias de aplicación
carentes, en muchos casos, de la oportuna y preceptiva ha-
bilitación legal.

Para ello, la Administración, tanto autonómica como muni-
cipal, debe de contar con los medios e instrumentos legales
suficientes para lograr el eficaz ejercicio de sus funciones y
competencias en tales materias.

Así, al objeto de garantizar la seguridad y confortabilidad
para los ciudadanos asistentes a los espectáculos o a los
establecimientos dedicados a las actividades recreativas, se
establece en la presente Ley que la ausencia de resolución
administrativa en plazo, en relación con las solicitudes de au-
torizaciones en esta materia, determinará que las mismas pue-
dan entenderse desestimadas a los efectos previstos en la
normativa de aplicación y, esencialmente, en la Ley de Régi-
men Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedi-
miento Administrativo Común; por ello, se establece como
requisito imprescindible para el ejercicio de tales actividades
la previa autorización administrativa.

Con base a los principios recogidos en la Ley de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, en el capítulo I de la presente Ley se
regula el ejercicio de las competencias administrativas que
ostentan en tales materias, de manera concurrente, tanto la
Comunidad Autónoma de Andalucía como los municipios de
la misma.

Uno de los aspectos más importante de los espectáculos
públicos y de las actividades recreativas es el que se refiere
a las condiciones técnicas de los recintos, locales, estableci-
mientos o instalaciones destinados a albergar la realización
y desarrollo de estas actividades. Por ello, en el capítulo II de
esta Ley se recogen los principios básicos que deben presidir
e inspirar tanto la normativa reglamentaria que se dicte en
desarrollo de esta Ley, como la concesión de las autorizacio-
nes administrativas de los recintos, locales, establecimientos
e instalaciones de pública concurrencia, con primacía, en todo
caso, de la exigencia de condiciones técnicas idóneas de se-
guridad y salubridad de éstos, así como la evitación de ruidos
y molestias que puedan originar su desarrollo en aquéllos.

Por otro lado, existe en esta materia otro aspecto jurídico
relevante, concretamente el referido al elemento subjetivo de
la actividad, que dada su especial significación debe encontrar
acomodo en una regulación que garantice, por una parte, la
profesionalidad de los organizadores o empresarios de los
espectáculos públicos y de actividades recreativas y, por otra,
y en íntima conexión con lo anterior, la máxima eficacia de la
respuesta administrativa que, en su caso, deban tener los
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abusos respecto de los prevalentes derechos que asisten a
los usuarios y consumidores de tales actividades. Por ello, en
los capítulos III y IV de la presente Ley se recogen prima facie
y sin perjuicio de una más detallada regulación reglamentaria
la regulación del estatuto administrativo de empresarios y or-
ganizadores de espectáculos públicos y de actividades re-
creativas, así como de los espectadores y asistentes, en sus
relaciones, entre sí, y con la Administración, sea municipal o
autonómica.

Finalmente, la presente Ley contiene en su último capítulo
la regulación de las infracciones y procedimientos a los que
ha de ajustarse el ejercicio de la potestad sancionadora de la
Administración en esta materia, y que, con garantía de los
principios constitucionales de legalidad y tipicidad, califica con
mayor rigor la falta o carencia de las condiciones técnicas de
seguridad de los recintos, locales, establecimientos o instala-
ciones, así como las perturbaciones de la pacífica convivencia
ciudadana frente a otras conductas u omisiones ilegítimas de
relevancia menor. Al propio tiempo, se dota a la Administración
actuante de los suficientes márgenes de maniobra y meca-
nismos legales para atemperar o ponderar el ejercicio de esta
potestad sancionadora, sin olvidar el ocasional endurecimien-
to de las correcciones aplicables a las situaciones de habitual
resistencia al cumplimiento del régimen jurídico de los espec-
táculos públicos y actividades recreativas en Andalucía.

Asimismo, mediante la presente Ley se amplía el marco
competencial de los municipios en materia sancionadora, y
se les dota de los medios jurídicos necesarios para combatir
eficazmente las puntuales situaciones abusivas originadas por
determinados establecimientos públicos respecto de la pací-
fica y tranquila convivencia de los vecinos; por ello, se reco-
noce legalmente la competencia de los municipios para acor-
dar la suspensión y revocación de las autorizaciones o incluso,
en su caso, la clausura de locales y establecimientos públicos
por la comisión de faltas graves.

En cuanto a la protección de los derechos de los menores
de edad, y complementando el régimen sancionador previsto
en la Ley 4/1997, de 9 de julio, de prevención y asistencia en
materia de drogas, se tipifican como infracción grave las actitudes
permisivas o negligentes por parte de los titulares o responsables
de establecimientos destinados a la celebración de espectáculos
públicos o actividades recreativas respecto del consumo de be-
bidas alcohólicas o de tabaco por menores de edad.

CAPÍTULO I
Disposiciones Generales

Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación.

1. La presente Ley tiene por objeto, en el marco de las
competencias de la Comunidad Autónoma de Andalucía, la
regulación de todas las actividades relativas a la organización
y celebración de los espectáculos públicos y actividades re-
creativas, así como la regulación de las condiciones técnicas
y de seguridad que deben reunir los establecimientos públicos
donde aquellos se celebren o realicen.

2. A los efectos de la presente Ley, se entiende por espec-
táculo público toda función o distracción que se ofrezca pú-
blicamente para la diversión o contemplación intelectual y que
se dirija a atraer la atención de los espectadores. Asimismo,
se entenderá por actividad recreativa el conjunto de opera-
ciones desarrolladas por una persona natural o jurídica, o por
un conjunto de personas, tendente a ofrecer y procurar al

público, aislada o simultáneamente con otra actividad distinta,
situaciones de ocio, diversión, esparcimiento o consumición
de bebidas y alimentos. Igualmente, se entenderá por esta-
blecimientos públicos aquellos locales, recintos o instalacio-
nes de pública concurrencia en los que se celebren o practi-
quen espectáculos o actividades recreativas.

3. La presente Ley será de aplicación a los espectáculos
o actividades recreativas que se celebren o practiquen, inde-
pendientemente de su titularidad, en establecimientos públi-
cos, aun cuando estos se encuentren situados en espacios
abiertos, en la vía pública, en zonas marítimo-terrestres o por-
tuarias, o en cualesquiera otras zonas de dominio público.

4. Sin perjuicio del cumplimiento de las normas aplicables
en materia de orden público y de seguridad ciudadana, quedan
excluidas del ámbito de aplicación de la presente Ley, en lo
referente a la preceptiva obtención de las de autorizaciones,
las celebraciones de carácter estrictamente privado o familiar,
así como las que supongan el ejercicio de derechos funda-
mentales en el ámbito laboral, político, religioso, sindical o
docente. No obstante lo anterior, los recintos, locales, esta-
blecimientos o instalaciones donde se realicen estas activida-
des deberán reunir las condiciones de seguridad exigidas en
esta Ley y en las normas que la desarrollen.

Artículo 2. Régimen de las autorizaciones.

1. La celebración o práctica de cualquier espectáculo pú-
blico o actividad recreativa no incluido en el apartado 4 del
artículo anterior que se desarrolle dentro de la Comunidad
Autónoma de Andalucía, incluidas las zonas de dominio pú-
blico, en establecimientos públicos fijos o no permanentes,
requerirá la previa obtención de las licencias y autorizaciones
administrativas previstas en esta Ley y en sus normas de
desarrollo, sin perjuicio de las específicas que requiera el tipo
de actuación.

2. Requerirá la previa autorización del órgano competente
la modificación o alteración sustancial de las condiciones de
seguridad exigibles, así como la modificación de las condicio-
nes de la autorización previstas en el siguiente apartado.

3. Las autorizaciones deberán señalar de forma explícita
a sus titulares el tiempo por el que se conceden, los espec-
táculos públicos o actividades recreativas que mediante las
mismas se permiten, y el establecimiento público en que pue-
den ser celebrados o practicadas, así como el aforo permitido
en cada caso.

4. Las autorizaciones administrativas concedidas para la
celebración de espectáculos o realización de actividades re-
creativas serán transmisibles, previa comunicación al órgano
competente y siempre que se mantenga el cumplimiento de
los demás requisitos exigibles.

5. La autorización concedida para espectáculos o activida-
des recreativas a realizar en acto único se extinguirá automá-
ticamente con la celebración del hecho o actividad autorizada
en las condiciones que reglamentariamente se determinen.

6. Excepto en el supuesto previsto en el apartado anterior,
las autorizaciones administrativas concedidas para la celebración
de espectáculos o realización de actividades recreativas podrán
ser renovadas por sus titulares siempre que reúnan los requisitos
exigibles al tiempo de solicitarse dicha renovación.

7. Todas las autorizaciones municipales y autonómicas de los
establecimientos públicos destinados a la celebración de espec-
táculos o actividades recreativas tendrán la consideración de
modificables o revocables de conformidad con los cambios
de normativa, de innovaciones tecnológicas o de condiciones
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técnicas exigibles que en el futuro se pudieran producir y sea
exigible de acuerdo con la correspondiente norma de desarrollo.

8. Reglamentariamente se establecerá el procedimiento ad-
ministrativo para la obtención de las autorizaciones y licencias
previstas en la presente Ley.

9. La celebración de espectáculos o el ejercicio de activi-
dades recreativas sin las pertinentes autorizaciones dará lugar
a su inmediata suspensión, sin perjuicio de la imposición, en
su caso, de las sanciones que fueran procedentes.

10. En todo caso, se entenderán desestimadas las solici-
tudes de autorización cuando hubiese transcurrido el plazo
establecido reglamentariamente para resolver y no hubiese
recaído resolución expresa del órgano competente.

Artículo 3. Prohibición y suspensión de espectáculos públicos
y actividades recreativas.

1. Las autoridades administrativas competentes podrán prohi-
bir y, en caso de estar celebrándose, suspender los espectáculos
públicos y actividades recreativas en los casos siguientes:

a) Cuando por su naturaleza se encuentren prohibidos de
conformidad con la normativa vigente.

b) Cuando se celebren en establecimientos públicos que
no reúnan las condiciones de seguridad exigibles.

c) Cuando carezcan de las licencias o autorizaciones pre-
ceptivas, o se alteren las condiciones y requisitos contenidos
en aquéllas.

d) Cuando con su celebración se derive un riesgo grave o
vejación para los asistentes y espectadores a ellos a tenor de
lo dispuesto en los reglamentos específicos de cada espec-
táculo o actividad recreativa.

e) Cuando con su celebración se atente a los derechos de
las personas reconocidos en el título I de la Constitución Es-
pañola.

f) Cuando con su celebración se atente contra la conser-
vación de espacios protegidos o la de recursos naturales de
especial valor.

2. Los delegados de la autoridad presentes en la celebra-
ción de los espectáculos públicos o en las actividades recrea-
tivas podrán proceder a su suspensión, previo aviso a los
organizadores, cuando concurran razones de máxima urgen-
cia apreciadas por ellos en los supuestos contemplados en el
apartado anterior.

Artículo 4. Multas coercitivas.

1. Para lograr la debida ejecución de los actos dictados
por los órganos competentes en aplicación de la presente
Ley, se podrán imponer multas coercitivas en los términos del
artículo 99 de la Ley de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

2. En todo caso, habrá de concederse un tiempo suficiente
para cumplir lo ordenado, de acuerdo con la naturaleza y fines
del acto, transcurrido el cual se podrá proceder a la imposición
de multas en proporción a la gravedad del incumplimiento.
Estas multas no excederán de 25.000 pesetas (150 euros),
si bien se podrá aumentar su importe hasta el 50 por 100 en
caso de reiteración del citado incumplimiento, sin que en nin-
gún caso puedan sobrepasar los límites cuantitativos máximos
establecidos para las sanciones aplicables al caso.

3. De conformidad con el artículo 99.2 de la Ley de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, las multas coercitivas que se impongan
serán independientes de las sanciones pecuniarias que pudieran

imponerse por la comisión de las infracciones tipificadas en
el capítulo V de la presente Ley, siendo compatibles con ellas.

Artículo 5. Competencias de la Administración autonómica.

Sin perjuicio de cualesquiera otras competencias que ten-
gan atribuidas, corresponderá a los órganos de la Adminis-
tración de la Comunidad Autónoma:

1. Aprobar mediante decreto el catálogo de espectáculos,
actividades recreativas y tipos de establecimientos públicos de
la Comunidad Autónoma de Andalucía, especificando las di-
ferentes denominaciones y modalidades que se someterán a
las preceptivas licencias y autorizaciones.

2. La definición de las diversas actividades y diferentes
establecimientos públicos en función de sus reglas esenciales,
condicionamientos y prohibiciones que se considere conve-
niente imponer para la celebración o práctica de los espec-
táculos públicos y actividades recreativas.

3. Dictar las disposiciones necesarias para el desarrollo y
ejecución de las normas reguladoras de las materias objeto
de la presente Ley.

4. Establecer los horarios de apertura y cierre de los esta-
blecimientos públicos sujetos a la Ley o incluidos en el ámbito
de aplicación de la misma.

5. Establecer los requisitos y condiciones reglamentarias
de admisión de las personas en los mencionados estableci-
mientos públicos.

6. Sin perjuicio de las facultades que puedan corresponder
a los municipios respecto de la concesión de licencias de aper-
tura, conceder las autorizaciones de funcionamiento precep-
tivas y necesarias para el desarrollo y explotación de aquellas
actividades recreativas o espectáculos públicos en cuya nor-
mativa específica se exija la concesión previa de las mismas
por la Administración autonómica.

7. Sin perjuicio de las facultades que puedan corresponder a
los municipios, autorizar la celebración de espectáculos públicos
o actividades recreativas cuya normativa específica exija su con-
cesión por la Administración autonómica y, en particular, los
espectáculos taurinos en sus diferentes modalidades, las ac-
tividades y establecimientos destinados al juego y apuestas,
las actividades recreativas cuyo desarrollo discurra por más
de un término municipal, así como aquéllos singulares o ex-
cepcionales que no estén reglamentados o que por sus ca-
racterísticas no pudieran acogerse a los reglamentos dictados
o no estén catalogados.

8. Controlar, en coordinación con los municipios, los as-
pectos administrativos y técnicos de los espectáculos públicos
y actividades recreativas, así como los de las empresas que
los gestionen.

9. Las funciones de policía de espectáculos públicos y ac-
tividades recreativas, sin perjuicio de las que les correspondan
a los municipios, así como la inspección y control de los es-
tablecimientos públicos destinados a la celebración de espec-
táculos y actividades recreativas cuando el otorgamiento de
las autorizaciones sea competencia de la Administración au-
tonómica.

No obstante lo anterior, y sin perjuicio de lo dispuesto en
el artículo 6.8 de la presente Ley, le corresponderá a la Ad-
ministración autonómica la inspección y control de los espec-
táculos o actividades recreativas que se desarrollen en estable-
cimientos públicos de aforo superior a setecientas personas.

10. La prohibición o suspensión de espectáculos públicos
y actividades recreativas, sujetos a autorización autonómica,
en los supuestos previstos en el artículo 3 de la presente Ley.
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11. El ejercicio, de forma subsidiaria y de conformidad con
lo dispuesto en el artículo 60 de la Ley 7/1985, de 2 de abril,
reguladora de las Bases de Régimen Local, de las competen-
cias de policía y la actividad inspectora que en esta materia
corresponda a los municipios, que tras haber sido instados
para ello por los órganos competentes de la Consejería de
Gobernación y Justicia no se hayan ejecutado.

12. Dentro del procedimiento administrativo seguido en los
municipios para el otorgamiento de la licencia de apertura de
establecimientos públicos destinados a desarrollar actividades
sometidas a la ulterior obtención de las correspondientes au-
torizaciones autonómicas, emitir informe con carácter vincu-
lante sobre la adecuación de las instalaciones a la naturaleza
de la actividad que se pretende desarrollar en los mismos.

13. Informar preceptivamente los proyectos de disposicio-
nes municipales que incidan en los horarios de apertura y
cierre de los establecimientos públicos sometidos al ámbito
de la presente Ley, en los casos en que el Ayuntamiento sea
competente para regular los mismos.

14. Cualquier otra que le otorguen los específicos regla-
mentos de los espectáculos públicos o de las actividades re-
creativas, de conformidad con la presente Ley.

Artículo 6. Competencias de los municipios.

Corresponde a los municipios:
1. La concesión de las autorizaciones municipales de obra

o urbanísticas y de apertura de cualquier establecimiento pú-
blico que haya de destinarse a la celebración de espectáculos
o a la práctica de actividades recreativas sometidas a la pre-
sente Ley, de conformidad con la normativa aplicable.

2. Autorizar, conforme a lo dispuesto en el artículo 10.2 de
la presente Ley, la instalación de estructuras no permanentes
o desmontables destinadas a la celebración de espectáculos
públicos o al desarrollo de actividades recreativas.

3. La concesión de las autorizaciones de instalación de atrac-
ciones de feria en espacios abiertos, previa comprobación de
que las mismas reúnen las condiciones técnicas de seguridad
para las personas, a tenor de la normativa específica aplicable.

4. El establecimiento de limitaciones o restricciones en zo-
nas urbanas respecto de la instalación y apertura de los es-
tablecimientos públicos sometidos al ámbito de la presente
Ley, de acuerdo con lo establecido en la misma y en el resto
del ordenamiento jurídico aplicable.

5. La autorización de los establecimientos públicos desti-
nados ocasional y esporádicamente a la celebración de espec-
táculos públicos o al desarrollo de actividades recreativas no
sujetas a autorización autonómica, cuando no disponga de
licencia de apertura adecuada a dichos eventos o se pretenda
su celebración y desarrollo en vías públicas o zonas de do-
minio público.

6. La prohibición o suspensión de espectáculos públicos o
actividades recreativas, no sujetos a autorización autonómica,
en los supuestos previstos en el artículo 3 de la presente Ley.

7. Establecer con carácter excepcional u ocasional horarios
especiales de apertura y cierre de establecimientos dedicados
a espectáculos públicos o a actividades recreativas dentro del
término municipal y de acuerdo con los requisitos y bajo las
condiciones que reglamentariamente se determinen.

8. Las funciones ordinarias de policía de espectáculos públicos
y actividades recreativas que competan a los municipios, sin
perjuicio de las que correspondan a la Administración auto-
nómica, así como la inspección y control de los establecimien-
tos públicos destinados a la celebración de espectáculos y

actividades recreativas cuando el otorgamiento de las autori-
zaciones sea competencia de la Administración municipal.

No obstante lo anterior, los órganos de la Administración
de la Junta de Andalucía podrán suplir la actividad inspectora
de los municipios cuando éstos se inhibiesen.

9. Cualquier otra que le otorguen los específicos reglamen-
tos de los espectáculos públicos o de las actividades recrea-
tivas, de conformidad con la presente Ley.

Artículo 7. Obligaciones especiales y derecho de admisión.

1. Respecto de determinados tipos de espectáculos públicos
o actividades recreativas, podrá establecerse reglamentariamen-
te que las empresas, de conformidad con la normativa aplicable
a los vigilantes de seguridad y agentes autorizados, dispongan
de servicio de vigilancia o de especiales medidas de seguridad
al objeto de mantener el buen orden en el desarrollo del espec-
táculo o de la actividad recreativa de que se trate. A tales efectos,
los municipios podrán desarrollar los reglamentos dictados por
la Administración de la Junta de Andalucía.

2. Sin perjuicio de las específicas condiciones establecidas
en la normativa reguladora de los juegos y apuestas, se podrán
establecer por los titulares de establecimientos públicos condi-
ciones objetivas de admisión, siempre que éstas tengan como
finalidad impedir el acceso a los mismos de personas que
presenten comportamientos o cualquier otra circunstancia de
la que razonablemente se deduzca que pueden perturbar el
orden, la tranquilidad o el normal desarrollo del espectáculo
o actividad recreativa. Estas condiciones, que deberán ser apro-
badas expresamente por los órganos de la Administración
competentes para otorgar las preceptivas autorizaciones o li-
cencias, en ningún caso podrán ser contrarias a los derechos
reconocidos en la Constitución Española, suponer un trato
discriminatorio o arbitrario para los usuarios o colocarlos en
situaciones de inferioridad, indefensión o agravio comparativo
con otros asistentes o espectadores.

A tal fin, las condiciones de admisión deberán figurar de-
bidamente visadas y aprobadas, de forma fácilmente legible,
en lugar visible a la entrada y, en su caso, en las taquillas y
en todos los puntos de venta de entradas o localidades de los
referidos establecimientos públicos. También deberán figurar las
condiciones de admisión, de forma fácilmente legible, en la pu-
blicidad o propaganda del espectáculo o actividad recreativa de
que se trate, así como en las localidades o entradas del mismo.

Artículo 8. Relaciones entre Administraciones Públicas.

1. La Administración de la Junta de Andalucía y los municipios,
en el ejercicio de sus propias competencias y de conformidad
con lo previsto en la legislación vigente, se facilitarán la informa-
ción que precisen en materia de espectáculos públicos y activi-
dades recreativas y se prestarán recíprocamente la cooperación
y asistencia activas que pudieran recabarse entre sí para el eficaz
ejercicio de aquéllas sobre tales materias.

2. En el marco de sus respectivas competencias y de acuer-
do con los principios de eficacia, coordinación y participación,
los órganos competentes de la Administración de la Junta de
Andalucía y de los municipios velarán por la observancia de
la normativa de espectáculos públicos y actividades recreati-
vas a través de las siguientes funciones:

a) Inspección de los establecimientos públicos.
b) Control de la celebración de los espectáculos y actividades

recreativas y, en su caso, prohibición y suspensión de los mismos.
c) Sanción de las infracciones tipificadas en la presente Ley.

PÁGINA NÚMERO 23.160 BOPA NÚM. 389 SEVILLA, 26 DE NOVIEMBRE DE 1999

  
  



CAPÍTULO II
De los establecimientos públicos

Artículo 9. Autorización.

1. Los espectáculos públicos y las actividades recreativas
sólo podrán practicarse y celebrarse en los establecimientos
públicos que, reuniendo los requisitos exigidos tanto en la
presente norma legal como en las disposiciones reglamenta-
rias que la desarrollen, se encuentren autorizados para ello.

2. Los establecimientos públicos en los que se practiquen
o celebren espectáculos públicos o actividades recreativas
deberán cumplir las condiciones y requisitos que se establez-
can en la presente Ley y en las correspondientes disposiciones
reglamentarias.

3. En los casos en que por modificación de la normativa
aplicable a los establecimientos públicos sujetos al ámbito de
la presente Ley se establecieran condiciones técnicas de se-
guridad distintas a aquellas en virtud de las cuales se conce-
dieron las oportunas licencias de apertura, deberá establecer-
se en la nueva norma el plazo del que dispondrán sus titulares
para realizar las correspondientes adaptaciones técnicas.

En el supuesto de que las innovaciones tecnológicas exi-
gieran cambios en los establecimientos públicos, se actuará
de acuerdo con lo previsto en este apartado.

4. En la autorización deberá constar los tipos de espectáculos
o las actividades recreativas a la que se vaya a destinar, de
acuerdo con las definiciones o modalidades contenidas en el
catálogo de espectáculos públicos y actividades recreativas
de esta Comunidad Autónoma.

5. Igualmente estarán sujetos a la obtención de la corres-
pondiente autorización municipal o autonómica, conforme a
lo dispuesto en los artículos 5 y 6, aquellos establecimientos
públicos que, pese a encontrarse autorizados, se vayan a des-
tinar ocasional o definitivamente a otra modalidad distinta de
aquella para la que originariamente lo fueron.

6. Reglamentariamente se establecerá el procedimiento de
obtención de las preceptivas autorizaciones a que se refiere
el presente artículo.

Artículo 10. Condiciones de los establecimientos.

1. Todos los establecimientos públicos que se destinen a
la celebración de espectáculos públicos o actividades recrea-
tivas deberán reunir las condiciones técnicas de seguridad,
de higiene, sanitarias, de vibraciones y de nivel de ruidos que
reglamentariamente se determinen en las normas específicas
de cada actividad, en las Normas Básicas de Edificación y
Protección contra Incendios en los Edificios y demás normativa
aplicable en materia de protección del medio ambiente y de
accesibilidad de edificios.

2. Cuando para la celebración de un espectáculo o para el
desarrollo de una actividad recreativa se utilizasen estructuras
no permanentes o desmontables, éstas deberán reunir igual-
mente las necesarias condiciones técnicas que garanticen la
seguridad, higiene, accesibilidad y confortabilidad para las per-
sonas, y ajustarse, de acuerdo con el apartado anterior, a las
disposiciones establecidas sobre condiciones de protección
contra incendios en los edificios.

Si dichas estructuras se ubican en zonas o parajes natu-
rales, los organizadores estarán obligados a dejarlo, una vez
desmontadas, en similares condiciones a las previamente exis-
tentes a su montaje.

3. En ningún caso se podrá otorgar la licencia de apertura o
autorización para celebrar un espectáculo o realizar una actividad
recreativa en tanto no se haya comprobado por la Administración
competente que el establecimiento público cumple y reúne todas
las condiciones técnicas exigibles de acuerdo con la normativa
vigente que resulte de aplicación, estando obligado el titular de
la actividad, o en su caso el organizador del espectáculo, al man-
tenimiento y observancia permanente de las condiciones técnicas
en virtud de las cuales se concedió la autorización.

Artículo 11. Inspección y control.

1. De acuerdo con los principios recogidos en el artículo 8, la
inspección de los establecimientos públicos destinados a la ce-
lebración de espectáculos públicos y actividades recreativas, así
como el control del desarrollo de tales actividades, se ejercerá
por la Administración competente dentro de su ámbito de actua-
ción, llevándose a efecto, según los casos, por los miembros de
la Policía Local, por los de la unidad adscrita de la Policía Nacional
a la Junta de Andalucía y por los miembros de la Inspección del
Juego y de Espectáculos Públicos.

Asimismo, por las Administraciones competentes en la ma-
teria se podrán habilitar a otros funcionarios o empleados pú-
blicos, con la especialización técnica requerida en cada caso,
para llevar a efecto determinadas inspecciones de los esta-
blecimientos públicos sujetos a la presente Ley, teniendo en
tales casos la consideración de agentes de la autoridad.

Sin perjuicio de lo anterior, por la Administración compe-
tente se podrán arbitrar mecanismos de colaboración técnica
de personas o entidades privadas para que les asistan en las
referidas inspecciones.

2. Las Administraciones competentes en esta materia, a
través de los miembros actuantes en la inspección reseñados
en el apartado anterior, podrán acceder en todo momento a
los establecimientos públicos sometidos al ámbito de la pre-
sente Ley, adoptando cuantas medidas sean precisas para el
adecuado cumplimiento de sus funciones, entre ellas, la de
requerir a sus titulares, así como a los organizadores de los
espectáculos públicos y actividades recreativas, la presenta-
ción de cuanta documentación resulte exigible para acreditar
la regularidad de las condiciones y requisitos de los estable-
cimientos públicos, así como de los espectáculos y actividades
que se desarrollen en los mismos.

Cuando se considere necesario podrá, motivadamente, re-
querirse la comparecencia de los interesados en la sede de
la inspección, al objeto de practicar las diligencias que se deter-
minen en la correspondiente citación.

3. El resultado de la inspección deberá consignarse en acta,
de la que se entregará copia al titular u organizador o a su
representante. En ella, el interesado podrá hacer constar su
disconformidad con los datos y circunstancias contenidas en
la misma. Dicha acta se remitirá al órgano administrativo com-
petente a los efectos que procedan.

CAPÍTULO III
De los organizadores de espectáculos públicos y actividades

recreativas

Artículo 12. Concepto.

1. Los espectáculos públicos o actividades recreativas, cual-
quiera que sea su duración, sólo podrán ser organizados y
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explotados por empresas inscritas con fines informativos y de
identificación en el registro administrativo a que se refiere el
artículo siguiente.

2. A los efectos de esta Ley se considerarán empresas las
personas físicas o jurídicas promotoras que de forma habitual
u ocasional organicen espectáculos o actividades recreativas
asumiendo, frente a la Administración y frente al público, las
responsabilidades y obligaciones inherentes a la organización
y celebración previstas en esta Ley y en las correspondientes
disposiciones reglamentarias.

No obstante lo anterior, reglamentariamente se determina-
rán las condiciones, garantías o fianzas y requisitos que han
de cumplirse y prestarse en los espectáculos públicos y acti-
vidades recreativas que, ya sea de forma habitual u ocasional,
sean organizados por personas físicas o jurídicas.

Artículo 12 bis. Registro de Organizadores de Espectáculos
Públicos y Actividades Recreativas de Andalucía.

1. La Junta de Andalucía dispondrá de un Registro de Orga-
nizadores de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas,
adscrito a la Consejería competente por razón de la materia,
cuyas características y funcionamiento se determinarán regla-
mentariamente.

2. El Registro será público. Cualquier persona interesada po-
drá obtener certificación gratuita de los datos inscritos.

Artículo 13. Obligaciones de las empresas, cargos directivos
y empleados.

Los titulares de las empresas, sus cargos directivos y, en
su caso, los empleados de aquéllas estarán obligados, con
ocasión y consecuencia de la organización y celebración de
espectáculos o actividades recreativas:

a) A adoptar y a mantener íntegramente todas aquellas con-
diciones técnicas de seguridad, higiene, sanitarias y de nivel
de ruidos que se establezcan con carácter general o sean
fijadas específicamente en las correspondientes autorizacio-
nes municipales y, en su caso, autonómicas.

b) A permitir y facilitar las inspecciones que sean efectuadas
por los agentes o funcionarios habilitados para tal fin, a los efectos
de la comprobación de la correcta observancia y mantenimiento
de las condiciones técnicas y legales, en virtud de las cuales se
solicitaron o concedieron las preceptivas autorizaciones.

c) A responder, en la forma establecida en la normativa de
aplicación, de los daños o perjuicios que se produzcan como
consecuencia de la celebración y organización del espectáculo
o actividad recreativa. A tales efectos, las empresas estarán
obligadas a concertar el oportuno contrato de seguro colectivo
de accidentes en los términos que reglamentariamente se de-
terminen.

d) A mantener y a ofrecer los espectáculos o actividades
recreativas anunciadas al público, salvo en aquellos casos
justificados que impidan la celebración y desarrollo de los mis-
mos, sin perjuicio de lo previsto en la normativa de aplicación
a cada espectáculo o actividad recreativa.

e) A devolver las cantidades pagadas por los espectadores
o asistentes, en los casos de modificación o suspensión del
espectáculo o actividad recreativa anunciada, a tenor de las
condiciones y requisitos que reglamentariamente se establez-
can, sin perjuicio de lo previsto en la normativa de aplicación
a cada espectáculo o actividad recreativa.

f) A evitar la producción de ruidos y molestias del recinto,
local, establecimiento o instalación con ocasión de la celebra-

ción de espectáculos públicos o desarrollo de actividades re-
creativas.

g) A guardar, en todo momento, el debido respeto y con-
sideración al público asistente.

h) A disponer para los usuarios de los libros y hojas de quejas
y reclamaciones, de acuerdo con los requisitos y en las con-
diciones exigibles en la normativa de aplicación en materia
de defensa de los consumidores y usuarios y a anunciar me-
diante los carteles previstos su disponibilidad para el usuario.

i) A cumplir las prevenciones que se establezcan respecto
de la adecuada conservación de los espacios naturales pro-
tegidos que puedan verse afectados por los espectáculos pú-
blicos o actividades recreativas, así como en la restante nor-
mativa en materia de protección del medio ambiente.

j) A la adecuación en los establecimientos públicos de ac-
cesos y zonas para personas discapacitadas, de acuerdo con
la normativa vigente.

k) A cumplir todas aquellas obligaciones que, además de
las reseñadas en los apartados anteriores y en la normativa
general de aplicación, impongan las correspondientes dispo-
siciones reglamentarias.

CAPÍTULO IV
De los espectadores y asistentes a los espectáculos públicos y

actividades recreativas

Artículo 14. Derechos de los espectadores y asistentes.

Además de los que tengan reconocidos en la correspondiente
normativa, especialmente en materia de defensa de los consu-
midores y usuarios, los espectadores y asistentes a los espec-
táculos públicos y actividades recreativas tendrán los siguientes
derechos:

a) A que el espectáculo o la actividad recreativa se desarrolle
en las condiciones y en la forma que se hayan anunciado por la
empresa.

a) bis. A que el espectáculo o la actividad recreativa se dea-
sarrolle, se ofrezca y se reciba por los asistentes en las condi-
ciones y en la forma en que se hayan anunciado por la empresa.

b) A la devolución, en los términos que reglamentariamente
se determinen, de las cantidades satisfechas por la localidad o
billete y, en su caso, de la parte proporcional del abono, cuando
el espectáculo sea suspendido o sea modificado en sus aspectos
esenciales, todo ello sin perjuicio de las reclamaciones que, con-
forme a la legislación civil o mercantil, pudieran plantear.

c) A que se les facilite y a utilizar los impresos oficiales de
quejas y reclamaciones, de acuerdo con los requisitos y en las
condiciones exigibles en la normativa de aplicación en materia
de defensa de los consumidores y usuarios.

d) A recibir un trato respetuoso y no discriminatorio por
motivo alguno.

e) A ser admitido en el establecimiento público en las mis-
mas condiciones objetivas que cualquier otro usuario, siempre
que la capacidad del aforo lo permita y no concurra alguna
de las causas de exclusión por razones de seguridad o alte-
ración del orden que reglamentariamente se determinen.

Artículo 15. Obligaciones de los espectadores y asistentes.

Los espectadores y asistentes tendrán las siguientes obli-
gaciones:
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a) Ocupar sus localidades o permanecer en las zonas que
señale en cada caso la empresa para el público, sin invadir
las zonas destinadas a otros fines.

b) Cumplir los requisitos y condiciones de seguridad y de
respeto a los demás espectadores y asistentes, actuantes y em-
pleados que establezca la empresa organizadora del espec-
táculo o titular de la actividad recreativa.

c) Seguir las instrucciones que impartan en su caso los
empleados o el personal de vigilancia en el interior del esta-
blecimiento público, tendentes al cumplimiento de los requisi-
tos, condiciones de seguridad y respeto a los demás espec-
tadores y asistentes establecidos por la empresa.

Artículo 16. De las prohibiciones a los espectadores y asistentes.

Los espectadores y asistentes no podrán:
a) Fumar en los locales cerrados, excepto en las zonas de

éstos en que por la empresa se autorice y señale mediante
carteles visibles.

b) Portar armas u objetos peligrosos, así como aquellos
otros objetos prohibidos, bien con carácter general o para ca-
sos particulares, por la Administración competente en materia
de orden público.

c) Adoptar cualquier conducta que pueda producir peligro
o molestias a otras personas o que dificulte el normal desarro-
llo del espectáculo o actividad.

d) Exhibir prendas, símbolos u objetos que inciten a realizar
actividades contrarias a los derechos fundamentales recono-
cidos en la Constitución y, en especial, a la violencia, xenofobia
o, en general, a la discriminación.

e) Acceder a los escenarios, terrenos de juego o lugares
de actuación durante la celebración del espectáculo.

CAPÍTULO V
Del régimen sancionador

Artículo 17. Concepto y clasificación de las infracciones.

1. Son infracciones administrativas en materia de espec-
táculos públicos y actividades recreativas las acciones u omi-
siones tipificadas en la presente Ley. Las disposiciones regla-
mentarias de desarrollo podrán introducir especificaciones de las
citadas infracciones en los términos previstos en el artículo 129.3
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común.

2. Las infracciones administrativas previstas en la presente
Ley y en sus disposiciones reglamentarias de desarrollo se
clasifican en muy graves, graves y leves.

Artículo 18. Infracciones muy graves.

Se consideran infracciones muy graves:
1. La apertura o funcionamiento de recintos, locales, esta-

blecimientos o instalaciones, fijas o no permanentes, destina-
das a la celebración de espectáculos o actividades recreativas,
careciendo de las correspondientes licencias o autorizaciones,
cuando se produzcan situaciones de grave riesgo para los
bienes o para la seguridad e integridad física de las personas.

2. La dedicación de los establecimientos públicos a la cele-
bración de espectáculos públicos o actividades recreativas
distintos de aquellos para los que estuvieren autorizados, así
como excederse en el ejercicio de tales actividades, de las
limitaciones fijadas en las correspondientes autorizaciones,

cuando se produzca situación de grave riesgo para los bienes
o para la seguridad e integridad física de las personas.

3. La celebración o realización de espectáculos públicos o
actividades recreativas sin la preceptiva autorización adminis-
trativa municipal o autonómica y con ello se produzcan situa-
ciones de grave riesgo para los bienes o para la seguridad e
integridad física de las personas.

4. La modificación de las condiciones técnicas de los estable-
cimientos públicos, sin haberse obtenido previamente la corres-
pondiente autorización administrativa, siempre que tales modifi-
caciones creen situaciones de grave riesgo para la seguridad e
integridad física de las personas o bienes.

5. La celebración de un espectáculo o ejercicio de una acti-
vidad recreativa quebrantando la suspensión o prohibición pre-
viamente decretada por la autoridad competente.

6. Omisión sustancial de las medidas de seguridad estable-
cidas en la normativa vigente y, en su caso, en las autorizaciones
municipales o autonómicas correspondientes, así como el mal
estado de los establecimientos públicos que disminuya grave-
mente el grado de seguridad exigible para las personas o bienes.

7. El incumplimiento de las medidas de evacuación de las
personas en los establecimientos públicos que disminuyan gra-
vemente el grado de seguridad exigible para las personas o bienes.

8. La admisión de público en número superior al determi-
nado como aforo de establecimientos públicos, de forma que
se vean disminuidas las condiciones de seguridad exigible
para las personas o bienes.

9. Celebrar o realizar espectáculos públicos o actividades
recreativas durante el período de inhabilitación para los mis-
mos o de suspensión de las correspondientes autorizaciones.

10. La negativa a permitir el acceso de los agentes de la
autoridad, o de los funcionarios habilitados a tal efecto, en el
ejercicio de las funciones de vigilancia y control, así como,
permitido el acceso, impedir u obstaculizar gravemente las
funciones de inspección.

11. Obtener las correspondientes licencias de apertura o
autorizaciones mediante la aportación de datos o documentos
no conformes con la realidad.

12. La carencia o falta de vigencia del contrato de seguro
colectivo de accidentes, en los términos normativamente exigidos.

13. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 16 b), la utili-
zación de cualquier tipo de armas fuera de las ocasiones pre-
venidas o sin las precauciones necesarias.

14. Permitir el acceso a los recintos, locales, establecimientos
o instalaciones de espectáculos públicos o actividades recreati-
vas de personas que exhiban prendas, símbolos u objetos que
inciten a realizar actividades contrarias a los derechos funda-
mentales reconocidos en la Constitución y, en especial, a la
violencia, xenofobia o, en general, a la discriminación.

15. La reiteración o reincidencia en la comisión de faltas
graves en el plazo de un año.

Artículo 19. Infracciones graves.

Son infracciones graves las siguientes acciones u omisiones:
1. La realización de las acciones u omisiones descritas en

los números 1, 2, 3 y 4 del artículo anterior, sin que se pro-
duzcan situaciones de grave riesgo para personas o bienes.

2. La omisión de las medidas de higiene y sanitarias exi-
gibles o el mal estado de las instalaciones, que incidan de
forma negativa en las condiciones de salubridad del estable-
cimiento público, y produzcan riesgos para la salud de los
espectadores y asistentes.
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3. El cumplimiento defectuoso o parcial o el mantenimiento
inadecuado, bien de las condiciones de seguridad y salubridad
que sirvieron de base para la concesión de la licencia o, en
su caso, autorización autonómica, bien de las medidas correc-
toras que se fijen con ocasión de las intervenciones adminis-
trativas de control e inspección que a tal efecto se realicen.

4. El arrendamiento o cesión de establecimientos públicos
para la celebración de espectáculos o actividades recreativas
a sabiendas o con ocultación de que no reúnen las medidas
de seguridad exigidas por la normativa vigente.

5. Permitir el consumo de bebidas alcohólicas o de tabaco
a menores de edad en los establecimientos públicos someti-
dos al ámbito de aplicación de esta Ley, así como permitir, de
forma general, la venta y consumo de bebidas alcohólicas a
cualquier persona en espectáculos públicos o actividades re-
creativas que, de manera específica, lo prohíban en sus re-
glamentos particulares.

6. Fumar o tolerar fumar en los lugares donde estuviere
prohibido dentro de los establecimientos públicos dedicados
a la celebración de espectáculos o a la realización de activi-
dades recreativas.

7. La realización de actividades de publicidad de los espec-
táculos públicos o actividades recreativas que resulten falsas
o engañosas, de modo que puedan inducir a confusión al
público sobre su contenido o carácter.

8. La modificación sustancial no autorizada del contenido
de los espectáculos respecto de lo previsto en las autoriza-
ciones municipales o autonómicas del mismo o lo anunciado
al público.

9. La utilización de las condiciones de admisión de forma
discriminatoria, arbitraria o con infracción de las disposiciones
que lo regulan, por parte de los titulares o empleados de los
establecimientos destinados a espectáculos públicos o activi-
dades recreativas.

10. La reventa no autorizada en la vía pública o venta am-
bulante de billetes y localidades, o la percepción de sobrepre-
cios superiores a los autorizados, así como el favorecimiento
de tales situaciones ilícitas por el empresario u organizador
del espectáculo o actividad recreativa.

11. El incumplimiento de la obligación, cuando así esté es-
tablecido, de dar publicidad a la calificación por edades de los
programas de los espectáculos públicos y actividades recrea-
tivas que se organicen, incluyendo los avances que de los
mismos se puedan exhibir, así como permitir la entrada o per-
manencia de menores en espectáculos públicos y actividades
recreativas en los que esté prohibido.

12. La falta de dotación o inexistencia de las medidas sa-
nitarias previstas en las normativas aplicables a cada actividad
recreativa o espectáculo público.

13. Carecer de impresos oficiales de quejas y reclamacio-
nes, de acuerdo con los requisitos y en las condiciones exi-
gibles en la normativa de aplicación en materia de defensa
de los consumidores y usuarios, así como la negativa a facilitar
su utilización a los espectadores, concurrentes o usuarios.

14. La suspensión del espectáculo o actividad recreativa
anunciados al público salvo en casos justificados que impidan
su celebración o desarrollo.

15. La negativa de los artistas o ejecutantes a actuar sin
causa justificada que lo motive, así como la actuación al mar-
gen de las normas, programas o guiones, establecidos con
entidad bastante para desnaturalizar el espectáculo.

16. La instalación, dentro de los establecimientos destinados
a espectáculos públicos y actividades recreativas, de puestos
de venta, máquinas recreativas u otras actividades sin obtener,

cuando sea preceptiva, la previa autorización municipal o au-
tonómica, o cuando, habiéndose obtenido, la instalación o el
desarrollo de tales actividades se realice al margen de los
requisitos y condiciones establecidos en la normativa de apli-
cación o en las correspondientes autorizaciones.

17. La no aportación de los datos o las alteraciones de éstos
que reglamentariamente se determinen, en relación con la ins-
cripción en el registro administrativo correspondiente.

18. La alteración del orden en el establecimiento público,
o en sus accesos, durante la celebración del espectáculo o
actividad recreativa, y las conductas, o permisividad de éstas,
que directa o indirectamente provoquen aquella.

19. El incumplimiento de los horarios permitidos de apertura
y cierre de establecimientos públicos destinados a espectáculos
públicos o a actividades recreativas.

20. La celebración de espectáculos o actividades recreati-
vas sin la previa presentación de los carteles o programas
cuando sea necesaria.

21. Permitir de forma consciente por parte del organizador,
empresario o personal a su servicio, el acceso de personas
que porten armas u otra clase de objetos que puedan usarse
como tales por parte de los asistentes o espectadores dentro
de los establecimientos públicos, así como su posesión por
parte de éstos en los precitados establecimientos pese a la
prohibición establecida en el artículo 16 b).

22. Explosionar petardos o cohetes, prender antorchas u
otros elementos similares, fuera de las ocasiones prevenidas
o sin las precauciones necesarias establecidas en la normativa
de aplicación a tales elementos.

23. La reiteración o reincidencia en la comisión de faltas leves
en el plazo de un año.

Artículo 20. Infracciones leves.

Constituirán infracciones leves:
1. La falta de limpieza o higiene en aseos, servicios y res-

tantes zonas del recinto, local, establecimiento o instalación
autorizada para la celebración de espectáculos públicos y ac-
tividades recreativas cuando no suponga riesgo para la salud
de los usuarios.

3. La falta de respeto a los espectadores, asistentes o usuarios
por parte de los actuantes o empleados de los espectáculos
públicos y actividades recreativas, así como la de aquellos
sobre estos últimos.

4. El acceso de público a los escenarios, terrenos de juego
o lugares de actuación durante la celebración del espectáculo,
salvo cuando ello se derive de la naturaleza de la actividad o
espectáculo.

5. El mal estado de los establecimientos públicos que pro-
duzcan incomodidad manifiesta a los asistentes o espectado-
res, siempre que no disminuya gravemente el grado de segu-
ridad exigible o incida de forma negativa en las condiciones
de salubridad de aquéllos.

6. Las acciones u omisiones tipificadas como infracciones
graves cuando por su escasa significación, trascendencia o per-
juicio ocasionado a terceros no debe ser calificada como tales.

7. Cualquier incumplimiento a lo establecido en la presente
Ley y a las prevenciones reglamentarias a las que se remite,
en relación con la exigencia de la realización de determinadas
actuaciones ante la Administración competente, plazos, condi-
ciones o requisitos para el desarrollo de la actividad o del espec-
táculo, no tipificados como infracciones muy graves o graves.

8. No encontrarse en el establecimiento público el docu-
mento acreditativo de la licencia municipal de apertura y, en
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su caso, la autorización de funcionamiento de la actividad o
del espectáculo.

9. No exponer en lugares visibles desde el exterior, así como
en el billete de entrada o localidad, los folletos o propaganda de
los establecimientos destinados a la celebración de espectáculos
públicos y actividades recreativas, cuando así fuese exigible, la
expresión “Prohibida la entrada a menores de edad”.

Artículo 21. Sanciones.

1. Las infracciones tipificadas en la presente Ley podrán
ser corregidas por los órganos competentes con las sanciones
siguientes:

a) Multa de cinco millones una pesetas (30.000,01 euros)
a cien millones de pesetas (600.000,00 euros) para las infrac-
ciones muy graves.

b) De cincuenta mil una pesetas (300,01 euros) a cinco
millones de pesetas (30.000,00 euros), para infracciones graves.

c) Apercibimiento o multa de hasta cincuenta mil pesetas
(300,00 euros), para infracciones leves.

2. De conformidad con lo previsto en el artículo 131.2 de
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, la multa a imponer podrá ser incrementada en
la cuantía del beneficio obtenido mediante la realización de
la acción u omisión tipificada como infracción.

3. Si la infracción está tipificada como muy grave y los
responsables hubieran sido sancionados mediante resolución
firme en vía administrativa por la comisión de dos infracciones
de idéntica tipificación dentro del plazo de un año, o la infrac-
ción cause un perjuicio a más de mil personas, la multa que
se imponga podrá ser superior a cien millones de pesetas
(600.000,00 euros) hasta el límite de ciento cincuenta millones
(900.000,00 euros), sin perjuicio de la clausura del estableci-
miento y la revocación de la autorización autonómica o auto-
rización municipal, según los casos.

Artículo 22. Sanciones accesorias.

1. Sin perjuicio de las sanciones pecuniarias previstas en
el artículo anterior, la corrección de las infracciones tipificadas
en la presente Ley podrá llevar aparejada las siguientes san-
ciones accesorias:

a) Incautación de los instrumentos o efectos utilizados para
la comisión de las infracciones.

b) Suspensión de las licencias de apertura, autorizaciones
municipales o autorizaciones autonómicas desde dos años y
un día a cinco años, para infracciones muy graves, y hasta
dos años, para infracciones graves.

c) Clausura de los recintos, locales, establecimientos o ins-
talaciones dedicadas a espectáculos públicos o a actividades
recreativas desde dos años y un día a cinco años, para las
infracciones muy graves, y hasta dos años para las infraccio-
nes graves.

d) Inhabilitación para realizar la misma actividad desde un
año y un día a tres años, para las infracciones muy graves, y
hasta un año para las infracciones graves.

e) Revocación de las autorizaciones.
2. Decretada la clausura de un establecimiento dedicado

a espectáculos públicos o a actividades recreativas, única-
mente procederá la interrupción de la ejecución de dicha san-
ción cuando, previa autorización administrativa otorgada a so-
licitud del propietario, se acredite que en los mismos se va a
desarrollar una actividad económica distinta de las que son

objeto de la presente Ley. En tal supuesto, el tiempo durante
el cual se desarrolle la mencionada actividad no será compu-
tado a los efectos del cumplimiento de la sanción.

3. En los casos de reincidencia que afecten de forma grave
a la seguridad de las personas o bienes, condiciones de sa-
lubridad del recinto, local, establecimiento o instalación, o de-
noten reincidencia en el incumplimiento de los horarios de
apertura y cierre de aquéllos, la suspensión y clausura a que
se refieren las letras b) y c) del número 1 del presente artículo
podrán ser de cinco años y un día a diez años por infracciones
muy graves y hasta cinco años por infracciones graves.

Artículo 23. Personas responsables de las infracciones.

1. Serán responsables de las infracciones tipificadas en la
presente Ley, atendiendo a cada caso, los que realicen las
acciones y omisiones tipificadas como infracción en la misma.
En particular, los artistas, ejecutantes o intervinientes en el
espectáculo o actividad recreativa, los espectadores y asis-
tentes como público, los empleados, revendedores de locali-
dades y la persona física o jurídica titular de las empresas y
actividades mencionadas.

2. No obstante lo anterior, el titular de la empresa o actividad
será responsable administrativamente de las infracciones come-
tidas por los empleados o por las terceras personas que, sin
estar vinculadas laboralmente a la misma, realicen prestaciones
de índole mercantil comprendidas en los servicios contratados
con ella por haberse establecido así en los contratos que sus-
criban o en virtud de lo dispuesto en la normativa de aplicación.

La responsabilidad administrativa se exigirá al titular de la
empresa o actividad, sin perjuicio de que éste pueda deducir
las acciones que resulten procedentes contra las personas a
las que sean materialmente imputables las infracciones para
resarcimiento del importe a que fueron condenadas, y sin per-
juicio también de las sanciones accesorias que puedan impo-
nerse a tales personas.

3. Cuando el cumplimiento de las obligaciones previstas
en esta Ley corresponda a varias personas conjuntamente,
responderán de forma solidaria de las infracciones que, en su
caso, se cometan y de las sanciones que se impongan. Asi-
mismo serán responsables subsidiarios de las sanciones im-
puestas a las personas jurídicas, que hayan cesado en sus
actividades, los administradores de las mismas.

Artículo 24. Reincidencia y reiteración.

1. A los efectos de la presente Ley se considerará que
existe reiteración en los casos de comisión de más de una
infracción de distinta naturaleza en el término de un año cuan-
do así haya sido declarado por resolución firme.

2. Se entenderá que existe reincidencia en los casos de
comisión de más de una infracción de la misma naturaleza
en el término de un año cuando así haya sido declarado por
resolución firme.

Artículo 25. Criterios para la imposición de sanciones.

1. Las sanciones se graduarán atendiendo a las circunstancias
de la infracción, a la gravedad, a su trascendencia, a la ca-
pacidad económica del infractor, a la intencionalidad, a la rei-
teración, a los daños y a los beneficios ilícitamente obtenidos.

2. Si los referidos daños o beneficios fueren de poca enti-
dad, la sanción podrá imponerse dentro de la escala inmedia-
tamente inferior, siempre que no concurran en su comisión la
reiteración del infractor, la producción de daños y perjuicios a
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terceros ni afecten a la seguridad de las personas. La toma
en consideración de estas circunstancias sólo procederá si,
previamente, no han sido tenidas en cuenta para determinar
la infracción sancionable.

3. Cuando los responsables de las infracciones hayan sido
sancionados mediante resolución firme en vía administrativa por
las mismas infracciones tipificadas en los artículos 19 y 20, y la
comisión de las dos infracciones se haya producido dentro
del plazo de un año, o los posibles perjudicados fuesen más de
mil personas, la multa a imponer podrá ser la correspondiente
a la escala inmediatamente superior a la que inicialmente corres-
pondería a la infracción cometida. La toma en consideración
de esta circunstancia sólo procederá si, previamente, no ha sido
tenida en cuenta para determinar la infracción sancionable.

Igualmente será de aplicación lo dispuesto en el párrafo
anterior, aun cuando las infracciones cometidas, dentro del
plazo de un año, no se hallen tipificadas en el mismo apartado
de los artículos 19 ó 20, si el número de éstas constatan su
habitualidad en el responsable.

Artículo 26. Responsabilidad derivada de la infracción.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 130.2 de la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, las responsabilidades ad-
ministrativas que se deriven del procedimiento sancionador
serán compatibles con las exigencias al infractor de la repo-
sición de la situación alterada por el mismo a su estado ori-
ginario, así como con la indemnización por los daños y per-
juicios.

Artículo 27. Prescripción y caducidad.

1. Las infracciones muy graves prescribirán a los cuatro
años, las graves a los tres años y las leves al año; las san-
ciones impuestas por infracciones muy graves prescribirán a
los cuatro años, las impuestas por infracciones graves a los
tres años y las impuestas por infracciones leves al año.

2. El plazo de prescripción de las infracciones comenzará a
contarse desde el día en que la infracción se hubiera cometido.

Interrumpirá la prescripción la iniciación, con conocimiento
del interesado, del procedimiento sancionador, reanudándose
el plazo de prescripción si el procedimiento sancionador es-
tuviera paralizado durante más de un mes por causa no im-
putable al presunto responsable.

3. El plazo de prescripción de las sanciones comenzará a
contarse desde el día siguiente a aquél en que adquiera fir-
meza la resolución por la que se impone la sanción, de confor-
midad con lo dispuesto en el artículo 132.3 de la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre.

4. El procedimiento sancionador deberá resolverse en el plazo
máximo de un año desde su iniciación, produciéndose la cadu-
cidad del mismo en la forma y modo previstos en la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, modificada por la Ley 4/1999, de 13 de
enero. No obstante lo anterior, el instructor del expediente
podrá acordar la suspensión del plazo máximo para resolver
cuando concurra alguna de las circunstancias previstas y exi-
gidas para ello en el artículo 42.5 de la citada Ley, de acuerdo
con la redacción establecida por la Ley 4/1999.

Artículo 28. Competencia para sancionar.

1. Serán competentes para imponer las sanciones previstas
en la presente Ley:

a) El Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía cuando
se proponga la imposición de multas de 50.000.001 pesetas
(300.000,01 euros) a 150.000.000 de pesetas (900.000,00 eu-
ros), así como cualquiera de las sanciones accesorias previs-
tas en esta Ley.

En materia de espectáculos taurinos se estará al régimen
de competencias establecido en su normativa específica
para la imposición de la sanción accesoria prevista en el ar-
tículo 22.1 d) de la presente Ley

b) El titular de la Consejería de Gobernación y Justicia cuando
se proponga la imposición de multas de hasta 50.000.000 de
pesetas (300.000,00 euros) y cualquiera de las sanciones
accesorias previstas en esta Ley, salvo la prevista en el artícu-
lo 22.1 d).

No obstante lo anterior, se estará al régimen de competen-
cias establecido en la normativa específica de espectáculos
taurinos para la imposición de la sanción accesoria prevista
en el artículo 22.1 d) de la presente Ley.

c) El titular de la Dirección General de Espectáculos Públicos,
Juego y Actividades Recreativas cuando se proponga la imposi-
ción de multas de hasta 10.000.000 de pesetas (60.000,00 euros)
y cualquiera de las sanciones accesorias previstas en esta Ley,
salvo la establecida en el artículo 22.1 d).

d) Los titulares de las Delegaciones del Gobierno de la Junta
de Andalucía cuando se proponga la imposición de multas por
infracciones graves y muy graves hasta 8.000.000 de pesetas y
la suspensión de las autorizaciones hasta seis meses de dura-
ción, así como la imposición de multas hasta 50.000 pesetas
(300,00 euros) y sanción de apercibimiento por infracciones leves.

2. Los Alcaldes serán competentes para imponer las san-
ciones pecuniarias previstas en esta Ley para las infracciones
leves y graves hasta el límite de 5.000.000 de pesetas cuando
el espectáculo o la actividad recreativa de que se trate única-
mente se encuentre sometida a autorización municipal.

Asimismo, serán competentes en las mismas condiciones
para imponer las sanciones de suspensión y revocación de
las autorizaciones municipales que hubieren concedido, la clau-
sura de establecimientos públicos sometidas a la presente
Ley. En los demás casos, la competencia le corresponderá a
los órganos competentes de la Administración autonómica.

3. Sin perjuicio de lo previsto en los apartados anteriores,
y en las condiciones previstas en el artículo 60 de la Ley 7/1985,
de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local, los
órganos competentes de la Administración de la Junta de An-
dalucía asumirán la competencia de incoación, instrucción y
resolución de los procedimientos sancionadores, cuya com-
petencia corresponda a los municipios, en el supuesto de la
falta de actuaciones de éstos ante la denuncia presentada
ante ellos por los ciudadanos y una vez instados a actuar por
los órganos competentes de la Comunidad Autónoma.

4. De conformidad con lo previsto en el artículo 56 de la
Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen
Local, los órganos competentes de la Administración municipal
remitirán a los de la Administración de la Junta de Andalucía
copia o, en su caso, extracto comprensivo de los procedimien-
tos sancionadores que inicien sobre la materia sometida a la
presente Ley, dentro de los diez días siguientes a la fecha de
adopción del acuerdo de iniciación de los mismos.

Igualmente, los órganos competentes de la Administración
de la Junta de Andalucía remitirán a los de la Administración
municipal, en las mismas condiciones establecidas en el párra-
fo anterior, copia o extracto comprensivo de los procedimientos
sancionadores que inicien sobre la materia sometida a la pre-
sente Ley.
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5. El órgano competente para resolver podrá acordar, de
oficio o a instancia del interesado, la suspensión del cumpli-
miento de la sanción impuesta, oído el instructor del procedi-
miento, y si mediara justa causa para ello. En tales casos se
interrumpirá el periodo de prescripción de la sanción en tanto
se mantenga la suspensión de su cumplimiento.

Artículo 29. Tramitación de los procedimientos sancionadores.

1. Reglamentariamente se regulará el procedimiento sancio-
nador correspondiente a las infracciones tipificadas en la pre-
sente Ley, que se ajustará a las reglas y principios establecidos
en la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común.

2. En el supuesto de que se siga un procedimiento penal
sobre los mismos hechos se suspenderá la tramitación del
procedimiento administrativo hasta que recaiga la oportuna
resolución judicial firme. En función de las circunstancias del
caso concreto y del contenido de la sentencia o resolución
judicial que estimase que no ha habido delito ni falta de índole
penal, el procedimiento sancionador se podrá reanudar to-
mándose como base, en su caso y a los efectos del procedi-
miento administrativo sancionador, los hechos que los juzga-
dos o tribunales hubieren declarado como probados.

Artículo 30. Medidas provisionales.

1. Sin perjuicio de las sanciones que en su caso proceda
imponer, podrá adoptarse como medida provisional la suspensión
temporal de las autorizaciones de los establecimientos públi-
cos destinados a la celebración de espectáculos o al desarrollo
de actividades recreativas, cuando el procedimiento sancio-
nador haya sido iniciado por la presunta comisión de infrac-
ciones graves o muy graves previstas en esta Ley.

2. No obstante lo anterior, el órgano competente para iniciar
el procedimiento sancionador acordará la adopción de tales
medidas en los casos de presunto incumplimiento grave de
las debidas condiciones de seguridad, higiene o de normal
tranquilidad de las personas y vecinos, así como por carecer
o no tener vigente el contrato de seguro colectivo de accidentes
previsto en la presente Ley, manteniéndose la efectividad de
tales medidas en tanto no se acredite fehacientemente la sub-
sanación o restablecimiento de los presuntos incumplimientos.

3. Asimismo, los agentes de la autoridad, en el momento de
levantar acta por infracción de juego legal, podrán adoptar me-
didas provisionales de precintados y comiso de los elementos o
material de juego denunciados. En estos casos, el órgano a
quien compete la apertura del expediente deberá, en el acuer-
do de iniciación, ratificar o levantar la medida provisional adop-
tada. Si en el plazo de dos meses no se hubiese comunicado
la ratificación de la medida, se considerará sin efecto, sin per-
juicio de la continuación del expediente sancionador.

Artículo 31. Anotación de infracciones y sanciones.

1. Al objeto de asegurar la eficacia de lo dispuesto en el artícu-
lo 8.1 de la presente Ley, se anotarán en el registro adminis-
trativo correspondiente todas las infracciones y sanciones im-
puestas mediante resolución firme en vía administrativa y en
las condiciones y requisitos que reglamentariamente se de-
terminen tanto para el régimen de anotaciones como para el
funcionamiento y organización del mismo.

2. Sin perjuicio de lo anterior, las infracciones cuya sanción
hubiera sido objeto de cancelación no podrán ser tenidas en

cuenta a los efectos de la apreciación de reincidencia o rei-
teración.

3. A tales efectos, la cancelación se producirá, de oficio por
la Administración o a instancia del interesado, cuando concu-
rran las siguientes circunstancias:

a) Que durante el plazo de un año para las infracciones
leves, tres años para las graves o cuatro años para las muy
graves, no haya sido sancionado como consecuencia de una
infracción tipificada en la presente Ley, computándose dichos
plazos desde la fecha en que hubiere adquirido firmeza en
vía administrativa la resolución sancionadora.

b)Tener abonadas las sanciones pecuniarias y, en su caso,
cumplidas las sanciones accesorias.

c) Tener abonadas las indemnizaciones que se hayan de-
rivado civil o penalmente, a favor de terceras personas, como
consecuencia de la comisión de la infracción.

DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera. Actualización de sanciones.

Se autoriza al Consejo de Gobierno para que actualice perió-
dicamente, con el límite de las variaciones del Índice de Precios
al Consumo desde la entrada en vigor de esta Ley o desde la
anterior actualización, las cuantías de las multas previstas en
la misma, adecuando en consecuencia las cuantías previstas
en el artículo 21 para definir la competencia sancionadora.

Segunda. Cooperación y asistencia a los municipios.

Las Diputaciones Provinciales prestarán a los municipios que
lo precisen cooperación y asistencia de carácter técnico para el
ejercicio de las funciones de inspección y control que le atribuye
la presente Ley y demás normativa de aplicación en la materia,
en los términos previstos en la Ley 11/1987, de 26 de diciembre,
Reguladora de las Relaciones entre la Comunidad Autónoma de
Andalucía y las Diputaciones Provinciales de su territorio.

Asimismo, los municipios podrán solicitar a la Junta de An-
dalucía la colaboración y el apoyo que precisen para la eje-
cución de la presente Ley. A tal efecto, se suscribirán los con-
venios pertinentes entre los municipios y la Administración de
la Comunidad Autónoma.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera. Seguro colectivo de accidentes obligatorio.

1. En tanto no sean dictadas por el Consejo de Gobierno
las oportunas normas reguladoras de las condiciones del se-
guro colectivo de accidentes previsto en el artículo 13 c), para
casos de lesiones y muerte de los espectadores y público
asistentes a espectáculos públicos y actividades recreativas,
las correspondientes empresas estarán obligadas a suscribir
las oportunas pólizas con una cobertura mínima de veinticinco
millones de pesetas (150.000,00 euros), en caso de muerte,
y hasta un tope acumulado de doscientos millones de pesetas
(1.200.000,00 euros) para tal contingencia en el supuesto de
que fuesen dos o más de ellas en un mismo siniestro.

2. El incumplimiento de lo previsto en el número anterior
constituirá infracción administrativa en los términos prevenidos
en el artículo 18.12 de la Ley.

SEVILLA, 26 DE NOVIEMBRE DE 1999 BOPA NÚM. 389 PÁGINA NÚMERO 23.167

  
  



Segunda. Adaptación de recintos, locales, establecimientos
e instalaciones.

1. En el plazo de un año a partir de la entrada en vigor de
la normativa reglamentaria de desarrollo de la presente Ley,
referida específicamente a cada tipo de espectáculo o actividad
recreativa, los titulares de establecimientos públicos portátiles
o no permanentes afectados por la misma deberán proceder
a la adaptación de los mismos de acuerdo con los requisitos
y condiciones técnicas de seguridad, de higiene, sanitarias,
de vibraciones y de nivel de ruidos exigidos en la normativa,
estatal, autonómica o municipal que en ese momento les sea
de aplicación. En aquellos casos en los que no sea posible
culminar la adaptación en dicho periodo, podrá solicitarse, con
justificación suficiente, una ampliación del mismo, pudiendo
acordarse dicha ampliación hasta un máximo de otro año.

A tal fin, deberán acreditar ante la Administración compe-
tente para autorizar cada espectáculo o la actividad recreativa
la efectiva adaptación de los establecimientos públicos portá-
tiles o no permanentes en la forma y plazo que reglamenta-
riamente se establezca por los órganos competentes de la
Administración de la Junta de Andalucía.

2. Los edificios, establecimientos públicos declarados de in-
terés cultural, los que tengan estructura o carácter tradicional y
los situados en edificios incluidos en el Catálogo General del
Patrimonio Histórico Andaluz o sujetos a cualquier tipo de pro-
tección establecida en la legislación del Patrimonio Histórico, en
los que se desarrollen espectáculos o actividades sometidas al
ámbito de aplicación de la presente Ley, tendrán un tratamiento
singularizado por parte de las Administraciones competentes en
cuanto a su adaptación a las medidas técnicas de seguridad, de
accesibilidad y de protección contra incendios exigibles.

A tal fin, por las Administraciones competentes se estable-
cerán, para cada caso, las medidas alternativas que se esti-
men necesarias a fin de suplir y corregir aquellos aspectos
estructurales o técnicos de difícil o imposible adaptación, siem-
pre que sea posible garantizar con el establecimiento de tales
medidas la total seguridad de personas y bienes.

En cualquier caso, cuando los espectáculos y actividades
recreativas se celebren en edificios que formen parte del Patri-
monio Histórico Andaluz, el otorgamiento de las correspondientes
autorizaciones o licencias estará sometido al cumplimiento de
la normativa en la materia y a las condiciones establecidas
en las normas de protección de ese Patrimonio.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA

Única.

1. Quedan derogadas cuantas normas de igual o inferior rango
se opongan o contradigan lo previsto en la presente Ley.

2. En tanto no sean dictadas las específicas normas regla-
mentarias de desarrollo, serán aplicables las normas actual-
mente vigentes en materia de espectáculos públicos y activi-
dades recreativas, con su respectivo rango, en lo que no se
opongan o contradigan a lo previsto en la presente Ley.

DISPOSICIONES FINALES

Primera. Desarrollo normativo.

Se autoriza al Consejo de Gobierno para dictar cuantas
disposiciones sean precisas para el desarrollo y ejecución de
lo previsto en la presente Ley.

Para la elaboración de los proyectos de reglamento dimanan-
tes de la presente Ley se crearán grupos de trabajo específicos,
en los cuales estarán representados los agentes sociales y or-
ganizaciones ciudadanas con intereses en la materia.

Asimismo se autoriza al Consejo de Gobierno para dictar
cuantas disposiciones de carácter reglamentario sean precisas
para la regulación y ordenación administrativa de los espec-
táculos taurinos en el ámbito de la Comunidad Autónoma de
Andalucía.

Segunda. Espectáculos taurinos.

En tanto que por la Comunidad Autónoma de Andalucía
no sea promulgada a nivel autonómico la normativa aplicable
a los espectáculos taurinos, la preparación, organización y
celebración de los mismos, así como su régimen sancionador,
se regirán por lo previsto en su normativa específica, aplicán-
dose ésta en lo que no se oponga o contradiga a las dispo-
siciones de la presente Ley y demás normativa de aplicación
en materia de espectáculos públicos.

Tercera. Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor una vez transcurridos veinte
días desde su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de
Andalucía.

PROYECTO DE LEY DE ESPECTÁCULOS
PÚBLICOS Y ACTIVIDADES RECREATIVAS

DE ANDALUCÍA

Dictamen de la Comisión
5-99/PL-0002697

PRESIDENCIA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

La Comisión de Coordinación y Régimen de las Adminis-
traciones Públicas, en sesión celebrada el día 19 de noviembre
de 1999, ha acordado elevar a la Presidencia del Parlamento
de Andalucía el Dictamen relativo al Proyecto de Ley 5-99/PL-
0002697, de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas
de Andalucía.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 65.1 del
Reglamento de la Cámara, se ordena su publicación en el
Boletín Oficial del Parlamento de Andalucía.

Sevilla, 22 de noviembre de 1999.
P.D. El Letrado Mayor del Parlamento de Andalucía,

José A. Víboras Jiménez.

AL PRESIDENTE DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

La Comisión de Coordinación y Régimen de las Adminis-
traciones Públicas, en sesión celebrada el día 19 de noviembre
de 1999, a la vista del informe emitido por la Ponencia desig-
nada para estudiar el Proyecto de Ley 5-99/PL-0002697, de
Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas de Andalu-
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cía, tiene el honor de elevar a la Presidencia del Parlamento
de Andalucía el siguiente

DICTAMEN

PROYECTO DE LEY DE ESPECTÁCULOS PÚBLICOS Y
ACTIVIDADES RECREATIVAS DE ANDALUC ÍA

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El artículo 13.32 del Estatuto de Autonomía para Andalucía
atribuye a esta Comunidad Autónoma competencias exclusivas
en materia de espectáculos, sin perjuicio de las normas del Es-
tado. Asimismo le atribuye, entre otras, competencia en materia
de régimen local (art. 13.3 EAA), sanidad e higiene (art. 13.21
EAA), deporte y ocio (art. 13.31 EAA), casinos, juegos y apuestas
(art. 13.33 EAA), medio ambiente (art. 15.1.7.ª EAA), defensa del
consumidor y el usuario (art. 18.1.6ª), urbanismo (art. 13.8 EAA),
promoción y ordenación del turismo (art. 13.17 EAA), promoción
y fomento de la cultura en todas sus manifestaciones y expre-
siones (art. 13.26 EAA), promoción de actividades y servicios de
la juventud y la tercera edad (art. 13.30 EAA), publicidad
(art. 13.32 EAA), fomento y planificación de la actividad eco-
nómica (art. 18.1.1ª EAA), industria (art. 18.1.5.ª EAA) y comercio
interior (art. 18.1.6ª EAA).

Traspasados a la Comunidad Autónoma de Andalucía los
servicios y medios que ostentaba la Administración del Estado
en materia de espectáculos públicos y actividades recreativas,
se hace necesario promulgar para el ámbito de nuestra Co-
munidad Autónoma una ley de espectáculos públicos y acti-
vidades recreativas en la que, en función de las específicas
circunstancias de oferta turística y de ocio que concurren en
el caso de Andalucía, se conjuguen de forma clara y precisa
los intereses de los empresarios y organizadores de tales ac-
tividades con los de los consumidores y usuarios de esta Co-
munidad Autónoma. Al mismo tiempo, se hace igualmente
necesario dotar a esta materia de una regulación homogénea
y unitaria, dada su parcial regulación en la Ley Orgánica 1/1992,
de 21 de febrero sobre Protección de la Seguridad Ciudadana,
así como la dispersión de normas reglamentarias de aplicación
carentes, en muchos casos, de la oportuna y preceptiva ha-
bilitación legal.

Para ello, la Administración, tanto autonómica como muni-
cipal, debe de contar con los medios e instrumentos legales
suficientes para lograr el eficaz ejercicio de sus funciones y
competencias en tales materias.

Así, al objeto de garantizar la seguridad y confortabilidad
para los ciudadanos asistentes a los espectáculos o a los
establecimientos dedicados a las actividades recreativas, se
establece en la presente Ley que la ausencia de resolución
administrativa en plazo, en relación con las solicitudes de au-
torizaciones en esta materia, determinará que las mismas pue-
dan entenderse desestimadas a los efectos previstos en la
normativa de aplicación y, esencialmente, en la Ley de Régi-
men Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedi-
miento Administrativo Común; por ello, se establece como
requisito imprescindible para el ejercicio de tales actividades
la previa autorización administrativa.

Con base a los principios recogidos en la Ley de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, en el capítulo I de la presente Ley se
regula el ejercicio de las competencias administrativas que
ostentan en tales materias, de manera concurrente, tanto la

Comunidad Autónoma de Andalucía como los municipios de
la misma.

Uno de los aspectos más importante de los espectáculos
públicos y de las actividades recreativas es el que se refiere
a las condiciones técnicas de los recintos, locales, estableci-
mientos o instalaciones destinados a albergar la realización
y desarrollo de estas actividades. Por ello, en el capítulo II de
esta Ley se recogen los principios básicos que deben presidir
e inspirar tanto la normativa reglamentaria que se dicte en
desarrollo de esta Ley, como la concesión de las autorizacio-
nes administrativas de los recintos, locales, establecimientos
e instalaciones de pública concurrencia, con primacía, en todo
caso, de la exigencia de condiciones técnicas idóneas de se-
guridad y salubridad de éstos, así como la evitación de ruidos
y molestias que puedan originar su desarrollo en aquéllos.

Por otro lado, existe en esta materia otro aspecto jurídico
relevante, concretamente el referido al elemento subjetivo de
la actividad, que dada su especial significación debe encontrar
acomodo en una regulación que garantice, por una parte, la
profesionalidad de los organizadores o empresarios de los
espectáculos públicos y de actividades recreativas y, por otra,
y en íntima conexión con lo anterior, la máxima eficacia de la
respuesta administrativa que, en su caso, deban tener los
abusos respecto de los prevalentes derechos que asisten a
los usuarios y consumidores de tales actividades. Por ello, en
los capítulos III  y IV  de la presente Ley se recogen prima
facie y sin perjuicio de una más detallada regulación regla-
mentaria la regulación del estatuto administrativo de empre-
sarios y organizadores de espectáculos públicos y de activi-
dades recreativas, así como de los espectadores y asistentes,
en sus relaciones, entre sí, y con la Administración, sea mu-
nicipal o autonómica.

Finalmente, la presente Ley contiene en su último capítulo
la regulación de las infracciones y procedimientos a los que
ha de ajustarse el ejercicio de la potestad sancionadora de la
Administración en esta materia, y que, con garantía de los
principios constitucionales de legalidad y tipicidad, califica con
mayor rigor la falta o carencia de las condiciones técnicas de
seguridad de los recintos, locales, establecimientos o instala-
ciones, así como las perturbaciones de la pacífica convivencia
ciudadana frente a otras conductas u omisiones ilegítimas de
relevancia menor. Al propio tiempo, se dota a la Administración
actuante de los suficientes márgenes de maniobra y meca-
nismos legales para atemperar o ponderar el ejercicio de esta
potestad sancionadora, sin olvidar el ocasional endurecimien-
to de las correcciones aplicables a las situaciones de habitual
resistencia al cumplimiento del régimen jurídico de los espec-
táculos públicos y actividades recreativas en Andalucía.

Asimismo, mediante la presente Ley se amplía el marco
competencial de los municipios en materia sancionadora, y
se les dota de los medios jurídicos necesarios para combatir
eficazmente las puntuales situaciones abusivas originadas por
determinados establecimientos públicos respecto de la pací-
fica y tranquila convivencia de los vecinos; por ello, se reco-
noce legalmente la competencia de los municipios para acor-
dar la suspensión y revocación de las autorizaciones o incluso,
en su caso, la clausura de locales y establecimientos públicos
por la comisión de faltas graves.

En cuanto a la protección de los derechos de los menores
de edad, y complementando el régimen sancionador previsto
en la Ley 4/1997, de 9 de julio, de prevención y asistencia en
materia de drogas, se tipifican como infracción grave las ac-
titudes permisivas o negligentes por parte de los titulares o
responsables de establecimientos destinados a la celebración
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de espectáculos públicos o actividades recreativas respecto
del consumo de bebidas alcohólicas o de tabaco por menores
de edad.

CAPÍTULO I
Disposiciones Generales

Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación.

1. La presente Ley tiene por objeto, en el marco de las
competencias de la Comunidad Autónoma de Andalucía, la
regulación de todas las actividades relativas a la organización
y celebración de los espectáculos públicos y actividades re-
creativas, así como la regulación de las condiciones técnicas
y de seguridad que deben reunir los establecimientos públicos
donde aquellos se celebren o realicen.

2. A los efectos de la presente Ley, se entiende por espec-
táculo público toda función o distracción que se ofrezca pú-
blicamente para la diversión o contemplación intelectual y que
se dirija a atraer la atención de los espectadores. Asimismo,
se entenderá por actividad recreativa el conjunto de opera-
ciones desarrolladas por una persona natural o jurídica, o por
un conjunto de personas, tendente a ofrecer y procurar al
público, aislada o simultáneamente con otra actividad distinta,
situaciones de ocio, diversión, esparcimiento o consumición
de bebidas y alimentos. Igualmente, se entenderá por esta-
blecimientos públicos aquellos locales, recintos o instalacio-
nes de pública concurrencia en los que se celebren o practi-
quen espectáculos o actividades recreativas.

3. La presente Ley será de aplicación a los espectáculos
o actividades recreativas que se celebren o practiquen, inde-
pendientemente de su titularidad, en establecimientos públi-
cos, aun cuando estos se encuentren situados en espacios
abiertos, en la vía pública, en zonas marítimo-terrestres o por-
tuarias, o en cualesquiera otras zonas de dominio público.

4. Sin perjuicio del cumplimiento de las normas aplicables
en materia de orden público y de seguridad ciudadana, quedan
excluidas del ámbito de aplicación de la presente Ley, en lo
referente a la preceptiva obtención de las de autorizaciones,
las celebraciones de carácter estrictamente privado o familiar,
así como las que supongan el ejercicio de derechos funda-
mentales en el ámbito laboral, político, religioso, sindical o
docente. No obstante lo anterior, los recintos, locales, esta-
blecimientos o instalaciones donde se realicen estas activida-
des deberán reunir las condiciones de seguridad exigidas en
esta Ley y en las normas que la desarrollen.

Artículo 2. Régimen de las autorizaciones.

1. La celebración o práctica de cualquier espectáculo pú-
blico o actividad recreativa no incluido en el apartado 4 del
artículo anterior que se desarrolle dentro de la Comunidad
Autónoma de Andalucía, incluidas las zonas de dominio pú-
blico, en establecimientos públicos fijos o no permanentes,
requerirá la previa obtención de las licencias y autorizaciones
administrativas previstas en esta Ley y en sus normas de
desarrollo, sin perjuicio de las específicas que requiera el tipo
de actuación.

2. Requerirá la previa autorización del órgano competente
la modificación o alteración sustancial de las condiciones de
seguridad exigibles, así como la modificación de las condicio-
nes de la autorización previstas en el siguiente apartado.

3. Las autorizaciones deberán señalar de forma explícita
a sus titulares el tiempo por el que se conceden, los espec-

táculos públicos o actividades recreativas que mediante las
mismas se permiten, y el establecimiento público en que pue-
den ser celebrados o practicadas, así como el aforo permitido
en cada caso.

4. Las autorizaciones administrativas concedidas para la
celebración de espectáculos o realización de actividades re-
creativas serán transmisibles, previa comunicación al órgano
competente y siempre que se mantenga el cumplimiento de
los demás requisitos exigibles.

5. La autorización concedida para espectáculos o activida-
des recreativas a realizar en acto único se extinguirá automá-
ticamente con la celebración del hecho o actividad autorizada
en las condiciones que reglamentariamente se determinen.

6. Excepto en el supuesto previsto en el apartado anterior,
las autorizaciones administrativas concedidas para la celebración
de espectáculos o realización de actividades recreativas podrán
ser renovadas por sus titulares siempre que reúnan los requisitos
exigibles al tiempo de solicitarse dicha renovación.

7. Todas las autorizaciones municipales y autonómicas de los
establecimientos públicos destinados a la celebración de espec-
táculos o actividades recreativas, tendrán la consideración de
modificables o revocables de conformidad con los cambios de
normativa, de innovaciones tecnológicas o de condiciones téc-
nicas exigibles que en el futuro se pudieran producir y sea exigible
de acuerdo con la correspondiente norma de desarrollo.

8. Reglamentariamente se establecerá el procedimiento ad-
ministrativo para la obtención de las autorizaciones y licencias
previstas en la presente Ley.

9. La celebración de espectáculos o el ejercicio de activi-
dades recreativas sin las pertinentes autorizaciones dará lugar
a su inmediata suspensión, sin perjuicio de la imposición, en
su caso, de las sanciones que fueran procedentes.

10. En todo caso, se entenderán desestimadas las solici-
tudes de autorización cuando hubiese transcurrido el plazo
establecido reglamentariamente para resolver y no hubiese
recaído resolución expresa del órgano competente.

Artículo 3. Prohibición y suspensión de espectáculos públicos
y actividades recreativas.

1. Las autoridades administrativas competentes podrán prohi-
bir y, en caso de estar celebrándose, suspender los espectáculos
públicos y actividades recreativas en los casos siguientes:

a) Cuando por su naturaleza se encuentren prohibidos de
conformidad con la normativa vigente.

b) Cuando se celebren en establecimientos públicos que
no reúnan las condiciones de seguridad exigibles.

c) Cuando carezcan de las licencias o autorizaciones pre-
ceptivas, o se alteren las condiciones y requisitos contenidos
en aquéllas.

d) Cuando con su celebración se derive un riesgo grave o
vejación para los asistentes y espectadores a ellos a tenor de
lo dispuesto en los reglamentos específicos de cada espec-
táculo o actividad recreativa.

e) Cuando con su celebración se atente a los derechos de
las personas reconocidos en el título I de la Constitución Es-
pañola.

f) Cuando con su celebración se atente contra la conser-
vación de espacios protegidos o la de recursos naturales de
especial valor.

2. Los delegados de la autoridad presentes en la celebración
de los espectáculos públicos o en las actividades recreativas
podrán proceder a su suspensión, previo aviso a los organi-
zadores, cuando concurran razones de máxima urgencia apre-
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ciadas por ellos en los supuestos contemplados en el apartado
anterior. Cuando se aprecie peligro inminente, esta medida
podrá adoptarse sin necesidad de previo aviso.

Artículo 4. Multas coercitivas.

1. Para lograr la debida ejecución de los actos dictados por
los órganos competentes en aplicación de la presente Ley, se
podrán imponer multas coercitivas en los términos del artícu-
lo 99 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

2. En todo caso, habrá de concederse un tiempo suficiente
para cumplir lo ordenado, de acuerdo con la naturaleza y fines
del acto, transcurrido el cual se podrá proceder a la imposición
de multas en proporción a la gravedad del incumplimiento.
Estas multas no excederán de 25.000 pesetas (150,25 euros),
si bien se podrá aumentar su importe hasta el 50 por 100 en
caso de reiteración del citado incumplimiento, sin que en nin-
gún caso puedan sobrepasar los límites cuantitativos máximos
establecidos para las sanciones aplicables al caso.

3. De conformidad con el artículo 99.2 de la Ley de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, las multas coercitivas que se impongan
serán independientes de las sanciones pecuniarias que pudieran
imponerse por la comisión de las infracciones tipificadas en
el capítulo V de la presente Ley, siendo compatibles con ellas.

Artículo 5. Competencias de la Administración autonómica.

Sin perjuicio de cualesquiera otras competencias que ten-
gan atribuidas, corresponderá a los órganos de la Adminis-
tración de la Comunidad Autónoma:

1. Aprobar mediante decreto el catálogo de espectáculos,
actividades recreativas y tipos de establecimientos públicos de
la Comunidad Autónoma de Andalucía, especificando las di-
ferentes denominaciones y modalidades que se someterán a
las preceptivas licencias y autorizaciones.

2. La definición de las diversas actividades y diferentes
establecimientos públicos en función de sus reglas esenciales,
condicionamientos y prohibiciones que se considere conve-
niente imponer para la celebración o práctica de los espec-
táculos públicos y actividades recreativas.

3. Dictar las disposiciones necesarias para el desarrollo y
ejecución de las normas reguladoras de las materias objeto
de la presente Ley.

4. Establecer los horarios de apertura y cierre de los esta-
blecimientos públicos sujetos a la Ley o incluidos en el ámbito
de aplicación de la misma.

5. Establecer los requisitos y condiciones reglamentarias
de admisión de las personas en los mencionados estableci-
mientos públicos.

6. Sin perjuicio de las facultades que puedan corresponder
a los municipios respecto de la concesión de licencias de aper-
tura, conceder las autorizaciones de funcionamiento precep-
tivas y necesarias para el desarrollo y explotación de aquellas
actividades recreativas o espectáculos públicos en cuya nor-
mativa específica se exija la concesión previa de las mismas
por la Administración autonómica.

7. Sin perjuicio de las facultades que puedan corresponder
a los municipios, autorizar la celebración de espectáculos públi-
cos o actividades recreativas cuya normativa específica exija
su concesión por la Administración autonómica y, en particular,
los espectáculos taurinos en sus diferentes modalidades, las
actividades y establecimientos destinados al juego y apuestas,

las actividades recreativas cuyo desarrollo discurra por más
de un término municipal, así como aquéllos singulares o ex-
cepcionales que no estén reglamentados o que por sus ca-
racterísticas no pudieran acogerse a los reglamentos dictados
o no estén catalogados.

8. Controlar, en coordinación con los municipios, los as-
pectos administrativos y técnicos de los espectáculos públicos
y actividades recreativas, así como los de las empresas que
los gestionen.

9. Las funciones de policía de espectáculos públicos y ac-
tividades recreativas, sin perjuicio de las que les correspondan
a los municipios, así como la inspección y control de los es-
tablecimientos públicos destinados a la celebración de espec-
táculos y actividades recreativas cuando el otorgamiento de
las autorizaciones sea competencia de la Administración au-
tonómica.

No obstante lo anterior, y sin perjuicio de lo dispuesto en
el artículo 6.8 de la presente Ley, le corresponderá a la Ad-
ministración autonómica la inspección y control de los espec-
táculos o actividades recreativas que se desarrollen en estable-
cimientos públicos de aforo superior a setecientas personas.

10. La prohibición o suspensión de espectáculos públicos
y actividades recreativas, sujetos a autorización autonómica,
en los supuestos previstos en el artículo 3 de la presente Ley.

11. El ejercicio, de forma subsidiaria y de conformidad con
lo dispuesto en el artículo 60 de la Ley 7/1985, de 2 de abril,
reguladora de las Bases de Régimen Local, de las competen-
cias de policía y la actividad inspectora que en esta materia
corresponda a los municipios, que tras haber sido instados
para ello por los órganos competentes de la Consejería de
Gobernación y Justicia no se hayan ejecutado.

12. Dentro del procedimiento administrativo seguido en los
municipios para el otorgamiento de la licencia de apertura de
establecimientos públicos destinados a desarrollar actividades
sometidas a la ulterior obtención de las correspondientes au-
torizaciones autonómicas, emitir informe con carácter vincu-
lante sobre la adecuación de las instalaciones a la naturaleza
de la actividad que se pretende desarrollar en los mismos.

13. Informar preceptivamente los proyectos de disposicio-
nes municipales que incidan en los horarios de apertura y
cierre de los establecimientos públicos sometidos al ámbito
de la presente Ley, en los casos en que el Ayuntamiento sea
competente para regular los mismos.

14. Cualquier otra que le otorguen los específicos regla-
mentos de los espectáculos públicos o de las actividades re-
creativas, de conformidad con la presente Ley.

Artículo 6. Competencias de los municipios.

Corresponde a los municipios:
1. La concesión de las autorizaciones municipales de obra

o urbanísticas y de apertura de cualquier establecimiento pú-
blico que haya de destinarse a la celebración de espectáculos
o a la práctica de actividades recreativas sometidas a la pre-
sente Ley, de conformidad con la normativa aplicable.

2. Autorizar, conforme a lo dispuesto en el artículo 10.2 de
la presente Ley, la instalación de estructuras no permanentes
o desmontables destinadas a la celebración de espectáculos
públicos o al desarrollo de actividades recreativas.

3. La concesión de las autorizaciones de instalación de
atracciones de feria en espacios abiertos, previa comproba-
ción de que las mismas reúnen las condiciones técnicas de
seguridad para las personas, a tenor de la normativa especí-
fica aplicable.
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4. El establecimiento de limitaciones o restricciones en zo-
nas urbanas respecto de la instalación y apertura de los es-
tablecimientos públicos sometidos al ámbito de la presente
Ley, de acuerdo con lo establecido en la misma y en el resto
del ordenamiento jurídico aplicable.

5. La autorización de los establecimientos públicos desti-
nados ocasional y esporádicamente a la celebración de espec-
táculos públicos o al desarrollo de actividades recreativas no
sujetas a autorización autonómica, cuando no disponga de
licencia de apertura adecuada a dichos eventos o se pretenda
su celebración y desarrollo en vías públicas o zonas de do-
minio público.

6. La prohibición o suspensión de espectáculos públicos o
actividades recreativas, no sujetos a autorización autonómica,
en los supuestos previstos en el artículo 3 de la presente Ley.

7. Establecer con carácter excepcional u ocasional horarios
especiales de apertura y cierre de establecimientos dedicados
a espectáculos públicos o a actividades recreativas dentro del
término municipal y de acuerdo con los requisitos y bajo las
condiciones que reglamentariamente se determinen.

8. Las funciones ordinarias de policía de espectáculos públicos
y actividades recreativas que competan a los municipios, sin
perjuicio de las que correspondan a la Administración auto-
nómica, así como la inspección y control de los establecimien-
tos públicos destinados a la celebración de espectáculos y
actividades recreativas cuando el otorgamiento de las autori-
zaciones sea competencia de la Administración municipal.

No obstante lo anterior, los órganos de la Administración
de la Junta de Andalucía podrán suplir la actividad inspectora
de los municipios cuando éstos se inhibiesen.

9. Cualquier otra que le otorguen los específicos reglamen-
tos de los espectáculos públicos o de las actividades recrea-
tivas, de conformidad con la presente Ley.

Artículo 7. Obligaciones especiales y derecho de admisión.

1. Respecto de determinados tipos de espectáculos públi-
cos o actividades recreativas, podrá establecerse reglamen-
tariamente que las empresas, de conformidad con la normativa
aplicable a los vigilantes de seguridad y agentes autorizados,
dispongan de servicio de vigilancia o de especiales medidas
de seguridad al objeto de mantener el buen orden en el de-
sarrollo del espectáculo o de la actividad recreativa de que se
trate. A tales efectos, los municipios podrán desarrollar los
reglamentos dictados por la Administración de la Junta de
Andalucía.

2. Sin perjuicio de las específicas condiciones establecidas
en la normativa reguladora de los juegos y apuestas, se podrán
establecer por los titulares de establecimientos públicos condi-
ciones objetivas de admisión. Estas condiciones, que deberán
ser aprobadas expresamente por los órganos de la Adminis-
tración competentes para otorgar las preceptivas autorizacio-
nes o licencias, en ningún caso podrán ser contrarias a los
derechos reconocidos en la Constitución Española, suponer
un trato discriminatorio o arbitrario para los usuarios o colo-
carlos en situaciones de inferioridad, indefensión o agravio
comparativo con otros asistentes o espectadores.

A tal fin, las condiciones de admisión deberán figurar de-
bidamente visadas y aprobadas, de forma fácilmente legible,
en lugar visible a la entrada y, en su caso, en las taquillas y
en todos los puntos de venta de entradas o localidades de los
referidos establecimientos públicos. También deberán figurar
las condiciones de admisión, de forma fácilmente legible, en
la publicidad o propaganda del espectáculo o actividad re-

creativa de que se trate, así como en las localidades o entradas
del mismo.

Artículo 8. Relaciones entre Administraciones Públicas.

1. La Administración de la Junta de Andalucía y los muni-
cipios, en el ejercicio de sus propias competencias y de con-
formidad con lo previsto en la legislación vigente, se facilitarán
la información que precisen en materia de espectáculos pú-
blicos y actividades recreativas y se prestarán recíprocamente
la cooperación y asistencia activas que pudieran recabarse entre
sí para el eficaz ejercicio de aquéllas sobre tales materias.

2. En el marco de sus respectivas competencias y de acuer-
do con los principios de eficacia, coordinación y participación,
los órganos competentes de la Administración de la Junta de
Andalucía y de los municipios velarán por la observancia de
la normativa de espectáculos públicos y actividades recreati-
vas a través de las siguientes funciones:

a) Inspección de los establecimientos públicos.
b) Control de la celebración de los espectáculos y activi-

dades recreativas y, en su caso, prohibición y suspensión de
los mismos.

c) Sanción de las infracciones tipificadas en la presente Ley.

CAPÍTULO II
De los establecimientos públicos

Artículo 9. Autorización.

1. Los espectáculos públicos y las actividades recreativas
sólo podrán practicarse y celebrarse en los establecimientos
públicos que, reuniendo los requisitos exigidos tanto en la
presente norma legal como en las disposiciones reglamenta-
rias que la desarrollen, se encuentren autorizados para ello.

2. Los establecimientos públicos en los que se practiquen
o celebren espectáculos públicos o actividades recreativas
deberán cumplir las condiciones y requisitos que se establez-
can en la presente Ley y en las correspondientes disposiciones
reglamentarias.

3. En los casos en que por modificación de la normativa
aplicable a los establecimientos públicos sujetos al ámbito de
la presente Ley se establecieran condiciones técnicas de se-
guridad distintas a aquellas en virtud de las cuales se conce-
dieron las oportunas licencias de apertura, deberá establecer-
se en la nueva norma el plazo del que dispondrán sus titulares
para realizar las correspondientes adaptaciones técnicas.

En el supuesto de que las innovaciones tecnológicas exi-
gieran cambios en los establecimientos públicos, se actuará
de acuerdo con lo previsto en este apartado.

4. En la autorización deberá constar los tipos de espec-
táculos o las actividades recreativas a la que se vaya a des-
tinar, de acuerdo con las definiciones o modalidades conteni-
das en el catálogo de espectáculos públicos y actividades
recreativas de esta Comunidad Autónoma.

5. Igualmente estarán sujetos a la obtención de la corres-
pondiente autorización municipal o autonómica, conforme a
lo dispuesto en los artículos 5 y 6, aquellos establecimientos
públicos que, pese a encontrarse autorizados, se vayan a des-
tinar ocasional o definitivamente a otra modalidad distinta de
aquella para la que originariamente lo fueron.

6. Reglamentariamente se establecerá el procedimiento de
obtención de las preceptivas autorizaciones a que se refiere
el presente artículo.
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Artículo 10. Condiciones de los establecimientos.

1. Todos los establecimientos públicos que se destinen a
la celebración de espectáculos públicos o actividades recrea-
tivas deberán reunir las condiciones técnicas de seguridad,
de higiene, sanitarias, de accesibilidad y confortabilidad, de
vibraciones y de nivel de ruidos que reglamentariamente se
determinen en las normas específicas de cada actividad, en
las Normas Básicas de Edificación y Protección contra Incendios
en los Edificios y demás normativa aplicable en materia de
protección del medio ambiente y de accesibilidad de edificios.

2. Cuando para la celebración de un espectáculo o para el
desarrollo de una actividad recreativa se utilizasen estructuras
no permanentes o desmontables, éstas deberán reunir igual-
mente las necesarias condiciones técnicas que garanticen la
seguridad, higiene, accesibilidad y confortabilidad para las per-
sonas, y ajustarse, de acuerdo con el apartado anterior, a las
disposiciones establecidas sobre condiciones de protección
contra incendios en los edificios.

Si dichas estructuras se ubican en zonas o parajes natu-
rales, los organizadores estarán obligados a dejarlo, una vez
desmontadas, en similares condiciones a las previamente exis-
tentes a su montaje.

3. En ningún caso se podrá otorgar la licencia de apertura
o autorización para celebrar un espectáculo o realizar una
actividad recreativa en tanto no se haya comprobado por la
Administración competente que el establecimiento público cum-
ple y reúne todas las condiciones técnicas exigibles de acuerdo
con la normativa vigente que resulte de aplicación, estando
obligado el titular de la actividad, o en su caso el organizador
del espectáculo, al mantenimiento y observancia permanente
de las condiciones técnicas en virtud de las cuales se concedió
la autorización.

4. La inactividad o cierre, por cualquier causa, de un esta-
blecimiento público durante más de seis meses determinará
la suspensión de la vigencia de la licencia de apertura, hasta
la comprobación administrativa de que el local cumple las con-
diciones exigibles.

Artículo 11. Inspección y control.

1. De acuerdo con los principios recogidos en el artículo 8, la
inspección de los establecimientos públicos destinados a la ce-
lebración de espectáculos públicos y actividades recreativas, así
como el control del desarrollo de tales actividades, se ejercerá
por la Administración competente dentro de su ámbito de ac-
tuación, llevándose a efecto, según los casos, por los miem-
bros de la Policía Local, por los de la unidad adscrita de la
Policía Nacional a la Junta de Andalucía y por los miembros
de la Inspección del Juego y de Espectáculos Públicos.

Asimismo, por las Administraciones competentes en la ma-
teria se podrán habilitar a otros funcionarios o empleados pú-
blicos, con la especialización técnica requerida en cada caso,
para llevar a efecto determinadas inspecciones de los esta-
blecimientos públicos sujetos a la presente Ley, teniendo en
tales casos la consideración de agentes de la autoridad.

Sin perjuicio de lo anterior, por la Administración compe-
tente se podrán arbitrar mecanismos de colaboración técnica
de personas o entidades privadas para que les asistan en las
referidas inspecciones.

2. Las Administraciones competentes en esta materia, a
través de los miembros actuantes en la inspección reseñados
en el apartado anterior, podrán acceder en todo momento a los
establecimientos públicos sometidos al ámbito de la presente

Ley, adoptando cuantas medidas sean precisas para el ade-
cuado cumplimiento de sus funciones, entre ellas, la de re-
querir a sus titulares, así como a los organizadores de los
espectáculos públicos y actividades recreativas, la presenta-
ción de cuanta documentación resulte exigible para acreditar
la regularidad de las condiciones y requisitos de los estable-
cimientos públicos, así como de los espectáculos y actividades
que se desarrollen en los mismos.

Cuando se considere necesario podrá, motivadamente, re-
querirse la comparecencia de los interesados en la sede de la
inspección, al objeto de practicar las diligencias que se determi-
nen en la correspondiente citación.

3. El resultado de la inspección deberá consignarse en acta,
de la que se entregará copia al interesado. En ella, el interesado
podrá hacer constar su disconformidad con los datos y circuns-
tancias contenidas en la misma. Dicha acta se remitirá al órgano
administrativo competente a los efectos que procedan.

CAPÍTULO III
De los organizadores de espectáculos públicos y actividades

recreativas

Artículo 12. Concepto.

1. Los espectáculos públicos o actividades recreativas, cual-
quiera que sea su duración, sólo podrán ser organizados y ex-
plotados por empresas inscritas con fines informativos y de iden-
tificación en el registro administrativo a que se refiere el artículo
siguiente.

2. A los efectos de esta Ley se considerarán empresas las
personas físicas o jurídicas promotoras que de forma habitual
u ocasional organicen espectáculos o actividades recreativas
asumiendo, frente a la Administración y frente al público, las
responsabilidades y obligaciones inherentes a la organización
y celebración previstas en esta Ley y en las correspondientes
disposiciones reglamentarias.

No obstante lo anterior, reglamentariamente se determina-
rán las condiciones, garantías o fianzas y requisitos que han
de cumplirse y prestarse en los espectáculos públicos y acti-
vidades recreativas que, ya sea de forma habitual u ocasional,
sean organizados por personas físicas o jurídicas.

Artículo 12 bis.  Registro de Empresas y Organizadores de
Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas de Andalucía.

1. La Junta de Andalucía dispondrá de un Registro de Em-
presas y Organizadores de Espectáculos Públicos y Activida-
des Recreativas, adscrito a la Consejería competente por ra-
zón de la materia, cuyas características y funcionamiento se
determinarán reglamentariamente.

2. El Registro será público. Cualquier persona interesada
podrá obtener certificación gratuita de los datos inscritos.

Artículo 13. Obligaciones de las empresas, cargos directivos
y empleados.

Los titulares de las empresas, sus cargos directivos y, en
su caso, los empleados de aquéllas estarán obligados, con
ocasión y consecuencia de la organización y celebración de
espectáculos o actividades recreativas:

a) A adoptar y a mantener íntegramente todas aquellas con-
diciones técnicas de seguridad, higiene, sanitarias y de nivel
de ruidos que se establezcan con carácter general o sean
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fijadas específicamente en las correspondientes autorizacio-
nes municipales y, en su caso, autonómicas.

b) A permitir y facilitar las inspecciones que sean efectuadas
por los agentes o funcionarios habilitados para tal fin, a los efectos
de la comprobación de la correcta observancia y mantenimiento
de las condiciones técnicas y legales, en virtud de las cuales se
solicitaron o concedieron las preceptivas autorizaciones.

c) A responder, en la forma establecida en la normativa de
aplicación, de los daños o perjuicios que se produzcan como
consecuencia de la celebración y organización del espectáculo
o actividad recreativa. A tales efectos, las empresas estarán
obligadas a concertar el oportuno contrato de seguro colectivo
de accidentes en los términos que reglamentariamente se de-
terminen.

d) A mantener y a ofrecer los espectáculos o actividades
recreativas anunciadas al público, salvo en aquellos casos
justificados que impidan la celebración y desarrollo de los mis-
mos, sin perjuicio de lo previsto en la normativa de aplicación
a cada espectáculo o actividad recreativa.

e) A devolver las cantidades pagadas por los espectadores
o asistentes, en los casos de modificación o suspensión del
espectáculo o actividad recreativa anunciada, a tenor de las
condiciones y requisitos que reglamentariamente se establez-
can, sin perjuicio de lo previsto en la normativa de aplicación
a cada espectáculo o actividad recreativa.

f) A evitar la producción de ruidos y molestias del estableci-
miento público con ocasión de la celebración de espectáculos
públicos o desarrollo de actividades recreativas.

g) A guardar, en todo momento, el debido respeto y con-
sideración al público asistente.

h) A disponer para los usuarios de los libros y hojas de quejas
y reclamaciones, de acuerdo con los requisitos y en las condi-
ciones exigibles en la normativa de aplicación en materia de
defensa de los consumidores y usuarios y a anunciar mediante
los carteles previstos su disponibilidad para el usuario.

i) A cumplir las prevenciones que se establezcan respecto
de la adecuada conservación de los espacios naturales pro-
tegidos que puedan verse afectados por los espectáculos pú-
blicos o actividades recreativas, así como en la restante nor-
mativa en materia de protección del medio ambiente.

j) A la adecuación en los establecimientos públicos de ac-
cesos y zonas para personas discapacitadas, de acuerdo con
la normativa vigente.

k) A cumplir todas aquellas obligaciones que, además de
las reseñadas en los apartados anteriores y en la normativa
general de aplicación, impongan las correspondientes dispo-
siciones reglamentarias.

CAPÍTULO IV
De los espectadores y asistentes a los espectáculos públicos y

actividades recreativas

Artículo 14. Derechos de los espectadores y asistentes.

Además de los que tengan reconocidos en la correspondiente
normativa, especialmente en materia de defensa de los consu-
midores y usuarios, los espectadores y asistentes a los espec-
táculos públicos y actividades recreativas tendrán los siguientes
derechos:

a) A que el espectáculo o la actividad recreativa se desarrolle,
se ofrezca y se reciba por los asistentes en las condiciones y en
la forma en que se hayan anunciado por la empresa.

b) A la devolución, en los términos que reglamentariamente
se determinen, de las cantidades satisfechas por la localidad
o billete y, en su caso, de la parte proporcional del abono,
cuando el espectáculo sea suspendido o sea modificado en
sus aspectos esenciales, todo ello sin perjuicio de las recla-
maciones que, conforme a la legislación civil o mercantil, pu-
dieran plantear.

c) A que se les facilite y a utilizar los impresos oficiales de
quejas y reclamaciones, de acuerdo con los requisitos y en
las condiciones exigibles en la normativa de aplicación en
materia de defensa de los consumidores y usuarios.

d) A recibir un trato respetuoso y no discriminatorio por
motivo alguno.

e) A ser admitido en el establecimiento público en las mis-
mas condiciones objetivas que cualquier otro usuario, siempre
que la capacidad del aforo lo permita y no concurra alguna
de las causas de exclusión por razones de seguridad o alte-
ración del orden que reglamentariamente se determinen.

Artículo 15. Obligaciones de los espectadores y asistentes.

Los espectadores y asistentes tendrán las siguientes obli-
gaciones:

a) Ocupar sus localidades o permanecer en las zonas que
señale en cada caso la empresa para el público, sin invadir
las zonas destinadas a otros fines.

b) Cumplir los requisitos y condiciones de seguridad y de
respeto a los demás espectadores y asistentes, actuantes y em-
pleados que establezca la empresa organizadora del espec-
táculo o titular de la actividad recreativa.

c) Seguir las instrucciones que impartan en su caso los
empleados o el personal de vigilancia en el interior del esta-
blecimiento público, tendentes al cumplimiento de los requisi-
tos, condiciones de seguridad y respeto a los demás espec-
tadores y asistentes establecidos por la empresa.

Artículo 16. De las prohibiciones a los espectadores y asistentes.

Los espectadores y asistentes no podrán:
a) Fumar en los locales cerrados, excepto en las zonas de

éstos en que por la empresa se autorice y señale mediante
carteles visibles.

b) Portar armas u objetos peligrosos, así como aquellos
otros objetos prohibidos, bien con carácter general o para ca-
sos particulares, por la Administración competente en materia
de orden público.

c) Adoptar cualquier conducta que pueda producir peligro
o molestias a otras personas o que dificulte el normal desarro-
llo del espectáculo o actividad.

d) Exhibir prendas, símbolos u objetos que inciten a realizar
actividades contrarias a los derechos fundamentales recono-
cidos en la Constitución y, en especial, a la violencia, xenofobia
o, en general, a la discriminación.

e) Acceder a los escenarios, terrenos de juego o lugares
de actuación durante la celebración del espectáculo.

CAPÍTULO V
Del régimen sancionador

Artículo 17. Concepto y clasificación de las infracciones.

1. Son infracciones administrativas en materia de espec-
táculos públicos y actividades recreativas las acciones u omi-
siones tipificadas en la presente Ley. Las disposiciones regla-
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mentarias de desarrollo podrán introducir especificaciones de
las citadas infracciones en los términos previstos en el artícu-
lo 129.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común.

2. Las infracciones administrativas previstas en la presente
Ley y en sus disposiciones reglamentarias de desarrollo se
clasifican en muy graves, graves y leves.

Artículo 18. Infracciones muy graves.

Se consideran infracciones muy graves:
1. La apertura o funcionamiento de establecimientos públicos

fijos o no permanentes, destinados a la celebración de espec-
táculos o actividades recreativas, careciendo de las corres-
pondientes licencias o autorizaciones, cuando se produzcan
situaciones de grave riesgo para los bienes o para la seguridad
e integridad física de las personas.

2. La dedicación de los establecimientos públicos a la ce-
lebración de espectáculos públicos o actividades recreativas
distintos de aquellos para los que estuvieren autorizados, así
como excederse en el ejercicio de tales actividades, de las
limitaciones fijadas en las correspondientes autorizaciones,
cuando se produzca situación de grave riesgo para los bienes
o para la seguridad e integridad física de las personas.

3. La celebración o realización de espectáculos públicos o
actividades recreativas sin la preceptiva autorización adminis-
trativa municipal o autonómica y con ello se produzcan situa-
ciones de grave riesgo para los bienes o para la seguridad e
integridad física de las personas.

4. La modificación de las condiciones técnicas de los es-
tablecimientos públicos, sin haberse obtenido previamente la
correspondiente autorización administrativa, siempre que ta-
les modificaciones creen situaciones de grave riesgo para la
seguridad e integridad física de las personas o bienes.

5. La celebración de un espectáculo o ejercicio de una acti-
vidad recreativa quebrantando la suspensión o prohibición pre-
viamente decretada por la autoridad competente.

6. Omisión sustancial de las medidas de seguridad estable-
cidas en la normativa vigente y, en su caso, en las autorizaciones
municipales o autonómicas correspondientes, así como el mal
estado de los establecimientos públicos que disminuya grave-
mente el grado de seguridad exigible para las personas o bienes.

7. El incumplimiento de las medidas de evacuación de las
personas en los establecimientos públicos que disminuyan
gravemente el grado de seguridad exigible para las personas
o bienes.

8. La admisión de público en número superior al determi-
nado como aforo de establecimientos públicos, de forma que
se vean disminuidas las condiciones de seguridad exigible
para las personas o bienes.

9. Celebrar o realizar espectáculos públicos o actividades
recreativas durante el período de inhabilitación para los mis-
mos o de suspensión de las correspondientes autorizaciones.

10. La negativa a permitir el acceso de los agentes de la
autoridad, o de los funcionarios habilitados a tal efecto, en el
ejercicio de las funciones de vigilancia y control, así como,
permitido el acceso, impedir u obstaculizar gravemente las
funciones de inspección.

11. Obtener las correspondientes licencias de apertura o
autorizaciones mediante la aportación de datos o documentos
no conformes con la realidad.

12. La carencia o falta de vigencia del contrato de seguro colectivo
de accidentes, en los términos normativamente exigidos.

13. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 16 b), la
utilización de cualquier tipo de armas fuera de las ocasiones
prevenidas o sin las precauciones necesarias.

14. Permitir el acceso a los establecimientos públicos des-
tinados a espectáculos públicos o actividades recreativas de
personas que exhiban prendas, símbolos u objetos que inciten
a realizar actividades contrarias a los derechos fundamentales
reconocidos en la Constitución y, en especial, a la violencia,
xenofobia o, en general, a la discriminación.

15. La reiteración o reincidencia en la comisión de faltas
graves en el plazo de un año.

Artículo 19. Infracciones graves.

Son infracciones graves las siguientes acciones u omisiones:
1. La realización de las acciones u omisiones descritas en

los números 1, 2, 3 y 4 del artículo anterior, sin que se pro-
duzcan situaciones de grave riesgo para personas o bienes.

2. La omisión de las medidas de higiene y sanitarias exi-
gibles o el mal estado de las instalaciones, que incidan de
forma negativa en las condiciones de salubridad del estable-
cimiento público, y produzcan riesgos para la salud de los
espectadores y asistentes.

3. El cumplimiento defectuoso o parcial o el mantenimiento
inadecuado, bien de las condiciones de seguridad y salubridad
que sirvieron de base para la concesión de la licencia o, en
su caso, autorización autonómica, bien de las medidas correc-
toras que se fijen con ocasión de las intervenciones adminis-
trativas de control e inspección que a tal efecto se realicen.

4. El arrendamiento o cesión de establecimientos públicos
para la celebración de espectáculos o actividades recreativas
a sabiendas o con ocultación de que no reúnen las medidas
de seguridad exigidas por la normativa vigente.

5. Permitir el consumo de bebidas alcohólicas o de tabaco
a menores de edad en los establecimientos públicos someti-
dos al ámbito de aplicación de esta Ley, así como permitir, de
forma general, la venta y consumo de bebidas alcohólicas a
cualquier persona en espectáculos públicos o actividades re-
creativas que, de manera específica, lo prohíban en sus re-
glamentos particulares.

6. Fumar o tolerar fumar en los lugares donde estuviere
prohibido dentro de los establecimientos públicos dedicados
a la celebración de espectáculos o a la realización de activi-
dades recreativas.

7. La realización de actividades de publicidad de los espec-
táculos públicos o actividades recreativas que resulten falsas
o engañosas, de modo que puedan inducir a confusión al
público sobre su contenido o carácter.

8. La modificación sustancial no autorizada del contenido
de los espectáculos respecto de lo previsto en las autoriza-
ciones municipales o autonómicas del mismo o lo anunciado
al público.

9. La utilización de las condiciones de admisión de forma
discriminatoria, arbitraria o con infracción de las disposiciones
que lo regulan, por parte de los titulares o empleados de los
establecimientos destinados a espectáculos públicos o activi-
dades recreativas.

10. La reventa no autorizada o venta ambulante de billetes
y localidades, o la percepción de sobreprecios superiores a
los autorizados, así como el favorecimiento de tales situacio-
nes ilícitas por el empresario u organizador del espectáculo
o actividad recreativa.

11. El incumplimiento de la obligación, cuando así esté es-
tablecido, de dar publicidad a la calificación por edades de los
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programas de los espectáculos públicos y actividades recrea-
tivas que se organicen, incluyendo los avances que de los
mismos se puedan exhibir, así como permitir la entrada o per-
manencia de menores en espectáculos públicos y actividades
recreativas en los que esté prohibido.

12. La falta de dotación o inexistencia de las medidas sa-
nitarias previstas en las normativas aplicables a cada actividad
recreativa o espectáculo público.

13. Carecer de impresos oficiales de quejas y reclamacio-
nes, de acuerdo con los requisitos y en las condiciones exi-
gibles en la normativa de aplicación en materia de defensa
de los consumidores y usuarios, así como la negativa a facilitar
su utilización a los espectadores, concurrentes o usuarios.

14. La suspensión del espectáculo o actividad recreativa
anunciados al público salvo en casos justificados que impidan
su celebración o desarrollo.

15. La negativa de los artistas o ejecutantes a actuar sin
causa justificada que lo motive, así como la actuación al mar-
gen de las normas, programas o guiones, establecidos con
entidad bastante para desnaturalizar el espectáculo.

16. La instalación, dentro de los establecimientos destinados
a espectáculos públicos y actividades recreativas, de puestos de
venta, máquinas recreativas u otras actividades sin obtener,
cuando sea preceptiva, la previa autorización municipal o au-
tonómica, o cuando, habiéndose obtenido, la instalación o el
desarrollo de tales actividades se realice al margen de los
requisitos y condiciones establecidos en la normativa de apli-
cación o en las correspondientes autorizaciones.

17. La no aportación de los datos o las alteraciones de
éstos que reglamentariamente se determinen, en relación con
la inscripción en el registro administrativo correspondiente.

18. La alteración del orden en el establecimiento público,
o en sus accesos, durante la celebración del espectáculo o
actividad recreativa, y las conductas, o permisividad de éstas,
que directa o indirectamente provoquen aquella.

19. El incumplimiento de los horarios permitidos de apertura
y cierre de establecimientos públicos destinados a espectáculos
públicos o a actividades recreativas.

20. La celebración de espectáculos o actividades recreati-
vas sin la previa presentación de los carteles o programas
cuando sea necesaria.

21. Permitir de forma consciente por parte del organizador,
empresario o personal a su servicio, el acceso de personas
que porten armas u otra clase de objetos que puedan usarse
como tales por parte de los asistentes o espectadores dentro
de los establecimientos públicos, así como su posesión por
parte de éstos en los precitados establecimientos pese a la
prohibición establecida en el artículo 16 b).

22. Explosionar petardos o cohetes, prender antorchas u
otros elementos similares, fuera de las ocasiones prevenidas
o sin las precauciones necesarias establecidas en la normativa
de aplicación a tales elementos.

23. La reiteración o reincidencia en la comisión de faltas
leves en el plazo de un año.

Artículo 20. Infracciones leves.

Constituirán infracciones leves:
1. La falta de limpieza o higiene en aseos, servicios y res-

tantes zonas del establecimiento público autorizado para la
celebración de espectáculos públicos y actividades recreativas
cuando no suponga riesgo para la salud de los usuarios.

2. La falta de respeto a los espectadores, asistentes o usua-
rios por parte de los actuantes o empleados de los espec-

táculos públicos y actividades recreativas, así como la de aque-
llos sobre estos últimos.

3. El acceso de público a los escenarios, terrenos de juego
o lugares de actuación durante la celebración del espectáculo,
salvo cuando ello se derive de la naturaleza de la actividad o
espectáculo.

4. El mal estado de los establecimientos públicos que pro-
duzcan incomodidad manifiesta a los asistentes o espectado-
res, siempre que no disminuya gravemente el grado de segu-
ridad exigible o incida de forma negativa en las condiciones
de salubridad de aquéllos.

5. Las acciones u omisiones tipificadas como infracciones
graves cuando por su escasa significación, trascendencia o per-
juicio ocasionado a terceros no debe ser calificada como tales.

6. Cualquier incumplimiento a lo establecido en la presente
Ley y a las prevenciones reglamentarias a las que se remite, en
relación con la exigencia de la realización de determinadas ac-
tuaciones ante la Administración competente, plazos, condicio-
nes o requisitos para el desarrollo de la actividad o del espec-
táculo, no tipificados como infracciones muy graves o graves.

7. No encontrarse en el establecimiento público del docu-
mento acreditativo de la licencia municipal de apertura y, en
su caso, la autorización de funcionamiento de la actividad o
del espectáculo.

8. No exponer en lugares visibles desde el exterior, así
como en el billete de entrada o localidad, los folletos o propa-
ganda de los establecimientos destinados a la celebración de
espectáculos públicos y actividades recreativas, cuando así
fuese exigible, la expresión “Prohibida la entrada a menores
de edad”.

Artículo 21. Sanciones.

1. Las infracciones tipificadas en la presente Ley podrán
ser corregidas por los órganos competentes con las sanciones
siguientes:

a) Multa de cinco millones una pesetas (30.050,61 euros)
a cien millones de pesetas (601.012,10 euros) para las infrac-
ciones muy graves.

b) De cincuenta mil una pesetas (300,51 euros) a cinco
millones de pesetas (30.050,61 euros), para infracciones graves.

c) Apercibimiento o multa de hasta cincuenta mil pesetas
(300,51 euros), para infracciones leves.

2. De conformidad con lo previsto en el artículo 131.2 de
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, la multa a imponer podrá ser incrementada en
la cuantía del beneficio obtenido mediante la realización de
la acción u omisión tipificada como infracción.

3. Si la infracción está tipificada como muy grave y los
responsables hubieran sido sancionados mediante resolución
firme en vía administrativa por la comisión de dos infracciones
de idéntica tipificación dentro del plazo de un año, o la infrac-
ción cause un perjuicio a más de mil personas, la multa que
se imponga podrá ser superior a cien millones de pesetas
(601.012,10 euros) hasta el límite de ciento cincuenta millones
(901.518,16 euros), sin perjuicio de la clausura del estableci-
miento y la revocación de la autorización autonómica o auto-
rización municipal, según los casos.

Artículo 22. Sanciones accesorias.

1. Sin perjuicio de las sanciones pecuniarias previstas en
el artículo anterior, la corrección de las infracciones tipificadas
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en la presente Ley podrá llevar aparejada las siguientes san-
ciones accesorias:

a) Incautación de los instrumentos o efectos utilizados para
la comisión de las infracciones.

b) Suspensión de las licencias de apertura, autorizaciones
municipales o autorizaciones autonómicas desde dos años y
un día a cinco años, para infracciones muy graves, y hasta
dos años, para infracciones graves.

c) Clausura de los establecimientos públicos dedicados a
espectáculos públicos o a actividades recreativas desde dos
años y un día a cinco años, para las infracciones muy graves,
y hasta dos años para las infracciones graves.

d) Inhabilitación para realizar la misma actividad desde un
año y un día a tres años, para las infracciones muy graves, y
hasta un año para las infracciones graves.

e) Revocación de las autorizaciones.

2. Decretada la clausura de un establecimiento dedicado
a espectáculos públicos o a actividades recreativas, única-
mente procederá la interrupción de la ejecución de dicha san-
ción cuando, previa autorización administrativa otorgada a so-
licitud del propietario, se acredite que en los mismos se va a
desarrollar una actividad económica distinta de las que son
objeto de la presente Ley. En tal supuesto, el tiempo durante
el cual se desarrolle la mencionada actividad no será compu-
tado a los efectos del cumplimiento de la sanción.

3. En los casos de reincidencia que afecten de forma grave
a la seguridad de las personas o bienes, condiciones de salu-
bridad del establecimiento público, o denoten reincidencia en el
incumplimiento de los horarios de apertura y cierre de aquéllos,
la suspensión y clausura a que se refieren las letras b) y c)
del número 1 del presente artículo podrán ser de cinco años
y un día a diez años por infracciones muy graves y hasta cinco
años por infracciones graves.

Artículo 23. Personas responsables de las infracciones.

1. Serán responsables de las infracciones tipificadas en la
presente Ley, atendiendo a cada caso, los que realicen las
acciones y omisiones tipificadas como infracción en la misma.
En particular, los artistas, ejecutantes o intervinientes en el espec-
táculo o actividad recreativa, los espectadores y asistentes
como público, los empleados, revendedores de localidades y
la persona física o jurídica titular de las empresas y actividades
mencionadas.

2. No obstante lo anterior, el titular de la empresa o actividad
será responsable administrativamente de las infracciones co-
metidas por los empleados o por las terceras personas que,
sin estar vinculadas laboralmente a la misma, realicen pres-
taciones de índole mercantil comprendidas en los servicios
contratados con ella por haberse establecido así en los con-
tratos que suscriban o en virtud de lo dispuesto en la normativa
de aplicación.

La responsabilidad administrativa se exigirá al titular de la
empresa o actividad, sin perjuicio de que éste pueda deducir
las acciones que resulten procedentes contra las personas a
las que sean materialmente imputables las infracciones para
resarcimiento del importe a que fueron condenadas, y sin per-
juicio también de las sanciones accesorias que puedan impo-
nerse a tales personas.

3. Cuando el cumplimiento de las obligaciones previstas
en esta Ley corresponda a varias personas conjuntamente,
responderán de forma solidaria de las infracciones que, en su
caso, se cometan y de las sanciones que se impongan. Asi-
mismo serán responsables subsidiarios de las sanciones im-

puestas a las personas jurídicas, que hayan cesado en sus
actividades, los administradores de las mismas.

Artículo 24. Reincidencia y reiteración.

1. A los efectos de la presente Ley se considerará que existe
reiteración en los casos de comisión de más de una infracción
de distinta naturaleza en el término de un año cuando así
haya sido declarado por resolución firme.

2. Se entenderá que existe reincidencia en los casos de
comisión de más de una infracción de la misma naturaleza
en el término de un año cuando así haya sido declarado por
resolución firme.

Artículo 25. Criterios para la imposición de sanciones.

1. Las sanciones se graduarán atendiendo a las circunstancias
de la infracción, a la gravedad, a su trascendencia, a la ca-
pacidad económica del infractor, a la intencionalidad, a la rei-
teración, a los daños y a los beneficios ilícitamente obtenidos.

2. Si los referidos daños o beneficios fueren de poca enti-
dad, la sanción podrá imponerse dentro de la escala inmedia-
tamente inferior, siempre que no concurran en su comisión la
reiteración del infractor, la producción de daños y perjuicios a
terceros ni afecten a la seguridad de las personas. La toma
en consideración de estas circunstancias sólo procederá si,
previamente, no han sido tenidas en cuenta para determinar
la infracción sancionable.

3. Cuando los responsables de las infracciones hayan sido
sancionados mediante resolución firme en vía administrativa
por las mismas infracciones tipificadas en los artículos 19 y 20,
y la comisión de las dos infracciones se haya producido dentro
del plazo de un año, o los posibles perjudicados fuesen más de
mil personas, la multa a imponer podrá ser la correspondiente a
la escala inmediatamente superior a la que inicialmente corres-
pondería a la infracción cometida. La toma en consideración
de esta circunstancia sólo procederá si, previamente, no ha sido
tenida en cuenta para determinar la infracción sancionable.

Igualmente será de aplicación lo dispuesto en el párrafo
anterior, aun cuando las infracciones cometidas, dentro del
plazo de un año, no se hallen tipificadas en el mismo apartado
de los artículos 19 ó 20, si el número de éstas constatan su
habitualidad en el responsable.

Artículo 26. Responsabilidad derivada de la infracción.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 130.2 de la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, las responsabilidades admi-
nistrativas que se deriven del procedimiento sancionador serán
compatibles con las exigencias al infractor de la reposición de
la situación alterada por el mismo a su estado originario, así
como con la indemnización por los daños y perjuicios.

Artículo 27. Prescripción y caducidad.

1. Las infracciones muy graves prescribirán a los cuatro
años, las graves a los tres años y las leves al año; las san-
ciones impuestas por infracciones muy graves prescribirán a
los cuatro años, las impuestas por infracciones graves a los
tres años y las impuestas por infracciones leves al año.

2. El plazo de prescripción de las infracciones comenzará a
contarse desde el día en que la infracción se hubiera cometido.

Interrumpirá la prescripción la iniciación, con conocimiento
del interesado, del procedimiento sancionador, reanudándose
el plazo de prescripción si el procedimiento sancionador es-

SEVILLA, 26 DE NOVIEMBRE DE 1999 BOPA NÚM. 389 PÁGINA NÚMERO 23.177

  
  



tuviera paralizado durante más de un mes por causa no im-
putable al presunto responsable.

3. El plazo de prescripción de las sanciones comenzará a
contarse desde el día siguiente a aquél en que adquiera firmeza
la resolución por la que se impone la sanción, de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 132.3 de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre.

4. El procedimiento sancionador deberá resolverse en el
plazo máximo de un año desde su iniciación, produciéndose
la caducidad del mismo en la forma y modo previstos en la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, modificada por la Ley 4/1999,
de 13 de enero. No obstante lo anterior, el instructor del ex-
pediente podrá acordar la suspensión del plazo máximo para
resolver cuando concurra alguna de las circunstancias pre-
vistas y exigidas para ello en el artículo 42.5 de la citada Ley,
de acuerdo con la redacción establecida por la Ley 4/1999.

Artículo 28. Competencia para sancionar.

1. Serán competentes para imponer las sanciones previstas
en la presente Ley:

a) El Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía cuando
se proponga la imposición de multas de 50.000.001 pesetas
(300.506,06 euros) a 150.000.000 de pesetas (901.518,16 eu-
ros), así como cualquiera de las sanciones accesorias previs-
tas en esta Ley.

En materia de espectáculos taurinos se estará al régimen
de competencias establecido en su normativa específica
para la imposición de la sanción accesoria prevista en el artícu-
lo 22.1 d) de la presente Ley.

b) El titular de la Consejería de Gobernación y Justicia cuando
se proponga la imposición de multas de hasta 50.000.000 de
pesetas (300.516,89 euros) y cualquiera de las sanciones
accesorias previstas en esta Ley, salvo la prevista en el artícu-
lo 22.1 d).

No obstante lo anterior, se estará al régimen de competen-
cias establecido en la normativa específica de espectáculos
taurinos para la imposición de la sanción accesoria prevista
en el artículo 22.1 d) de la presente Ley.

c) El titular de la Dirección General de Espectáculos Públicos,
Juego y Actividades Recreativas cuando se proponga la imposi-
ción de multas de hasta 10.000.000 de pesetas (60.101,21 euros)
y cualquiera de las sanciones accesorias previstas en esta Ley,
salvo la establecida en el artículo 22.1 d).

d) Los titulares de las Delegaciones del Gobierno de la Junta
de Andalucía cuando se proponga la imposición de multas
por infracciones graves y muy graves hasta 8.000.000 de pe-
setas (48.080,97 euros) y la suspensión de las autorizaciones
hasta seis meses de duración, así como la imposición de mul-
tas hasta 50.000 pesetas (300,51 euros) y sanción de aper-
cibimiento por infracciones leves.

2. Los Alcaldes serán competentes para imponer las sancio-
nes pecuniarias previstas en esta Ley para las infracciones leves
y graves hasta el límite de 5.000.000 de pesetas (30.050,61 eu-
ros) cuando el espectáculo o la actividad recreativa de que se
trate únicamente se encuentre sometida a autorización municipal.

Asimismo, serán competentes en las mismas condiciones
para imponer las sanciones de suspensión y revocación de las
autorizaciones municipales que hubieren concedido, la clau-
sura de establecimientos públicos sometidas a la presente
Ley. En los demás casos, la competencia le corresponderá a
los órganos competentes de la Administración autonómica.

3. Sin perjuicio de lo previsto en los apartados anteriores, y
en las condiciones previstas en el artículo 60 de la Ley 7/1985,

de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local, los
órganos competentes de la Administración de la Junta de An-
dalucía asumirán la competencia de incoación, instrucción y
resolución de los procedimientos sancionadores, cuya com-
petencia corresponda a los municipios, en el supuesto de la
falta de actuaciones de éstos ante la denuncia presentada
ante ellos por los ciudadanos y una vez instados a actuar por
los órganos competentes de la Comunidad Autónoma.

4. De conformidad con lo previsto en el artículo 56 de la
Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régi-
men Local, los órganos competentes de la Administración mu-
nicipal remitirán a los de la Administración de la Junta de
Andalucía copia o, en su caso, extracto comprensivo de los
procedimientos sancionadores que inicien sobre la materia
sometida a la presente Ley, dentro de los diez días siguientes
a la fecha de adopción del acuerdo de iniciación de los mismos.

Igualmente, los órganos competentes de la Administración
de la Junta de Andalucía remitirán a los de la Administración
municipal, en las mismas condiciones establecidas en el párra-
fo anterior, copia o extracto comprensivo de los procedimientos
sancionadores que inicien sobre la materia sometida a la pre-
sente Ley.

5. El órgano competente para resolver podrá acordar, de
oficio o a instancia del interesado, la suspensión del cumpli-
miento de la sanción impuesta, oído el instructor del procedi-
miento, y si mediara justa causa para ello. En tales casos se
interrumpirá el periodo de prescripción de la sanción en tanto
se mantenga la suspensión de su cumplimiento.

Artículo 29. Tramitación de los procedimientos sancionadores.

1. Reglamentariamente se regulará el procedimiento san-
cionador correspondiente a las infracciones tipificadas en la
presente Ley, que se ajustará a las reglas y principios estable-
cidos en la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

2. En el supuesto de que se siga un procedimiento penal
sobre los mismos hechos se suspenderá la tramitación del
procedimiento administrativo hasta que recaiga la oportuna
resolución judicial firme. En función de las circunstancias del
caso concreto y del contenido de la sentencia o resolución
judicial que estimase que no ha habido delito ni falta de índole
penal, el procedimiento sancionador se podrá reanudar to-
mándose como base, en su caso y a los efectos del procedi-
miento administrativo sancionador, los hechos que los juzga-
dos o tribunales hubieren declarado como probados.

Artículo 30. Medidas provisionales.

1. Sin perjuicio de las sanciones que en su caso proceda
imponer, podrá adoptarse como medida provisional la suspen-
sión temporal de las autorizaciones de los establecimientos
públicos destinados a la celebración de espectáculos o al de-
sarrollo de actividades recreativas, cuando el procedimiento
sancionador haya sido iniciado por la presunta comisión de
infracciones graves o muy graves previstas en esta Ley.

2. No obstante lo anterior, el órgano competente para iniciar
el procedimiento sancionador acordará la adopción de tales me-
didas en los casos de presunto incumplimiento grave de las de-
bidas condiciones de seguridad, higiene o de normal tranquilidad
de las personas y vecinos, así como por carecer o no tener
vigente el contrato de seguro colectivo de accidentes previsto en
la presente Ley, manteniéndose la efectividad de tales medidas
en tanto no se acredite fehacientemente la subsanación o res-
tablecimiento de los presuntos incumplimientos.
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3. Asimismo, los agentes de la autoridad, en el momento
de levantar acta de infracción por juego ilegal, podrán adoptar
medidas provisionales de precintados y comiso de los ele-
mentos o material de juego denunciados. En estos casos, el
órgano a quien compete la apertura del expediente deberá,
en el acuerdo de iniciación, ratificar o levantar la medida pro-
visional adoptada. Si en el plazo de dos meses no se hubiese
comunicado la ratificación de la medida, se considerará sin efecto,
sin perjuicio de la continuación del expediente sancionador.

Artículo 31. Anotación de infracciones y sanciones.

1. Al objeto de asegurar la eficacia de lo dispuesto en el
artículo 8.1 de la presente Ley, se anotarán en el registro
administrativo correspondiente todas las infracciones y san-
ciones impuestas mediante resolución firme en vía adminis-
trativa y en las condiciones y requisitos que reglamentaria-
mente se determinen tanto para el régimen de anotaciones
como para el funcionamiento y organización del mismo.

2. Sin perjuicio de lo anterior, las infracciones cuya sanción
hubiera sido objeto de cancelación no podrán ser tenidas en
cuenta a los efectos de la apreciación de reincidencia o rei-
teración.

3. A tales efectos, la cancelación se producirá, de oficio por
la Administración o a instancia del interesado, cuando concurran
las siguientes circunstancias:

a) Que durante el plazo de un año para las infracciones
leves, tres años para las graves o cuatro años para las muy
graves, no haya sido sancionado como consecuencia de una
infracción tipificada en la presente Ley, computándose dichos
plazos desde la fecha en que hubiere adquirido firmeza en
vía administrativa la resolución sancionadora.

b)Tener abonadas las sanciones pecuniarias y, en su caso,
cumplidas las sanciones accesorias.

c) Tener abonadas las indemnizaciones que se hayan de-
rivado civil o penalmente, a favor de terceras personas, como
consecuencia de la comisión de la infracción.

DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera. Actualización de sanciones.

Se autoriza al Consejo de Gobierno para que actualice perió-
dicamente, con el límite de las variaciones del Índice de Precios
al Consumo desde la entrada en vigor de esta Ley o desde
la anterior actualización, las cuantías de las multas previstas
en la misma, adecuando en consecuencia las cuantías previstas
en el artículo 21 para definir la competencia sancionadora.

Segunda. Cooperación y asistencia a los municipios.

Las Diputaciones Provinciales prestarán a los municipios que
lo precisen cooperación y asistencia de carácter técnico para el
ejercicio de las funciones de inspección y control que le atribuye
la presente Ley y demás normativa de aplicación en la materia,
en los términos previstos en la Ley 11/1987, de 26 de diciembre,
Reguladora de las Relaciones entre la Comunidad Autónoma
de Andalucía y las Diputaciones Provinciales de su territorio.

Asimismo, los municipios podrán solicitar a la Junta de An-
dalucía la colaboración y el apoyo que precisen para la eje-
cución de la presente Ley. A tal efecto, se suscribirán los con-
venios pertinentes entre los municipios y la Administración de
la Comunidad Autónoma.

Tercera. La Comisión de Coordinación de Espectáculos Pú-
blicos y Actividades Recreativas.

1. La Comisión de Coordinación de los Espectáculos Pú-
blicos y Actividades Recreativas es el órgano encargado de
coordinar las actuaciones que deban desarrollar las Adminis-
traciones Públicas de Andalucía en estas materias.

2. La Comisión está integrada por representantes de la
Administración autonómica y de la Administración de los mu-
nicipios andaluces; su presidencia corresponde al titular de la
Consejería de Gobernación y Justicia. El Consejo de Gobierno
regulará, por decreto, su composición y funcionamiento.

3. Podrán constituirse grupos de trabajo de la Comisión para la
elaboración de las propuestas que deban ser elevadas a la misma.

4. Bajo la dependencia inmediata de la Comisión existirá un
gabinete técnico, al que podrán adscribirse funcionarios pertene-
cientes a las Administraciones Públicas intervinientes en la materia.

5. Al objeto de garantizar eficazmente la protección de los
intereses generales previstos en esta Ley, se habilita a esta
Comisión para ejercer de manera especial la coordinación de
las distintas Administraciones Públicas. A tal fin, se aprobará
un Plan General de Inspección de Establecimientos Públicos
sometidos al ámbito de aplicación de esta Ley. En dicho plan
se recogerán al menos los extremos siguientes: a) objetivos
generales y prioridades de la acción de las Administraciones
en función de la naturaleza, actividad, aforo y antigüedad de
las instalaciones; b) criterios de seguridad exigibles en cada
uno de ellos, y c) calendario y protocolo de actuación en las
inspecciones o comprobaciones a desarrollar. El Gobierno de
la Comunidad Autónoma remitirá al Parlamento el Plan Ge-
neral de Inspección, así como informará periódicamente del
cumplimiento y efectividad del mismo.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera. Seguro colectivo de accidentes obligatorio.

1. En tanto no sean dictadas por el Consejo de Gobierno las
oportunas normas reguladoras de las condiciones del seguro
colectivo de accidentes previsto en el artículo 13 c), para casos
de lesiones y muerte de los espectadores y público asistentes
a espectáculos públicos y actividades recreativas, las corres-
pondientes empresas estarán obligadas a suscribir las oportunas
pólizas con una cobertura mínima de veinticinco millones de pe-
setas (150.000,00 euros), en caso de muerte, y hasta un tope
acumulado de doscientos millones de pesetas (1.200.000,00 eu-
ros) para tal contingencia en el supuesto de que fuesen dos o
más de ellas en un mismo siniestro.

2. El incumplimiento de lo previsto en el número anterior
constituirá infracción administrativa en los términos prevenidos
en el artículo 18.12 de la Ley.

Segunda. Adaptación de los establecimientos públicos.

1. En el plazo de un año a partir de la entrada en vigor de
la normativa reglamentaria de desarrollo de la presente Ley,
referida específicamente a cada tipo de espectáculo o actividad
recreativa, los titulares de establecimientos públicos portátiles
o no permanentes afectados por la misma deberán proceder
a la adaptación de los mismos de acuerdo con los requisitos
y condiciones técnicas de seguridad, de higiene, sanitarias,
de vibraciones y de nivel de ruidos exigidos en la normativa,
estatal, autonómica o municipal que en ese momento les sea
de aplicación. En aquellos casos en los que no sea posible
culminar la adaptación en dicho periodo, podrá solicitarse, con
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justificación suficiente, una ampliación del mismo, pudiendo
acordarse dicha ampliación hasta un máximo de otro año.

A tal fin, deberán acreditar ante la Administración compe-
tente para autorizar cada espectáculo o la actividad recreativa
la efectiva adaptación de los establecimientos públicos portá-
tiles o no permanentes en la forma y plazo que reglamenta-
riamente se establezca por los órganos competentes de la
Administración de la Junta de Andalucía.

2. Los edificios, establecimientos públicos declarados de in-
terés cultural, los que tengan estructura o carácter tradicional y
los situados en edificios incluidos en el Catálogo General del
Patrimonio Histórico Andaluz o sujetos a cualquier tipo de pro-
tección establecida en la legislación del Patrimonio Histórico, en
los que se desarrollen espectáculos o actividades sometidas al
ámbito de aplicación de la presente Ley, tendrán un tratamiento
singularizado por parte de las Administraciones competentes en
cuanto a su adaptación a las medidas técnicas de seguridad, de
accesibilidad y de protección contra incendios exigibles.

A tal fin, por las Administraciones competentes se estable-
cerán, para cada caso, las medidas alternativas que se esti-
men necesarias a fin de suplir y corregir aquellos aspectos
estructurales o técnicos de difícil o imposible adaptación, siem-
pre que sea posible garantizar con el establecimiento de tales
medidas la total seguridad de personas y bienes.

En cualquier caso, cuando los espectáculos y actividades
recreativas se celebren en edificios que formen parte del Patri-
monio Histórico Andaluz, el otorgamiento de las correspondientes
autorizaciones o licencias estará sometido al cumplimiento de
la normativa en la materia y a las condiciones establecidas
en las normas de protección de ese Patrimonio.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA

Única.

1. Quedan derogadas cuantas normas de igual o inferior rango
se opongan o contradigan lo previsto en la presente Ley.

2. En tanto no sean dictadas las específicas normas regla-
mentarias de desarrollo, serán aplicables las normas actual-
mente vigentes en materia de espectáculos públicos y activi-
dades recreativas, con su respectivo rango, en lo que no se
opongan o contradigan a lo previsto en la presente Ley.

DISPOSICIONES FINALES

Primera. Desarrollo normativo.

Se autoriza al Consejo de Gobierno para dictar cuantas
disposiciones sean precisas para el desarrollo y ejecución de
lo previsto en la presente Ley.

Para la elaboración de los proyectos de reglamento dimanan-
tes de la presente Ley se crearán grupos de trabajo específicos,
en los cuales estarán representados los agentes sociales y or-
ganizaciones ciudadanas con intereses en la materia.

Asimismo se autoriza al Consejo de Gobierno para dictar cuan-
tas disposiciones de carácter reglamentario sean precisas para
la regulación y ordenación administrativa de los espectáculos tau-
rinos en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

Segunda. Espectáculos taurinos.

En tanto que por la Comunidad Autónoma de Andalucía
no sea promulgada a nivel autonómico la normativa aplicable

a los espectáculos taurinos, la preparación, organización y
celebración de los mismos, así como su régimen sancionador,
se regirán por lo previsto en su normativa específica, aplicán-
dose ésta en lo que no se oponga o contradiga a las dispo-
siciones de la presente Ley y demás normativa de aplicación
en materia de espectáculos públicos.

Tercera. Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor una vez transcurridos
veinte días desde su publicación en el Boletín Oficial de la
Junta de Andalucía.

El Presidente de la Comisión,
Aurelio Barreda Mora.

El Secretario de la Comisión,
Antonio Rodríguez Serrano.

PROYECTO DE LEY DE ESPECTÁCULOS
PÚBLICOS Y ACTIVIDADES RECREATIVAS

DE ANDALUCÍA

Enmiendas que se mantienen
5-99/PL-0002697

PRESIDENCIA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

La Mesa del Parlamento, en sesión celebrada el día 24 de
noviembre de 1999, ha conocido las relaciones de enmiendas
que mantienen para su defensa en Pleno respecto del Pro-
yecto de Ley 5-99/PL-0002697, de Espectáculos Públicos y
Actividades Recreativas de Andalucía, presentadas por los
GG.PP. Izquierda Unida Los Verdes-Convocatoria por Anda-
lucía y Popular de Andalucía.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 65.1 del
Reglamento de la Cámara, se ordena su publicación en el
Boletín Oficial del Parlamento de Andalucía.

Sevilla, 24 de noviembre de 1999.
P.D. El Letrado Mayor del Parlamento de Andalucía,

José A. Víboras Jiménez.

AL PRESIDENTE DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

El G.P. Izquierda Unida Los Verdes-Convocatoria por An-
dalucía, conforme lo dispuesto en el artículo 120 del Regla-
mento de la Cámara, comunica la enmienda que, habiendo
sido defendida en Comisión y no habiendo sido incorporada
al Dictamen, mantiene para su defensa en el Pleno, relativa
al Proyecto de Ley 5-99/PL-0002697, de Espectáculos Públi-
cos y Actividades Recreativas de Andalucía.

Artículo o Disposición Tipo de enmienda Núm. Enmienda

Disposición final 1.ª, párrafo 2.º Modificación 16

Parlamento de Andalucía, 22 de noviembre de 1999.
La Portavoz del G.P. Izquierda Unida Los Verdes-

Convocatoria por Andalucía,
Concepción Caballero Cubillo.
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AL PRESIDENTE DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

El G.P. Popular de Andalucía, al amparo de lo establecido
en el artículo 120 del Reglamento de la Cámara, comunica el
mantenimiento para su defensa ante el Pleno de todas sus
enmiendas al Proyecto de Ley 5-99/PL-0002697, de Espec-
táculos Públicos y Actividades Recreativas de Andalucía, que
habiendo sido defendidas y votadas en Comisión no han sido
incorporadas al Dictamen.

Parlamento de Andalucía, 22 de noviembre de 1999.
El Portavoz del G.P. Popular de Andalucía,

Antonio Sanz Cabello.

 PROYECTO DE LEY DEL TURISMO

Dictamen de la Comisión
5-99/PL-0007368

PRESIDENCIA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

La Comisión de Cultura, Turismo y Deporte, en sesión cele-
brada el día 19 de noviembre de 1999, ha acordado elevar a
la Presidencia del Parlamento de Andalucía el Dictamen rela-
tivo al Proyecto de Ley 5-99/PL-0007368, del Turismo.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 65.1 del Re-
glamento de la Cámara, se ordena su publicación en el Boletín
Oficial del Parlamento de Andalucía.

Sevilla, 22 de noviembre de 1999.
P.D. El Letrado Mayor del Parlamento de Andalucía,

José A. Víboras Jiménez.

AL PRESIDENTE DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

La Comisión de Cultura, Turismo y Deporte, a la vista del
Informe emitido por la Ponencia designada para el estudio del
Proyecto de Ley 5-99/PL-0007368, del Turismo, tiene el honor
de elevar a la Presidencia del Parlamento el siguiente

DICTAMEN

PROYECTO DE LEY DEL TURISMO

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La presente Ley del Turismo tiene su habilitación en el artícu-
lo 13.17 del Estatuto de Autonomía para Andalucía, el cual
atribuye a la Comunidad Autónoma competencia exclusiva en
materia de promoción y ordenación del turismo; además, el
artículo 12.3.3º del texto estatutario configura al turismo como
un objetivo institucional de nuestra Comunidad Autónoma.

La Ley pone fin a la acusada, y casi tradicional, dispersión
normativa en materia turística, en la que coexisten normas
estatales, anteriores y posteriores a la Constitución y normas
autonómicas aprobadas en ejercicio de la competencia exclu-
siva de la Comunidad Autónoma.

Dada la amplitud del campo material de la actividad turís-
tica, se hace preciso una previa delimitación que concrete qué
aspectos de la realidad de nuestro entorno deben ser objeto

de consideración desde esta norma. Se impone distinguir la
actividad turística de las generales actividades lúdicas y de
ocio. Es cierto que cualquier actividad puede ser objeto de
atención desde el punto de vista turístico siempre que se le
pueda atribuir la cualidad de provocar desplazamientos para
el descanso y el esparcimiento, pero las actividades lúdicas
y de ocio pueden cumplir su papel como tales sin hallarse
vinculadas necesariamente al fenómeno turístico.

Estas precisiones aconsejan dejar fuera del ámbito de apli-
cación de esta Ley todo lo relativo al régimen de los espec-
táculos y juegos, como actividades consideradas en sí mis-
mas. Al mismo tiempo, hay que considerar que el turismo es
un bien que debe ser tenido en cuenta por sectores normativos
diferentes, como el ambiental y espacios naturales, costas,
transportes o el relativo al patrimonio histórico.

De todo ello se concluye que la tarea del legislador no debe
ser la de ofrecer un tratamiento vertical de la materia, esto
es, una regulación de los diversos aspectos de los diferentes
sectores turísticos, sino que debe limitarse a una regulación
horizontal, en el sentido de centrar su atención en aquellas
actividades, de carácter económico en su mayoría, que tengan
incidencia sobre el turismo como actividad de desplazamiento
para gozar de los atractivos de nuestra tierra.

En la actualidad se ha convertido en un fenómeno de masas
que provoca importantes flujos económicos y, por tanto, se
constituye en un recurso económico de primer orden espe-
cialmente en Andalucía. Por lo tanto, el turismo es un sector
estratégico capaz de contribuir de manera decisiva a la con-
secución de los objetivos de política social y económica tra-
zados por el Gobierno andaluz; como tal, debe ser objeto de
atención por el legislador, sin perjuicio de que pueda serlo
también desde perspectivas diferentes de la estrictamente ju-
rídica-económica. Es así factor de universalización de cultu-
ras, conocimiento y comprensión de los diversos pueblos, ins-
trumento de desarrollo y enriquecimiento de la personalidad.

El turismo aparece como el punto de referencia de una
actividad económica profundamente diversificada y compleja.
En cuanto actividad económica, está encaminada, en primer
lugar, a proporcionar la debida atención a las personas que
se desplazan de sus domicilios atraídas por el deseo de co-
nocer y disfrutar de determinados aspectos de la realidad de
un país, aspectos que se erigen de esta forma en recursos
turísticos. La actividad turística se orienta, pues, al cuidado,
promoción y explotación de aquellos objetos y actividades que
se consideran adecuadas para producir un incremento de flu-
jos de este tipo y, en consecuencia, para aumentar la inciden-
cia del turismo como recurso económico.

De esta manera, si desde una perspectiva cualitativa el
turismo de Andalucía ofrece la característica de la diversidad,
desde una perspectiva cuantitativa el turismo se presenta como
la primera industria de nuestra economía en un proceso de
pujanza y dinamismo, según revelan los indicadores econó-
micos de los últimos años.

A estos objetivos tiende la presente Ley según se indica
en su título I, todo ello con la finalidad de obtener el mayor
provecho de los recursos turísticos, dentro del máximo respeto
y cuidado de la cultura y tradiciones andaluzas y según las
pautas del principio de sostenibilidad. En este contexto Andalucía
se presenta de cara a su promoción exterior como destino
turístico integral, que conserva sin embargo sus múltiples facetas
y personalidades, aglutinadas sólo de manera simbólica bajo
esta marca de destino integral a efectos de crear un mayor
impacto promocional en aquellas campañas realizadas más
allá de nuestras fronteras.
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Aunque tradicionalmente se ha dicho que no es misión del
legislador formular definiciones, es, sin embargo, una práctica
muy arraigada en los últimos tiempos ofrecer en el frontal
mismo de las leyes los conceptos básicos de la materia que
constituye su objeto de regulación. Se pretende plantear unos
puntos de referencia claros acerca de una realidad compleja,
a los solos efectos de la ordenación que se establece. La Ley
define entre otros los conceptos de recursos turísticos, activi-
dad turística y usuarios turísticos con objeto de acotar de forma
precisa el contenido de la regulación.

El título II  establece los ámbitos competenciales de las dis-
tintas Administraciones Públicas en materia turística. Se con-
figura la Administración turística como el conjunto de órganos
y entidades de naturaleza pública con competencias especí-
ficas sobre la actividad turística; en ella confluyen la Adminis-
tración autonómica y las Entidades Locales con unas compe-
tencias turísticas que traducen su papel institucional y que,
sobre todo en el caso de los municipios, van a desempeñar
unas funciones clave en la ordenación de importantes aspec-
tos de la actividad turística a través del ejercicio de sus propias
competencias.

La Ley diseña un sistema de la distribución competencial que
parte de la idea de una cooperación integrada en el marco de
la normativa sobre régimen local, primando en todo caso esta
cooperación sobre las competencias de coordinación que el
ordenamiento vigente atribuye a las Comunidades Autónomas
en relación con los entes locales. Este es el sentido de la
cláusula de cierre con que se articulan las relaciones interad-
ministrativas en el artículo 5 de la Ley.

En su capítulo II  se aborda el tratamiento del Municipio
Turístico. Sin perjuicio de las especialidades que la legislación
sobre régimen local, tanto estatal como autonómica, puedan
introducir respecto a las distintas formas de organización mu-
nicipal, la Ley andaluza del Turismo no podía omitir el trata-
miento de estos singulares municipios de nuestra geografía
sin incurrir en el abandono de lo que es su propia razón de
ser, velar por la ordenación y la efectiva prestación de los
servicios municipales en estos pueblos y ciudades en los que
la población turística efectivamente asistida excede, con mu-
cho, del número de vecinos.

Por ello, la declaración de Municipio Turístico implica la
puesta en marcha de una acción de fomento por parte de la
Junta de Andalucía de la que habrán de beneficiarse éstos,
en el marco de una acción concertada de recíproco apoyo y
compromiso.

En este punto, la Ley define, lo que constituye una novedad
con respecto a las leyes autonómicas que hasta ahora se han
ocupado del tema, el propio concepto de población turística
asistida entendida como la constituida por quienes no ostenten
la condición de vecinos del municipio pero tengan estancia
temporal en el mismo por razones de visita turística, segunda
residencia o alojamiento turístico, admitiendo en su determi-
nación diversos medios de prueba que serán objeto de trata-
miento reglamentario.

El respeto a la autonomía local preside la regulación de la
Ley en este punto por cuanto que, con independencia de que la
declaración de Municipio Turístico sea competencia del Consejo
de Gobierno, la iniciativa para tal declaración debe partir, nece-
sariamente, de los propios municipios afectados, siendo precep-
tivo el acuerdo plenario del Ayuntamiento correspondiente adop-
tado por mayoría absoluta del número legal de miembros de la
Corporación. De este régimen se excluyen a las grandes ciuda-
des que, por sus perfiles y características propias, deben ser
objeto de específico tratamiento en el Plan General del Turismo.

Desde el punto de vista organizativo, la Ley adscribe a la
Consejería competente en materia turística cuatro órganos:
el Consejo Andaluz del Turismo, el Consejo de Coordinación
Interdepartamental en materia de Turismo, de la Oficina de la
Calidad del Turismo y la Escuela Oficial de Turismo. La crea-
ción del Consejo Andaluz del Turismo responde a la convic-
ción, expresa en el Pacto Andaluz por el Turismo, de que el
turismo es una actividad fundamentalmente privada cuyo ejer-
cicio está, sin embargo, influido por la orientación del conjunto
de las políticas públicas y que, por ello, la planificación del
turismo debe realizarse en estrecha colaboración con las or-
ganizaciones empresariales y sindicales fomentando la coo-
peración entre los agentes públicos y privados y la participa-
ción de la sociedad andaluza en su conjunto en la apuesta
por la construcción de un turismo moderno, competitivo y sos-
tenible en Andalucía. El Consejo Andaluz del Turismo nace
así en la Ley como un órgano consultivo y de asesoramiento
de la administración turística de la Junta de Andalucía en el
que estarán representadas las Entidades Locales andaluzas,
las empresas, los trabajadores y aquellas organizaciones que
reglamentariamente se determinen.

El Consejo de Coordinación Interdepartamental en materia
de Turismo es un órgano de coordinación y consulta interna
de la propia Administración de la Junta de Andalucía y res-
ponde a la necesidad de coordinar la labor de las distintas
Consejerías cuyas materias tengan relación, directa o indirec-
ta, con la actividad turística.

La Oficina de la Calidad del Turismo se constituye como
órgano independiente cuya finalidad es velar por la efectividad
de los derechos que la Ley reconoce a los turistas y garantizar
la calidad de los servicios prestados en Andalucía.

La Escuela Oficial de Turismo, creada por el Decreto 35/1996,
de 30 de enero, se configura como el órgano que ejerce las
competencias en materia de formación turística, si bien la dis-
posición transitoria tercera le atribuye temporalmente las
funciones reglamentariamente establecidas sobre los cen-
tros privados de enseñanzas especializadas de turismo.

El título III  de la Ley establece los instrumentos de orde-
nación y promoción para que la Administración turística pueda
estimular un crecimiento ordenado y sostenible de nuestro
sector turístico, salvaguardando el medio natural y nuestro
patrimonio histórico y cultural, todo ello en coherencia con la
planificación territorial. Entre estos instrumentos destaca por
su vocación integral el Plan General del Turismo, llamado a
definir el modelo y la estrategia de desarrollo turístico de la
Comunidad Autónoma, sin perjuicio de su eventual desarrollo,
con relación a sectores específicos, a través de programas
ejecutivos. Asimismo, debe subrayarse, por su carácter inno-
vador, la posibilidad de declarar Zonas de Preferente Actua-
ción Turística dotadas de planes propios de actuación turística
integrada y aprobar Programas de Recualificación de Destinos
y Programas de Turismos Específicos.

Desde esta consideración el turismo constituye una de las
actividades económicas con mayor incidencia territorial en An-
dalucía, tanto por la estrecha relación existente entre dicha
actividad y los recursos naturales, como por el impacto que
genera, entre otras, sobre la dinámica y redistribución de la
población, la organización del sistema de ciudades y las de-
mandas sobre las infraestructuras físicas. En ese sentido, el
turismo juega un papel fundamental en la construcción del
modelo territorial de Andalucía y su planificación debe hacerse
en plena coherencia con la planificación territorial, ya definida
en las Bases y Estrategias del Plan de Ordenación del Terri-
torio de Andalucía.
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De otro lado, también es innovadora la declaración legal
de Andalucía como destino turístico integral, favoreciendo así
la promoción de conjunto del sector turístico, y ello sin perjuicio
del respeto en todo momento de las identidades e imágenes
locales específicas, ni de la creación de denominaciones geo-
turísticas específicas. Por último, la Ley eleva a rango legal
otros instrumentos que han acreditado su efectividad en la
promoción del sector, como las declaraciones de interés tu-
rístico nacional y los incentivos a la calidad, que hasta la fecha
se encontraban regulados en disposiciones reglamentarias.

El título IV  regula los derechos y obligaciones en materia
de turismo, siendo su finalidad, sin perjuicio de los derechos
y obligaciones que la legislación sobre consumidores y usua-
rios reconoce a los usuarios de servicios turísticos, la de ga-
rantizar los específicos derechos de los mismos, así como
determinar sus obligaciones; de igual modo, el capítulo II  re-
gula los derechos y obligaciones de las empresas turísticas.

El título V se refiere a la ordenación de la oferta turística
y contiene la regulación sustantiva básica de los servicios y
establecimientos turísticos en general. La pretensión de la nor-
ma es la de configurar el marco jurídico de los servicios y
establecimientos turísticos y establecer las condiciones básicas
que han de reunir para respetar y proteger el medio ambiente,
el paisaje y la cultura andaluza. A este respecto, la Ley declara
como servicios turísticos a los de alojamiento, restauración,
intermediación y de información turística, si bien prevé que
reglamentariamente se podrá reconocer el carácter turístico
a cualesquiera otros servicios complementarios o actividades
relacionadas con el ocio, tales como el turismo ecuestre, las
salas de fiesta y las discotecas.

Mención especial merece, por su nueva regulación y trascen-
dencia, el Registro de Turismo de Andalucía, siendo la ins-
cripción requisito indispensable para el inicio de la prestación
de los servicios turísticos y para poder acceder a las ayudas
y subvenciones.

La Ley enumera las distintas modalidades de alojamiento
turístico, siguiendo la clasificación convencional. No establece
un numerus clausus de los establecimientos turísticos, pu-
diéndose reglamentariamente clasificar otros establecimien-
tos distintos de los enumerados.

Destaca la inclusión de los inmuebles de uso turístico en
régimen de aprovechamiento por turno y la definición de casa
rural como modalidad de alojamiento turístico, comprensiva
de ofertas turísticas tan distintas como el agroturismo o el
turismo verde de nuestras sierras y la regulación de las vi-
viendas turísticas, en las que, por su incidencia en la oferta
turística, aconseja garantizar la coordinación de su oferta y
los derechos de los usuarios del alojamiento.

Se contempla finalmente la reglamentación de otros servicios
turísticos como los de restauración, estableciendo su concepto
y clasificación. Es de destacar que la Ley no sólo reconoce como
tales a los restaurantes y cafeterías, sino que incorpora la nove-
dad de considerar en esta categoría a determinados bares, limi-
tados por disposición reglamentaria, cuyas peculiares caracte-
rísticas así lo requieran; también reglamentariamente podrán
clasificarse otros establecimientos distintos de los señalados.

Igualmente se regulan las empresas de intermediación tu-
rística, especialmente las agencias de viaje y las centrales de
reserva, si bien se habilita a que reglamentariamente se in-
corporen a esta actividad otras empresas que tengan por ob-
jeto nuevas modalidades de intermediación, tales como los
organizadores profesionales de congresos.

La regulación de la información turística pretende coordinar
los servicios de información con la finalidad de mejorarlos,

siempre en beneficio de los turistas, siguiendo los principios
consagrados por la doctrina jurisprudencial del Tribunal de
Justicia de las Comunidades Europeas.

Se contemplan asimismo los palacios de congresos en cuanto
realizadores de actividades para la acogida y celebración de
congresos, convenciones, ferias, incentivos y cualquier otro
acontecimiento similar.

El título VI , De la Inspección Turística, recoge como nove-
dades principales, en relación con la Ley 3/1986, la regulación
de las funciones o cometidos generales de la Inspección tu-
rística, los deberes recíprocos de colaboración entre los dis-
tintos organismos públicos, la introducción de los Planes de
Inspección Programada, así como la regulación con mayor
precisión de las facultades de la Inspección, tales como la
citación a comparecencia y la formulación de advertencias de
obstrucción.

El título VII  de la Ley aborda el régimen sancionador de la
actividad turística, sustituyendo, por tanto, a la Ley 3/1986,
de 19 de abril, de inspección y régimen sancionador en el ámbito
del turismo. De este modo, se adaptan las disposiciones sancio-
nadoras a las reglas generales introducidas por la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y a las mo-
dificaciones introducidas por la Ley 4/1999, de 13 de enero.

En relación con las infracciones turísticas, se ha ajustado
su tipificación a los deberes y prohibiciones legales estable-
cidos en la Ley y se ha procedido a una más precisa acotación
de los sujetos responsables administrativamente y de los efec-
tos jurídicos en caso de concurrencia de infracciones sancio-
nadoras administrativas y penales, así como se ha sustituido
el plazo único de prescripción de la Ley 3/1986, de 19 de abril,
por una escala de plazos de prescripción en función de la
gravedad de la infracción.

En cuanto a las sanciones administrativas, además de la
necesaria actualización de la cuantía de las multas, se han
introducido preceptos complementarios en relación con los
órganos competentes para la imposición de sanciones, así
como la imposición de multas coercitivas.

TÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. Objeto y fines de la Ley.

1. El objeto de la presente Ley es la ordenación y promoción
del turismo.

2. En el marco del Estatuto de Autonomía y de lo establecido
en el párrafo anterior, la presente Ley tendrá por finalidad:

a) El impulso del turismo como sector estratégico de la eco-
nomía andaluza, generador de empleo y riqueza.

b) La ordenación del turismo y la promoción de Andalucía
como destino turístico integral atendiendo a la realidad cultural,
medioambiental, económica y social.

c) La delimitación de las competencias de las diferentes
Administraciones Públicas de la Comunidad Autónoma de An-
dalucía en relación con el turismo.

d) La protección de los recursos turísticos de acuerdo con
el principio de sostenibilidad.

e) La consecución de la competitividad del sector turístico
que se basará en la incorporación de los criterios de calidad
a la gestión de las empresas y servicios turísticos, potenciando
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el nivel de profesionalidad y cualificación del personal encar-
gado de la prestación de los mismos.

f) La eliminación de la clandestinidad y la competencia des-
leal en la actividad turística.

g) La protección de los usuarios turísticos.
h) La formación y la especialización de los profesionales

del sector.
i) El fomento del turismo como instrumento de comunica-

ción y conocimiento entre los pueblos, así como medio de
desarrollo de los valores propios de la cultura andaluza.

Artículo 2. Definiciones.

A los efectos de la presente Ley, se entiende por:
a) Recursos turísticos: aquellos bienes materiales y mani-

festaciones diversas de la realidad física, geográfica, social o
cultural de Andalucía susceptibles de generar corrientes tu-
rísticas con repercusiones en la situación económica de una
colectividad.

b) Actividad turística: el conjunto de los servicios prestados,
o susceptibles de ser prestados, a los usuarios turísticos y a
aquellos otros que lo demanden, con el propósito o el resultado
de atender alguna necesidad de éstos derivada de su situa-
ción, actual o futura, de desplazamiento de su residencia ha-
bitual, así como las actuaciones públicas en materia de orde-
nación y promoción del turismo.

c) Servicio turístico: el servicio que tiene por objeto atender
alguna necesidad, actual o futura, de los usuarios turísticos o
de aquellos otros que lo demanden, relacionada con su situa-
ción de desplazamiento de su residencia habitual por motivos
distintos a los de carácter laboral.

d) Administración turística: aquellos órganos y entidades de
naturaleza pública con competencias específicas sobre la acti-
vidad turística.

e) Empresas turísticas: las personas físicas y jurídicas que,
en nombre propio y de manera habitual y con ánimo de lucro,
se dedican a la prestación de algún servicio turístico.

f) Establecimientos turísticos: el conjunto de bienes, mue-
bles e inmuebles, que, formando una unidad funcional autó-
noma, es ordenado y dispuesto por su titular para la adecuada
prestación de algún servicio turístico.

g) Trabajadores turísticos: las personas que prestan sus
servicios retribuidos por cuenta ajena y dentro del ámbito de
organización y dirección de una empresa turística.

h) Usuarios turísticos o turistas: las personas naturales que,
como destinatarios finales, reciben algún servicio turístico.

TÍTULO II
DISTRIBUCI ÓN DE COMPETENCIAS Y ORGANIZACI ÓN

ADMINISTRATIVA

CAPÍTULO I
Competencias

Artículo 3. Competencias de la Administración de la Junta
de Andalucía.

1. Corresponden a la Administración de la Junta de Anda-
lucía las siguientes competencias en relación con el turismo:

a) La formulación y aplicación de la política de la Comunidad
Autónoma en relación con el turismo.

b) La formulación de directrices para la política de fomento
y desarrollo del turismo y las actividades turísticas.

c) Las potestades de inspección y sanción sobre las acti-
vidades turísticas en los términos establecidos en esta Ley.

d) La declaración de Municipio Turístico a solicitud de los
Ayuntamientos.

e) La declaración de Zona de Preferente Actuación Turística.
f) La protección y promoción de la imagen de Andalucía y

sus recursos turísticos tanto interior como exterior, sin perjuicio
de la acción concertada con el Estado.

g) La planificación y ordenación del turismo, considerando
en tal sentido la ordenación de la oferta, la planificación y
programación de la oferta turística de interés para Andalucía
y la coordinación de las actuaciones que en esa materia ejer-
zan las Entidades Locales.

h) La regulación de las enseñanzas no universitarias y la
de las profesiones del sector y, en su caso, la autorización
para su ejercicio, sin perjuicio de las competencias atribuidas
al Estado por el artículo 149.1.30ª de la Constitución.

i) La ordenación y gestión del Registro de Turismo de An-
dalucía.

j) La coordinación de las actividades de promoción del tu-
rismo que realicen las Entidades Locales.

k) Cuantas otras competencias relacionadas con el turismo
se le atribuyen en esta Ley o en otra normativa de aplicación.

2. Las competencias señaladas en el número anterior podrán
ser delegadas en las Entidades Locales, siempre que sea
posible por su naturaleza, de conformidad con lo establecido
en la legislación vigente.

Artículo 4. Competencias de las Entidades Locales.

1. Sin perjuicio de las competencias de la Administración
de la Junta de Andalucía y atendiendo al principio de coordi-
nación interadministrativa, las Entidades Locales, en sus res-
pectivos ámbitos, ejercerán, por sí o asociadas, de conformi-
dad con la presente Ley y con lo establecido en la normativa
sobre régimen local, las siguientes competencias y funciones:

a) La promoción de sus recursos turísticos y fiestas de espe-
cial interés.

b) La colaboración con la Consejería competente en ma-
teria turística, así como con otras Entidades Locales, en re-
lación a la promoción de zonas y recursos turísticos comunes,
conforme a la consideración de Andalucía como destino tu-
rístico integral recogido en esta Ley.

c) El otorgamiento de las licencias que la legislación les atri-
buye en lo que atañe a empresas y establecimientos turísticos.

d) El desarrollo de la política de infraestructuras turísticas
de su competencia.

e) La gestión de los servicios que les correspondan de
acuerdo con la normativa de régimen local, la presente Ley y
el resto del ordenamiento jurídico.

f) La participación en la formulación de los instrumentos de
planificación del sistema turístico.

g) Cualesquiera otras que pudieran serles atribuidas o de-
legadas en los términos de la presente Ley y disposiciones
que la desarrollen.

2. Específicamente le corresponde a las Diputaciones:
a) La promoción de los recursos, zonas o fiestas de especial

interés para la provincia.
b) El asesoramiento técnico y el apoyo económico a los

municipios en materia de fomento y promoción turística, es-
pecialmente a aquellos cuya población sea inferior a veinte
mil habitantes.
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Artículo 5. Las relaciones interadministrativas.

1. En el ámbito de la Comunidad Autónoma, las relaciones
entre los diversos entes públicos con competencias turísticas
se ajustarán a los principios de coordinación, cooperación,
colaboración y descentralización.

2. El Consejo de Gobierno podrá coordinar el ejercicio de
las competencias de las Entidades Locales en materia de tu-
rismo en los términos previstos en el artículo 59 de la Ley 7/1985,
de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local. A
tal efecto, podrá definir los objetivos de interés autonómico y
determinar las prioridades de acción pública en relación con
la actividad turística a través de los correspondientes instru-
mentos de planificación, previa audiencia de los Entes Locales
afectados, directamente o a través de las entidades que les
representen.

La coordinación se llevará a cabo con respeto a los res-
pectivos ámbitos de competencia, sin afectar en ningún caso
a la autonomía de las Entidades Locales.

CAPÍTULO II
El Municipio Turístico

Artículo 6. Definición de Municipio Turístico y finalidad de
su declaración.

1. Se consideran Municipios Turísticos, y como tales podrán
solicitar su declaración, aquellos que cumplan los criterios que
reglamentariamente se establezcan y entre los cuales deberán
figurar la población turística asistida, el número de visitantes
y la oferta turística.

2. Constituye la finalidad esencial para la declaración de
Municipio Turístico el fomento de la calidad en la prestación
de los servicios municipales al conjunto de la población turís-
tica asistida, mediante una acción concertada de fomento.

3. A los efectos de esta Ley, se considera población turística
asistida la constituida por quienes no ostenten la condición
de vecinos del municipio pero tengan estancia temporal en el
mismo por razones de visita turística, segunda residencia o
alojamiento turístico. Su determinación se efectuará por los
medios de prueba que reglamentariamente se establezcan.

Artículo 7. Declaración.

1. Para la declaración de Municipio Turístico se tendrá en
cuenta, en especial, las actuaciones municipales en relación a:

a) Los servicios mínimos que presta el municipio respecto
a los vecinos y la población turística asistida.

b) Los servicios específicos en materia de salubridad pú-
blica e higiene en el medio urbano y natural y de protección
civil y seguridad ciudadana y cuantos sean de especial rele-
vancia turística.

2. La declaración de Municipio Turístico será competencia
del Consejo de Gobierno, oído el Consejo Andaluz del Turis-
mo, a solicitud de la propia Entidad, mediante acuerdo plenario
del Ayuntamiento correspondiente adoptado por mayoría ab-
soluta del número legal de miembros de la Corporación.

Artículo 8. Efectos de la declaración.

La declaración de Municipio Turístico podrá dar lugar a la
celebración de convenios interadministrativos en orden a com-
pensar la mayor onerosidad en la prestación de los servicios.

CAPÍTULO III
Órganos y entidades en materia de turismo de la

Administración de la Junta de Andalucía

Artículo 9. Órganos y entidades.

1. La Junta de Andalucía ejercerá sus competencias ad-
ministrativas sobre el turismo a través de la Consejería que
en cada momento las tenga atribuidas.

2. Adscritos a la Consejería competente en materia turística
existirán los siguientes órganos:

a) El Consejo Andaluz del Turismo.
b) El Consejo de Coordinación Interdepartamental en ma-

teria de Turismo.
c) La Oficina de la Calidad del Turismo.
d) La Escuela Oficial de Turismo.
3. Dicha Consejería ejercerá, respecto de las empresas de

la Junta de Andalucía cuya finalidad esencial sea la promoción
y el fomento del turismo, las funciones atribuidas a la Admi-
nistración de la Comunidad Autónoma en la normativa apli-
cable.

Artículo 10. El Consejo Andaluz del Turismo.

1. Sin perjuicio de la existencia de otros órganos consultivos
de carácter general de la Administración de la Junta de An-
dalucía, el Consejo Andaluz del Turismo es el órgano consul-
tivo y de asesoramiento de la Administración de la Junta de
Andalucía en materia de turismo.

2. En el Consejo Andaluz del Turismo estarán representadas
las Entidades Locales andaluzas, las organizaciones empre-
sariales y sindicales más representativas, así como aquellas
otras organizaciones que se establezcan reglamentariamente.

3. Su organización y régimen de funcionamiento se esta-
blecerá reglamentariamente, pudiendo crearse comisiones de
acuerdo con lo que disponga su Reglamento de Régimen Interior.

Artículo 11. El Consejo de Coordinación Interdepartamental
en materia de Turismo.

1. El Consejo de Coordinación Interdepartamental en ma-
teria de Turismo es el órgano de coordinación y consulta in-
terna de la Administración de la Junta de Andalucía.

2. Dicho Consejo actuará bajo la presidencia del titular de
la Consejería competente en materia turística y en el mismo
estarán representadas, al menos, las distintas Consejerías
cuyas materias tengan relación directa o indirecta con la ac-
tividad turística. Su composición y competencias se determi-
narán reglamentariamente.

Artículo 12. Oficina de la Calidad del Turismo.

1. Se crea la Oficina de la Calidad del Turismo como órgano
de titularidad pública que, contando con la participación de
los agentes económicos y sociales y representantes de los
consumidores y usuarios, tiene por finalidad velar por la efec-
tividad y garantías de los derechos que la presente Ley reco-
noce a los turistas y garantizar la calidad de los servicios tu-
rísticos que se presten en Andalucía.

2. Tendrá como funciones principales:
a) Analizar toda la información de interés relacionada con

la prestación de servicios turísticos.
b) Velar por la calidad de los servicios turísticos que se

presten en Andalucía; a tal efecto realizará estudios y formu-
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lará propuestas a la Consejería competente en materia turís-
tica sobre los criterios para otorgar distintivos a aquellos ser-
vicios o establecimientos turísticos que lo merezcan por su
especial calidad, todo ello de acuerdo con los requisitos que
se determinen reglamentariamente.

c) Investigar y analizar los aspectos económicos, sociales,
laborales o de otra índole que puedan incidir en la calidad del
turismo, potenciando dicha investigación por parte de otras
Administraciones y entidades.

Artículo 13. La Escuela Oficial de Turismo.

1. La Escuela Oficial de Turismo es el órgano que ejerce las
competencias de la Consejería en materia de fomento, coordina-
ción, colaboración y estudio de la formación en materia turística.

2. La organización y régimen de funcionamiento de la Es-
cuela Oficial de Turismo se regirán por las correspondientes
normas reglamentarias.

TÍTULO III
DE LA ORDENACI ÓN Y PROMOCI ÓN DE LOS RECURSOS

TURÍSTICOS

CAPÍTULO I
Objetivos generales

Artículo 14. Objetivos generales.

1. Con carácter general, las Administraciones Públicas, dentro
del ámbito de sus respectivas competencias, estimularán la
mejora de la calidad y de la competitividad de la oferta turística
andaluza respetando el entorno natural y cultural, en particular
mediante las acciones siguientes:

a) El estímulo a la creación de infraestructuras técnicas y
de servicios que faciliten y promuevan un desarrollo empre-
sarial eficiente en el sector.

b) El apoyo a la realización de estudios relativos a diag-
nósticos de competitividad, planes estratégicos y destinos tu-
rísticos andaluces.

c) El fomento de la modernización de establecimientos, en
cuanto implique renovación de las instalaciones, adquisición de
nuevos equipamientos o actualización de sistemas obsoletos.

d) El apoyo a la mejora de la calidad de los establecimientos
turísticos y a la formación de los profesionales del sector.

e) El fomento de un mejor escalonamiento estacional del
turismo para la adecuada utilización de las infraestructuras e
instalaciones turísticas fuera de temporada.

f) El apoyo al desarrollo de programas de actividades de
promoción, creación y comercialización de productos turísticos
de interés para Andalucía.

g) El fomento de la rehabilitación de edificios de interés
arquitectónico con destino a infraestructuras turísticas.

2. Asimismo, las Administraciones Públicas, dentro del ámbito
de sus respectivas competencias, promocionarán el turismo de
sectores específicos, tanto fuera como dentro de Andalucía.

CAPÍTULO II
De la ordenación de los recursos turísticos

Artículo 15. Plan General del Turismo.

1. La ordenación de los recursos turísticos de Andalucía
se realizará a través del Plan General del Turismo, el cual de-

terminará las principales necesidades, objetivos, prioridades
y programas de acción y definirá el modelo y la estrategia de
desarrollo turístico de la Comunidad Autónoma, así como el
fomento de los recursos turísticos de Andalucía.

2. El Plan podrá establecer, oído el Consejo Andaluz del
Turismo, Zonas de Preferente Actuación Turística, Programas
de Recualificación de Destinos y Programas de Turismos Es-
pecíficos.

3. La Consejería competente en materia turística elaborará
el Plan General del Turismo, el cual será informado por el
Consejo Andaluz del Turismo.

4. Corresponde al Consejo de Gobierno la aprobación del
Plan General del Turismo, remitiéndolo al Parlamento de An-
dalucía para su conocimiento.

5. En el seguimiento del Plan General del Turismo intervendrá
también el Consejo Andaluz del Turismo para supervisar su de-
sarrollo y el cumplimiento de sus planteamientos y objetivos.

Artículo 16. Zonas de Preferente Actuación Turística.

1. Aquellas comarcas y áreas territoriales en que se den
situaciones o perspectivas que demanden una específica ac-
ción ordenadora o de fomento podrán ser declaradas Zonas
de Preferente Actuación Turística.

2. La declaración de Zona de Preferente Actuación Turística
se llevará a cabo mediante Decreto del Consejo de Gobierno
de la Junta de Andalucía.

3. Para que una comarca o área territorial pueda ser de-
clarada de preferente actuación turística requerirá:

a) Que concurran las condiciones para permitir la ejecución
de una política turística común.

b) Que disponga de recursos turísticos básicos suficientes.
c) Que disponga del equipamiento turístico necesario o de

suelo previsto en el planeamiento urbanístico para dotación
de equipamientos turísticos en la extensión adecuada.

d) Que no exista otro uso incompatible con el turismo cuyo
interés público sea preferente.

4. El procedimiento para la declaración podrá iniciarse a
solicitud del municipio o municipios interesados, mediante acuer-
do de las respectivas Corporaciones, o de oficio por la Con-
sejería competente en materia turística, en cuyo caso se dará
audiencia a los municipios o Diputaciones afectados.

5. La declaración de Zona de Preferente Actuación Turística
dará lugar a la elaboración de un Plan de Actuación Turística
Integrada, que se formalizará a través de un convenio a sus-
cribir entre la Consejería competente en materia turística, las
Entidades Locales interesadas, así como, en su caso, otras
Administraciones, asociaciones u organismos. El Plan de Ac-
tuación Turística Integrada tendrá como contenido mínimo:

a) El inventario y valoración de los recursos turísticos, con
indicación de las condiciones óptimas de uso y medidas de
protección de los mismos.

b) La concreción de los usos turísticos, entre los previstos
por el planeamiento urbanístico, teniendo en cuenta la poten-
cialidad de los recursos turísticos y las características me-
dioambientales de los distintos ámbitos de la Zona de Prefe-
rente Actuación Turística.

c) La oferta turística básica y complementaria y la estimación
cuantitativa y cualitativa de dicha oferta, en función de las previ-
siones sobre la demanda y sus características socioeconómicas.

d) Las previsiones para acomodar la ejecución del Plan a
las exigencias reales de la demanda en cada momento.

e) Sin perjuicio de otros programas derivados del Plan de
Actuación Integral, se incluirá un Programa de Promoción y
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Comercialización Turística, enmarcado en la política global de
promoción y comercialización turística de la Administración
de la Junta de Andalucía.

6. En su caso, y cuando así lo haga aconsejable la diver-
sidad de los recursos turísticos existentes o la conveniencia
de proceder a una ordenación integral de la Zona de Preferente
Actuación Turística, se procederá a la formulación de un Plan
de Ordenación del Territorio de ámbito subregional.

Artículo 17. Programas de Recualificación de Destinos.

1. Aquellas comarcas y áreas territoriales que se vean afec-
tadas por desequilibrios estructurales derivados del rápido cre-
cimiento, de la fragilidad territorial o que soporten un nivel
excesivo de densidad turística, podrán ser objeto de Progra-
mas de Recualificación de Destinos, con criterios de recupe-
ración ambiental, de mejora de la calidad, de dotación de in-
fraestructuras y aquellos otros criterios orientados a establecer
el equilibrio estructural.

2. La aprobación de los Programas de Recualificación de
Destinos se realizará mediante Decreto de Consejo de Go-
bierno de la Junta de Andalucía a propuesta de la Consejería
competente en materia turística, previo acuerdo con los mu-
nicipios y/o Diputaciones afectados.

Artículo 18. Programas de Turismos Específicos.

1. La Consejería competente en materia turística podrá,
previa audiencia de las Administraciones y sectores afectados,
elaborar y aprobar programas encaminados al desarrollo, man-
tenimiento y mejor aprovechamiento de sectores específicos.

2. El ámbito territorial de los Programas de Turismos Es-
pecíficos puede ser autonómico o subregional.

CAPÍTULO III
De la promoción de los recursos turísticos

Artículo 19. Andalucía como destino turístico integral.

1. A los efectos de esta Ley, y por razones de eficacia pro-
mocional, Andalucía en su conjunto se considera como destino
turístico integral, con tratamiento unitario en su promoción fuera
de su territorio y previo acuerdo de las distintas Administraciones
implicadas, Comunidad Autónoma, Ayuntamientos y Diputacio-
nes, en la consecución de la integralidad turística.

2. La Consejería competente en materia turística progra-
mará y ejecutará campañas de promoción para fomentar y
mantener la imagen de calidad de Andalucía como destino
turístico en los mercados que lo requieran. La promoción de
esta imagen de calidad deberá integrar la diversidad de des-
tinos turísticos de Andalucía.

3. Las Entidades Locales, así como las empresas privadas
que, con fondos públicos, organicen campañas de promoción
turística fuera de Andalucía deberán incluir el nombre de «An-
dalucía» y, en su caso, acompañar el logotipo y eslogan tu-
rístico que, previo informe del Consejo Andaluz de Municipios
o del Consejo Andaluz de Provincias, según corresponda, de-
termine la Consejería, debiendo coordinarse con ésta a los
efectos del programa de promoción exterior.

4. La Consejería competente en materia turística, de acuer-
do con los municipios y/o Diputaciones afectados, podrá apro-
bar denominaciones geoturísticas, al objeto de delimitar la exten-
sión de aquellas zonas, áreas, localidades, términos municipales
o comarcas de cuyo nombre se realice promoción turística
pública o privada, así como aprobar medidas especiales para

la promoción y el aprovechamiento de sus recursos turísticos,
oído el Consejo Andaluz del Turismo.

Artículo 20. Declaraciones de interés turístico nacional de
Andalucía.

La Consejería competente en materia turística podrá de-
clarar de interés turístico nacional de Andalucía a aquellas
fiestas, acontecimientos, rutas y publicaciones que supongan
una manifestación y desarrollo de los valores propios y de
tradición popular y que tengan una especial importancia como
atractivo turístico.

La duración de la declaración tendrá carácter indefinido,
pudiendo ser revocada si se estimase que han dejado de con-
currir las circunstancias que motivaron la declaración, previa
audiencia del interesado.

Artículo 20 bis. Incentivos a la calidad.

La Consejería competente en materia turística podrá crear
y otorgar distintivos de calidad, así como conceder medallas,
premios y galardones en reconocimiento y estímulo a las ac-
tuaciones a favor del turismo, mediante la correspondiente
regulación que objetive los criterios y procedimientos.

Artículo 22. Red de Oficinas de Turismo.

1. Se consideran oficinas de turismo aquellas dependencias
abiertas al público que, con carácter habitual, facilitan al usua-
rio orientación, asistencia e información turística.

2. A tales efectos, se crea la Red de Oficinas de Turismo, en
la que se integrarán aquellas cuya titularidad ostente la Ad-
ministración de la Junta de Andalucía; con carácter potestativo
se integrarán las oficinas de turismo de otras Administraciones
Públicas y las creadas a instancia de otras entidades.

3. Con el fin de potenciar la imagen turística de Andalucía,
las oficinas de turismo integradas en la Red prestarán las
actividades comunes y se ajustarán a los servicios que se
determinen reglamentariamente. Para su adecuada identifica-
ción, la Consejería competente en materia de turismo esta-
blecerá un distintivo o placa oficial que las haga reconocibles
como actividad turística registrada.

4. Para que las oficinas de turismo ajenas a la Adminis-
tración de la Junta de Andalucía puedan recibir subvenciones,
ayudas o colaboración técnica y material, será obligatoria su
previa integración en la Red de Oficinas de Turismo.

TÍTULO IV
DERECHOS Y OBLIGACIONES EN MATERIA DE TURISMO

CAPÍTULO I
De los usuarios de servicios turísticos

Artículo 23. Derechos del usuario de servicios turísticos.

1. A los efectos de esta Ley y sin perjuicio de lo establecido
en otras disposiciones que sean aplicables, el usuario de ser-
vicios turísticos tiene derecho a:

a) Recibir información veraz, completa y previa a la con-
tratación sobre los bienes y servicios que se le oferten.

b) Obtener de la otra parte contratante los documentos que
acrediten los términos de su contratación.

c) Recibir el bien o servicio contratado de acuerdo con las
características anunciadas y, en todo caso, que la naturaleza
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y calidad guarde proporción directa con la categoría de la
empresa o establecimiento turístico.

d) Tener garantizada en el establecimiento su seguridad y
la de sus bienes en los términos establecidos en la legislación
vigente.

Sin perjuicio de las obligaciones establecidas en la presente
Ley y en las demás normativas turísticas, los titulares de los
establecimientos turísticos deberán adoptar las medidas ne-
cesarias para garantizar que el usuario turístico esté infor-
mado inequívocamente de las instalaciones o servicios que su-
pongan algún riesgo y de las medidas de seguridad adoptadas.

e) Tener garantizadas en el establecimiento su tranquilidad
y su intimidad.

f) Recibir factura o tique del precio abonado por el servicio
turístico prestado.

f) bis. Exigir que, en lugar de fácil visibilidad, se exhiba públi-
camente, conforme a lo establecido en la normativa corres-
pondiente, el distintivo acreditativo de la clasificación, aforo y
cualquier otra variable de la actividad, así como los símbolos
de calidad normalizada.

g) Formular quejas y reclamaciones y, a tal efecto, exigir
que le sea entregada la hoja oficial en el momento de plantear
su reclamación.

h) Recibir de la Administración competente información ob-
jetiva sobre los distintos aspectos de los recursos y de la oferta
turística de Andalucía.

2. En ningún caso el acceso a los establecimientos turís-
ticos podrá ser restringido por razones de discapacidad, raza,
lugar de procedencia, sexo, religión, opinión o cualquier otra
circunstancia personal o social.

Artículo 24. Obligaciones del usuario de servicios turísticos.

A los efectos de esta Ley, y sin perjuicio de lo establecido
en otras disposiciones que sean aplicables, el usuario de ser-
vicios turísticos tiene obligación de:

a) Observar las reglas de convivencia e higiene dictadas
para la adecuada utilización de los establecimientos turísticos.

b) Respetar los reglamentos de uso o régimen interior de
los establecimientos turísticos, siempre que éstos no sean
contrarios a la presente Ley o a las disposiciones que la de-
sarrollen, y se encuentren debidamente aprobados y diligen-
ciados por la Administración.

c) Pagar el precio de los servicios contratados en el mo-
mento de la presentación de la factura o en el plazo pactado,
sin que, en ningún caso, el hecho de presentar una reclama-
ción exima de las obligaciones de pago.

d) Respetar los establecimientos, instalaciones y propieda-
des de las empresas turísticas que utilicen o frecuenten.

e) Respetar el entorno medioambiental de Andalucía.

CAPÍTULO II
De las empresas turísticas

Artículo 25. Derechos de las empresas turísticas.

A los efectos de esta Ley y sin perjuicio de lo previsto en
otras disposiciones que sean de aplicación, son derechos de
las empresas turísticas los siguientes:

a) A que se incluya información sobre instalaciones y ca-
racterísticas de su oferta específica en los catálogos, directo-
rios, guías y sistemas informáticos de la Administración turís-
tica destinados a tal fin.

b) Al acceso a las acciones de promoción turística que le
resulten apropiadas realizadas por la Administración turística.

c) A solicitar subvenciones, ayudas y programas de fomento
que reglamentariamente se establezcan.

d) A obtener de la Administración turística, en los supuestos
establecidos en la presente Ley, las autorizaciones y clasifi-
caciones preceptivas para el ejercicio de su actividad.

Artículo 26. Obligaciones de las empresas turísticas.

1. Los titulares de establecimientos turísticos no deberán
contratar plazas que no puedan atender en las condiciones
pactadas. En caso contrario, incurrirán en responsabilidad frente
a la Administración y a los usuarios, que será objeto del pro-
cedimiento sancionador que se instruya al efecto.

2. Los titulares de los establecimientos turísticos que hayan
incurrido en sobrecontratación estarán obligados a proporcio-
nar alojamiento a los usuarios afectados en otro estableci-
miento de la misma zona, de igual o superior categoría y en
similares condiciones a las pactadas.

Los gastos de desplazamiento hasta el establecimiento defi-
nitivo de alojamiento, la diferencia de precio respecto del nue-
vo, si la hubiere, y cualesquiera otro que se originen hasta el
comienzo del alojamiento, serán sufragados por el estableci-
miento sobrecontratado, sin perjuicio de que éste, en su caso,
pueda repercutir tales gastos a la empresa causante de la
sobrecontratación. En el supuesto de que el importe del nuevo
alojamiento sea inferior al del sobrecontratado, el titular de
éste devolverá la diferencia al usuario.

Las eventuales responsabilidades de los operadores turís-
ticos en esta materia serán depuradas en el procedimiento
sancionador que se instruya al efecto.

4. Asimismo, serán obligaciones de las empresas turísticas
las siguientes:

a) Anunciar o informar a los usuarios, previamente, sobre
las condiciones de prestación de los servicios y de su precio.

b) Facilitar los bienes y servicios con la máxima calidad en
los términos contratados, de acuerdo con la categoría del es-
tablecimiento, en su caso, y con lo dispuesto en las reglamen-
taciones correspondientes.

c) Dar la máxima publicidad a los precios de todos los servicios.
d) Facturar los servicios de acuerdo con los precios esta-

blecidos.
e) Cuidar del buen funcionamiento y mantenimiento de to-

das las instalaciones y servicios del establecimiento.
f) Cuidar del buen trato dado a los clientes, por parte del

personal de la empresa.
g) Facilitar al cliente, cuando lo solicite, la documentación

preceptiva para formular reclamaciones
h) Facilitar a la Administración la información y documen-

tación preceptiva para el correcto ejercicio de las atribuciones
que legal y reglamentariamente le correspondan.

TÍTULO V
DE LA ORDENACI ÓN DE LA OFERTA TUR ÍSTICA

CAPÍTULO I
De los servicios y establecimientos turísticos en general

Sección 1ª
De los servicios turísticos

Artículo 27. Tipos de servicios turísticos.

1. Tienen la consideración de servicios turísticos la prestación del:
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a) Servicio de alojamiento, cuando se facilite hospedaje o
estancia a los usuarios de servicios turísticos, con o sin pres-
tación de otros servicios complementarios.

b) Servicio de restauración, cuando se proporcione comida
para ser consumida en el mismo establecimiento o en insta-
laciones ajenas.

c) Servicio de intermediación en la prestación de cuales-
quiera servicios turísticos susceptibles de ser demandados
por los usuarios de servicios turísticos.

d) Servicio de información, cuando se facilite información
a los usuarios de servicios turísticos sobre los recursos turís-
ticos, con o sin prestación de otros servicios complementarios.

e) Servicio de acogida de eventos congresuales, conven-
ciones o similares.

2. A los efectos de serles de aplicación la presente Ley y
sus normas de desarrollo, reglamentariamente podrá recono-
cerse carácter turístico a cualesquiera otros servicios distintos
de los señalados en el apartado anterior y que sean suscep-
tibles de integrar la actividad turística.

Artículo 28. Libertad de prestación de los servicios turísticos.

1. La prestación de servicios turísticos es libre, sin más
limitaciones que las derivadas del cumplimiento de las normas
legales y reglamentarias que sean de aplicación.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, quienes
se dediquen en nombre propio y de manera habitual y remu-
nerada a la prestación de algún servicio turístico deberán estar
inscritos en el Registro de Turismo de Andalucía, así como,
en su caso, hallarse en posesión de las correspondientes li-
cencias o autorizaciones otorgadas por la Administración com-
petente. La habitualidad se presumirá respecto de quienes
ofrezcan la prestación de servicios turísticos a través de cual-
quier medio publicitario o cuando se preste el servicio en una
o varias ocasiones dentro del mismo año por tiempo que, en
conjunto, exceda de un mes, salvo que reglamentariamente
se determine otro para determinados servicios turísticos, en
razón de las peculiaridades de los mismos.

3. La publicidad por cualquier medio de difusión o la efectiva
prestación de servicios turísticos sujetos a la obtención de
previa inscripción o autorización administrativa sin estar en
posesión de las mismas, se considerará actividad clandestina.

Artículo 29. Signos distintivos y publicidad de los servicios
turísticos.

1. En toda la publicidad, anuncios, documentación, corres-
pondencia, tarifas de precios y facturas, las empresas turísti-
cas y los sujetos no empresariales que presten servicios tu-
rísticos deberán hacer constar, de manera legible e inteligible,
el grupo y categoría del establecimiento turístico, con los sím-
bolos acreditativos que reglamentariamente se determinen,
así como todo lo dispuesto en la normativa vigente.

2. A estos efectos, los términos “turismo” y conceptos re-
lacionados sólo podrán utilizarse de acuerdo con su normativa
específica y, en su defecto, con autorización expresa de la
Administración turística.

Artículo 30. Precios de los servicios turísticos.

1. Los precios de los servicios turísticos son libres.
2. Las tarifas de precios, que estarán siempre a disposición

de los usuarios, serán expuestas en lugar visible de los esta-
blecimientos turísticos.

3. Las tarifas de precios, así como las facturas correspondien-
tes a los servicios turísticos efectivamente prestados o con-
tratados, deberán estar desglosadas por conceptos y redacta-
das, en todo caso, en castellano.

Sección 2ª
De los establecimientos turísticos

Artículo 31. Clasificación administrativa de los estableci-
mientos turísticos.

1. En los términos que reglamentariamente se determinen,
los establecimientos turísticos serán clasificados por grupos
y categorías, atendiendo, entre otras, a las características de
sus instalaciones y de los servicios ofrecidos.

2. Excepcionalmente, mediante resolución motivada y pre-
vio informe técnico, la Consejería podrá dispensar del cum-
plimiento de algunos de los requisitos exigidos para otorgar
una determinada clasificación a un establecimiento turístico.

3. La clasificación se mantendrá en vigor mientras subsistan
las circunstancias existentes al otorgarla; si éstas se modifi-
can, la Consejería competente en materia turística podrá re-
visarla, de oficio o a instancia de parte interesada, mediante
la tramitación del correspondiente expediente, en el que se
dará audiencia al titular del establecimiento.

4. Cuando los requisitos exigidos para su otorgamiento sean
modificados como consecuencia de cambios normativos, los
titulares de los establecimientos turísticos gozarán de un plazo
de adaptación para el mantenimiento de su clasificación; si
los titulares no efectuaran la adaptación, la Consejería otor-
garía la procedente.

5. En los establecimientos turísticos se exhibirá, en lugar
visible desde el exterior del mismo, el símbolo acreditativo de
su clasificación, en las condiciones que reglamentariamente
se determinen.

Artículo 32. Requisitos de infraestructura, seguridad y medio
ambiente de los establecimientos turísticos.

1. Los establecimientos turísticos deberán cumplir los re-
quisitos mínimos de infraestructura que determine la Conse-
jería competente en materia turística, los establecidos en ma-
teria de seguridad, los relativos al medio ambiente, así como
los exigidos por la normativa que les sea aplicable.

Los municipios exigirán el cumplimiento de dicha normativa
al tramitar las correspondientes licencias.

2. En todo caso, los establecimientos turísticos deberán
cumplir las normas vigentes sobre accesibilidad a los mismos
de personas que sufran discapacidades.

3. Las instalaciones de los establecimientos turísticos se
deberán conservar en adecuado estado, manteniendo los re-
quisitos mínimos exigidos para su apertura y funcionamiento.

4. Los municipios o, en su caso, la Consejería competente
en materia turística podrán, en cualquier momento, requerir
de los titulares de los establecimientos turísticos la ejecución
de las obras de conservación y mejora conforme a la normativa
que les sea aplicable.

Artículo 33. Acceso y permanencia en los establecimientos
turísticos.

1. Los establecimientos turísticos recogidos en la presente
Ley serán considerados como establecimientos públicos, sien-
do libre el acceso a los mismos.
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2. Los titulares de los establecimientos turísticos podrán
recabar el auxilio de los agentes de la autoridad para expulsar
de los mismos a los usuarios que incumplan los reglamentos
de uso o de régimen interior o que pretendan acceder o per-
manecer en los mismos con una finalidad diferente al normal
uso del servicio.

CAPÍTULO II
Del Registro de Turismo de Andalucía

Artículo 34. Objeto del Registro de Turismo de Andalucía.

2. El Registro de Turismo de Andalucía tendrá por objeto
la inscripción de:

a) Los establecimientos de alojamiento turístico.
b) Los establecimientos de restauración turística.
c) Las empresas de intermediación turística.
d) Los guías de turismo.
e) Las asociaciones, fundaciones y entes cuya finalidad

esencial sea el fomento del turismo.
f) Las oficinas de turismo, de conformidad con lo establecido

en la presente Ley.
f) bis. Los palacios de congresos de Andalucía.
g) La oferta complementaria de ocio que reglamentaria-

mente se determine.
h) Cualquier otro establecimiento o sujeto cuando, por su

relación con el turismo, se determine reglamentariamente.
3. Con carácter previo al ejercicio de la actividad, los titu-

lares de las viviendas turísticas deberán comunicarlo al Re-
gistro de Turismo de Andalucía.

4. El Registro de Turismo de Andalucía tendrá naturaleza
administrativa y carácter público y gratuito.

5. Reglamentariamente se determinarán sus normas de
organización y funcionamiento.

Artículo 35. Carácter obligatorio y efectos de la inscripción.

1. Será obligatoria la inscripción registral de todos los su-
jetos y establecimientos turísticos a que se refiere el apartado
segundo del artículo anterior, aunque no concurra en aquéllos
la condición de empresarios o la prestación de los servicios
turísticos no se realice en establecimientos permanentemente
abiertos al público.

2. La inscripción en el Registro de Turismo de Andalucía
será requisito indispensable para el inicio de la prestación de
los servicios turísticos. Igualmente, será requisito imprescin-
dible para poder acceder a las ayudas y subvenciones que
conceda la Consejería competente en materia turística.

3. La falta de inscripción registral de los sujetos y estable-
cimientos a que se refiere el apartado primero será suficiente
para la calificación como clandestina de la prestación del ser-
vicio turístico de que se trate.

CAPÍTULO III
De los establecimientos y servicios turísticos en particular

Sección 1ª
De los establecimientos de alojamiento turístico

Artículo 36. Tipos de establecimientos de alojamiento turístico.

1. Los establecimientos de alojamiento turístico pueden ser
de los siguientes tipos:

a) Establecimientos hoteleros.
b) Apartamentos turísticos.
c) Inmuebles de uso turístico en régimen de aprovecha-

miento por turno.
d) Campamentos de turismo o cámpings.
e) Casas rurales.
f) Balnearios.
2. Los establecimientos destinados a la prestación del ser-

vicio de alojamiento turístico podrán obtener de la Consejería
competente en materia turística, en los términos que regla-
mentariamente se determinen, el reconocimiento de su espe-
cialización atendiendo a sus características arquitectónicas,
a las características de los servicios prestados y a la tipología
de la demanda.

3. Los establecimientos destinados a la prestación del ser-
vicio de alojamiento turístico deberán cumplir los requisitos
de instalaciones, mobiliario y servicios que reglamentariamen-
te se determine, en función del tipo, grupo, categoría y espe-
cialidad a que pertenezcan.

4. Reglamentariamente se determinarán los requisitos exi-
gibles para que, en cualesquiera otros establecimientos dis-
tintos de los mencionados en el apartado primero, pueda pres-
tarse el servicio de alojamiento turístico.

Artículo 37. Clasificación por grupos de los establecimientos
hoteleros.

1. Los establecimientos hoteleros se clasifican en cuatro
grupos:

a) Hoteles. Son aquellos establecimientos destinados a la
prestación del servicio de alojamiento turístico, con o sin ser-
vicios complementarios, y que, ocupando la totalidad o parte
independiente de un edificio o un conjunto de edificios, dis-
ponen de entradas propias y, en su caso, ascensores y esca-
leras de uso exclusivo, cumpliendo, además, los restantes
requisitos que reglamentariamente se determinen.

b) Hostales. Son aquellos establecimientos que ofrecen alo-
jamiento, con o sin otros servicios de carácter complementario,
y que, tanto por la dimensión del establecimiento, como por
la estructura, tipología o características de los servicios que
ofrecen, reglamentariamente se les exceptúa de determinados
requisitos exigidos a los hoteles.

c) Pensiones. Son aquellos establecimientos que ofrecen
alojamiento, con o sin otros servicios de carácter complemen-
tario, y que, tanto por la dimensión del establecimiento, como
por la estructura, tipología o características de los servicios
que ofrecen, reglamentariamente se les exceptúe de determi-
nados requisitos exigidos a los hostales.

d) Hoteles-apartamentos. Son aquellos establecimientos que,
reuniendo los requisitos exigidos a los hoteles, cuentan, ade-
más, con las instalaciones adecuadas para la conservación,
elaboración y consumo de alimentos y bebidas dentro de cada
unidad de alojamiento, en los términos que reglamentariamen-
te se determinen.

2. Reglamentariamente se podrán crear otros grupos de
establecimientos hoteleros en función de parámetros como la
calidad de las instalaciones y de los servicios ofertados.

Artículo 38. Apartamentos turísticos.

1. Son apartamentos turísticos los establecimientos desti-
nados a prestar el servicio de alojamiento turístico que estén
compuestos por un conjunto de unidades de alojamiento y
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que sean objeto de comercialización en común por un mismo
titular.

2. Las unidades de alojamiento podrán ser apartamentos pro-
piamente dichos, villas, chalés, bungalós o inmuebles análogos.

3. En los términos que reglamentariamente se determinen,
los apartamentos estarán dispuestos para su inmediata ocu-
pación por el usuario turístico y contarán con el mobiliario e
instalaciones adecuadas para la conservación, elaboración y
consumo de alimentos y bebidas dentro de cada unidad de
alojamiento.

Artículo 39. Inmuebles de uso turístico en régimen de apro-
vechamiento por turno.

1. Son inmuebles de uso turístico en régimen de aprove-
chamiento por turno aquellos establecimientos destinados a
prestar servicio de alojamiento mediante la atribución a los
usuarios turísticos de un derecho, cualquiera que sea su na-
turaleza jurídica, que les faculte para ocuparlos, sucesivamen-
te y con carácter exclusivo, durante un período determinado
o determinable de cada año.

2. Los inmuebles de uso turístico en régimen de aprove-
chamiento por turno quedan sometidos a las prescripciones
de esta Ley y a su legislación específica.

Artículo 40. Campamentos de turismo o cámpings.

1. Son campamentos de turismo o cámpings aquellos es-
tablecimientos turísticos que, ocupando un espacio de terreno
debidamente delimitado, dotado y acondicionado, se destinan
a facilitar a los usuarios turísticos un lugar adecuado para hacer
vida al aire libre, durante un período de tiempo limitado, utili-
zando albergues móviles, tiendas de campaña u otros ele-
mentos análogos fácilmente transportables o desmontables.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior y
previa autorización de la Consejería competente en materia
turística, en los campamentos de turismo podrán construirse
elementos fijos destinados a alojamiento, tipo bungaló, siem-
pre que la superficie que ocupen no supere el límite estable-
cido reglamentariamente y sean explotados por el mismo ti-
tular que el del campamento.

3. Asimismo, podrán construirse elementos fijos, de planta
baja únicamente, que tengan por objeto satisfacer necesida-
des colectivas de los acampados, tales como recepción, su-
permercado, restaurante o bar, bloques de servicios higiénicos
y oficinas y las dedicadas exclusivamente al personal de ser-
vicio. Este tipo de construcciones no podrá exceder del por-
centaje de la superficie total del campamento que reglamen-
tariamente se determine.

4. Quedan excluidos de la presente Ley los albergues y
campamentos juveniles, los centros y colonias escolares y,
en general, cualesquiera establecimientos similares a los an-
teriores en los que la prestación del servicio de alojamiento
turístico se realice de manera ocasional y sin ánimo de lucro.

Artículo 41. Casas rurales.

1. Son casas rurales aquellas edificaciones situadas en el
medio rural que, por sus especiales características de construc-
ción, ubicación y tipicidad, prestan servicios de alojamiento, con
otros servicios complementarios, y que hayan sido declaradas
como tales por la Administración turística.

2. Reglamentariamente se determinarán los requisitos que
deberán reunir las casas rurales y los criterios de clasificación

de las mismas atendiendo, entre otras circunstancias, a su
ubicación y características, así como a la oferta de servicios
complementarios.

Artículo 42. Balnearios.

1. Son balnearios los centros sanitarios que utilizan con
fines terapéuticos aguas minero-medicinales, tratamientos ter-
males u otros medios físicos naturales.

2. Estos establecimientos se someterán a las disposiciones
de la presente Ley en todo lo relativo al ejercicio de actividades
turísticas en dichas instalaciones.

Sección 2ª
De las viviendas turísticas

Artículo 43. Viviendas turísticas vacacionales.

1. Son viviendas turísticas vacacionales aquellas en las que
se presta únicamente el servicio de alojamiento y que son
ofertadas al público para su utilización temporal o estacional
o son ocupadas ocasionalmente, con fines turísticos, una o
más veces a lo largo del año.

2. En todo caso, se referirá sólo al alojamiento en piso
completo o vivienda unifamiliar y no por habitaciones.

Artículo 44. Viviendas turísticas de alojamiento rural.

Son viviendas turísticas de alojamiento rural aquellas que
cumplan con las especiales características definidas para las
casas rurales, siempre que en ellas no se preste ningún ser-
vicio distinto del alojamiento.

Artículo 45. Condiciones de utilización.

Las viviendas turísticas deberán estar amuebladas y dis-
poner de los enseres necesarios para su inmediata utilización.
Reglamentariamente se determinarán los requisitos mínimos
que éstas deben cumplir.

Sección 3ª
De los establecimientos de restauración

Artículo 46. Clases de establecimientos de restauración tu-
rística.

1. Se consideran establecimientos turísticos de restaura-
ción aquellos que, reuniendo los requisitos que reglamenta-
riamente se determinen, sean destinados por su titular, mediante
oferta al público, a proporcionar comidas y bebidas consumi-
bles en sus propias dependencias.

2. Los establecimientos de restauración turística se dividen
en restaurantes, cafeterías y aquellos bares que, por sus es-
peciales características, reglamentariamente se establezcan.

3. Pertenecen al grupo de restaurantes aquellos estable-
cimientos destinados a la prestación de servicios de restau-
ración turística en los que, reuniéndose los demás requisitos
que reglamentariamente se determinen, el consumo de comi-
das se realiza en horarios determinados y, preferentemente,
en zonas de comedor independientes.

4. Pertenecen al grupo de cafeterías aquellos establecimien-
tos destinados a la prestación de servicios de restauración
turística en los que, reuniéndose los demás requisitos que
reglamentariamente se señalen, ofrezcan servicios de café o
bar, pudiendo también servir platos simples o combinados.
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5. Reglamentariamente podrán determinarse los requisitos
que deberán reunir para ser considerados como turísticos cua-
lesquiera otros establecimientos, distintos de los mencionados
en los apartados anteriores, dedicados a la prestación de ser-
vicios de restauración.

6. No tendrán la consideración de establecimientos de res-
tauración turística:

a) Los comedores universitarios, escolares, de empresas
y cualesquiera otros en los que se sirva comida a colectivos
particulares, excluyendo al público en general.

b) Los comedores de los establecimientos turísticos de alo-
jamiento en los que se sirva comida sólo y exclusivamente a
quienes se encuentren alojados en ellos.

7. Reglamentariamente se determinarán las categorías de
los establecimientos de restauración turística, atendiendo a
las características y calidad de sus instalaciones y de sus
servicios.

Sección 4ª
De la intermediación turística

Artículo 47. Clases de empresas de intermediación turística.

1. Se consideran empresas de intermediación turística aque-
llas que, reuniendo los requisitos que reglamentariamente se
determinen, se dediquen a intermediar en la actividad turística.

2. Las empresas de intermediación turística se dividen en
agencias de viaje, centrales de reserva y aquellas otras que
se determinen reglamentariamente.

3. Pertenecen al grupo de agencias de viaje las personas
físicas o jurídicas que, en posesión del título-licencia corres-
pondiente, se dedican a la intermediación en la prestación de
cualesquiera servicios turísticos, así como a la organización
y/o comercialización de viajes combinados u otros servicios
turísticos de intermediación.

La condición legal y la denominación de agencia de viajes
queda reservada exclusivamente a las personas a que se
refiere el párrafo anterior.

4. Pertenecen al grupo de centrales de reserva quienes se
dedican a la intermediación en la prestación de cualesquiera
servicios turísticos, sin que, en ningún caso, puedan percibir
de los usuarios turísticos contraprestación económica por su
intermediación.

5. Reglamentariamente se determinarán los requisitos exi-
gidos a las empresas de intermediación turística.

Sección 5ª
De la información turística

Artículo 48. Requisitos para la prestación del servicio de
información turística.

1. El servicio de información turística es libre, con sujeción,
en todo caso, al cumplimiento de lo previsto en esta Ley y
demás normativa aplicable.

2. En los viajes colectivos organizados por agencias de
viajes, éstas deberán poner a disposición de los turistas un
servicio de acompañamiento para su orientación y asistencia;
reglamentariamente se determinarán sus condiciones y requi-
sitos exigibles.

Artículo 49. Guías de turismo.

1. Se considera actividad propia de los guías de turismo la
prestación, de manera habitual y retribuida, de servicios de
información turística a quienes realicen visitas a los bienes
integrantes del Patrimonio Histórico Andaluz.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, para
desarrollar la actividad propia de los guías de turismo será
preciso hallarse en posesión de la correspondiente autoriza-
ción administrativa, expedida conforme a los términos regla-
mentariamente establecidos.

Sección 6ª
De los palacios de congresos

Artículo 49 bis. De los palacios de congresos.

1. Los palacios de congresos realizarán todas aquellas ac-
tividades propias para la acogida y celebración de congresos,
convenciones, ferias, incentivos y cualquier otro acontecimien-
to similar.

2. Reglamentariamente, se establecerá la tipología admi-
nistrativa y el régimen jurídico de los mismos. Sus órganos
de gobierno y representación se determinarán en sus estatutos.

TÍTULO VI
DE LA INSPECCI ÓN TURÍSTICA

Artículo 50. Funciones de la Inspección turística.

La Inspección en materia de turismo tendrá las funciones
siguientes:

a) La comprobación y control del cumplimiento de la nor-
mativa vigente en materia de turismo, especialmente la per-
secución de las actividades clandestinas.

La Inspección podrá requerir la subsanación de las defi-
ciencias apreciadas y, en su caso, proponer el inicio de los
procedimientos sancionadores que procedan.

b) La emisión de los informes técnicos que solicite la Ad-
ministración turística, en particular en casos de clasificación
de establecimientos turísticos, funcionamiento de empresas
y seguimiento de la ejecución de inversiones subvencionadas.

c) Aquellas otras que, en función de su naturaleza, le en-
comiende el titular de la Consejería competente en materia
turística.

Artículo 51. Los servicios de Inspección turística.

1. Las funciones inspectoras en la Comunidad Autónoma
de Andalucía serán ejercidas por la Consejería competente
en materia turística, a la que se adscriben los correspondientes
servicios de Inspección, que tendrán la composición que se
determine reglamentariamente.

2. Los funcionarios de los servicios de Inspección de la
Junta de Andalucía, o de la Corporación Local que actúe por
delegación, en el ejercicio de su cometido en materia turística
tendrán la consideración de agentes de la autoridad, disfru-
tando como tales de la protección y facultades que a éstos
les dispensa la normativa vigente. A estos efectos, el personal
técnico de los servicios de Inspección de turismo estará dotado
de la correspondiente acreditación, que deberá exhibir en el
ejercicio de sus funciones.
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3. El personal de los servicios de Inspección de turismo
está obligado a cumplir el deber de secreto profesional. El in-
cumplimiento de esta obligación será sancionado conforme a
las disposiciones vigentes en la materia. Asimismo, los fun-
cionarios de la Inspección gozarán de independencia en el
desarrollo de las funciones inspectoras, actuando de acuerdo
con las previsiones de los planes de inspección y las instruc-
ciones de sus superiores jerárquicos.

4. En el ejercicio de sus funciones, el personal inspector debe
observar el respeto y la consideración debidos a los interesados y
a los usuarios, informándoles, cuando así sean requeridos, de sus
derechos y deberes, a fin de facilitar su adecuado cumplimiento.

Artículo 52. Deberes de colaboración.

1. Los servicios de Inspección, además de solicitar docu-
mentación e información directamente relacionada con el cum-
plimiento de sus funciones, podrán recabar la cooperación de
los servicios de Inspección dependientes de otras Consejerías
y Administraciones Públicas en los términos previstos legal-
mente. En particular, podrán recabar la cooperación de las
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, en los términos y por las
vías previstos en la normativa vigente.

2. La Consejería competente en materia turística vendrá obli-
gada a comunicar a las Consejerías, Organismos Autónomos y
Administraciones Públicas correspondientes aquellas deficien-
cias detectadas en el ejercicio de su función por el personal del
servicio de Inspección de turismo que, pudiendo constituir infrac-
ciones, incidan en el ámbito competencial de aquéllas.

Artículo 53. Obligaciones de los administrados.

1. Los titulares de las empresas y actividades turísticas, sus
representantes legales o, en su defecto, personas debidamente
autorizadas están obligados a facilitar a los funcionarios de los
servicios de Inspección, en el ejercicio de sus funciones, el acceso
a las dependencias e instalaciones y el examen de documentos,
libros y registros directamente relacionados con la actividad tu-
rística, así como a facilitar la obtención de copias o reproduccio-
nes de la documentación anterior.

2. Si no estuviesen presentes las personas referidas en el
apartado anterior, el inspector dejará a la persona que esté
presente un requerimiento, indicando el plazo en que proce-
derá a realizar la inspección, nunca inferior a veinticuatro ho-
ras, la cual habrá de ser facilitada por cualquier persona re-
lacionada con el establecimiento presente en ese momento.

3. De no poderse aportar en el momento de la inspección
los documentos requeridos o necesitar éstos de un examen
detenido, los inspectores podrán conceder un plazo para la
entrega de aquellos o, en su lugar, citar a los titulares de las
empresas y actividades turísticas, sus representantes legales
o, en su defecto, personas debidamente autorizadas a com-
parecencia ante la Administración autonómica.

4. Si se le negase la entrada o acceso a los lugares objeto
de inspección, no se le facilitara la documentación solicitada
o no se acudiese a la oficina administrativa a requerimiento
de la Inspección de turismo, el inspector formulará mediante
acta la necesaria advertencia de que tal actitud constituye una
obstrucción sancionable.

Artículo 54. Actuaciones inspectoras.

1. La actuación de la Inspección de turismo se desarrollará,
principalmente, mediante visita a los centros o lugares objeto

de inspección. Igualmente, podrá desempeñar su función fis-
calizadora solicitando de los responsables de las actividades
turísticas la aportación de los datos precisos. Se podrán ela-
borar Planes de Inspección Programada.

2. Por cada visita de inspección que se realice, los funcio-
narios actuantes deben levantar el acta correspondiente en
la que se expresará su resultado, que podrá ser:

a) De conformidad con la normativa turística.
b) De obstrucción a los funcionarios por parte del titular, su

representante o empleados.
c) De advertencia, cuando los hechos consistan en la inob-

servancia de requisitos fácilmente subsanables, y siempre que
de los mismos no se deriven daños o perjuicios para los usua-
rios; en estos supuestos, el inspector puede advertir y asesorar
para que se cumpla la normativa, consignando en el acta la
advertencia, la norma aplicable y el plazo para su cumplimiento.

d) De infracción.
El contenido de los distintos tipos de actas se ajustará, en

lo que proceda, al establecido para las actas de infracción.

Artículo 55. Actas de infracción.

1. En las actas se reflejarán los datos identificativos del
establecimiento o actividad, la fecha y hora de la visita, los
hechos constatados, destacando, en su caso, los relevantes
a efectos de tipificación de la infracción y graduación de la
sanción, así como los nombres y apellidos de los inspectores
actuantes. Siempre que sea posible y sin perjuicio de lo que
resultase de la posible instrucción del procedimiento sancio-
nador, se contemplará asimismo:

a) La infracción presuntamente cometida, con expresión
del precepto infringido.

b) Las sanciones que, en su caso, se le pudieran imponer.
2. Los interesados, o sus representantes, podrán hacer en

el acto de inspección las alegaciones o aclaraciones que es-
timen convenientes a su defensa, que se reflejarán en la corres-
pondiente acta.

3. Si la inspección aprecia razonadamente la existencia de
elementos de riesgo inminente de perjuicio grave para los
usuarios, deberá proponer al órgano competente para incoar
la adopción de las medidas cautelares oportunas a las que
se refiere el artículo 72.

4. Las actas deberán ser firmadas por el titular de la em-
presa, por el representante legal de ésta, o, en caso de au-
sencia, por el que se encuentre al frente del establecimiento
o, en último extremo, por cualquier dependiente. La firma y
recepción del acta por cualquiera de las personas citadas an-
teriormente supondrá la notificación de la misma, si bien en
ningún caso implicará la aceptación del contenido.

Si existiese negativa por parte de las personas reseñadas
anteriormente a firmar el acta, lo hará constar así el inspector,
mediante la oportuna diligencia, con expresión de los motivos,
si los manifestaran. Del acta levantada se entregará copia al
inspeccionado, teniendo los efectos de su notificación.

Las actas levantadas, en su caso, por agentes de la Ad-
ministración colaboradora serán remitidas a la Delegación Pro-
vincial de la Consejería competente en materia de turismo,
que proseguirá su tramitación.

5. Las actas de la Inspección de turismo, extendidas con
arreglo a los requisitos señalados en los apartados anteriores,
tendrán valor probatorio respecto a los hechos reflejados en
ellas constatados personalmente por el inspector actuante,
sin perjuicio de las pruebas que en defensa de sus derechos
o intereses puedan señalar o aportar los interesados.
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TÍTULO VII
DEL RÉGIMEN SANCIONADOR DE LA ACTIVIDAD TUR ÍSTICA

Artículo 56. Objeto.

El régimen sancionador de la actividad turística tiene por
objeto la tipificación de las infracciones, la fijación de sancio-
nes y el establecimiento del procedimiento sancionador apli-
cable en materia de turismo.

CAPÍTULO I
De las infracciones administrativas

Artículo 57. Infracciones administrativas.

1. Se consideran infracciones administrativas en materia de
turismo las acciones u omisiones tipificadas en la presente Ley.

2. Las disposiciones reglamentarias de ordenación del tu-
rismo podrán, dentro del marco de lo establecido en la pre-
sente Ley, complementar o especificar las conductas contra-
rias a lo dispuesto en la misma sin innovar el sistema de infracciones
y sanciones en ella establecido.

3. Las infracciones a la normativa turística se clasifican en
leves, graves y muy graves.

Artículo 58. Infracciones leves.

Se consideran infracciones leves:
1. La realización o prestación de un servicio turístico es-

tando autorizado e inscrito, cuando sea preceptivo, pero ca-
reciendo de otros documentos que al efecto sean exigibles
por las disposiciones turísticas que regulen dicha actividad.

2. Las deficiencias en la prestación de los servicios con-
tratados de conformidad con la categoría del establecimiento
y las condiciones acordadas, y, en particular, las relativas a
la limpieza, decoro y funcionamiento de las instalaciones y
enseres.

3. La falta de distintivos, anuncios, señales o de información
de obligatoria exhibición en los establecimientos, según se
determine reglamentariamente, o que, exhibidos, no cumplan
las formalidades exigidas.

4. La falta de publicidad de las prescripciones particulares a
las que pudieran sujetarse la prestación de los servicios, así
como el incumplimiento de las disposiciones turísticas que regu-
len la publicidad sobre productos y servicios y sus precios, salvo
que éstas últimas tengan la consideración de infracción grave.

5. El retraso en el cumplimiento de las comunicaciones y
notificaciones a la Consejería competente en materia de tu-
rismo de cambios de titularidad del establecimiento o en la
presentación de aquella otra información que exija la norma-
tiva turística.

6. El incumplimiento de las obligaciones formales exigidas
por las normas relativas a documentación, libros o registros
establecidos obligatoriamente por la legislación turística para
el adecuado régimen y funcionamiento de la empresa, insta-
lación o servicio y como garantía para la protección del usuario,
y, en particular, la falta de diligenciación de los libros conforme
a la normativa turística y la no conservación de la documen-
tación obligatoria durante el tiempo establecido reglamenta-
riamente.

7. Admitir reservas en exceso, que originen sobrecontra-
tación de plazas cuando la empresa infractora facilite al usua-
rio afectado alojamiento en las condiciones del artículo 26.2,
párrafo primero.

8. El incumplimiento de los requisitos, obligaciones y prohi-
biciones contenidos en esta Ley, así como las que en ejecución
de la misma se establezcan en la normativa de desarrollo
cuando no tenga trascendencia directa de carácter económico
ni perjuicio grave para los usuarios y siempre que no esté
tipificada como infracción grave ni muy grave.

Artículo 59. Infracciones graves.

Se consideran infracciones graves:
1. La realización o prestación clandestina de un servicio

turístico, definida en el artículo 28.3 de la presente Ley.
2. La utilización de denominación, rótulos o distintivos di-

ferentes a los que corresponda conforme a la clasificación
otorgada al establecimiento, actividad o servicio.

3. La utilización de información o publicidad que induzca a
engaño en la prestación de los servicios, así como el uso de
sistemas agresivos de promoción de ventas.

4. El incumplimiento de comunicar y notificar a la Consejería
competente en materia de turismo los cambios de titularidad
del establecimiento o de presentar aquella otra información
que exija la normativa turística, tras ser requerido al efecto.

5. La alteración de los presupuestos que motivaron el otor-
gamiento de la autorización, inscripción o título preceptivo para
la actividad turística, sin previa autorización del órgano turís-
tico competente.

6. El incumplimiento de la normativa turística aplicable en
materia de insonorización, así como el incumplimiento parcial
y no sustancial de la normativa sobre prevención de incendios
y de seguridad de las instalaciones.

7. Prestar el servicio turístico tras efectuar modificaciones
estructurales que afecten al grupo, categoría o especialidad
del establecimiento sin la previa modificación de la inscripción
en el Registro de Turismo de Andalucía.

8. La negativa a la prestación de un servicio contratado o
la prestación del mismo en condiciones de calidad sensible-
mente inferiores a las pactadas. No constituirá infracción la
negativa a continuar prestando un servicio cuando el cliente
se niegue al pago de las prestaciones ya recibidas.

9. La prestación de servicios a precios superiores a los
expuestos al público o con incumplimiento de las disposiciones
o normas vigentes en materia de precios.

10. La inexistencia de hojas de reclamaciones o la negativa
a facilitar la hoja de reclamaciones a los clientes en el momento
de ser solicitadas.

11. Admitir reservas en exceso, que originen sobrecontra-
tación de plazas cuando la empresa infractora no facilite al
usuario afectado alojamiento en las condiciones del ar-
tículo 26.2, párrafo primero.

12. La negativa a la expedición de factura o tique, o, ha-
biendo expedido el tique mecánico, la negativa a realizar la
correspondiente factura especificando los distintos conceptos
a solicitud del cliente, y, en general, no facilitar al cliente cuan-
tos documentos acrediten los términos de su relación con la
empresa turística y que legalmente estén obligados a sumi-
nistrarle.

13. El no mantener vigente la cuantía del capital social o
las garantías de seguro y fianza exigidas por la normativa de
las agencias de viajes.

14. Las infracciones de la normativa turística que conlleven
daños a los recursos turísticos, al medio ambiente o al patri-
monio histórico.

15. La contratación de establecimientos y personas que no
dispongan de las autorizaciones pertinentes, así como el no
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poseer personal habilitado para el ejercicio de funciones cuan-
do ello sea exigible por la normativa turística a los efectos de
la prestación de los servicios convenidos con los clientes.

16. La alteración de la capacidad de alojamiento de los
establecimientos hoteleros, mediante la utilización doble de
habitaciones calificadas como individuales o mediante la ins-
talación de camas supletorias siempre que supere el límite
reglamentariamente establecido.

17. La contratación de servicios turísticos por tiempo su-
perior al establecido reglamentariamente.

18. La reincidencia de infracciones leves.

Artículo 60. Infracciones muy graves.

Se consideran infracciones muy graves:
1. Las infracciones de la normativa turística que tengan por

resultado daño notorio o perjuicio grave a la imagen turística
de Andalucía, o de cualesquiera de sus destinos turísticos.

2. Cualquier actuación discriminatoria, incluida la expulsión
injustificada de un establecimiento turístico, cuando se realice
por razón de discapacidad, raza, lugar de procedencia, sexo,
religión, opinión o cualquier otra circunstancia personal o social.

3. Las deficiencias en materia de infraestructuras, instala-
ciones y actividad que supongan grave riesgo para los usua-
rios, así como el incumplimiento sustancial o generalizado de
la normativa en materia de incendios y seguridad.

4. La negativa u obstrucción a la actuación de los servicios
de Inspección de la Administración turística que impida o re-
trase el ejercicio de sus funciones, así como la aportación a
la misma de información o documentos falsos.

5. La venta de parcelas de los campamentos de turismo,
así como unidades de alojamiento de establecimientos hote-
leros o partes sustanciales de los mismos, salvo en los su-
puestos admitidos por la legislación vigente.

6. La reincidencia de infracciones graves.

Artículo 61. Personas responsables de las infracciones.

1. Son responsables de las infracciones tipificadas en la
presente Ley las siguientes personas físicas o jurídicas, pú-
blicas o privadas que realicen las acciones u omisiones tipi-
ficadas en la misma, aun a título de simple inobservancia:

a) Las personas titulares de empresas, establecimientos o
actividades turísticas, a cuyo nombre figure la inscripción, ha-
bilitación o título administrativos que resulten, en su caso, pre-
ceptivos para su ejercicio.

b) Las personas que presten cualquier servicio turístico de
manera clandestina.

2. El titular de las actividades turísticas será responsable
administrativamente de las infracciones cometidas por sus em-
pleados o por terceras personas que, sin unirles un vínculo
laboral, realicen prestaciones a los usuarios turísticos com-
prendidas en los servicios contratados con aquel.

La responsabilidad administrativa se exigirá al titular de la
actividad turística, sin perjuicio de que éste pueda deducir las
acciones que resulten procedentes contra las personas a las
que sean materialmente imputables las infracciones para el
resarcimiento del importe a que fueran sancionadas.

Artículo 62. Infracciones constitutivas de delito o falta.

1. Cuando en cualquier momento del procedimiento, el ór-
gano competente para incoarlo considere que las infracciones
pudieran ser constitutivas de delito o falta, deberá dar traslado
al Ministerio Fiscal y acordar la suspensión del procedimiento

sancionador hasta tanto adquiera firmeza la resolución judicial
que recaiga. No obstante, la suspensión anterior no se exten-
derá a la ejecutividad de las medidas cautelares adoptadas
para restablecer el orden jurídico vulnerado.

2. En los mismos términos, la instrucción de causa penal
ante los Tribunales de Justicia suspenderá la tramitación del
procedimiento administrativo sancionador que se hubiese in-
coado por los mismos hechos y, en su caso, la ejecución de
los actos administrativos de imposición de sanción.

3. La sanción penal excluirá la imposición de sanción ad-
ministrativa por los mismos hechos. Si a pesar de lo ordenado
en los apartados anteriores, se hubiese impuesto sanción ad-
ministrativa por los mismos hechos, tal sanción quedará sin
efecto y, en su caso, su importe será reintegrado al infractor.

4. Si la autoridad judicial acordare el archivo o dictare auto
de sobreseimiento o sentencia absolutoria, la Administración
podrá continuar el procedimiento sancionador con base, en
su caso, en los hechos que la jurisdicción competente haya
considerado probados, salvo que la resolución judicial abso-
lutoria se funde en la inexistencia misma de los hechos.

Artículo 63. Prescripción de las infracciones.

1. Las infracciones previstas en esta Ley prescribirán en
los siguientes plazos:

a) Infracciones leves: seis meses.
b) Infracciones graves: nueve meses.
c) Infracciones muy graves: un año.
2. El plazo de prescripción de las infracciones se computará

desde el día en que se hubieran cometido. En las infracciones
en las que la conducta tipificada implique una obligación per-
manente para el titular, el plazo de prescripción se computará
a partir de la fecha de cese de la actividad.

3. La prescripción de las infracciones quedará interrumpida
por la incoación del procedimiento sancionador correspondiente
con conocimiento del interesado, reanudándose el plazo de
prescripción si el procedimiento estuviera paralizado más de
un mes por causa no imputable al presunto responsable.

CAPÍTULO II
De las sanciones administrativas

Artículo 64. Tipología de las sanciones.

1. Las infracciones contra lo dispuesto en esta Ley y demás
disposiciones en materia de turismo darán lugar a la imposi-
ción de las siguientes sanciones:

a) Principales.
 Apercibimiento.
 Multa.

b) Accesorias.
Suspensión temporal del ejercicio de servicios turísti-
cos y clausura temporal del establecimiento.
Revocación del título, autorización o inscripción y clau-
sura definitiva del establecimiento.

2. No tendrán carácter de sanción la clausura o cierre de
establecimientos que se hallen abiertos al público, así como
la suspensión de actividades turísticas cuando el estableci-
miento o la actividad no haya obtenido la previa inscripción
en el Registro de Turismo de Andalucía. Tales medidas serán
acordadas previa audiencia del interesado.
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Artículo 65. Prescripción de las sanciones.

1. Las sanciones previstas en esta Ley prescribirán en los
siguientes plazos:

a) Las impuestas por infracciones leves: seis meses.
b) Las impuestas por infracciones graves: nueve meses.
c) Las impuestas por infracciones muy graves: un año.
2. El plazo de prescripción de las sanciones se computará

desde el día siguiente a aquel en que adquiere firmeza la
resolución por la que se imponga la sanción.

3. La prescripción de las sanciones quedará interrumpida
por la iniciación, con conocimiento del interesado, del proce-
dimiento de ejecución, reanudándose el plazo de prescripción
si el procedimiento estuviera paralizado más de un mes por
causa no imputable al infractor.

Artículo 66. Sanciones.

1. Las infracciones calificadas como leves serán sanciona-
das con apercibimiento o multa de hasta 200.000 pesetas.

2. Las infracciones calificadas como graves serán sancio-
nadas con multa de 200.001 a 2.000.000 pesetas; como san-
ción accesoria podrá imponerse la suspensión del ejercicio
de servicios turísticos, o la clausura temporal del estableci-
miento, en su caso, por un período inferior a seis meses.

3. Las infracciones muy graves serán sancionadas con mul-
ta de 2.000.001 a 20.000.000 de pesetas; como sanción ac-
cesoria podrá imponerse la suspensión del ejercicio de servi-
cios turísticos o clausura del establecimiento, en su caso, por
un período comprendido entre los seis meses y tres años.

La revocación del título, autorización o inscripción y la clau-
sura definitiva del establecimiento procederá en el caso de
infracciones muy graves cuando el responsable haya sido san-
cionado dos o más veces, mediante resolución firme en vía
administrativa, por este tipo de infracciones en el transcurso
de tres años consecutivos y medien graves perjuicios para
los intereses turísticos de Andalucía derivados de la conducta
del infractor.

Artículo 67. Criterios para la graduación de las sanciones.

1. Las sanciones se impondrán teniendo en cuenta las cir-
cunstancias concurrentes cuando se produjo la infracción ad-
ministrativa. A este respecto se tendrán en cuenta especial-
mente los siguientes criterios:

a) La existencia de intencionalidad.
b) La naturaleza de los perjuicios causados.
c) La reincidencia, cuando no haya sido tenida en cuenta

para tipificar la infracción.
d) El beneficio ilícito obtenido.
e) El volumen económico de la empresa o establecimiento.
f) La categoría del establecimiento o características de la

actividad.
g) La trascendencia social de la infracción.
h) Las repercusiones para el resto del sector.
i)  La subsanación durante la tramitación del procedimiento

de las anomalías que dieron origen a su incoación.
2. Se entiende por reincidencia la comisión de cualquier

infracción de la misma naturaleza en el plazo de un año a
contar desde la notificación de la sanción impuesta por otra
infracción de las tipificadas en la presente Ley, cuando haya
sido declarada firme en vía administrativa.

3. En todo caso, la aplicación de la sanción asegurará que
la comisión de las infracciones no resulte más beneficiosa
para el infractor que el cumplimiento de las normas infringidas.

4. Atendiendo a las circunstancias de la infracción, cuando
los daños y perjuicios originados a terceros, a la imagen tu-
rística de Andalucía o a los intereses generales sean de es-
casa entidad, el órgano competente podrá imponer a las in-
fracciones muy graves las sanciones correspondientes a las
graves y a las infracciones graves las correspondientes a las
leves. En tales supuestos deberá justificarse la existencia de
dichas circunstancias y motivarse la resolución.

Artículo 68. Órganos competentes.

Los órganos competentes para la imposición de las sanciones
establecidas en la presente Ley son:

a) Los Delegados Provinciales de la Consejería competente
en materia de turismo para la imposición de las sanciones corres-
pondientes a infracciones leves y graves, salvo que el ámbito
territorial de la infracción exceda del que corresponde al Dele-
gado, en cuyo caso será impuesta por el Director General.

b) El Director General competente por razón de la materia
para la imposición de las sanciones correspondientes a in-
fracciones muy graves, excepto lo establecido en el apartado
siguiente.

c) El Consejero competente en materia turística para la
imposición de las sanciones correspondientes a infracciones
muy graves cuya cuantía supere los quince millones de pe-
setas o consista en la revocación del título, autorización o
inscripción o en la clausura definitiva del establecimiento.

Artículo 69. Multas coercitivas.

1. Con independencia de las sanciones previstas en los ar-
tículos anteriores, los órganos sancionadores, una vez transcu-
rridos los plazos señalados en el requerimiento correspondiente
relativo a la adecuación de la actividad o de los establecimien-
tos a lo dispuesto en las normas o, en su caso, al cese de la
actividad, podrán imponer multas coercitivas conforme a lo
dispuesto en el artículo 99 de la Ley de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común. La cuantía de cada una de dichas multas no
superará el diez por ciento de la multa fijada para la infracción
cometida.

2. En el supuesto de incumplimiento de los requerimientos
que no den lugar a la incoación de procedimientos sanciona-
dores se podrán imponer multas coercitivas que cada una de
ellas no exceda de cincuenta mil pesetas.

CAPÍTULO III
Del procedimiento sancionador

Artículo 70. Procedimiento.

La potestad sancionadora en materia de turismo se ejercerá
de acuerdo con las normas procedimentales del presente capítulo
y con el procedimiento que se establezca reglamentariamente.

Artículo 71. Incoación.

1. Los procedimientos sancionadores se iniciarán de oficio,
por acuerdo de los Delegados Provinciales de la Consejería
competente en materia turística en cuya provincia se cometa
la infracción, bien por propia iniciativa, como consecuencia de
orden superior, petición razonada de otro órgano administrativo
o por denuncia de cualquier persona.
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2. El acuerdo de iniciación tendrá el siguiente contenido
mínimo:

a) Identificación de la persona o personas presuntamente
responsables.

b) Los hechos, sucintamente expuestos, que motivan la
incoación del procedimiento, su posible calificación y las san-
ciones que pudieran corresponder, sin perjuicio de lo que re-
sulte de la instrucción.

c) Instructor y, en su caso, Secretario del procedimiento,
con expresa indicación del régimen de recusación de los mismos.

d) Órgano competente para la resolución del procedimiento
y norma que le atribuya la competencia.

e) Indicación del derecho a formular alegaciones y a la
audiencia en el procedimiento y de los plazos para su ejercicio.

Artículo 72. Medidas cautelares.

1. Excepcionalmente, cuando sea necesario para asegurar
la eficacia de la resolución que pudiera recaer o cuando con-
curran circunstancias graves que afecten a la seguridad de
las personas o de los bienes o que supongan perjuicio grave
o manifiesto para la imagen turística de Andalucía, podrá acor-
darse cautelarmente, tanto en el acuerdo de iniciación del
procedimiento como durante su instrucción, la clausura inme-
diata del establecimiento o precintado de sus instalaciones o
suspensión de la actividad, durante el tiempo necesario para
la subsanación de los defectos existentes y como máximo
hasta la resolución del procedimiento.

2. La autoridad competente para incoar el procedimiento
lo será también para adoptar la medida cautelar, mediante
resolución motivada, previa audiencia del interesado.

Artículo 73. Caducidad.

Los procedimientos sancionadores se entenderán caduca-
dos, procediéndose al archivo de las actuaciones, una vez
que transcurran seis meses desde su incoación, excluyendo
de su cómputo las paralizaciones imputables al interesado y las
suspensiones establecidas en el artículo 42.5 de la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común,
todo ello sin perjuicio de la posible ampliación del plazo en los
supuestos legalmente establecidos.

Artículo 74. Anotación, cancelación y publicidad de sanciones.

1. Las sanciones firmes en vía administrativa, sea cual fuere
su clase y naturaleza, serán anotadas en el Registro de Tu-
rismo de Andalucía.

2. La anotación de las sanciones se cancelará de oficio o
a instancia del interesado:

a) Transcurrido uno, dos o cuatro años, según se trate de
sanciones por infracciones leves, graves o muy graves, res-
pectivamente, desde su imposición con carácter firme en vía
administrativa.

b) Cuando la resolución sancionadora sea anulada en vía
contencioso-administrativa, una vez que la sentencia sea de-
clarada firme.

3. Por razones de ejemplaridad y siempre que concurran
las circunstancias de reincidencia en las infracciones de na-
turaleza análoga, acreditada intencionalidad o que la infrac-
ción produzca graves daños a terceros o a la imagen turística
de Andalucía, el órgano sancionador podrá acordar la publi-
cación de la sanción en el Boletín Oficial de la Junta de An-
dalucía y a través de los medios de comunicación que consi-

dere oportunos, una vez que ésta sea firme. La publicación
contendrá, además de la sanción, el nombre, apellidos o de-
nominación social de las personas físicas o jurídicas respon-
sables, el establecimiento turístico, así como la índole y na-
turaleza de la infracción.

Disposición adicional primera. Régimen especial de grandes
ciudades.

El régimen de Municipio Turístico establecido en la presente
Ley no será de aplicación a las ciudades de población superior
a cien mil habitantes.

Las medidas de promoción y fomento del turismo para estas
ciudades serán objeto de un tratamiento específico en el Plan
General del Turismo.

Disposición adicional segunda. Actualización de las multas.

La cuantía de las multas podrá ser actualizada por el Con-
sejo de Gobierno de acuerdo con el límite porcentual de la
evolución del índice de precios al consumo.

Disposición adicional tercera. Medidas de protección ambiental.

1. El apartado 34 del anexo II de la Ley 7/1994, de 18 de
mayo, de Protección Ambiental, queda redactado de la si-
guiente forma:

“Complejos deportivos y recreativos, campos de golf y cám-
pings, en suelo no urbanizable”.

2. El apartado 8 del anexo III de la Ley 7/1994, de 18 de
mayo, de Protección Ambiental, queda redactado de la si-
guiente forma:

“Establecimientos hoteleros, apartamentos turísticos e in-
muebles de uso turístico en régimen de aprovechamiento por
turno. Restaurantes, cafeterías y bares”.

Disposición adicional cuarta. Residencias de tiempo libre.

La presente Ley no será de aplicación a las residencias de
tiempo libre de la Administración de la Junta de Andalucía.

Disposición adicional quinta. Plan General del Turismo.

1. El Plan General del Turismo tendrá la consideración de
plan con incidencia en la ordenación del territorio.

2. El apartado I.14 del anexo de la Ley 1/1994, de 11 de
enero, de Ordenación del Territorio, queda redactado de la
siguiente forma:

“14. Plan General del Turismo”.
3. El apartado I.14 del citado anexo pasa a ser el I.15.

Disposición adicional sexta. Resolución de los procedimientos
de inscripción.

Sin perjuicio de la obligación de dictar resolución expresa,
los interesados podrán entender desestimadas las solicitudes
de inscripción en el Registro de Turismo de Andalucía cuando
no les hayan sido notificadas las resoluciones en los plazos
reglamentariamente establecidos.

Disposición transitoria primera. Normas procedimentales.

Sin perjuicio de la aplicación de las normas procedimenta-
les establecidas en esta Ley, en tanto no se proceda a la
aprobación del reglamento a que se refiere el artículo 70, será
aplicable la legislación autonómica reguladora del procedimiento
para el ejercicio de la potestad sancionadora y, en su defecto,
la legislación del Estado.
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Disposición transitoria segunda. Régimen sancionador.

La presente Ley no será de aplicación a los procedimientos
sancionadores iniciados antes de su entrada en vigor, los cua-
les se tramitarán y resolverán con arreglo a las disposiciones
vigentes en el momento de su incoación, salvo que lo dis-
puesto en la presente resulte más favorable para el presunto
infractor.

Disposición transitoria tercera. La Escuela Oficial de Turismo.

Además de las funciones establecidas en el artículo 13 de la
presente Ley y sin perjuicio de las competencias de la Consejería
de Educación y Ciencia, la Escuela Oficial de Turismo de Andalucía
ejercerá con carácter temporal las funciones reglamentariamente
establecidas respecto de los centros privados de enseñanzas
especializadas de turismo. Estas funciones se ejercerán hasta
que tales centros obtengan el reconocimiento como Escuelas
Universitarias adscritas a la Universidad o hasta que sean auto-
rizados para impartir las enseñanzas correspondientes a los ci-
clos formativos de grado superior de Agencias de Viajes, de
Alojamiento y de Información y Comercialización Turísticas, todo
ello de acuerdo con los Reales Decretos 259/1996, de 16 de
febrero, y 777/1998, de 30 de abril.

Disposición transitoria cuarta. Acceso a la condición de guía
de turismo.

1. La Consejería competente en materia de turismo efec-
tuará con carácter extraordinario una convocatoria para que
puedan acceder a la condición de guía de turismo aquellas
personas que posean los requisitos exigidos en la normativa
vigente, salvo el de la titulación.

A tal efecto, la convocatoria habrá de prever, como fase
previa, la necesaria superación de una prueba de conocimien-
tos de carácter general.

2. La superación de dicha prueba tendrá como único efecto
el de poder acceder a las de aptitud para la obtención de la
habilitación para el ejercicio de la actividad de guía de turismo,
sin que en ningún caso posea efectos académicos ni profe-
sionales.

Disposición derogatoria única.

1. Queda derogada la Ley 3/1986, de 19 de abril, de Ins-
pección y Régimen Sancionador en materia de Turismo.

2. Quedan derogadas todas las normas de igual o inferior
rango, en lo que contradigan o se opongan a lo establecido
en la presente Ley.

3. A la entrada en vigor de la presente Ley, no será de
aplicación en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma
de Andalucía la Orden Ministerial de 11 de agosto de 1972,
por la que se aprueba el Estatuto de los Directores de Esta-
blecimientos de Empresas Turísticas.

Disposición final primera. Vigencia de normas reglamentarias.

Se declaran expresamente en vigor las normas turísticas,
cualquiera que sea su rango, en lo que no contradigan o se
opongan a lo dispuesto en la presente Ley, en particular el
Decreto 15/1990, de 30 de enero, de creación, organización
y funcionamiento del Registro de Establecimientos y Activida-
des Turísticas y simplificación de los trámites de los expedien-
tes administrativos.

Disposición final segunda. Desarrollo.

Se autoriza al Consejo de Gobierno para dictar cuantas
disposiciones resulten necesarias para el desarrollo y ejecu-
ción de esta Ley.

Disposición final tercera. Plan General del Turismo.

En el plazo de un año desde la entrada en vigor de la
presente Ley, el Consejo de Gobierno aprobará el Plan Ge-
neral del Turismo, el cual será revisado con una periodicidad
no superior a cuatro años.

Disposición final cuarta. Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor al mes de su publicación
en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

El Presidente de la Comisión,
Pedro Rodríguez de la Borbolla y Camoyán.

El Secretario de la Comisión,
Juan Francisco Gutiérrez Vílchez.

PROYECTO DE LEY DEL TURISMO

Votos particulares y enmiendas que se mantienen
5-99/PL-0007368

PRESIDENCIA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

La Mesa del Parlamento, en sesión celebrada el día 24 de
noviembre de 1999, ha conocido los votos particulares formu-
lados por el G.P. Andalucista y las enmiendas que mantienen
para su defensa en Pleno los GG.PP. Izquierda Unida Los
Verdes-Convocatoria por Andalucía y Popular de Andalucía
respecto del Proyecto de Ley 5-99/PL-0007368, del Turismo.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 65.1 del
Reglamento de la Cámara, se ordena su publicación en el
Boletín Oficial del Parlamento de Andalucía.

Sevilla, 24 de noviembre de 1999.
P.D. El Letrado Mayor del Parlamento de Andalucía,

José A. Víboras Jiménez.

AL PRESIDENTE DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

Votos particulares

El G.P. Andalucista, con arreglo a lo establecido en el ar-
tículo 120 del Reglamento de la Cámara, formula sendos votos
particulares en orden a mantener el texto original del Proyecto
de Ley de Turismo que entró en el Parlamento y referidos a
la enmienda 145, de modificación del artículo 8, presentada
por el G.P. Socialista, así como a la enmienda 150, de modi-
ficación del artículo 19.1, presentada por el G.P. Socialista

Es decir, que donde el Dictamen de la Comisión en relación
con el artículo 8 del Proyecto de Ley de Turismo dice:

“Artículo 8. Efectos de la declaración.
La declaración de Municipio Turístico podrá dar lugar a la

celebración de convenios interadministrativos en orden a com-
pensar la mayor onerosidad en la prestación de los servicios.”
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Pase a decir:
“Artículo 8. Efectos de la declaración.
La declaración de Municipio Turístico podrá dar lugar a la

celebración de convenios interadministrativos en orden a la
inclusión de todas o algunas de las siguientes previsiones,
con el objetivo de compensar la mayor onerosidad en la pres-
tación de los servicios.

a) La inclusión del municipio con carácter preferente en las
acciones de ordenación y fomento derivadas del Plan General
del Turismo.

b) Su consideración en las acciones de ordenación y fo-
mento de los planes sectoriales de la Junta de Andalucía.

c) El acceso a una línea específica de ayudas y subven-
ciones con cargo a los Presupuestos de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía.

d) El establecimiento, por dicho municipio, de recursos es-
pecíficos conforme a la legislación de haciendas locales.”

El artículo 19.1 del Proyecto de Ley de Turismo quedaría
de la siguiente forma:

“Artículo 19.1. A los efectos de esta Ley, Andalucía, en su
conjunto, se considera como destino turístico integral, con tra-
tamiento unitario en su promoción fuera de su territorio.”

Parlamento de Andalucía, 23 de noviembre de 1999.
El Portavoz adjunto del G.P. Andalucista,

Ildefonso Dell’Olmo García.

AL PRESIDENTE DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

Enmiendas que se mantienen

El G.P. Izquierda Unida Los Verdes-Convocatoria por An-
dalucía, conforme lo dispuesto en el artículo 120 del Regla-
mento de la Cámara, comunica que mantiene para su defensa
en el Pleno todas las enmiendas que, habiendo sido defendi-
das en Comisión, no han sido incorporadas al Dictamen del
Proyecto de Ley 5-99/PL-0007368, del Turismo.

Parlamento de Andalucía, 19 de noviembre de 1999.
La Portavoz del G.P. Izquierda Unida Los Verdes-

Convocatoria por Andalucía,
Concepción Caballero Cubillo.

AL PRESIDENTE DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

Enmiendas que se mantienen

El G.P. Popular de Andalucía, al amparo de lo establecido
en el artículo 120 del Reglamento de la Cámara, comunica el
mantenimiento para su defensa ante el Pleno de todas sus
enmiendas al Proyecto de Ley 5-99/PL-0007368, del Turismo,
que habiendo sido defendidas y votadas en Comisión no han
sido incorporadas al Dictamen.

Parlamento de Andalucía, 23 de noviembre de 1999.
El Portavoz del G.P. Popular de Andalucía,

Antonio Sanz Cabello.

PROYECTO DE LEY POR LA QUE SE FIJAN
LAS SEDES DE LAS SECCIONES DE LA
AUDIENCIA PROVINCIAL DE CÁDIZ EN

ALGECIRAS Y JEREZ DE LA FRONTERA

Propuesta de tramitación directa y en lectura única
ante el Pleno

5-99/PL-0010374

PRESIDENCIA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

La Mesa del Parlamento, en sesión celebrada el día 17 de
noviembre de 1999, con el acuerdo unánime de la Junta de Por-
tavoces, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 136.1 del
Reglamento, propone al Pleno de la Cámara que el Proyecto
de Ley 5-99/PL-0010374, por la que se fijan las sedes de las
secciones de la Audiencia Provincial de Cádiz en Algeciras y
Jerez de la Frontera, se tramite directamente y en lectura
única ante dicho órgano.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 65.1 del
Reglamento de la Cámara, se ordena su publicación en el
Boletín Oficial del Parlamento de Andalucía.

Sevilla, 25 de noviembre de 1999.
P.D. El Letrado Mayor del Parlamento de Andalucía,

José A. Víboras Jiménez.

PROYECTO DE LEY DEL PRESUPUESTO DE
LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE
ANDALUCÍA PARA EL AÑO 2000

Rechazo de enmiendas a la totalidad con propuesta de
devolución

5-99/PL-0010923

PRESIDENCIA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

El Pleno del Parlamento, en sesión celebrada los días 17 y 18
de noviembre de 1999, acordó rechazar las enmiendas a la
totalidad con propuesta de devolución, presentadas por los
GG.PP. Popular de Andalucía e Izquierda Unida Los Verdes-
Convocatoria por Andalucía al Proyecto de Ley 5-99/PL-0010923,
del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía
para el año 2000.

Los diputados y los grupos parlamentarios disponen hasta
las 12.00 horas del próximo día 30 de noviembre para la pre-
sentación de enmiendas parciales al citado Proyecto de Ley.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 65.1 del Re-
glamento de la Cámara, se ordena su publicación en el Boletín
Oficial del Parlamento de Andalucía.

Sevilla, 19 de noviembre de 1999.
P.D. El Letrado Mayor del Parlamento de Andalucía,

José A. Víboras Jiménez.
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PROYECTO DE LEY POR LA QUE SE
APRUEBAN MEDIDAS FISCALES Y

ADMINISTRATIVAS

Rechazo de enmiendas a la totalidad con propuesta de
devolución

5-99/PL-0010924

PRESIDENCIA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

El Pleno del Parlamento, en sesión celebrada los días 17 y 18
de noviembre de 1999, acordó rechazar las enmiendas a la
totalidad con propuesta de devolución, presentadas por los
GG.PP. Izquierda Unida Los Verdes-Convocatoria por Andalucía
y Popular de Andalucía al Proyecto de Ley 5-99/PL-0010924,
por la que se aprueban medidas fiscales y administrativas.

Los diputados y los grupos parlamentarios disponen hasta
las 12.00 horas del próximo día 30 de noviembre para la pre-
sentación de enmiendas parciales al citado Proyecto de Ley.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 65.1 del Re-
glamento de la Cámara, se ordena su publicación en el Boletín
Oficial del Parlamento de Andalucía.

Sevilla, 19 de noviembre de 1999.
P.D. El Letrado Mayor del Parlamento de Andalucía,

José A. Víboras Jiménez.

2.4 Proposiciones no de Ley y Propuestas de
Resolución del Pleno

2.4.1 Proposiciones no de Ley

ELABORACIÓN DE UN PROYECTO DE LEY
PARA LA JUVENTUD ANDALUZA

Presentada por el G.P. Popular de Andalucía
5-99/PNLP-11025

PRESIDENCIA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

La Mesa del Parlamento, en sesión celebrada el día 10 de
noviembre de 1999, de conformidad con lo previsto en el ar-
tículo 166.1 del Reglamento de la Cámara, ha calificado fa-
vorablemente, admitido a trámite y ordenado la publicación
en el Boletín Oficial del Parlamento de Andalucía de la Pro-
posición no de Ley en Pleno 5-99/PNLP-11025, relativa a la
elaboración de un proyecto de ley para la juventud andaluza,
presentada por el G.P. Popular de Andalucía.

Los grupos parlamentarios, con arreglo a lo previsto en el
artículo 166.2 del Reglamento de la Cámara, podrán presentar
enmiendas a la mencionada Proposición no de Ley hasta las
diez horas del martes de la misma semana en que haya de
celebrarse la sesión en que se debata y vote.

Sevilla, 11 de noviembre de 1999.
P.D. El Letrado Mayor del Parlamento de Andalucía,

José A. Víboras Jiménez.

A LA MESA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

El G.P. Popular de Andalucía, con arreglo a lo previsto en el
artículo 165 y siguientes del Reglamento de la Cámara, pre-

senta la siguiente Proposición no de Ley ante el Pleno, relativa
a la elaboración de un proyecto de ley para la juventud andaluza.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El artículo 48 de la Constitución Española dispone que los
poderes públicos promoverán las condiciones para la partici-
pación libre y eficaz de la juventud en el desarrollo político,
social, económico y cultural.

Por su parte, el Estatuto de Autonomía para Andalucía, en
su artículo 13.30, establece que la Comunidad Autónoma de
Andalucía tiene competencia exclusiva sobre la promoción de
actividades y servicios para la juventud.

En base a todo ello, y mediante los Reales Decretos 4096/1982
y 1408/1995, el Gobierno de la Nación traspasó a la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía, entre otras, determinadas fun-
ciones y servicios en materia de juventud.

Pues bien, desde entonces, a pesar de la importancia de
las funciones y servicios traspasados, así como el elevado
porcentaje que representa la población juvenil (jóvenes en-
tre 16 y 28 años) en Andalucía (aproximadamente un 23 % de
la población total), la configuración normativa existente actual-
mente en esta materia en al Comunidad andaluza cuenta úni-
camente con varios decretos y órdenes y con una Ley del
año 85, por la que se crea el Consejo Andaluz de la Juventud,
cuyas disposiciones todavía a estas alturas, catorce años des-
pués, aún se están desarrollando.

Por otro lado, la horizontalidad de la política de juventud y
su carácter integral, que implica no sólo a la práctica totalidad
de las Consejerías andaluzas, sino también al resto de las
Administraciones Públicas de la Comunidad Autónoma, así
como a los propios jóvenes, hace imprescindible en esta ma-
teria la elaboración de una ley que distribuya las competencias
entre las Administraciones implicadas y establezca el marco
jurídico general sobre todos y cada uno de los aspectos que
afectan a la población juvenil en Andalucía.

Por todo lo expuesto con anterioridad, somete a la apro-
bación del Pleno del Parlamento de Andalucía la siguiente

Proposición no de Ley

El Parlamento de Andalucía insta al Consejo de Gobierno a que:
Asuma el compromiso de remitir al Parlamento un proyecto

de ley para la juventud andaluza, que establezca el marco
jurídico general sobre todos y cada uno de los aspectos que
afectan a la población juvenil en Andalucía.

Parlamento de Andalucía, 3 de noviembre de 1999.
El Portavoz del G.P. Popular de Andalucía,

Antonio Sanz Cabello.

AYUDAS A LAS INDUSTRIAS AUXILIARES
DEL SECTOR PESQUERO DE ANDALUCÍA

Presentada por el G.P. Popular de Andalucía
5-99/PNLP-11282

PRESIDENCIA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

La Mesa del Parlamento, en sesión celebrada el día 17 de
noviembre de 1999, de conformidad con lo previsto en el ar-
tículo 166.1 del Reglamento de la Cámara, ha calificado fa-
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vorablemente, admitido a trámite y ordenado la publicación
en el Boletín Oficial del Parlamento de Andalucía de la Pro-
posición no de Ley en Pleno 5-99/PNLP-11282, relativa a ayu-
das a las industrias auxiliares del sector pesquero de Anda-
lucía, presentada por el G.P. Popular de Andalucía.

Los grupos parlamentarios, con arreglo a lo previsto en el
artículo 166.2 del Reglamento de la Cámara, podrán presentar
enmiendas a la mencionada Proposición no de Ley hasta las
diez horas del martes de la misma semana en que haya de
celebrarse la sesión en que se debata y vote.

Sevilla, 18 de noviembre de 1999.
P.D. El Letrado Mayor del Parlamento de Andalucía,

José A. Víboras Jiménez.

A LA MESA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

El G.P. Popular de Andalucía, con arreglo a lo previsto en el
artículo 165 y siguientes del Reglamento de la Cámara, presenta
la siguiente Proposición no de Ley ante el Pleno, relativa a ayudas
a las industrias auxiliares del sector pesquero de Andalucía.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Al parecer, el proceso de negociación que se va a iniciar
entre la Unión Europea y el Reino de Marruecos, al objeto de
establecer un nuevo convenio de pesca, se puede prolongar
de forma que haya de permanecer amarrada la flota que faena
en aquellos caladeros por un tiempo indefinido.

En previsión de ello, el Gobierno del Estado ha llegado a
un acuerdo con tripulantes, armadores y sindicatos del sector
por el cual se han establecido ayudas tendentes a paliar los
efectos que el amarre de la flota produzca.

Somos conscientes de que la industria auxiliar de este sec-
tor se verá igualmente perjudicada por las secuelas del amarre
de la flota y, al objeto de poder ayudar también a los industriales
y trabajadores afectados, somete a la aprobación del Pleno
la siguiente

Proposición no de Ley

El Parlamento de Andalucía insta al Consejo de Gobierno a:
1. Que establezca una línea de ayudas a la industria del sector

pesquero andaluz que se vea afectada por el amarre de la flota
pesquera que faena en aguas del Reino de Marruecos.

2. Estas ayudas deben tener efecto durante el mismo pe-
ríodo de tiempo que las establecidas por el Gobierno de Es-
paña para los tripulantes y armadores de la flota y en razón
con el grado de afectación que sufra cada una de las referidas
industrias auxiliares.

Parlamento de Andalucía, 9 de noviembre de 1999.
El Portavoz del G.P. Popular de Andalucía,

Antonio Sanz Cabello.

NEGOCIACIÓN DEL NUEVO CONVENIO
PESQUERO ENTRE LA UE Y MARRUECOS Y

LAS POSIBLES CONCESIONES
OTORGADAS AL MISMO EN MATERIA DE

COMERCIO AGRÍCOLA

Presentada por el G.P. Socialista
5-99/PNLP-11623

PRESIDENCIA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

La Mesa del Parlamento, en sesión celebrada el día 24 de
noviembre de 1999, de conformidad con lo previsto en el ar-
tículo 166.1 del Reglamento de la Cámara, ha calificado fa-
vorablemente, admitido a trámite y ordenado la publicación
en el Boletín Oficial del Parlamento de Andalucía de la Pro-
posición no de Ley en Pleno 5-99/PNLP-11623, relativa a la
negociación del nuevo convenio pesquero entre la UE y Marrue-
cos y las posibles concesiones otorgadas al mismo en materia
de comercio agrícola, presentada por el G.P. Socialista.

Los grupos parlamentarios, con arreglo a lo previsto en el
artículo 166.2 del Reglamento de la Cámara, podrán presentar
enmiendas a la mencionada Proposición no de Ley hasta las
diez horas del martes de la misma semana en que haya de
celebrarse la sesión en que se debata y vote.

Sevilla, 24 de noviembre de 1999.
P.D. El Letrado Mayor del Parlamento de Andalucía,

José A. Víboras Jiménez.

A LA MESA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

El G.P. Socialista, con arreglo a lo previsto en el artículo 165 y
siguientes del Reglamento de la Cámara, presenta la siguiente
Proposición no de Ley ante el Pleno, relativa a la negociación
del nuevo convenio pesquero entre la Unión Europea y Marrue-
cos y las posibles concesiones otorgadas al mismo en materia
de comercio agrícola.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El tratado de pesca entre el Reino de Marruecos y la Unión
Europea concluye el próximo 30 de noviembre, sin que se
haya previsto para el período de negociación ningún meca-
nismo transitorio que permita el mantenimiento de la actividad
de la flota andaluza.

No obstante, por parte del Reino alauita ya se ha anunciado
el cambio de perspectiva del nuevo tratado, elevando, lógica-
mente, sus pretensiones por encima de las meras concesiones
extractivas vigentes y pretendiendo su vinculación a nuevas
concesiones a su sector agrícola.

Habida cuenta de la fuerte competencia que puede suponer
el sector agrícola marroquí para la producción andaluza de
frutas, hortalizas y flor cortada por la similitud de sus productos
y coincidencia de calendario productivo, y considerando que con-
cesiones de esta naturaleza vendrían a sumarse a las ya reali-
zadas a otros países terceros del sur del Mediterráneo, es com-
prensible la inquietud producida en el sector agrario andaluz de
frutas, hortalizas y flor cortada, que viene a sumarse a la ansiedad
del sector pesquero por un tratado que no acaban de ver nego-
ciado fuera del sector primario de la economía andaluza.
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Por todo lo expuesto con anterioridad, somete a la apro-
bación del Pleno la siguiente

Proposición no de Ley

Instar al Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía a
recabar del Gobierno de la Nación.,

1. La exigencia ante la Comisión Europea de un rápido final
de las negociaciones para alcanzar un acuerdo, aceptable
para todas las partes, sobre los derechos y obligaciones de
los pescadores de la UE en aguas de Marruecos, que permita
el fomento de la actividad económica de ambos.

2. Que en las negociaciones sobre la renovación del acuer-
do pesquero se evite mezclar los acuerdos pesqueros con
cuestiones agrarias, que inevitablemente residenciarían fun-
damentalmente en Andalucía las compensaciones, obviando
que se trata de una región objetivo 1, especialmente sensible
en su sector primario, y de igual modo necesitada de ayudas
comunitarias.

3. Que transmita a la Comisión la necesidad de, previa-
mente a la concesión a Marruecos o a cualquier otro país
tercero de ventajas comerciales de carácter agrario, evaluar
el impacto inducido en la economía de las zonas andaluzas
afectadas por las concesiones en cuestión.

Sevilla, 22 de noviembre de 1999.
El Portavoz del G.P. Socialista,

José Caballos Mojeda.

CRITERIOS DE REPARTO DE LOS FONDOS
EUROPEOS ENTRE LAS COMUNIDADES

AUTÓNOMAS DEL OBJETIVO 1

Presentada por el G.P. Socialista
5-99/PNLP-11653

PRESIDENCIA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

La Mesa del Parlamento, en sesión celebrada el día 24 de
noviembre de 1999, de conformidad con lo previsto en el ar-
tículo 166.1 del Reglamento de la Cámara, ha calificado fa-
vorablemente, admitido a trámite y ordenado la publicación
en el Boletín Oficial del Parlamento de Andalucía de la Pro-
posición no de Ley en Pleno 5-99/PNLP-11653, relativa a los
criterios de reparto de los fondos europeos entre las Comu-
nidades Autónomas del objetivo 1, presentada por el G.P. So-
cialista.

Los grupos parlamentarios, con arreglo a lo previsto en el
artículo 166.2 del Reglamento de la Cámara, podrán presentar
enmiendas a la mencionada Proposición no de Ley hasta las
diez horas del martes de la misma semana en que haya de
celebrarse la sesión en que se debata y vote.

Sevilla, 24 de noviembre de 1999.
P.D. El Letrado Mayor del Parlamento de Andalucía,

José A. Víboras Jiménez.

A LA MESA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

El G.P. Socialista, con arreglo a lo previsto en el artículo 165
y siguientes del Reglamento de la Cámara, presenta la siguiente
Proposición no de Ley ante el Pleno, relativa a los criterios de
reparto de los fondos europeos entre las Comunidades Autóno-
mas del objetivo 1.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

En la Cumbre de Berlín de marzo de 1999 se aprobó el pa-
quete financiero destinado a acciones estructurales para el pe-
ríodo 2000-2006. El reparto de estos fondos en el objetivo 1 entre
los distintos países miembros se ha realizado atendiendo a
tres criterios: el PIB por habitante, el paro y la población.

En la negociación de la partida correspondiente a España,
empleando además paradójicamente, como población de An-
dalucía, la que se establece para 1996; o sea, el Gobierno central
reconoce la existencia de 400.000 andaluces más cuando pide
en Europa y los olvida cuando reparte en España.

En el debate sobre el Estado de la Comunidad, el Presi-
dente de la Junta de Andalucía manifestó su voluntad de que
el Gobierno central, en coherencia con la postura mantenida
en Europa, establezca el reparto de los fondos europeos dentro
del objetivo 1 de España bajo estos mismos criterios de PIB,
desempleo y población, empleando las últimas cifras oficiales
de población (1996).

Por todo lo expuesto con anterioridad, somete a la apro-
bación del Pleno la siguiente

Proposición no de Ley

El Parlamento de Andalucía insta al Consejo de Gobierno
a exigir al Gobierno de la Nación que para la asignación terri-
torial de los fondos europeos del objetivo 1 se apliquen los
mismos criterios que ha empleado la Comisión Europea, en
base a los datos que España ha remitido para reclamar su
cuota y que finalmente le han sido aplicados.

Sevilla, 22 de noviembre de 1999.
El Portavoz del G.P. Socialista,

José Caballos Mojeda.

2.5 Interpelaciones y Mociones

2.5.1 Interpelaciones

POLÍTICA GENERAL RESPECTO A LA
MUJER EN ANDALUCÍA

Solicitud de posposición
5-99/I-00011133

PRESIDENCIA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

La Mesa del Parlamento, en sesión celebrada el 17 de
noviembre de 1999, ha conocido el escrito presentado por el
Consejo de Gobierno, solicitando la posposición de la Inter-
pelación 5-99/I-00011133, relativa a política general respecto
a la mujer en Andalucía, formulada por el G.P. Popular de
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Andalucía, incluida en el orden del día de la sesión plenaria
convocada para los días 17 y 18 de noviembre de 1999.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 65.1 del
Reglamento de la Cámara, se ordena su publicación en el
Boletín Oficial del Parlamento de Andalucía.

Sevilla, 18 de noviembre de 1999.
P.D. El Letrado Mayor del Parlamento de Andalucía,

José A. Víboras Jiménez.

POLÍTICA GENERAL EN MATERIA DE
FOMENTO INDUSTRIAL

Formulada por el G.P. Popular de Andalucía
5-99/I-00011654

PRESIDENCIA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

La Mesa del Parlamento, en sesión celebrada el día 24 de
noviembre de 1999, a tenor de lo previsto en el artículo 152
del Reglamento de la Cámara, ha calificado favorablemente
y admitido a trámite la Interpelación 5-99/I-00011654, relativa
a política general en materia de fomento industrial, formulada
por el G.P. Popular de Andalucía.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 65.1 del
Reglamento de la Cámara, se ordena su publicación en el
Boletín Oficial del Parlamento de Andalucía.

Sevilla, 24 de noviembre de 1999.
P.D. El Letrado Mayor del Parlamento de Andalucía,

José A. Víboras Jiménez.

A LA MESA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

El G.P. Popular de Andalucía, con arreglo a lo previsto en
el artículo 151 y siguientes del Reglamento de la Cámara,
formula al Consejo de Gobierno la siguiente Interpelación, re-
lativa a política general en materia de fomento industrial.

Por todo lo expuesto con anterioridad, formula la siguiente

Interpelación

¿Cuál es la política general del Consejo de Gobierno en
materia de fomento industrial?

Parlamento de Andalucía, 22 de noviembre de 1999.
El Portavoz del G.P. Popular de Andalucía,

Antonio Sanz Cabello.

POLÍTICA GENERAL DE PROTECCIÓN
MEDIOAMBIENTAL EN ANDALUCÍA

Formulada por el G.P. Izquierda Unida Los
Verdes-Convocatoria por Andalucía

5-99/I-00011664

PRESIDENCIA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

La Mesa del Parlamento, en sesión celebrada el día 24 de
noviembre de 1999, a tenor de lo previsto en el artículo 152 del
Reglamento de la Cámara, ha calificado favorablemente y ad-
mitido a trámite la Interpelación 5-99/I-00011664, relativa a
política general de protección medioambiental en Andalucía,
formulada por el G.P. Izquierda Unida Los Verdes-Convoca-
toria por Andalucía.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 65.1 del
Reglamento de la Cámara, se ordena su publicación en el
Boletín Oficial del Parlamento de Andalucía.

Sevilla, 24 de noviembre de 1999.
P.D. El Letrado Mayor del Parlamento de Andalucía,

José A. Víboras Jiménez.

A LA MESA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

El G.P. Izquierda Unida Los Verdes-Convocatoria por An-
dalucía, con arreglo a lo previsto en el artículo 151 y siguientes
del Reglamento de la Cámara, formula la siguiente Interpela-
ción, relativa a política general de protección medioambiental
en Andalucía.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La planificación de los residuos peligrosos en Andalucía
está concretada por el Consejo de Gobierno en el Plan Director
de Gestión de Residuos Peligrosos, en cumplimiento de lo
que dispone la Ley 7/1994, de 18 de mayo, de Protección
Ambiental, y el Decreto 283/1995, de 21 de noviembre, por
el que se aprueba el Reglamento de Residuos de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía, y los diferentes reglamentos
que la desarrollan supusieron un inicio esperanzador para la
puesta en marcha de diferentes medidas encaminadas a so-
lucionar los graves problemas ambientales que aquejan a la
Comunidad Autónoma Andaluza.

No obstante, el Plan Director de Gestión de Residuos Pe-
ligrosos de Andalucía, que define la política del Consejo de
Gobierno en la materia, no se ajusta a las directrices marcadas
por la Unión Europea ni a las determinaciones del Plan Na-
cional de Residuos Peligrosos, lo que está dando lugar a di-
ferentes problemas ocasionados por la incorrecta gestión de
los residuos, siendo un exponente de este hecho los últimos
incendios ocurridos en el vertedero de Nerva a causa de la
mezcla inadecuada de residuos o al almacenamiento sin el
debido control de residuos susceptibles de generar gases tó-
xicos y explosivos.

Por todo lo expuesto con anterioridad, formula la siguiente

Interpelación

¿Cuáles son las políticas generales de residuos peligrosos
y de calidad medioambiental que está desarrollando el Con-
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sejo de Gobierno en función de las directrices emanadas de
la Unión Europea y de las prioridades y objetivos que marca
el Plan Nacional de Residuos Peligrosos?

Parlamento de Andalucía, 22 de noviembre de 1999.
La Portavoz del G.P. Izquierda Unida Los Verdes-

Convocatoria por Andalucía,
Concepción Caballero Cubillo.

2.5.2 Mociones

POLÍTICA GENERAL SOBRE VIVIENDA Y SUELO

Presentada por el G.P. Izquierda Unida Los
Verdes-Convocatoria por Andalucía

5-99/M-00011668

PRESIDENCIA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

La Mesa del Parlamento, en sesión celebrada el día 24 de
noviembre de 1999, ha acordado calificar favorablemente y
admitir a trámite la Moción 5-99/M-00011668, relativa a política
general sobre vivienda y suelo, presentada por el G.P. Izquier-
da Unida Los Verdes-Convocatoria por Andalucía, consecuen-
cia de la Interpelación 5-99/I-00011166.

A la mencionada Moción, de acuerdo con lo previsto en el
artículo 154.4 del Reglamento de la Cámara, podrán presen-
tarse enmiendas hasta las diez horas del martes de la misma
semana en que haya de celebrarse la sesión plenaria en que
se debata y vote.

Sevilla, 24 de noviembre de 1999.
P.D. El Letrado Mayor del Parlamento de Andalucía,

José A. Víboras Jiménez.

A LA MESA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

El G.P. Izquierda Unida Los Verdes-Convocatoria por An-
dalucía, con arreglo a lo previsto en el artículo 154 del Regla-
mento de la Cámara, presenta la siguiente Moción, relativa a
política general sobre vivienda y suelo.

Moción

1. El Parlamento de Andalucía acuerda instar al Consejo
de Gobierno para que inste al Gobierno central a:

1.1. Impulsar las medidas impositivas, fiscales y catastrales
que graven la acaparación y retención de viviendas fuera del
mercado.

1.2. Modificar la Ley de Arrendamientos Urbanos para el
fomento del alquiler.

1.3. Despenalizar la ocupación de inmuebles vacantes con
objeto de destinarlos a vivienda.

1.4. Modificar la normativa sobre el IRPF al objeto de con-
siderar exentas las cuantías que se perciban en concepto de
subvenciones públicas en programas de vivienda.

2. El Parlamento de Andalucía insta al Consejo de Go-
bierno a:

2.1. Cumplir con las competencias estatutarias y con los
acuerdos parlamentarios y presentar con carácter urgente en
el Parlamento el Proyecto de Ley del Suelo de Andalucía.

2.2. Presentar con carácter urgente el Proyecto de Ley de
la Vivienda de Andalucía.

2.3. Corregir en el marco del III Plan Andaluz los déficit
presupuestarios habidos en comparación con las previsiones
presupuestarias contempladas en la planificación plurianual
del II  Plan Andaluz de Vivienda y Suelo.

2.4. La municipalización progresiva de las competencias
en materia de vivienda, en la tendencia de conformar los Ayun-
tamientos como administración única en esta materia.

2.5. Incrementar y potenciar el patrimonio público de suelo
en general y, especialmente, el destinado a la realización de
viviendas.

2.6. Modificar la Empresa Pública del Suelo de Andalucía
para su especialización en la obtención de suelo para actua-
ciones de carácter social y, en particular, para la construcción
de viviendas de régimen especial.

2.7. Desarrollar medidas que fomenten el alquiler de vi-
viendas.

2.8. Establecer tasas especiales que graven la acaparación
o retención de viviendas fuera de mercado.

2.9. Incidir en las Cajas de Ahorro de Andalucía para la
reserva obligatoria de fondos destinados a la vivienda de pro-
moción pública y, muy especialmente, las promovidas desde
las administraciones públicas.

2.10. Mejorar, en colaboración con los municipios y entida-
des ciudadanas, las medidas de policía urbanística como ga-
rantía para evitar actuaciones fraudulentas sobre el parque
público de viviendas, potenciando las actuaciones ciudadanas
de control.

2.11. Realizar, en colaboración con los Ayuntamientos, un
Censo Anual de Viviendas en el que se analice la situación
del sector, las demandas existentes por capas sociales, los
movimientos de población, etc., que será básico para actua-
ciones de suelo y vivienda.

2.12. Crear un fondo especial para la adopción de medidas
de paralización de hipotecas, subsidiación de préstamos y
bloqueos de desahucios para atender contingencias de pre-
cariedad social o familiar.

2.13. Crear un fondo de actuaciones específicas en materia
de vivienda cuya dotación será de quince mil millones en el
año 2000, que se destinarán a los siguientes programas:

2.13.1. Construcción y puesta a disposición de viviendas
para inmigrantes.

2.13.2. Construcción y puesta a disposición de viviendas
para jóvenes.

2.13.3. Construcción y puesta a disposición de viviendas
para familias monoparentales.

2.13.4. Actuaciones especiales de rehabilitación en el par-
que público de viviendas de más de veinticinco años.

2.13.5. Incremento del Programa de Autoconstrucción.

Parlamento de Andalucía, 22 de noviembre de 1999.
La Portavoz del G.P. Izquierda Unida Los Verdes-

Convocatoria por Andalucía,
Concepción Caballero Cubillo.
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2.7 Preguntas

2.7.1 Preguntas orales ante el Pleno

PREGUNTA CON RUEGO DE RESPUESTA
ORAL EN PLENO

Solicitud de posposición
5-99/POP-011218

PRESIDENCIA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

La Mesa del Parlamento, en sesión celebrada el 17 de no-
viembre de 1999, ha conocido el escrito presentado por el Con-
sejo de Gobierno, solicitando la posposición de la Pregunta con
ruego de respuesta oral en Pleno 5-99/POP-011218, formulada
por el Ilmo. Sr. D. Antonio Sanz Cabello, Portavoz del G.P. Popular
de Andalucía, incluida en el orden del día de la sesión plenaria
convocada para los días 17 y 18 de noviembre de 1999.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 65.1 del
Reglamento de la Cámara, se ordena su publicación en el
Boletín Oficial del Parlamento de Andalucía.

Sevilla, 18 de noviembre de 1999.
P.D. El Letrado Mayor del Parlamento de Andalucía,

José A. Víboras Jiménez.

SUBVENCIONES A LAS CORPORACIONES
LOCALES

Solicitud de posposición
5-99/POP-011219

PRESIDENCIA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

La Mesa del Parlamento, en sesión celebrada el 17 de no-
viembre de 1999, ha conocido el escrito presentado por el Con-
sejo de Gobierno, solicitando la posposición de la Pregunta con
ruego de respuesta oral en Pleno 5-99/POP-011219, relativa
a las subvenciones a las Corporaciones Locales, formulada por
el Ilmo. Sr. D. Antonio Sanz Cabello, Portavoz del G.P. Popular
de Andalucía, incluida en el orden del día de la sesión plenaria
convocada para los días 17 y 18 de noviembre de 1999.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 65.1 del Re-
glamento de la Cámara, se ordena su publicación en el Boletín
Oficial del Parlamento de Andalucía.

Sevilla, 18 de noviembre de 1999.
P.D. El Letrado Mayor del Parlamento de Andalucía,

José A. Víboras Jiménez.

RENDIMIENTO DE LOS CEREALES

Solicitud de posposición
5-99/POP-011223

PRESIDENCIA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

La Mesa del Parlamento, en sesión celebrada el 17 de no-
viembre de 1999, ha conocido el escrito presentado por el Con-
sejo de Gobierno, solicitando la posposición de la Pregunta
con ruego de respuesta oral en Pleno 5-99/POP-011223, re-

lativa al rendimiento de los cereales, formulada por la Ilma.
Sra. Dña. Carmen Martínez de Sola y Coello de Portugal, del
G.P. Popular de Andalucía, incluida en el orden del día de la
sesión plenaria convocada para los días 17 y 18 de noviembre
de 1999.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 65.1 del Re-
glamento de la Cámara, se ordena su publicación en el Boletín
Oficial del Parlamento de Andalucía.

Sevilla, 18 de noviembre de 1999.
P.D. El Letrado Mayor del Parlamento de Andalucía,

José A. Víboras Jiménez.

AYUDA DE LA CONSEJERÍA DE AGRICULTURA
Y PESCA A LA EMPRESA OPEPESA

Solicitud de posposición
5-99/POP-011225

PRESIDENCIA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

La Mesa del Parlamento de Andalucía, en sesión celebrada
el 17 de noviembre de 1999, ha conocido el escrito presentado
por el Consejo de Gobierno, solicitando la posposición de la
Pregunta con ruego de respuesta oral en Pleno 5-99/POP-
011225, relativa a la ayuda de la Consejería de Agricultura y
Pesca a la empresa OPEPESA, formulada por la Ilma. Sra.
Dña. María del Carmen Crespo Díaz, del G.P. Popular de An-
dalucía, incluida en el orden del día de la sesión plenaria con-
vocada para los días 17 y 18 de noviembre de 1999.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 65.1 del
Reglamento de la Cámara, se ordena su publicación en el
Boletín Oficial del Parlamento de Andalucía.

Sevilla, 18 de noviembre de 1999.
P.D. El Letrado Mayor del Parlamento de Andalucía,

José A. Víboras Jiménez.

PLAN INTEGRAL DEL SIDA EN ANDALUCÍA

Formulada por la Ilma. Sra. Dña. Ángela Aguilera
Clavijo, del G.P. Izquierda Unida Los Verdes-

Convocatoria por Andalucía
5-99/POP-011300

PRESIDENCIA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

La Mesa del Parlamento, en sesión celebrada el día 17 de
noviembre de 1999, a tenor de lo previsto en el artículo 155 y
siguientes del Reglamento de la Cámara, ha calificado favo-
rablemente y admitido a trámite la Pregunta con ruego de
respuesta oral en Pleno 5-99/POP-011300, relativa al Plan
Integral del Sida en Andalucía, formulada por la Ilma. Sra.
Dña. Ángela Aguilera Clavijo, del G.P. Izquierda Unida Los
Verdes-Convocatoria por Andalucía.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 65.1 del
Reglamento de la Cámara, se ordena su publicación en el
Boletín Oficial del Parlamento de Andalucía.

Sevilla, 18 de noviembre de 1999.
P.D. El Letrado Mayor del Parlamento de Andalucía,

José A. Víboras Jiménez.
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A LA MESA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

La Ilma. Sra. Dña. Ángela Aguilera Clavijo, del G.P. Izquier-
da Unida Los Verdes-Convocatoria por Andalucía, con arreglo
a lo previsto en el artículo 155 y siguientes del Reglamento
de la Cámara, formula al Consejero de Asuntos Sociales la
siguiente Pregunta con ruego de contestación oral ante el Ple-
no, relativa al Plan Integral del Sida en Andalucía.

Pregunta

¿Qué actuaciones ha desarrollado y va a desarrollar su
Consejería dentro del Plan Integral del Sida en Andalucía?

Parlamento de Andalucía, 10 de noviembre de 1999.
La Diputada del G.P. Izquierda Unida Los Verdes-

Convocatoria por Andalucía,
Ángela Aguilera Clavijo.

SITUACIÓN DE LA FLOTA PESQUERA
ANDALUZA

Formulada por el Ilmo. Sr. D. Ildefonso Dell’Olmo
García, del G.P. Andalucista

5-99/POP-011445

PRESIDENCIA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

La Mesa del Parlamento, en sesión celebrada el día 17 de
noviembre de 1999, a tenor de lo previsto en el artículo 158.3 del
Reglamento de la Cámara, ha calificado favorablemente y
admitido a trámite la Pregunta con ruego de respuesta oral
en Pleno 5-99/POP-011445, relativa a la situación de la flota
pesquera andaluza, formulada por el Ilmo. Sr. D. Ildefonso
Dell’Olmo García, del G.P. Andalucista, y ha dispuesto su in-
clusión en el orden del día de la sesión plenaria convocada
para los días 17 y 18 de noviembre de 1999.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 65.1 del
Reglamento de la Cámara, se ordena su publicación en el
Boletín Oficial del Parlamento de Andalucía.

Sevilla, 18 de noviembre de 1999.
P.D. El Letrado Mayor del Parlamento de Andalucía,

José A. Víboras Jiménez.

A LA MESA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

El Ilmo. Sr. D. Ildefonso Dell’Olmo García, del G.P. Anda-
lucista, con arreglo a lo previsto en el artículo 158.3 del Re-
glamento de la Cámara, formula al Consejo de Gobierno la
siguiente Pregunta con ruego de contestación oral ante el Ple-
no, relativa a la situación de la flota pesquera andaluza.

Preguntas

¿Qué valoración merece al Consejo de Gobierno las me-
didas propuestas por el Gobierno central para paliar el amarre
de la flota pesquera andaluza una vez finalizado el acuerdo
UE-Reino de Marruecos?

¿Considera viable una negociación que vinculara el acuer-
do pesquero a contrapartidas agrícolas?

¿Qué alternativas habría en la hipótesis de que se prolon-
gara en exceso la negociación de un nuevo convenio o este
no fuese posible?

Andalucía, 16 de noviembre de 1999.
El Diputado del G.P. Andalucista,

Ildefonso Dell’Olmo García.

INCENDIOS EN LA PLANTA DE RESIDUOS
TÓXICOS Y PELIGROSOS DE NERVA

Formulada por los Ilmos. Sres. D. Francisco Sánchez
Moreno y Dña. María del Carmen Ortiz Rivas,

del G.P. Socialista
5-99/POP-011447

PRESIDENCIA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

La Mesa del Parlamento, en sesión celebrada el día 17 de
noviembre de 1999, a tenor de lo previsto en el artículo 155 y
siguientes del Reglamento de la Cámara, ha calificado favo-
rablemente y admitido a trámite la Pregunta con ruego de
respuesta oral en Pleno 5-99/POP-011447, relativa a incen-
dios en la planta de residuos tóxicos y peligrosos de Nerva,
formulada por los Ilmos. Sres. D. Francisco Sánchez Moreno
y Dña. María del Carmen Ortiz Rivas, del G.P. Socialista.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 65.1 del
Reglamento de la Cámara, se ordena su publicación en el
Boletín Oficial del Parlamento de Andalucía.

Sevilla, 18 de noviembre de 1999.
P.D. El Letrado Mayor del Parlamento de Andalucía,

José A. Víboras Jiménez.

A LA MESA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

Los Ilmos. Sres. D. Francisco Sánchez Moreno y Dña. Ma-
ría del Carmen Ortiz Rivas, del G.P. Socialista, con arreglo a
lo previsto en el artículo 155 y siguientes del Reglamento de
la Cámara, formulan al Consejo de Gobierno la siguiente Pre-
gunta con ruego de contestación oral ante el Pleno, relativa
a incendios en la planta de residuos tóxicos y peligrosos de
Nerva.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

En los últimos días, nuevamente se ha detectado un in-
cendio en el complejo medioambiental de Nerva, donde se
encuentra la planta de residuos tóxicos y peligrosos, lo que
pone de manifiesto una escasa atención de los gestores a las
repercusiones de estas acciones.

Tenemos conocimiento de que estos incendios se han de-
tectado y eliminados con prontitud sin afectar a enseres ni
personas, pero es inevitable una inquietud en la población,
por lo que queremos conocer la máxima información que esa
Consejería nos pueda ofrecer.

Por todo lo expuesto con anterioridad, formulan las siguientes
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Preguntas

¿Qué actuación ha emprendido esa Consejería ante los
incendios ocurridos en la planta de residuos tóxicos y peligro-
sos de Nerva?

¿Qué repercusión ha tenido para la población de Nerva y
su entorno?

Sevilla, 16 de noviembre de 1999.
Los Diputados del G.P. Socialista,

Francisco Sánchez Moreno y
María del Carmen Ortiz Rivas.

ATENCIÓN A LOS/AS ALUMNOS/AS CON
SOBREDOTACIÓN

Formulada por los Ilmos. Sres. D. Manuel Gracia
Navarro y Dña. Adoración Quesada Bravo,

del G.P. Socialista
5-99/POP-011523

PRESIDENCIA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

La Mesa del Parlamento, en sesión celebrada el día 24 de
noviembre de 1999, a tenor de lo previsto en el artículo 155
y siguientes del Reglamento de la Cámara, ha calificado fa-
vorablemente y admitido a trámite la Pregunta con ruego de
respuesta oral en Pleno 5-99/POP-011523, relativa a la aten-
ción a los/as alumnos/as con sobredotación, formulada por
los Ilmos. Sres. D. Manuel Gracia Navarro y Dña. Adoración
Quesada Bravo, del G.P. Socialista.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 65.1 del
Reglamento de la Cámara, se ordena su publicación en el
Boletín Oficial del Parlamento de Andalucía.

Sevilla, 24 de noviembre de 1999.
P.D. El Letrado Mayor del Parlamento de Andalucía,

José A. Víboras Jiménez.

A LA MESA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

Los Ilmos. Sres. D. Manuel Gracia Navarro y Dña. Adora-
ción Quesada Bravo, del G.P. Socialista, con arreglo a lo pre-
visto en el artículo 155 y siguientes del Reglamento de la
Cámara, formulan al Consejo de Gobierno la siguiente Pre-
gunta con ruego de contestación oral ante el Pleno, relativa
a la atención a los/as alumnos/as con sobredotación.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La atención a los alumnos con necesidades especiales es
una constante en la política educativa en nuestro país, que
adopta nuevas formas, sobre todo a partir de la promulgación
de la Logse. En nuestra Comunidad Autónoma, a ese marco
legal hay que añadirle la reciente Ley de Solidaridad en la
Educación, en fase de desarrollo reglamentario.

Un sector de alumnado con características especiales, que
requiere de una atención singular, que paradójicamente se ve
abocado con frecuencia al fracaso escolar y a la no integración
social, es justamente el de los niños/as sobredotados/as. La
problemática de la detección y diagnóstico, las técnicas de

apoyo y enriquecimiento, la necesidad de formación y cuali-
ficación del profesorado y los equipos de orientación en esta
problemática, así como el apoyo a las asociaciones y organi-
zaciones de diversa índole preocupados por la sobredotación,
son algunos de los aspectos que, sin duda, deberían formar
parte de la acción de la Administración educativa en Andalucía.

Por todo lo expuesto con anterioridad, formulan la siguiente

Pregunta

¿Qué medidas piensa adoptar su Consejería para mejorar
la adecuada atención a la problemática educativa, psicológica
social y familiar de los alumnos sobredotados?

Sevilla, 16 de noviembre de 1999.
Los Diputados del G.P. Socialista,

Manuel Gracia Navarro y
Adoración Quesada Bravo.

ELECCIONES AUTONÓMICAS

Formulada por la Ilma. Sra. Dña. Concepción Caballero
Cubillo, Portavoz del G.P. Izquierda Unida
Los Verdes-Convocatoria por Andalucía

5-99/POP-011656

PRESIDENCIA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

La Mesa del Parlamento, en sesión celebrada el día 24 de
noviembre de 1999, a tenor de lo previsto en el artículo 155 y
siguientes del Reglamento de la Cámara, ha calificado favora-
blemente y admitido a trámite la Pregunta con ruego de respuesta
oral en Pleno 5-99/POP-011656, relativa a las elecciones au-
tonómicas, formulada por la Ilma. Sra. Dña. Concepción Ca-
ballero Cubillo, Portavoz del G.P. Izquierda Unida Los Verdes-
Convocatoria por Andalucía.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 65.1 del
Reglamento de la Cámara, se ordena su publicación en el
Boletín Oficial del Parlamento de Andalucía.

Sevilla, 24 de noviembre de 1999.
P.D. El Letrado Mayor del Parlamento de Andalucía,

José A. Víboras Jiménez.

A LA MESA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

La Ilma. Sra. Dña. Concepción Caballero Cubillo, Portavoz
del G.P. Izquierda Unida Los Verdes-Convocatoria por Andalucía,
con arreglo a lo previsto en el artículo 155 y siguientes del
Reglamento de la Cámara, formula al Presidente de la Junta
de Andalucía la siguiente Pregunta con ruego de respuesta
oral ante el Pleno, relativa a elecciones autonómicas.

Pregunta

¿Piensa convocar las próximas elecciones autonómicas sin
hacerlas coincidir con las elecciones generales?

Parlamento de Andalucía, 22 de noviembre de 1999.
La Portavoz del G.P. Izquierda Unida Los Verdes-

Convocatoria por Andalucía,
Concepción Caballero Cubillo.
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ÚLTIMO INCENDIO DEL VERTEDERO DE NERVA

Formulada por el Ilmo. Sr. D. Diego Valderas Sosa, del
G.P. Izquierda Unida Los Verdes-

Convocatoria por Andalucía
5-99/POP-011658

PRESIDENCIA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

La Mesa del Parlamento, en sesión celebrada el día 24 de
noviembre de 1999, a tenor de lo previsto en el artículo 155 y
siguientes del Reglamento de la Cámara, ha calificado favo-
rablemente y admitido a trámite la Pregunta con ruego de
respuesta oral en Pleno 5-99/POP-011658, relativa al último
incendio del vertedero de Nerva (Huelva), formulada por el
Ilmo. Sr. D. Diego Valderas Sosa, del G.P. Izquierda Unida
Los Verdes-Convocatoria por Andalucía.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 65.1 del Re-
glamento de la Cámara, se ordena su publicación en el Boletín
Oficial del Parlamento de Andalucía.

Sevilla, 24 de noviembre de 1999.
P.D. El Letrado Mayor del Parlamento de Andalucía,

José A. Víboras Jiménez.

A LA MESA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

El Ilmo. Sr. D. Diego Valderas Sosa, del G.P. Izquierda
Unida Los Verdes-Convocatoria por Andalucía, con arreglo a
lo previsto en el artículo 155 y siguientes del Reglamento de
la Cámara, formula al Consejero de Medio Ambiente la siguiente
Pregunta con ruego de contestación oral ante el Pleno, relativa
al último incendio del vertedero de Nerva (Huelva).

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

En los últimos días se han producido dos incendios en el
vertedero de Nerva. En relación al último de ellos, el Delegado
de la Consejería de Medio Ambiente en Huelva ha manifes-
tado, en base a un estudio elaborado por sus técnicos, que
los residuos depositados en el área afectada pueden carac-
terizarse como “inflamables o fácilmente inflamables, pudien-
do arder con facilidad si se les prende fuego o se producen
chispas”. Igualmente comentó que el material afectado por el
incendio se encontraba formando una mezcla heterogénea.

Por otra parte, un informe del Colegio de Ingenieros Indus-
triales de Andalucía occidental incide sobre las precauciones
a tomar con el arsenito férrico, sustancia que se está enviando
al vertedero de Nerva, por ser susceptible de formar gases
tóxicos y explosivos. Por otra parte, el informe denominado
“Revisión del plan de seguimiento y control del plan de sa-
neamiento integral de la ría de Huelva” manifiesta que los
residuos de arsénico deben ser inertizados y posteriormente
ubicados en un depósito de seguridad.

Por todo lo expuesto con anterioridad, formula las siguientes

Preguntas

¿En qué sentido se separan los diferentes residuos que se
depositan en el vertedero de Nerva?

¿Cómo se gestionan y qué tratamiento reciben los arsenitos
férricos y otros compuestos del arsénico que se depositan en
las citadas instalaciones?

¿Qué medidas ha previsto la Consejería de Medio Ambien-
te para evitar futuros incendios en el vertedero de Nerva a
causa de combustiones espontaneas por la mezcla de resi-
duos o por la formación de gases explosivos?

Parlamento de Andalucía, 21 de noviembre de 1999.
El Diputado del G.P. Izquierda Unida Los Verdes-

Convocatoria por Andalucía,
Diego Valderas Sosa.

OBRAS EN CENTROS EDUCATIVOS EN LA
LÍNEA DE LA CONCEPCIÓN

Formulada por las Ilmas. Sras. Dña. Adoración
Quesada Bravo y Dña. Juana María Lasry Hernández,

del G.P. Socialista
5-99/POP-011684

PRESIDENCIA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

La Mesa del Parlamento, en sesión celebrada el día 24 de
noviembre de 1999, a tenor de lo previsto en el artículo 155 y
siguientes del Reglamento de la Cámara, ha calificado favo-
rablemente y admitido a trámite la Pregunta con ruego de
respuesta oral en Pleno 5-99/POP-011684, relativa a obras
en centros educativos en La Línea de la Concepción (Cádiz),
formulada por las Ilmas. Sras. Dña. Adoración Quesada Bravo
y Dña. Juana María Lasry Hernández, del G.P. Socialista.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 65.1 del Re-
glamento de la Cámara, se ordena su publicación en el Boletín
Oficial del Parlamento de Andalucía.

Sevilla, 24 de noviembre de 1999.
P.D. El Letrado Mayor del Parlamento de Andalucía,

José A. Víboras Jiménez.

A LA MESA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

Las Ilmas. Sras. Dña. Adoración Quesada Bravo y Dña. Juana
María Lasry Hernández, del G.P. Socialista, con arreglo a lo
previsto en el artículo 155 y siguientes del Reglamento de la
Cámara, formula al Consejo de Gobierno la siguiente Pregunta
con ruego de contestación oral ante el Pleno, relativa a obras
en centros educativos en la Línea de la Concepción (Cádiz).

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Con fecha 29 de agosto de 1997 fue firmado entre la Conse-
jería de Educación y Ciencia de la Junta de Andalucía y el Ayun-
tamiento de La Línea de la Concepción (Cádiz) un primer acuerdo
ejecutivo de los comprendidos en el programa “Aula 2000”,
para las siguientes actuaciones:

* Obras de sustitución de ventanas en el colegio público
Inmaculada.

* Obras de sustitución de ventanas en el colegio público
Veladas.

* Pintura y construcción de muro de cercamiento en el ins-
tituto de Enseñanza Secundaria Menéndez Tolosa.

* Reparaciones varias en el instituto de Enseñanza Secun-
daria Mediterráneo.
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Por todo lo expuesto con anterioridad, formulan las siguientes

Preguntas

¿Cuál es el grado de ejecución de las distintas actuaciones
previstas en este acuerdo ejecutivo?

¿Qué cantidades se han pagado al Ayuntamiento de La
Línea de la Concepción y cuáles son los plazos previstos para
el resto de la financiación?

¿Cuál es el plazo previsto por la Consejería de Educación
y Ciencia para la puesta en marcha de las instalaciones cuya
construcción prevé este acuerdo ejecutivo con el Ayuntamien-
to de La Línea de la Concepción?

Sevilla, 23 de noviembre de 1999.
Las Diputadas del G.P. Socialista,

Adoración Quesada Bravo y
Juana María Lasry Hernández.

CONSTRUCCIÓN DEL INSTITUTO DE
SECUNDARIA DE BELALCÁZAR

Formulada por los Ilmos. Sres. D. Pedro Benzal Molero
y Dña. Adoración Quesada Bravo, del G.P. Socialista

5-99/POP-011685

PRESIDENCIA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

La Mesa del Parlamento, en sesión celebrada el día 24 de
noviembre de 1999, a tenor de lo previsto en el artículo 155 y
siguientes del Reglamento de la Cámara, ha calificado favo-
rablemente y admitido a trámite la Pregunta con ruego de
respuesta oral en Pleno 5-99/POP-011685, relativa a cons-
trucción del instituto de Secundaria de Belalcázar, formulada
por los Ilmos. Sres. D. Pedro Benzal Molero y Dña. Adoración
Quesada Bravo, del G.P. Socialista.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 65.1 del Re-
glamento de la Cámara, se ordena su publicación en el Boletín
Oficial del Parlamento de Andalucía.

Sevilla, 24 de noviembre de 1999.
P.D. El Letrado Mayor del Parlamento de Andalucía,

José A. Víboras Jiménez.

A LA MESA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

Los Ilmos. Sres. D. Pedro Benzal Molero y Dña. Adoración
Quesada Bravo, del G.P. Socialista, con arreglo a lo previsto
en el artículo 155 y siguientes del Reglamento de la Cámara,
formulan al Consejo de Gobierno la siguiente Pregunta con
ruego de contestación oral ante el Pleno, relativa a construc-
ción del instituto de Secundaria de Belalcázar.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Los vecinos de Belalcázar y toda la comunidad educativa
necesitan con urgencia la construcción de este centro. Al no
haberse firmado un convenio ejecutivo para su construcción
por el Ayuntamiento, debido a dificultades políticas y presu-
puestarias, formulan las siguientes

Preguntas

¿Tiene prevista la Consejería abordar con urgencia esta
construcción?

¿En qué plazos?

Sevilla, 23 de noviembre de 1999.
Los Diputados del G.P. Socialista,

Pedro Benzal Molero y
Adoración Quesada Bravo.

PROYECTO DE LUCHA CONTRA LA
EROSIÓN, LA DESERTIZACIÓN Y LA

REGENERACIÓN DE LA CUBIERTA VEGETAL

Formulada por los Ilmos. Sres. Dña. María del Carmen
Ortiz Rivas y D. Francisco Sánchez Moreno,

del G.P. Socialista
5-99/POP-011686

PRESIDENCIA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

La Mesa del Parlamento, en sesión celebrada el día 24 de
noviembre de 1999, a tenor de lo previsto en el artículo 155 y
siguientes del Reglamento de la Cámara, ha calificado favora-
blemente y admitido a trámite la Pregunta con ruego de respuesta
oral en Pleno 5-99/POP-011686, relativa al proyecto de lucha
contra la erosión, la desertización y la regeneración de la cubierta
vegetal, formulada por los Ilmos. Sres. Dña. María del Carmen
Ortiz Rivas y D. Francisco Sánchez Moreno, del G.P. Socialista.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 65.1 del Re-
glamento de la Cámara, se ordena su publicación en el Boletín
Oficial del Parlamento de Andalucía.

Sevilla, 24 de noviembre de 1999.
P.D. El Letrado Mayor del Parlamento de Andalucía,

José A. Víboras Jiménez.

A LA MESA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

Los Ilmos. Sres. Dña. María del Carmen Ortiz Rivas y D. Fran-
cisco Sánchez Moreno, del G.P. Socialista, con arreglo a lo
previsto en el artículo 155 y siguientes del Reglamento de la
Cámara, formulan al Consejo de Gobierno la siguiente Pre-
gunta con ruego de contestación oral ante el Pleno, relativa
al proyecto de lucha contra la erosión, la desertización y la
regeneración de la cubierta vegetal.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Durante un tiempo, los proyectos de lucha contra la erosión,
la desertización y la regeneración de la cubierta vegetal en
Andalucía han tenido bloqueada la financiación por parte del
Gobierno de la Nación.

Por todo lo expuesto con anterioridad, formulan las siguientes

Preguntas

¿Cuál es en estos momentos la situación de los proyectos
de lucha contra la erosión, la desertización y la regeneración
de la cubierta vegetal?
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¿Qué proyectos tienen en estos momentos financiación del
Gobierno de la Nación y de fondos europeos, y por qué importe?

¿Qué proyectos se han quedado sin financiación?

Sevilla, 23 de noviembre de 1999.
Los Diputados del G.P. Socialista,

María del Carmen Ortiz Rivas y
Francisco Sánchez Moreno.

PROYECTOS DE COOPERACIÓN
INTERNACIONAL AL DESARROLLO EN

MATERIA DE MEDIO AMBIENTE

Formulada por la Ilma. Sra. Dña. María del Carmen
Ortiz Rivas, del G.P. Socialista

5-99/POP-011687

PRESIDENCIA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

La Mesa del Parlamento, en sesión celebrada el día 24 de
noviembre de 1999, a tenor de lo previsto en el artículo 155 y
siguientes del Reglamento de la Cámara, ha calificado favo-
rablemente y admitido a trámite la Pregunta con ruego de
respuesta oral en Pleno 5-99/POP-011687, relativa a proyec-
tos de cooperación internacional al desarrollo en materia de
medio ambiente, formulada por la Ilma. Sra. Dña. María del
Carmen Ortiz Rivas, del G.P. Socialista.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 65.1 del Re-
glamento de la Cámara, se ordena su publicación en el Boletín
Oficial del Parlamento de Andalucía.

Sevilla, 24 de noviembre de 1999.
P.D. El Letrado Mayor del Parlamento de Andalucía,

José A. Víboras Jiménez.

A LA MESA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

La Ilma. Sra. Dña. María del Carmen Ortiz Rivas, del G.P. So-
cialista, con arreglo a lo previsto en el artículo 155 y siguientes
del Reglamento de la Cámara, formula al Consejo de Gobierno
la siguiente Pregunta con ruego de contestación oral ante el
Pleno, relativa a proyectos de cooperación internacional al
desarrollo en materia de medio ambiente.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Dentro de los proyectos de cooperación al desarrollo de la
Junta de Andalucía, existen proyectos específicos en materia
de medio ambiente.

Por todo lo expuesto con anterioridad, formula las siguientes

Preguntas

¿Qué proyectos concretamente está llevando a cabo la Con-
sejería de Medio Ambiente dentro de la cooperación internacional
al desarrollo en materia de medio ambiente?

¿En qué zonas, con que objetivos y por qué cuantía?

Sevilla, 23 de noviembre de 1999.
La Diputada del G.P. Socialista,
María del Carmen Ortiz Rivas.

HOSPITAL DE DÍA EN GRANADA

Formulada por los Ilmos. Sres. D. Antonio María Claret
García García y Dña. Elena Víboras Jiménez,

del G.P. Socialista
5-99/POP-011688

PRESIDENCIA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

La Mesa del Parlamento, en sesión celebrada el día 24 de
noviembre de 1999, a tenor de lo previsto en el artículo 155 y
siguientes del Reglamento de la Cámara, ha calificado favo-
rablemente y admitido a trámite la Pregunta con ruego de
respuesta oral en Pleno 5-99/POP-011688, relativa a hospital
de día en Granada, formulada por los Ilmos. Sres. D. Antonio
María Claret García García y Dña. Elena Víboras Jiménez,
del G.P. Socialista.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 65.1 del Re-
glamento de la Cámara, se ordena su publicación en el Boletín
Oficial del Parlamento de Andalucía.

Sevilla, 24 de noviembre de 1999.
P.D. El Letrado Mayor del Parlamento de Andalucía,

José A. Víboras Jiménez.

A LA MESA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

Los Ilmos. Sres. D. Antonio María Claret García García y
Dña. Elena Víboras Jiménez, del G.P. Socialista, con arreglo
a lo previsto en el artículo 155 y siguientes del Reglamento
de la Cámara, formulan al Consejo de Gobierno la siguiente
Pregunta con ruego de contestación oral ante el Pleno, relativa
a hospital de día en Granada.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El hospital Virgen de las Nieves, de Granada, tiene previsto
poner en marcha una unidad de día para rehabilitación de
enfermos con graves discapacidades físicas (tetraplejia, pa-
raplejia, etc.) en el Departamento de Rehabilitación del Hos-
pital de Traumatología.

Por todo lo expuesto con anterioridad, formulan las siguientes

Preguntas

¿Cuántos enfermos están previsto tratar anualmente?
¿Cuál será el coste de las obras y su plazo de ejecución?

Sevilla, 23 de noviembre de 1999.
Los Diputados del G.P. Socialista,

Antonio María Claret García García y
Elena Víboras Jiménez.

DIABETES EN ANDALUCÍA

Formulada por las Ilmas. Sras. Dña. María del Carmen
Molina Hernández y Dña. Elena Víboras Jiménez,

del G.P. Socialista
5-99/POP-011689

PRESIDENCIA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

La Mesa del Parlamento, en sesión celebrada el día 24 de
noviembre de 1999, a tenor de lo previsto en el artículo 155 y
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siguientes del Reglamento de la Cámara, ha calificado favo-
rablemente y admitido a trámite la Pregunta con ruego de
respuesta oral en Pleno 5-99/POP-011689, relativa a la dia-
betes en Andalucía, formulada por las Ilmas. Sras. Dña. María
del Carmen Molina Hernández y Dña. Elena Víboras Jiménez,
del G.P. Socialista.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 65.1 del Re-
glamento de la Cámara, se ordena su publicación en el Boletín
Oficial del Parlamento de Andalucía.

Sevilla, 24 de noviembre de 1999.
P.D. El Letrado Mayor del Parlamento de Andalucía,

José A. Víboras Jiménez.

A LA MESA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

Las Ilmas. Sras. Dña. María del Carmen Molina Hernández
y Dña. Elena Víboras Jiménez, del G.P. Socialista, con arreglo
a lo previsto en el artículo 155 y siguientes del Reglamento
de la Cámara, formulan al Consejo de Gobierno la siguiente
Pregunta con ruego de contestación oral ante el Pleno, relativa
a la diabetes en Andalucía.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El Plan Andaluz de Salud recoge como prioritario e impor-
tante el tratamiento de las lesiones que origina la diabetes.

Es indiscutible la importancia y transcendencia sanitaria que
una enfermedad como la diabetes posee a todos los niveles.

En los datos de la encuesta nacional de salud de 1993 se
obtiene una prevalencia media de un 4%, siendo más alta en
mujeres que en hombres.

Por todo lo expuesto con anterioridad, formulan las siguientes

Preguntas

¿Qué número de diabéticos tenemos en Andalucía y de
forma específica de mujeres embarazadas diabéticas?

¿Cuántas unidades existen en Andalucía para la atención
a diabéticos?

¿Se están llevando a cabo programas de atención espe-
cíficos a mujeres embarazadas?

Sevilla, 23 de noviembre de 1999.
Las Diputadas del G.P. Socialista,

María del Carmen Molina Hernández y
Elena Víboras Jiménez.

COMERCIO INTERIOR

Formulada por los Ilmos. Sres. Dña. Aurora Atoche
Navarro y D. José Manuel Martínez Rastrojo,

del G.P. Socialista
5-99/POP-011690

PRESIDENCIA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

La Mesa del Parlamento, en sesión celebrada el día 24 de
noviembre de 1999, a tenor de lo previsto en el artículo 155 y
siguientes del Reglamento de la Cámara, ha calificado favora-
blemente y admitido a trámite la Pregunta con ruego de respuesta
oral en Pleno 5-99/POP-011690, relativa al comercio interior,

formulada por los Ilmos. Sres. Dña. Aurora Atoche Navarro y
D. José Manuel Martínez Rastrojo, del G.P. Socialista.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 65.1 del Re-
glamento de la Cámara, se ordena su publicación en el Boletín
Oficial del Parlamento de Andalucía.

Sevilla, 24 de noviembre de 1999.
P.D. El Letrado Mayor del Parlamento de Andalucía,

José A. Víboras Jiménez.

A LA MESA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

Los Ilmos. Sres. Dña. Aurora Atoche Navarro y D. José
Manuel Martínez Rastrojo, del G.P. Socialista, con arreglo a
lo previsto en el artículo 155 y siguientes del Reglamento de
la Cámara, formulan al Consejo de Gobierno la siguiente Pre-
gunta con ruego de contestación oral ante el Pleno, relativa
al comercio interior.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La Ley General de Comercio preveía la posibilidad de rea-
lizar convenios entre el Estado y las Comunidades Autónomas
para el desarrollo de la Ley.

Por todo lo expuesto con anterioridad, formulan la siguiente

Pregunta

¿Tiene la Comunidad Autónoma de Andalucía suscrito al-
gún convenio marco con el Ministerio de Economía y Hacienda
para el desarrollo del comercio interior?, y si es así, ¿cuál es
su grado de ejecución?

Sevilla, 22 de noviembre de 1999.
Los Diputados del G.P. Socialista,

Aurora Atoche Navarro y
José Manuel Martínez Rastrojo.

PROGRAMAS DE FORMACIÓN
PROFESIONAL OCUPACIONAL

Formulada por los Ilmos. Sres. D. Pedro Benzal Molero
y Dña. Aurora Atoche Navarro, del G.P. Socialista

5-99/POP-011691

PRESIDENCIA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

La Mesa del Parlamento, en sesión celebrada el día 24 de
noviembre de 1999, a tenor de lo previsto en el artículo 155 y
siguientes del Reglamento de la Cámara, ha calificado favo-
rablemente y admitido a trámite la Pregunta con ruego de
respuesta oral en Pleno 5-99/POP-011691, relativa a progra-
mas de Formación Profesional Ocupacional, formulada por
los Ilmos. Sres. D. Pedro Benzal Molero y Dña. Aurora Atoche
Navarro, del G.P. Socialista.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 65.1 del Re-
glamento de la Cámara, se ordena su publicación en el Boletín
Oficial del Parlamento de Andalucía.

Sevilla, 24 de noviembre de 1999.
P.D. El Letrado Mayor del Parlamento de Andalucía,

José A. Víboras Jiménez.
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A LA MESA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

Los Ilmos. Sres. D. Pedro Benzal Molero y Dña. Aurora
Atoche Navarro, del G.P. Socialista, con arreglo a lo previsto
en el artículo 155 y siguientes del Reglamento de la Cámara,
formulan al Consejo de Gobierno la siguiente Pregunta con
ruego de contestación oral ante el Pleno, relativa a programas
de Formación Profesional Ocupacional.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Los programas de Formación Profesional Ocupacional que
desarrolla el Gobierno de la Junta de Andalucía vienen per-
mitiendo la mejor cualificación de unos 80.000 andaluces al
año. El fin último de esta formación es prepararlos para un
empleo y facilitar su inserción profesional.

Por todo lo expuesto con anterioridad, formulan las siguientes

Preguntas

¿Tiene el Consejero de Trabajo e Industria información acerca
de la inserción de los/as alumnos/as de los programas de FPO?

¿Cuáles son los resultados del seguimiento de los empleos
que consiguen los/as ex alumnos/as?

Sevilla, 22 de noviembre de 1999.
Los Diputados del G.P. Socialista,

Pedro Benzal Molero y
Aurora Atoche Navarro.

INCUMPLIMIENTOS DE OBLIGACIONES DE
LAS CONSEJERÍAS

Formulada por el Ilmo. Sr. D. Juan Ramón Casero
Domínguez, del G.P. Popular de Andalucía

5-99/POP-011715

PRESIDENCIA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

La Mesa del Parlamento, en sesión celebrada el día 24 de
noviembre de 1999, a tenor de lo previsto en el artículo 155 y
siguientes del Reglamento de la Cámara, ha calificado favo-
rablemente y admitido a trámite la Pregunta con ruego de
respuesta oral en Pleno 5-99/POP-011715, relativa a incum-
plimientos de obligaciones de las Consejerías, formulada por
el Ilmo. Sr. D. Juan Ramón Casero Domínguez, del G.P. Po-
pular de Andalucía.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 65.1 del Re-
glamento de la Cámara, se ordena su publicación en el Boletín
Oficial del Parlamento de Andalucía.

Sevilla, 24 de noviembre de 1999.
P.D. El Letrado Mayor del Parlamento de Andalucía,

José A. Víboras Jiménez.

A LA MESA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

El Ilmo. Sr. D. Juan Ramón Casero Domínguez, del G.P. Po-
pular de Andalucía, con arreglo a lo previsto en el artículo 155 y
siguientes del Reglamento de la Cámara, formula al Consejo
de Gobierno la siguiente Pregunta con ruego de contestación

oral ante el Pleno, relativa a incumplimientos de obligaciones
de las Consejerías.

Pregunta

¿Por qué motivos no cumplen las Consejerías y organismos
autónomos el apartado 4 del artículo 29 de la Ley de Presupuestos
de la Comunidad Autónoma, sobre información al Parlamento?

Parlamento de Andalucía, 22 de noviembre de 1999.
El Diputado del G.P. Popular de Andalucía,

Juan Ramón Casero Domínguez.

INCUMPLIMIENTO DEL ACUERDO CON EL
NIÑO VENTILODEPENDIENTE, CÓRDOBA

Formulada por el Ilmo. Sr. D. Salvador Fuentes Lopera,
del G.P. Popular de Andalucía

5-99/POP-011716

PRESIDENCIA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

La Mesa del Parlamento, en sesión celebrada el día 24 de
noviembre de 1999, a tenor de lo previsto en el artículo 155 y
siguientes del Reglamento de la Cámara, ha calificado favo-
rablemente y admitido a trámite la Pregunta con ruego de
respuesta oral en Pleno 5-99/POP-011716, relativa al incum-
plimiento del acuerdo con el niño ventilodependiente, Córdo-
ba, formulada por el Ilmo. Sr. D. Salvador Fuentes Lopera,
del G.P. Popular de Andalucía.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 65.1 del Re-
glamento de la Cámara, se ordena su publicación en el Boletín
Oficial del Parlamento de Andalucía.

Sevilla, 24 de noviembre de 1999.
P.D. El Letrado Mayor del Parlamento de Andalucía,

José A. Víboras Jiménez.

A LA MESA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

El Ilmo. Sr. D. Salvador Fuentes Lopera, del G.P. Popular
de Andalucía, con arreglo a lo previsto en el artículo 155 y
siguientes del Reglamento de la Cámara, formula al Consejero
de Asuntos Sociales la siguiente Pregunta con ruego de contes-
tación oral ante el Pleno, relativa al incumplimiento del acuerdo
con el niño ventilodependiente, Córdoba.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El padre del niño ventilodependiente denunció a los medios
de comunicación que la Junta de Andalucía no está cumplien-
do los acuerdos económicos alcanzados con su familia en
marzo de 1998.

En 1998, la ayuda les llegó con nueve meses de retraso y
tuvieron que acudir a créditos bancarios, pero resulta que este
año, y a mes de noviembre, sólo han recibido 600.000 pesetas
de las 2.200.000 acordadas.

Por todo lo expuesto con anterioridad, formula la siguiente
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Pregunta

¿Qué razones han motivado el incumplimiento del acuerdo
por parte de la Junta de Andalucía?

Parlamento de Andalucía, 23 de noviembre de 1999.
El Diputado del G.P. Popular de Andalucía,

Salvador Fuentes Lopera.

DEUDA DE LA CONSEJERÍA DE SALUD CON
LAS EMPRESAS ANDALUZAS

Formulada por el Ilmo. Sr. D. José Guillermo García
Trenado, del G.P. Popular de Andalucía

5-99/POP-011717

PRESIDENCIA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

La Mesa del Parlamento, en sesión celebrada el día 24 de
noviembre de 1999, a tenor de lo previsto en el artículo 155 y
siguientes del Reglamento de la Cámara, ha calificado favo-
rablemente y admitido a trámite la Pregunta con ruego de
respuesta oral en Pleno 5-99/POP-011717, relativa a la deuda
de la Consejería de Salud con las empresas andaluzas, formu-
lada por el Ilmo. Sr. D. José Guillermo García Trenado, del
G.P. Popular de Andalucía.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 65.1 del Re-
glamento de la Cámara, se ordena su publicación en el Boletín
Oficial del Parlamento de Andalucía.

Sevilla, 24 de noviembre de 1999.
P.D. El Letrado Mayor del Parlamento de Andalucía,

José A. Víboras Jiménez.

A LA MESA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

El Ilmo. Sr. D. José Guillermo García Trenado, Diputado
por Sevilla y perteneciente al G.P. Popular de Andalucía, con
arreglo a lo previsto en el artículo 155 y siguientes del Regla-
mento de la Cámara, formula al Consejo de Gobierno la si-
guiente Pregunta con ruego de contestación oral ante el Pleno,
relativa a la deuda de la Consejería de Salud con las empresas
andaluzas.

Pregunta

¿Cuándo tiene previsto pagar la Consejería de Salud
los 90.000 millones de pesetas que le debe a las empresas
andaluzas?

Parlamento de Andalucía, 23 de noviembre de 1999.
El Diputado del G.P. Popular de Andalucía,

José Guillermo García Trenado.

SITUACIÓN DEL PROFESORADO EN EL
COLEGIO PÚBLICO SEGALVINA, DE

SALOBREÑA

Formulada por la Ilma. Sra. Dña. María Victoria del Valle
Bueno, del G.P. Popular de Andalucía

5-99/POP-011718

PRESIDENCIA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

La Mesa del Parlamento, en sesión celebrada el día 24 de
noviembre de 1999, a tenor de lo previsto en el artículo 155 y
siguientes del Reglamento de la Cámara, ha calificado favo-
rablemente y admitido a trámite la Pregunta con ruego de
respuesta oral en Pleno 5-99/POP-011718, relativa a la situa-
ción del profesorado en el colegio público Segalvina, de Sa-
lobreña, formulada por la Ilma. Sra. Dña. María Victoria del
Valle Bueno, del G.P. Popular de Andalucía.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 65.1 del Re-
glamento de la Cámara, se ordena su publicación en el Boletín
Oficial del Parlamento de Andalucía.

Sevilla, 24 de noviembre de 1999.
P.D. El Letrado Mayor del Parlamento de Andalucía,

José A. Víboras Jiménez.

A LA MESA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

La Ilma. Sra. Dña. María Victoria del Valle Bueno, Diputada
por Granada y perteneciente al G.P. Popular de Andalucía,
con arreglo a lo previsto en el artículo 155 y siguientes del
Reglamento de la Cámara, formula al Consejo de Gobierno la
siguiente Pregunta con ruego de contestación oral ante el Pleno,
relativa a la situación del profesorado en el colegio público Se-
galvina, de Salobreña.

Pregunta

¿Qué medidas tiene previstas adoptar la Consejería de
Educación para solucionar la sustitución del profesor que de-
sempeña la tutoría del curso 3º B del colegio público de Edu-
cación Primaria Segalvina?

Parlamento de Andalucía, 22 de noviembre de 1999.
La Diputada del G.P. Popular de Andalucía,

María Victoria del Valle Bueno.

VIABILIDAD DE LA COOPERATIVA
ANDALUZA DEL HOSPITAL VIRGEN DEL

ROCÍO, DE SEVILLA

Formulada por el Ilmo. Sr. D. Juan Miguel Calvo
Castaños, del G.P. Popular de Andalucía

5-99/POP-011719

PRESIDENCIA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

La Mesa del Parlamento, en sesión celebrada el día 24 de
noviembre de 1999, a tenor de lo previsto en el artículo 155 y
siguientes del Reglamento de la Cámara, ha calificado favo-
rablemente y admitido a trámite la Pregunta con ruego de
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respuesta oral en Pleno 5-99/POP-011719, relativa a viabilidad
de la cooperativa andaluza del hospital Virgen del Rocío, de
Sevilla, formulada por el Ilmo. Sr. D. Juan Miguel Calvo Cas-
taños, del G.P. Popular de Andalucía.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 65.1 del Re-
glamento de la Cámara, se ordena su publicación en el Boletín
Oficial del Parlamento de Andalucía.

Sevilla, 24 de noviembre de 1999.
P.D. El Letrado Mayor del Parlamento de Andalucía,

José A. Víboras Jiménez.

A LA MESA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

El Ilmo. Sr. D. Juan Miguel Calvo Castaños, Diputado por
Sevilla y perteneciente al G.P. Popular de Andalucía, con arre-
glo a lo previsto en el artículo 155 y siguientes del Reglamento
de la Cámara, formula al Consejo de Gobierno la siguiente
Pregunta con ruego de contestación oral ante el Pleno, relativa
a viabilidad de la cooperativa andaluza del hospital Virgen del
Rocío, de Sevilla.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La gestión de las cafeterías del hospital Virgen del Rocío,
del SAS, está a cargo de la S.C.A Ciudad Sanitaria desde 1978,
prestando los servicios propios de este tipo de estableci-
mientos y el de manutención del personal sanitario de guar-
dia, con excelente nivel de atención y satisfacción general de
los usuarios.

La actuación societaria de la cooperativa y el buen clima exis-
tente en lo relativo a relaciones laborales es un buen ejemplo a
seguir, junto a su esfuerzo inversor, por un importe superior a
los 110 millones de pesetas, en mejora de las instalaciones y
servicios. Actualmente, es concesionaria de la explotación de las
cafeterías del hospital de referencia por concurso público re-
suelto en noviembre de 1998 por un período de cuatro años
y dos prórrogas anuales, con unas condiciones contractuales
muy exigentes, dictadas por el director gerente del hospital
universitario Virgen del Rocío, que suponen para la coopera-
tiva un esfuerzo adicional asumido por los socios.

En este período de adaptación, el director gerente convoca
en julio del presente año un nuevo concurso para instalar una
nueva cafetería en Traumatología, que es adjudicada a la em-
presa Hocafersan, S.A., radicada en Granada, en cuyo hospital
ejerció el mencionado gerente el mismo cargo, rompiéndose
el criterio de unidad de explotación siempre mantenido en el
ámbito del hospital, como lo demuestra que hasta 1992 existió
una cafetería que gestionaba la cooperativa precisamente en
Traumatología, que fue cerrada unilateralmente sin ninguna
compensación.

Si a esto se añade otras actuaciones del gerente, parece
que se deduce un propósito contrario a la viabilidad de la
mencionada cooperativa en el ámbito del citado hospital pú-
blico, lo que en opinión de este Diputado contradice la política
de la Junta de apoyar a la economía social y está originando
un conflicto innecesario.

Por todo lo expuesto con anterioridad, formula las siguientes

Preguntas

¿Conoce este problema?

¿Piensa desarrollar alguna actuación de mediación y es-
clarecimiento a través del órgano adecuado de su Consejería?

Parlamento de Andalucía, 22 de noviembre de 1999.
El Diputado del G.P. Popular de Andalucía,

Juan Miguel Calvo Castaños.

BAJAS Y SUSTITUCIONES DE PROFESORES
EN SEVILLA Y PROVINCIA

Formulada por el Ilmo. Sr. D. José María Calderón
Calderón, del G.P. Popular de Andalucía

5-99/POP-011720

PRESIDENCIA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

La Mesa del Parlamento, en sesión celebrada el día 24 de
noviembre de 1999, a tenor de lo previsto en el artículo 155 y
siguientes del Reglamento de la Cámara, ha calificado favora-
blemente y admitido a trámite la Pregunta con ruego de respuesta
oral en Pleno 5-99/POP-011720, relativa a bajas y sustitucio-
nes de profesores en Sevilla y provincia, formulada por el Ilmo.
Sr. D. José María Calderón Calderón, del G.P. Popular de
Andalucía.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 65.1 del Re-
glamento de la Cámara, se ordena su publicación en el Boletín
Oficial del Parlamento de Andalucía.

Sevilla, 24 de noviembre de 1999.
P.D. El Letrado Mayor del Parlamento de Andalucía,

José A. Víboras Jiménez.

A LA MESA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

El Ilmo. Sr. D. José María Calderón Calderón, Diputado por
Sevilla y perteneciente al G.P. Popular de Andalucía, con arre-
glo a lo previsto en el artículo 155 y siguientes del Reglamento
de la Cámara, formula al Consejo de Gobierno la siguiente
Pregunta con ruego de contestación oral ante el Pleno, relativa
a bajas y sustituciones de profesores en Sevilla y provincia.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

En Sevilla y provincia, durante las últimas semanas han sido
normales las denuncias, realizadas por APA, sindicatos y orga-
nizaciones de profesores, sobre bajas y sustituciones del profe-
sorado que no se cubren en los institutos y colegios públicos.

Por todo lo expuesto con anterioridad, formula las siguientes

Preguntas

¿Cómo asegurará la CEC que se cubran, en los colegios
e institutos de Sevilla y provincia, las bajas y sustituciones del
profesorado de manera inmediata?

¿Qué actuaciones tiene previstas desarrollar la CEC para
compensar a los alumnos/as afectados por bajas prolongadas
del profesorado?

Parlamento de Andalucía, 22 de noviembre de 1999.
El Diputado del G.P. Popular de Andalucía,

José María Calderón Calderón.
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MEDIDAS DE CONTROL

Formulada por la Ilma. Sra. Dña. Carmen Martínez de
Sola y Coello de Portugal, del G.P. Popular de Andalucía

5-99/POP-011721

PRESIDENCIA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

La Mesa del Parlamento, en sesión celebrada el día 24 de
noviembre de 1999, a tenor de lo previsto en el artículo 155 y
siguientes del Reglamento de la Cámara, ha calificado favo-
rablemente y admitido a trámite la Pregunta con ruego de
respuesta oral en Pleno 5-99/POP-011721, relativa a medidas
de control, formulada por la Ilma. Sra. Dña. Carmen Martínez
de Sola y Coello de Portugal, del G.P. Popular de Andalucía.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 65.1 del Re-
glamento de la Cámara, se ordena su publicación en el Boletín
Oficial del Parlamento de Andalucía.

Sevilla, 24 de noviembre de 1999.
P.D. El Letrado Mayor del Parlamento de Andalucía,

José A. Víboras Jiménez.

A LA MESA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

La Ilma. Sra. Dña. Carmen Martínez de Sola y Coello de
Portugal, del G.P. Popular de Andalucía, con arreglo a lo pre-
visto en el artículo 158 y siguientes del Reglamento de la
Cámara, formula al Consejo de Gobierno la siguiente Pregunta
con ruego de contestación oral ante el Pleno, relativa a me-
didas de control.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

¿Qué medidas de control ha tomado la Consejería de Agri-
cultura para defender la cabaña andaluza de porcino de la
peste porcina africana?

Parlamento de Andalucía, 23 de noviembre de 1999.
La Diputada del G.P. Popular de Andalucía,

Carmen Martínez de Sola y Coello de Portugal.

RELACIONES CON EL GOBIERNO DE LA NACIÓN

Formulada por el Ilmo. Sr. D. José Caballos Mojeda,
Portavoz del G.P. Socialista

5-99/POP-011730

PRESIDENCIA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

La Mesa del Parlamento, en sesión celebrada el día 24 de
noviembre de 1999, a tenor de lo previsto en el artículo 155 y
siguientes del Reglamento de la Cámara, ha calificado favo-
rablemente y admitido a trámite la Pregunta con ruego de
respuesta oral en Pleno 5-99/POP-011730, relativa a las re-
laciones con el Gobierno de la Nación, formulada por el Ilmo.
Sr. D. José Caballos Mojeda, Portavoz del G.P. Socialista.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 65.1 del Re-
glamento de la Cámara, se ordena su publicación en el Boletín
Oficial del Parlamento de Andalucía.

Sevilla, 24 de noviembre de 1999.
P.D. El Letrado Mayor del Parlamento de Andalucía,

José A. Víboras Jiménez.

A LA MESA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

El Ilmo. Sr. D. José Caballos Mojeda, Portavoz del G.P. So-
cialista, con arreglo a lo previsto en el artículo 159 del Reglamento
de la Cámara, formula al Presidente de la Junta de Andalucía la
siguiente Pregunta con ruego de contestación oral ante el Pleno,
relativa a las relaciones con el Gobierno de la Nación.

Pregunta

¿Qué valoración le merece al señor Presidente el estado
actual de las relaciones entre la Junta de Andalucía y el Go-
bierno de la Nación?

Sevilla, 23 de noviembre de 1999.
El Portavoz del G.P. Socialista,

José Caballos Mojeda.

3. INFORMACIÓN

3.5 Instituciones y órganos con vinculación
parlamentaria

3.5.5 Cámara de Cuentas de Andalucía

PROPUESTA DE DESIGNACIÓN DE CARMEN
IGLESIAS GARCÍA DE VICUÑA COMO

CONSEJERA DE LA CÁMARA DE CUENTAS
DE ANDALUCÍA

Presentada por el G.P. Socialista
5-99/CONS-05531

PRESIDENCIA DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

La Mesa del Parlamento, en sesión celebrada el día 24 de
noviembre de 1999, ha conocido la propuesta de designación
de doña Carmen Iglesias García de Vicuña como Consejera
de la Cámara de Cuentas de Andalucía, presentada por el
G.P. Socialista.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 65.1 del Re-
glamento de la Cámara, se ordena su publicación en el Boletín
Oficial del Parlamento de Andalucía.

Sevilla, 24 de noviembre de 1999.
P.D. El Letrado Mayor del Parlamento de Andalucía,

José A. Víboras Jiménez.
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PUBLICACIONES DEL
PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA
ESTATUTO DE AUTONOMÍA PARA

ANDALUCÍA
REGLAMENTO DEL PARLAMENTO DE

ANDALUCÍA
PVP: 1.500 ptas.

(Agotado)

REGLAMENTO DEL PARLAMENTO DE
ANDALUCÍA
PVP: 1.000 ptas.

LAS CORTES EN SEVILLA EN 1823
(Edición facsímil)

Estudio preliminar a cargo de Rafael Sánchez Mantero

PVP: 1.500 ptas.

COMUNIDAD AUTÓNOMA DE ANDALUCÍA
Agustín Ruiz Robledo

PVP: 2.000 ptas.

ESTATUTO DE AUTONOMÍA PARA ANDALUCÍA
(Edición a cargo de Manuel José Terol Becerra y

 José María Morales Arroyo)

PVP: 1.000 ptas.

LOS PROCESOS DE FORMACIÓN DE LAS
COMUNIDADES AUTÓNOMAS

ASPECTOS JURÍDICOS Y PERSPECTIVAS
POLÍTICAS
Parlamento Vasco

Parlamento de Cataluña
Parlamento de Galicia

Parlamento de Andalucía

PVP: 3.700 ptas.

ESTATUTO DE AUTONOMÍA PARA ANDALUCÍA
PVP: 500 ptas.

JORNADAS DE DEBATE SOBRE REFORMA DE
LOS REGLAMENTOS PARLAMENTARIOS

PVP: 1.500

PARLAMENTO Y SOCIEDAD EN ANDALUCÍA
Juan Cano Bueso (Ed.)

PVP: 2.000 ptas.

ELECCIONES Y PARTIDOS POLÍTICOS
PVP: 1.300 ptas.
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